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			La edición original de esta obra incluye siete entrevistas más, relativas a la invasión rusa de Ucrania de febrero de 2022 y la posterior guerra, que no aparecen en la presente edición española porque ya fueron publicadas de forma independiente en el volumen Por qué Ucrania (Altamarea, 2022), con traducción de Carlos Clavería Laguarda.

			 

		

	
		
			 

			 

			C. J. POLYCHRONIOU1

			PRÓLOGO

			 

			 

			 

			 

			Vivimos tiempos tan peligrosos como desconcertantes. Nuestro mundo se encuentra hoy atravesado por tensiones y conflictos por doquier. Por si esto fuera poco, la invasión de Ucrania por parte de Rusia, iniciada el 24 de febrero de 2022, ha abocado a Europa de nuevo a la guerra. Mientras todo esto sucede, el cambio climático avanza con paso firme, hasta el punto de que los dramáticos efectos del calentamiento global han pasado a convertirse —por aterrador que esto resulte— en nuestra nueva normalidad. Al mismo tiempo, la persistencia de las armas nucleares representa una insólita amenaza para la supervivencia del ser humano y del planeta. Para redondear las cosas, las vías de cooperación internacional que ayudarían a abordar semejantes desafíos globales brillan ahora mismo por su ausencia.

			En el ámbito de la política nacional, las cosas no pintan mucho mejor. Buena parte de la ciudadanía, especialmente en el caso de los países más desarrollados, siente que sus sociedades se encuentran hoy más fracturadas que nunca. El neoliberalismo ha desgarrado el tejido social e impuesto dinámicas tóxicas, tanto en un sentido social como económico, lo que ha allanado el camino para el auge de cierto populismo de corte autoritario.

			Con todo, ningún otro país se encuentra hoy más dividido que Estados Unidos. En ningún otro lugar de Occidente las fuerzas reaccionarias gozan de tanto poder y hacen gala de tanto afán destructivo como sobre el territorio estadounidense. El Partido Republicano, una fuerza política transida de reaccionarismo desde comienzos del siglo XX, se ha quitado por fin la careta, dispuesta a convertirse en una organización política «protofascista» sin más miramientos. Por su parte, la más alta instancia del poder judicial estadounidense se encuentra bajo el yugo de una facción ultraconservadora integrada por un hatajo de «sátrapas partidistas». Sin ir más lejos, la sentencia emitida por el Tribunal Supremo el 24 de junio de 2022, por la que se derogaba el derecho de las mujeres a abortar —recogido hasta entonces en la Constitución estadounidense—, supone un retroceso sobrecogedor para la dignidad de las mujeres, además de una vergüenza para el resto del mundo. A los cinco magistrados responsables de desestimar el caso de Roe contra Wade los habían nombrado a dedo distintos presidentes republicanos. Apenas un día antes de dictar esa sentencia, los mencionados sátrapas se habían cubierto de gloria echando al traste un proyecto de ley destinado a regular el uso de armas en el estado de Nueva York —una iniciativa tachada de «nauseabunda» por la Asociación Nacional del Rifle—, en virtud del cual el uso de este tipo de armas en público solo estaría permitido en casos estrictamente justificados.

			Pese a que Estados Unidos sigue pagando con creces la violencia de los tiroteos, los magistrados del Tribunal Supremo concluyeron que la ciudadanía tenía todo el derecho a «defenderse», aunque esto implicara empuñar armas de fuego con pasmosa libertad. De hecho, tal como señala Noam Chomsky en algunas de las entrevistas incluidas en este libro, lo que sucede en Estados Unidos no tiene parangón en el resto de mundo: tanto da si hablamos de la posesión y el uso de armas, del fundamentalismo religioso, de la sanidad, de la desigualdad, del calentamiento global o, más recientemente, del aborto.

			Las entrevistas que forman parte del presente trabajo comenzaron en el preciso momento en que Estados Unidos —podría decirse, incluso, que el mundo entero— se adentraba en una nueva era con la llegada del «criminal más horrendo de la historia», en palabras de Noam Chomsky, al selecto club de presidentes que ejercieron durante un solo mandato. La victoria de Joe Biden en las siguientes elecciones alimentó nuestras esperanzas de que aún fuera posible salvar la democracia estadounidense —o, por lo menos, avivar sus rescoldos—, poner en marcha una ineludible agenda económica de carácter progresista y abordar con seriedad una crisis climática que, en los años anteriores, el Gobierno de Trump no solo había negado de plano, sino agravado por medio de políticas responsables de dañar el medio ambiente y acelerar el cambio climático. He aquí una razón de peso por la que Chomsky había calificado a Trump como el mayor criminal de la historia. Un simple vistazo a las políticas implementadas por el expresidente basta para apreciar la gravedad de su obra.

			Sin duda, al tomar Biden el relevo, el panorama pintaba más halagüeño. Por desgracia, las fuerzas reaccionarias albergaban intenciones muy distintas. El sector republicano, apoyado por unos cuantos «demócratas moderados», como se los dio en llamar, se ocupó de frustrar la agenda económica del nuevo presidente. Por si esto fuera poco, Biden incumplió sus propias promesas climáticas y traicionó a los activistas que lo habían apoyado al ponerse del lado de las grandes petroleras. Por no hablar de su política exterior, indistinguible de la que había promovido Trump.

			Muchas de las entrevistas que componen estas páginas abordan y analizan las condiciones sociales, económicas y políticas de Estados Unidos correspondientes al periodo postrumpista. Hasta la fecha, el país sigue siendo la mayor superpotencia del mundo. Por ende, cuanto ocurre en esta tierra suele tener consecuencias de alcance planetario. En este sentido, la reciente deriva del Partido Republicano —con sus orientación ideológica «protofascista» y sus estrechos lazos con la industria de los combustibles fósiles— bien podría hacer añicos el país y arrastrar, de paso, al resto del mundo hacia el desastre.

			Por supuesto, nada está perdido todavía. «El ser humano no ha dicho aún su última palabra», suele recordarnos Chomsky. Sin ir más lejos, en Estados Unidos, convicciones como la defensa de la paz, la justicia social y económica o la sostenibilidad cuentan con el respaldo de mucha gente de bien y de un montón de organizaciones cívicas. De hecho, podría decirse que las fuerzas progresistas estadounidenses cierran filas en el frente de batalla por un nuevo orden socioeconómico y un futuro descarbonizado. Abocadas a una lucha sin cuartel, en condiciones de gran hostilidad tanto en sentido cultural como político, las fuerzas radicales y progresistas de Estados Unidos se han demostrado capaces de diseñar una agenda que consiga seducir a los ciudadanos más jóvenes. En particular, algunos economistas y politólogos de izquierdas, como los vinculados al Instituto de Investigación Política y Económica de la Universidad de Massachusetts Amherst, nos muestran el camino hacia una economía verde.

			Con todo, incluso la decepción causada por las políticas de Biden quedó relegada a un segundo plano tras la invasión rusa de Ucrania, «un crimen de guerra de primera magnitud, comparable a la invasión estadounidense de Irak y a la invasión de Polonia por Hitler y Stalin en septiembre de 1939», según sentencia Chomsky. No en vano, las consecuencias de tan criminales designios por parte de Putin superan con creces el ámbito ucraniano. De hecho, la invasión rusa, además de producir un grado insoportable de sufrimiento y destrucción —causa de una crisis humanitaria en toda regla—, ha tenido otras consecuencias igual de nefastas: desatar una crisis humanitaria de alcance global, resucitar el fantasma de la OTAN y arrinconar las medidas contra el cambio climático.

			A modo de reacción frente a esta agresión, los países occidentales decidieron imponer a Rusia sanciones sin precedentes. Sin embargo, al tiempo que tomaban semejantes medidas, estos mismos gobiernos —al igual que los principales medios de comunicación— hacían gala de su habitual hipocresía al guardar silencio sobre el provocador papel de la OTAN, responsable de azuzar el conflicto entre Rusia y Ucrania y de abocarlo a un desenlace tan trágico.

			Autoridad ilegítima supone la tercera entrega en la saga de entrevistas completas concedidas por Noam Chomsky, un autor al que podemos calificar como el intelectual de la esfera pública más importante del mundo. Así lo demuestra el fervor con que admiran sus ideas millones de personas, como si constituyeran un auténtico tesoro dentro y fuera de Estados Unidos. Las entrevistas de este volumen, registradas entre finales de marzo de 2021 y finales de junio de 2022, vieron la luz por primera vez en Truthout, un medio digital progresista y sin ánimo de lucro cuyo sentido no es otro que ofrecer una alternativa independiente al complaciente conglomerado de los medios masivos e incitarnos a tomar medidas sacando a la luz las injusticias sistémicas y los crímenes contra la humanidad.

			Por lo que a mí respecta, tener la oportunidad de trabajar al lado de Noam Chomsky, de manera extensa e ininterrumpida, durante todo un cuarto de siglo supone un honor y un privilegio inigualables. Y, ni que decir tiene, me ha deparado la experiencia más estimulante que pudiera imaginar. A decir verdad, me faltan palabras para expresar como es debido la gratitud y los sentimientos que albergo hacia Noam.

			Con todo, no quisiera cerrar estas notas sin dar las gracias de corazón a Maya Schenwar, Alana Price y Britney Schultz por trabajar a mi lado durante tantos años. Les agradezco la generosidad con que han publicado no solo estas entrevistas, sino también el resto de mis artículos y columnas en Truthout. Con su labor, han contribuido una barbaridad a difundir las ideas y las opiniones de Chomsky entre las nuevas generaciones de lectores y activistas.

			¡Que siga la lucha!

			 

			C. J. POLYCHRONIOU, 

			julio de 2022
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			AUNQUE LAS PRIMERAS MEDIDAS DE BIDEN INVITAN A LA ESPERANZA, DEBEMOS SEGUIR PRESIONANDO2

			 

			 

			 

			Joe Biden lleva aproximadamente dos meses en la Casa Blanca, en el transcurso de los cuales le ha dado tiempo a firmar decenas de órdenes ejecutivas destinadas a revertir las políticas de Donald Trump. Sin embargo, también ha conseguido aprobar una enorme y ambiciosa ley de estímulo sin precedentes en tiempos de paz. Noam, ¿cómo valoras las medidas adoptadas hasta ahora por Biden para abordar los problemas más acuciantes a los que se enfrenta la sociedad estadounidense, es decir, la pandemia y los estragos que ha producido en millones de ciudadanos?

			Mejor de lo que había previsto. Considerablemente. La ley de estímulo tiene defectos, pero teniendo en cuenta las circunstancias, es un logro impresionante. Las circunstancias son un partido de la oposición muy disciplinado y dedicado al principio anunciado hace años por su líder máximo, Mitch McConnell: «Si no estamos en el poder, debemos hacer ingobernable el país y bloquear los esfuerzos legislativos del gobierno, por muy beneficiosos que sean. Entonces se podrá culpar de las consecuencias al partido en el poder y podremos hacernos con este». A los republicanos les funcionó bien en 2009, con mucha ayuda de Obama. En 2010, los demócratas perdieron el Congreso y se despejó el camino a la debacle de 2016.

			Hay muchas razones para suponer que la estrategia se repetirá, esta vez en circunstancias más complejas. La base de votantes en manos de Trump comparte el objetivo, pero difiere de McConnell sobre quién recogerá los pedazos: McConnell y la clase donante, o Trump y la base de votantes que movilizó, casi la mitad de los cuales lo adoran como el mensajero enviado por Dios para salvar al país de… Podemos completar los puntos suspensivos con nuestras fantasías favoritas, pero no debemos pasar por alto el hecho de que lo que puede sonar ridículo tiene raíces en las vidas de las víctimas de la globalización neoliberal de los últimos cuarenta años, ampliada por Trump, aparte de algunas florituras retóricas.

			En esas circunstancias, aprobar una ley de estímulo fue un gran logro. Los republicanos que están a favor, y saben que sus compromisarios lo están, votaron sin embargo en contra, obedeciendo a pies juntillas lo que determinara el Comité Central. Algunos demócratas insistieron en suavizarlo. Pero lo que finalmente se aprobó tiene elementos valiosos, que podrían servir de base para seguir adelante.

			Hay enormes lagunas. El proyecto de ley seguramente debería haber contenido un aumento del miserable salario mínimo, un escándalo total. Pero eso habría sido muy difícil ante la total oposición republicana, sumada a la de unos pocos demócratas. Y hay otras características cruciales que faltan. No obstante, si las medidas a corto plazo sobre la pobreza infantil, las ayudas a la renta, el seguro médico y otras necesidades básicas pueden ampliarse, sería un paso sustancial hacia el cumplimiento de la promesa prevista por observadores tan cuidadosos como la presidenta del Instituto Roosevelt, Felicia Wong, quien reflexionó lo siguiente: «Tal como yo lo veo, tanto la escala como la dirección del Plan de Rescate Americano rompen el molde neoliberal, de déficit e inflación primero, que ha vaciado nuestra economía durante una generación». Hacía tiempo que no veíamos nada que pudiera suscitar tantas esperanzas.

			También hay esperanza en los nombramientos sobre cuestiones económicas. ¿Quién habría imaginado que una colaboradora habitual de revistas económicas radicales sería nombrada miembro del Consejo de Asesores Económicos (Heather Boushey), a la que se uniría el asesor económico principal del Instituto de Política Económica, de orientación laboral (Jared Bernstein)?

			El firme apoyo de Biden a los trabajadores de Amazon, y a los sindicatos en general, es un cambio bienvenido. No se había oído nada parecido desde las cámaras del poder en muchos años. En un brusco giro respecto a la legislación de Trump, los cambios fiscales aumentan los ingresos sobre todo de los pobres, no de los ricos. La presidenta del Instituto de Política Económica, Thea Lee, resume el paquete diciendo que «proporcionará un apoyo crucial a millones de familias trabajadoras, reducirá drásticamente las desigualdades de raza, género e ingresos que se vieron exacerbadas por la crisis y creará las condiciones para una recuperación verdaderamente fuerte una vez que el virus esté bajo control y la gente pueda reanudar la actividad económica normal». Optimista, pero al alcance de la mano.

			Los demócratas de la Cámara de Representantes han aprobado otras leyes importantes. La HRI protege el derecho al voto, un asunto crítico ahora, con los republicanos trabajando horas extras para intentar bloquear los votos de la gente de color y los pobres, reconociendo que es la única forma de que un partido minoritario dedicado a la riqueza y al poder corporativo pueda seguir siendo viable.

			En el frente laboral, la Cámara de Representantes aprobó la Ley de Protección del Derecho de Organización (PRO), «un paso fundamental para restaurar el derecho de los trabajadores a organizarse y negociar colectivamente», según informa el Instituto de Política Económica, un derecho fundamental que «se ha visto erosionado durante décadas al aprovecharse los empresarios de los puntos débiles de la ley actual». Es probable que la apruebe el Senado. Incluso al margen de la lealtad al partido, hay poca simpatía por los trabajadores en las filas republicanas.

			Pero, aun así, es una base para la organización y la educación. Puede ser un paso hacia la revitalización del movimiento obrero, objetivo principal del proyecto neoliberal desde Reagan y Thatcher, que comprendieron bien que había que privar a los trabajadores de medios para defenderse del asalto.

			Ya se reconoce, incluso dentro del discurso dominante, que el descenso de la afiliación sindical es un factor importante del aumento de la desigualdad, una frase que se traduce como «robo a la población en general por parte de una pequeña fracción de superricos». El Instituto de Política Económica ha revisado los hechos con regularidad, más recientemente en un gráfico que demuestra visualmente la notable correlación entre el aumento y la caída de la afiliación sindical y el descenso/aumento de la desigualdad.

			En términos más generales, estamos ante una buena oportunidad para superar el nefasto legado del Departamento de Trabajo crudamente antiobrerista de Trump, dirigido por el abogado corporativo Eugene Scalia, que utilizó su mandato para destripar los derechos de los trabajadores notoriamente durante la pandemia. Scalia fue el elegido perfecto para la transformación de los republicanos en un «partido de la clase trabajadora», como aclamaron Marco Rubio y Josh Hawley en un triunfo de la propaganda, o quizá de la pura desfachatez.

			El nombramiento de Michael Regan como administrador de la Agencia de Protección Medioambiental debería sustituir la codicia corporativa por la ciencia y el bienestar humano en esta agencia esencial, un avance hacia la decencia humana que en este caso es un requisito previo para la supervivencia.

			Es fácil encontrar graves omisiones y deficiencias en los programas de Biden en el frente interno, pero hay signos de esperanza para salir de la pesadilla de Trump y pasar a lo que realmente debería, debe hacerse. Las esperanzas son, sin embargo, condicionales. Las medidas temporales del estímulo sobre la pobreza infantil y muchas otras cuestiones deben hacerse permanentes, y mejorarse. De manera crucial, la presión activista no debe cesar. Los amos del universo prosiguen implacablemente su guerra de clases, y solo los puede contrarrestar una oposición pública despierta que no esté menos dedicada al bien común.

			 

			¿Qué opinas de la negativa de Biden a perdonar la deuda de cincuenta mil dólares en préstamos estudiantiles?

			Una mala decisión. Cuáles eran las opciones realistas, francamente no lo sé. Debería reconocerse que la educación superior de alto nivel es un derecho básico, de libre acceso, como lo es en otros lugares: en nuestro vecino México, en países ricos desarrollados como Alemania, Francia, los países nórdicos y muchos otros, como mucho con tasas nominales. Como ocurría sustancialmente en Estados Unidos cuando era mucho más pobre de lo que es hoy. La Ley de Derechos de los Soldados de la posguerra proporcionó educación gratuita a un gran número de varones blancos que, de otro modo, nunca habrían ido a la universidad. No hay ninguna razón para que a los jóvenes de cualquier raza se les niegue ese privilegio hoy en día.

			 

			En relación con el asalto al Capitolio, ocurrido el pasado 6 de enero de 2021, Biden prometió luchar contra el terrorismo dentro de las fronteras de Estados Unidos aprobando una nueva ley «que proteja la libertad de expresión y las libertades civiles». ¿Necesita realmente el país dotarse de una nueva agenda contra el terrorismo doméstico?

			Una cuestión previa es si debemos mantener la agenda actual sobre terrorismo doméstico. Hay razones de peso para cuestionarlo. Y cualquier ampliación debería ser motivo de grave preocupación. Aparte de eso, la violencia del supremacismo blanco no es cosa de risa. Durante los años de Trump, el FBI y otros observadores informan de un aumento constante del terror supremacista blanco, que ahora abarca casi todo el terror registrado. Las milicias armadas están en ascenso: son los «tipos duros» de Trump, como él los ha llamado con admiración. Los problemas no pueden pasarse por alto, pero hay que manejarlos con mucha cautela y vigilando de cerca las tentaciones de abuso.

			 

			Biden ha propuesto un plan para reforzar las condiciones de vida de la clase media mediante el fomento de los sindicatos y la negociación colectiva. A esto se suma su afirmación del derecho de los trabajadores a sindicarse, que mucha gente interpretó como una muestra de apoyo a los derechos de sindicación de los trabajadores de Amazon en Alabama. Todo esto ha suscitado un considerable entusiasmo entre los ciudadanos progresistas. De hecho, el apoyo de Biden a los sindicatos parece coherente con las valoraciones altamente favorables que estos han recibido en los últimos años. ¿Qué crees que hay detrás de este rampante apoyo a los sindicatos?

			Una de las razones es la realidad objetiva. El fuerte aumento de la desigualdad es una maldición creciente, con efectos extremadamente perjudiciales en toda la sociedad. Como ya se ha mencionado, sigue de cerca el declive de los sindicatos, por razones que se comprenden bien. Históricamente, los sindicatos han estado en la vanguardia de las luchas por la justicia y los derechos. También fueron pioneros del movimiento ecologista, como ya hemos comentado. Las organizaciones de trabajadores están cambiando de carácter con el crecimiento de las economías basadas en los servicios y el conocimiento. Tienen intereses compartidos y fomentan los valores de solidaridad y ayuda mutua en los que se basa la esperanza de un futuro digno. Muchos sindicatos conservan el término «internacional» en el nombre. No debería ser solo un símbolo o un sueño. Los terribles retos a los que nos enfrentamos no tienen fronteras. El calentamiento global, las pandemias o el desarme se abordarán internacionalmente, si es que se tratan. Lo mismo ocurre con los derechos laborales y los derechos humanos en general. En todos los ámbitos, las asociaciones de trabajadores deberían volver a ocupar un lugar destacado, si no liderar el camino, hacia un mundo mejor.

		

	

	
		
			LA POLÍTICA EXTERIOR DE BIDEN ES CALCADA A LA DE TRUMP3

			 

			 

			 

			Noam, dos meses después de llegar a la Casa Blanca, la agenda de política exterior de Biden empieza a cobrar forma. ¿De qué pistas disponemos hasta el momento para entender cómo pretende la administración Biden abordar los desafíos a la hegemonía estadounidense planteados por sus principales rivales geopolíticos, esto es, Rusia y China?

			El desafío a la hegemonía estadounidense planteado por Rusia y, en particular, por China ha sido un tema importante del discurso de política exterior durante algún tiempo, con un acuerdo persistente sobre la gravedad de la amenaza.

			El asunto es claramente complejo. Es una buena regla general lanzar una mirada escéptica cuando existe un acuerdo general sobre alguna cuestión compleja. Esta no es una excepción.

			Lo que en general encontramos, creo, es que Rusia y China a veces disuaden las acciones de Estados Unidos para imponer su hegemonía global en regiones de su periferia que les preocupan especialmente. Cabe preguntarse si está justificado que intenten limitar de este modo el abrumador poder estadounidense, pero eso está muy lejos de la forma en la que se suele entender el desafío: como un esfuerzo por desplazar el papel global de Estados Unidos en el mantenimiento de un orden internacional liberal basado en normas por parte de nuevos centros de poder hegemónico.

			¿Desafían realmente Rusia y China la hegemonía estadounidense, como comúnmente se entiende?

			Rusia no es un actor importante en la escena mundial, aparte de la fuerza militar que detenta y que es un residuo (muy peligroso) de su anterior estatus como segunda superpotencia. No tiene ni punto de comparación con Estados Unidos en alcance e influencia.

			China ha experimentado un crecimiento económico espectacular, pero aún está lejos de acercarse al poder estadounidense en casi cualquier dimensión. Sigue siendo un país relativamente pobre, que ocupa el puesto 85.º en el Índice de Desarrollo Humano de la ONU, entre Brasil y Ecuador. Estados Unidos, aunque no ocupa los primeros puestos debido a su pobre historial de bienestar social, está muy por encima de China. En fuerza militar y alcance global (bases, fuerzas en combate activo, etcétera), no hay comparación. Las multinacionales con sede en Estados Unidos poseen aproximadamente la mitad de la riqueza mundial y ocupan el primer lugar (a veces el segundo) en casi todas las categorías. China está muy por detrás. China también se enfrenta a graves problemas internos (ecológicos, demográficos y políticos). Estados Unidos, en cambio, tiene ventajas internas y de seguridad sin parangón en ninguna parte.

			Por ejemplo, las sanciones; son uno de los principales instrumentos del poder mundial en manos de un país en la tierra: Estados Unidos. Se trata, además, de sanciones a terceros. Desobedécelas y se te acabó el chollo. Te pueden expulsar del sistema financiero mundial, o algo peor. Es más o menos lo mismo miremos donde miremos.

			Si echamos un vistazo a la historia, encontraremos regularmente ecos del consejo que el senador Arthur Vandenberg dio en 1947 al presidente Truman de que debía «dar un susto de muerte al pueblo estadounidense» si quería azuzarlo con un frenesí de miedo ante la amenaza rusa de apoderarse del mundo. Sería necesario ser «más claro que la verdad», como explicó Dean Acheson, uno de los creadores del orden de posguerra. Se refería al NSC-68 de 1950, documento fundacional de la Guerra Fría, desclasificado décadas después. Su retórica sigue resonando de una u otra forma, también hoy sobre China.

			El NSC-68 pedía una enorme acumulación militar y la imposición de disciplina en la sociedad estadounidense, peligrosamente libre, para que pudiéramos defendernos del «estado esclavista» con su «implacable propósito de eliminar el desafío de la libertad» en todas partes, estableciendo «un poder total sobre todos los hombres y una autoridad absoluta sobre el resto del mundo». Y así sucesivamente, en un flujo impresionante.

			China se enfrenta al poder de Estados Unidos en el mar de China Meridional, no en el océano Atlántico ni en el Pacífico. También existe un desafío económico. En algunas áreas, China es líder mundial, sobre todo en energías renovables, donde está muy por delante de otros países tanto en escala como en calidad. También es la base manufacturera del mundo, aunque los beneficios van a parar en su mayor parte a otros lugares, a directivos como la taiwanesa Foxconn o a inversores en Apple, que depende cada vez más de los derechos de propiedad intelectual —los exorbitantes derechos de patente que constituyen una parte esencial de los acuerdos de «libre comercio» altamente proteccionistas—. Sin duda, la influencia mundial de China se está ampliando en inversiones, comercio y adquisición de instalaciones (como la gestión del principal puerto de Israel). Es probable que esa influencia crezca aún más si avanza en el suministro de vacunas prácticamente a precio de coste, en comparación con el acaparamiento por parte de Occidente y su obstaculización a la hora de distribuir una «vacuna popular» para proteger las patentes y los beneficios de las empresas. China también está avanzando sustancialmente en alta tecnología, lo que consterna a Estados Unidos, que intenta impedir su desarrollo.

			Resulta bastante extraño considerar todo esto como un desafío a la hegemonía estadounidense.

			La política estadounidense podría contribuir a crear un desafío más serio mediante actos de confrontación y hostilidad que impulsen a Rusia y China a acercarse como reacción. De hecho, eso ha estado ocurriendo, bajo Trump y en los primeros días de Biden, aunque este respondió en el último minuto a la petición de Rusia de renovar el nuevo tratado START sobre limitación de armas nucleares, lo que salvó el único elemento importante del régimen de control de armamento que había escapado a la bola de derribo de Trump.

			Está claro que lo que se necesita es diplomacia y negociaciones sobre asuntos controvertidos, y una cooperación real en cuestiones tan cruciales como el calentamiento global, el control de armamento o las futuras pandemias, todas ellas crisis muy graves que no conocen fronteras. Por ahora, en el mejor de los casos, no está claro, y en el peor, asusta saber si el equipo de política exterior de Biden tendrá la sabiduría necesaria para avanzar en esta dirección. En ausencia de presiones populares significativas, las perspectivas no parecen buenas.

			Otra cuestión que reclama la atención y el activismo populares es la política de proteger la hegemonía tratando de perjudicar a los rivales potenciales, muy públicamente en el caso de China, pero también en otros lugares, a veces de formas difíciles de creer.

			Hay un ejemplo notable enterrado en el Informe anual para 2020 del Departamento de Salud y Servicios Humanos, presentado con orgullo por el secretario Alex Azar. Bajo el subtítulo «Combatir las influencias malignas en las Américas», el informe habla de los esfuerzos de la Oficina de Asuntos Mundiales (OGA) del Departamento

			 

			para mitigar los esfuerzos de Estados como Cuba, Venezuela y Rusia, que se esfuerzan por aumentar su influencia en la región en detrimento de la seguridad y la protección de Estados Unidos. La OGA se coordinó con otros organismos gubernamentales estadounidenses para reforzar los lazos diplomáticos y ofrecer asistencia técnica y humanitaria a fin de disuadir a los países de la región de aceptar ayuda de estos Estados malintencionados. Algunos ejemplos son el uso de la oficina del agregado de Salud de la OGA para persuadir a Brasil de que rechace la vacuna rusa para la COVID-19 y el ofrecimiento de asistencia técnica de los CDC en lugar de que Panamá acepte una oferta de médicos cubanos.

			 

			En medio de una pandemia galopante, según este informe, debemos bloquear las iniciativas malignas para ayudar a las miserables víctimas.

			Bajo la grotesca gestión de Bolsonaro, Brasil se convirtió en el paradigma mundial del fracaso a la hora de gestionar la pandemia, a pesar de los excelentes centros de salud del país y su buen historial en vacunación y tratamientos. Sufre una grave escasez de vacunas, por lo que Estados Unidos se enorgullece del esfuerzo realizado para impedir que Brasil utilice la vacuna rusa, que las autoridades occidentales reconocen comparable a las vacunas Moderna y Pfizer utilizadas en los países occidentales.

			Aún más asombroso, como comenta el autor de un artículo en Brasil Wire, medio digital con sede en la Unión Europea, es «que Estados Unidos disuadiera a Panamá de aceptar a médicos cubanos, que han estado en la primera línea mundial contra la pandemia, trabajando en más de cuarenta países». Debemos proteger a Panamá de la «influencia maligna» del único país que exhibe el tipo de internacionalismo que se necesita para salvar al mundo del desastre, un crimen que debe detener la hegemonía global.

			La histérica dedicación de Washington a aplastar a Cuba desde casi los primeros días de su independencia en 1959 es uno de los fenómenos más extraordinarios de la historia moderna, pero, aun así, el nivel de sadismo mezquino es una sorpresa constante.

			 

			Con respecto a Irán, tampoco parece haber signos de esperanza, pues el Gobierno de Biden acaba de designar como enviado adjunto en Teherán a Richard Nephew, el artífice de las sádicas sanciones impuestas contra los iraníes durante el mandato de Barack Obama. ¿Te parece adecuado el nombramiento?

			Biden adoptó el programa iraní de Trump prácticamente sin cambios, ni siquiera en la retórica. Merece la pena recordar los hechos.

			Trump retiró la participación de Estados Unidos en el JCPOA —el acuerdo nuclear— violando la Resolución 2331 del Consejo de Seguridad de la ONU, que obliga a todos los Estados a acatar el JCPOA, y violando los deseos del resto de firmantes. En un impresionante despliegue de poder hegemónico, cuando los miembros del Consejo de Seguridad insistieron en acatar la 2331 y no prorrogar las sanciones de la ONU, el secretario de Estado Mike Pompeo les dijo que se largaran: estáis renovando las sanciones. Trump impuso nuevas sanciones extremadamente duras a las que otros están obligados a ajustarse, con el objetivo de causar el máximo dolor a los iraníes para que quizá el Gobierno ceda y acepte su exigencia de que al JCPOA lo sustituya un nuevo acuerdo que imponga restricciones mucho más duras a Irán. La pandemia ofreció nuevas oportunidades para torturar a los iraníes privándoles del alivio que necesitaban desesperadamente.

			Además, es responsabilidad de Irán dar los primeros pasos hacia las negociaciones para capitular ante las demandas, poniendo fin a las acciones que emprendió como reacción a la criminalidad de Trump.

			Como ya hemos comentado, la exigencia de Trump de mejorar el JCPOA tiene su mérito. Una solución mucho mejor sería establecer una zona libre de armas nucleares en Oriente Próximo. Solo hay un obstáculo: Estados Unidos no lo permitirá, y veta la propuesta cuando se plantea en foros internacionales, la última vez ante el presidente Obama. La razón se entiende bien: es necesario proteger de las inspecciones el importante arsenal nuclear de Israel. Estados Unidos ni siquiera reconoce formalmente su existencia. Hacerlo perjudicaría la enorme avalancha de ayuda estadounidense a Israel, lo que podría considerarse una violación de la legislación estadounidense, una puerta que ninguno de los dos partidos políticos quiere abrir. Es otro tema que ni siquiera se debatirá a menos que la presión popular consiga lo contrario.

			En la arena pública estadounidense se critica a Trump porque su política de torturar a los iraníes no consiguió que el Gobierno capitulara. Esta postura recuerda a las muy elogiadas medidas de Obama para limitar las relaciones con Cuba porque, como explicó, necesitamos nuevas tácticas después de que fracasaran nuestros esfuerzos por llevar la democracia a Cuba, a saber, una despiadada guerra terrorista que casi condujo a la extinción de la humanidad en la crisis de los misiles de 1962 y sanciones de una crueldad sin parangón condenadas unánimemente por la Asamblea General de la ONU (con excepción de Israel). Del mismo modo, nuestras guerras en Indochina, los peores crímenes desde la Segunda Guerra Mundial, se tildan de «fracaso», al igual que la invasión de Irak, un ejemplo de libro del «crimen internacional supremo» por el que fueron ahorcados los criminales de guerra nazis.

			Estas son algunas de las prerrogativas de una verdadera hegemonía, inmune a los cacareos de los extranjeros y confiada en el apoyo de aquellos a los que un crítico acerbo, Harold Rosenberg, llamó una vez «el rebaño de mentes independientes», el grueso de las clases cultas y la clase política.

			Biden se hizo cargo de todo el programa de Trump, sin ningún cambio. Y para rizar todavía más el rizo, nombró a Richard Nephew enviado adjunto para Irán. Nephew ha explicado sus puntos de vista en su libro Art of Sanctions (El arte de las sanciones), donde esboza la «estrategia adecuada para aumentar cuidadosa, metódica y eficazmente el dolor en las zonas que son vulnerables, evitando al mismo tiempo las que no lo son». Es, precisamente, la elección correcta para la política de torturar a los iraníes porque el Gobierno que la mayoría de ellos desprecia no se doblegará a las exigencias de Washington.

			La política del Gobierno estadounidense hacia Cuba e Irán proporciona una visión muy valiosa de cómo funciona el mundo bajo la dominación del poder imperial.

			Desde su independencia en 1959, Cuba ha sido objeto de una violencia y una tortura incesantes por parte de Estados Unidos, alcanzando niveles verdaderamente sádicos sin que apenas se haya oído una palabra de protesta en los sectores de élite. Por suerte, Estados Unidos es un país inusualmente libre, por lo que tenemos acceso a registros desclasificados que explican la ferocidad de los esfuerzos por castigar a los cubanos. El delito de Fidel Castro, según explicó el Departamento de Estado en los primeros años, era su «exitoso desafío» a la política estadounidense desde la Doctrina Monroe de 1823, que declaró el derecho de Washington a controlar el hemisferio. Es evidente que se requieren medidas severas para sofocar tales esfuerzos, como comprendería cualquier mafioso, y la analogía del orden mundial con la mafia tiene un mérito considerable.

			Lo mismo puede decirse de Irán desde 1979, cuando un levantamiento popular derrocó al tirano instalado por Washington en un golpe militar que libró al país de su régimen parlamentario. Israel había mantenido relaciones muy estrechas con Irán durante los años de tiranía y violaciones extremas de los derechos humanos del sah y, al igual que Estados Unidos, se sintió consternado por su derrocamiento. El embajador de facto de Israel en Irán, Uri Lubrani, expresó su «firme» convicción de que el levantamiento podría ser reprimido y el sah restaurado «por una fuerza relativamente muy pequeña, decidida, despiadada y cruel». Es decir, los hombres que dirigirían esa fuerza tendrían que estar emocionalmente preparados ante la posibilidad de que tuvieran que matar a diez mil personas».

			Las autoridades estadounidenses estuvieron bastante de acuerdo. El presidente Carter envió a Irán al general de la OTAN, Robert E. Huyser, para intentar convencer a los militares iraníes de que emprendieran la tarea —suposición confirmada por documentos internos publicados recientemente—. Se negaron, por considerarlo inútil. Poco después, Sadam Husein invadió Irán, un ataque que mató a cientos de miles de iraníes, con el pleno apoyo de la administración Reagan, incluso cuando Sadam recurrió a las armas químicas, primero contra los iraníes y luego contra los kurdos iraquíes en las atrocidades de Halabja. Reagan protegió a su amigo Husein atribuyendo los crímenes a Irán y bloqueando la censura del Congreso. Luego pasó a apoyar militarmente a Husein con fuerzas navales en el Golfo. Un buque, el USS Vincennes, derribó un avión civil iraní en un espacio aéreo comercial claramente señalizado, matando a doscientas noventa personas, y regresó a su base con una bienvenida de honor, donde el comandante y el oficial de vuelo que habían dirigido la destrucción del avión fueron condecorados.

			Reconociendo que no podía luchar contra Estados Unidos, Irán capituló de hecho. A continuación, Washington le impuso duras sanciones, al tiempo que recompensaba a Husein de forma que aumentaron considerablemente las amenazas a Irán, que entonces acababa de salir de una guerra devastadora. Bush padre invitó a ingenieros nucleares iraquíes a Estados Unidos para que recibieran formación avanzada en la producción de armas nucleares, un asunto nada desdeñable para Irán. Impulsó la ayuda agrícola que tanto necesitaba Husein tras haber destruido ricas zonas de cultivo en su ataque con armas químicas contra los kurdos iraquíes. Envió una misión de alto nivel a Irak encabezada por el líder del Senado republicano, Bob Dole, más tarde candidato presidencial, para presentar sus respetos a Husein, asegurarle que se frenarían los comentarios críticos sobre él en la emisora radiofónica Voice of America y aconsejarle que ignorara los comentarios críticos de la prensa, que el Gobierno estadounidense no podía censurar.

			Esto ocurrió en abril de 1990. Unos meses después, Husein desobedeció (o malinterpretó) las órdenes e invadió Kuwait. Entonces todo cambió.

			Casi todo. Continuó el castigo a Irán por su «exitoso desafío», con duras sanciones y nuevas iniciativas del presidente Bill Clinton, que emitió órdenes ejecutivas y firmó leyes del Congreso sancionando la inversión en el sector petrolero iraní, la base de su economía. Europa se opuso, pero no tenía forma de evitar las sanciones extraterritoriales de Washington.

			Las empresas estadounidenses también sufrieron. El especialista en Oriente Medio de la Universidad de Princeton, Seyed Hussein Mousavian, exportavoz de los negociadores nucleares iraníes, informa de que Irán había ofrecido un contrato de mil millones de dólares a la empresa energética estadounidense Conoco. La intervención de Clinton, que bloqueó el acuerdo, cerró una oportunidad de reconciliación, uno de los muchos casos que Mousavian reseña.

			La acción de Clinton formaba parte de una pauta general, poco habitual. Normalmente, sobre todo en cuestiones relacionadas con la energía, la política se ajusta a los comentarios de Adam Smith sobre la Inglaterra del siglo XVIII, donde los «amos de la humanidad», dueños de la economía privada, son los «principales arquitectos» de la política gubernamental y actúan para garantizar que sus propios intereses estén por encima de todo, por «dramático» que sea el efecto sobre los demás, incluido el pueblo de Inglaterra. Las excepciones son raras, e instructivas.

			Dos de estas excepciones, y especialmente llamativas, son Cuba e Irán. Grandes intereses empresariales (farmacéuticos, energéticos, agroindustriales, aeronáuticos y otros) han ansiado introducirse en los mercados cubano e iraní y establecer relaciones con empresas nacionales. El poder estatal ha impedido tales movimientos, lo que ha anulado los intereses parroquiales de los «amos de la humanidad» en favor del objetivo trascendente de castigar el desafío exitoso.

			Hay mucho que decir sobre estas excepciones a la regla, pero nos llevaría demasiado lejos.

			 

			La publicación del informe sobre el asesinato de Jamal Khashoggi decepcionó a casi todo el mundo, salvo a Arabia Saudí. ¿Por qué está adoptando el Gobierno de Biden una actitud tan blanda con respecto a los sauditas y, en particular, con el príncipe heredero Mohamed bin Salmán, un tipo que llevó al columnista de The New York Times Nicholas Kristof a afirmar que «Biden […] ha dejado en libertad a un asesino»?

			No es difícil adivinarlo. ¿Quién quiere ofender al estrecho aliado y potencia regional que el Departamento de Estado describió durante la Segunda Guerra Mundial como «una estupenda fuente de poder estratégico y uno de los mayores premios materiales de la historia mundial, probablemente el premio económico más rico del mundo en el campo de la inversión extranjera»? El mundo ha cambiado en muchos aspectos desde entonces, pero el razonamiento básico se mantiene.

			 

			Biden había prometido que, si salía elegido, reduciría el gasto en armas nucleares aprobado por Trump. Además, aseguró que la defensa de Estados Unidos dejaría de depender de las armas nucleares. ¿Te parece probable que veamos un cambio drástico en la estrategia nuclear estadounidense bajo el gobierno de Biden, de tal modo que el desarrollo de este tipo de armamento vaya perdiendo peso?

			Solo por razones de coste, es un objetivo que debería ser prioritario en la agenda de cualquiera que quiera ver el tipo de programas nacionales que el país necesita urgentemente. Pero las razones van mucho más allá. La estrategia nuclear actual exige prepararse para la guerra —es decir, la guerra nuclear final— con China y Rusia.

			También deberíamos recordar una observación de Daniel Ellsberg: «Las armas nucleares se utilizan constantemente, del mismo modo que usa su pistola un atracador que apunta con ella a un tendero y le dice: “La bolsa o la vida”». De hecho, el principio está consagrado en la política, en el importante documento de 1995 Essentials of Post-Cold War Deterrence («Fundamentos de la disuasión tras la Guerra Fría») publicado por el mando estratégico de Clinton (STRATCOM). El estudio concluía que las armas nucleares son indispensables por su incomparable poder destructivo, pero incluso si no se utilizan, «las armas nucleares siempre proyectan una sombra sobre cualquier crisis o conflicto», lo que nos permite conseguir nuestros fines mediante la intimidación; el punto de Ellsberg. El estudio continúa autorizando el uso «preventivo» de armas nucleares y ofrece consejos a los planificadores, que no deben «presentarnos como demasiado fríos y racionales». Más bien, la «personalidad nacional que proyectamos» debe ser «que Estados Unidos podría volverse irracional y vengativo si se atacan sus intereses vitales» y que «algunos elementos pueden parecer potencialmente “fuera de control”»: es la «teoría del loco» de Richard Nixon, pero esta vez no a partir de informes de asociados, sino de los diseñadores de la estrategia nuclear.

			Hace dos meses [el 22 de enero de 2021] entró en vigor el Tratado de la ONU sobre la Prohibición de las Armas Nucleares. Las potencias nucleares se negaron a firmarlo y siguen incumpliendo su responsabilidad legal de tomar «medidas eficaces» para eliminar las armas nucleares en virtud del principio de no proliferación de estas. Esa postura no tiene por qué ser inamovible, y el activismo popular podría inducir movimientos significativos en esa dirección, una necesidad para la supervivencia.

			Lamentablemente, ese nivel de civilización todavía parece fuera del alcance de los Estados más poderosos, que se dirigen en dirección opuesta, mejorando y perfeccionando los medios para acabar con la vida humana.

			Incluso los socios menores se están sumando a la carrera hacia la destrucción. Hace solo unos días, el primer ministro del Reino Unido, Boris Johnson, anunció un aumento del 40% del arsenal británico de cabezas nucleares. Su revisión reconocía «la evolución del entorno de seguridad», identificando a Rusia como la «amenaza más aguda» para Gran Bretaña.

			Queda mucho trabajo por hacer.


		

	
		
			LA SUPERVIVENCIA DE LA HUMANIDAD PASA POR UN NUEVO PACTO VERDE4

			 

			 

			 

			El eslogan del Día de la Tierra 2021, efeméride celebrada por primera vez en 1970 —con el surgimiento de la conciencia medioambiental en Estados Unidos a finales de los años sesenta— nos invita a «devolver el esplendor a nuestra tierra». Noam, ¿qué opinión te merecen los progresos efectuados hasta ahora para salvar el medio ambiente desde que se celebrara aquel primer Día de la Tierra?

			NOAM CHOMSKY: Hay algunos avances, pero en absoluto suficientes, en casi todas partes. Por desgracia, abundan las pruebas. La deriva hacia el desastre sigue su curso inexorable, más rápidamente que el aumento de la conciencia general sobre la gravedad de la crisis.

			Por escoger casi al azar un ejemplo de la literatura científica de la deriva hacia el desastre, un estudio aparecido hace unos días informa de que «la vida marina está huyendo del ecuador hacia aguas más frías, lo que podría desencadenar una extinción masiva», una eventualidad de consecuencias potencialmente horrendas.

			Es demasiado fácil documentar la falta de conciencia. Una imagen sorprendente, demasiado poco advertida, es la del perro que no ladró. No cesan las denuncias de las fechorías de Trump, pero prácticamente se guarda silencio sobre el peor crimen de la historia de la humanidad: su dedicada carrera hacia el abismo de la catástrofe medioambiental, con su partido a remolque.

			No pudieron abstenerse de asestar un último golpe justo antes de ser expulsados del cargo (a duras penas, y quizá no por mucho tiempo). El acto final de agosto de 2020 fue hacer retroceder la última de las demasiado limitadas normativas de la era Obama que habían escapado a la bola de derribo, al liberar a las empresas petroleras y gasísticas de la necesidad de detectar y reparar las fugas de metano, incluso cuando nuevas investigaciones muestran que se está filtrando a la atmósfera mucho más gas de efecto invernadero de lo que se sabía hasta ahora, un regalo para muchas de aquellas empresas asediadas. Es imperativo servir al principal electorado (el gran capital y el poder corporativo), y al diablo con las consecuencias.

			Hay indicios de que, con la subida de los precios del petróleo, la hidrofracturación (fracking) se está reactivando y adhiriéndose a la desregulación de Trump para mejorar los márgenes de beneficio, al tiempo que vuelve a pisar el acelerador para llevar a la humanidad por el precipicio. Una contribución instructiva a la crisis inminente, menor en su contexto.

			Aunque sabemos lo que debe y puede hacerse, la distancia entre la voluntad de emprender la tarea y la gravedad de la crisis que se avecina es grande, y no queda mucho tiempo para remediar este profundo mal de la cultura intelectual y moral contemporánea.

			Al igual que otros problemas urgentes a los que nos enfrentamos hoy en día, el calentamiento global no conoce fronteras. La frase «internacionalismo o extinción» no es una exageración. Ha habido iniciativas internacionales, especialmente el Acuerdo de París de 2015 y sus sucesores. Los objetivos anunciados no se han cumplido. También son insuficientes e incompletos. El objetivo de París era suscribir un tratado. Resultó imposible por la razón habitual: el Partido Republicano. Nunca aceptarían un tratado, aunque no se hubieran convertido en un partido de rígidos negacionistas.

			En consecuencia, solo existía un acuerdo voluntario. Así ha permanecido. Peor aún: persiguiendo su objetivo de destrozar todo lo que estuviera a su alcance, seña de identidad de su administración, Trump se retiró del acuerdo. Sin la participación (de hecho, el liderazgo) de Estados Unidos, no va a pasar nada. El presidente Joe Biden se ha reincorporado al acuerdo. Lo que eso signifique dependerá de los esfuerzos populares.

			He dicho «no se hubieran convertido» por una razón. El Partido Republicano no siempre se dedicó rígidamente a la destrucción de la vida humana organizada en la tierra; disculpas por decir la verdad y no andarme con rodeos. En 2008, John McCain se presentó a la presidencia con una candidatura que incluía cierta preocupación por la destrucción del medio ambiente, y los republicanos del Congreso consideraban entonces ideas similares. El enorme consorcio energético de los hermanos Koch llevaba años esforzándose por impedir semejante herejía, y se movió rápidamente para cortarle el paso. Bajo el liderazgo del difunto David Koch, lanzaron una ofensiva para que el partido mantuviese el rumbo. Este sucumbió rápidamente, y desde entonces solo ha tolerado raras desviaciones.

			La capitulación, por supuesto, tiene un efecto importante en las opciones legislativas, pero también en la base de votantes, amplificada por la cámara de eco mediática a la que se limita la mayoría. El «cambio climático» —el eufemismo para referirse a la destrucción de la vida en la tierra— ocupa un lugar bajo entre las preocupaciones de los republicanos, aterradoramente bajo de hecho. En la encuesta más reciente de Pew, de hace solo unos días, se pidió a los encuestados que clasificaran quince problemas importantes. Entre los republicanos, el cambio climático ocupaba el último lugar, junto con el sexismo, muy por debajo del déficit federal y la inmigración ilegal. El 14% de los republicanos piensa que la amenaza más grave de la historia de la humanidad es un problema importante (aunque la preocupación parece ser algo mayor entre los más jóvenes, una señal alentadora). Esto debe cambiar.

			Por lo demás, el panorama varía, pero no es muy brillante en ninguna parte. China, aunque está muy por debajo de Estados Unidos, Australia y Canadá en emisiones per cápita —la cifra relevante—, está envenenando el planeta a un nivel demasiado alto y sigue construyendo centrales de carbón. China está muy por delante del resto del mundo en energía renovable, tanto en escala como en calidad, y se ha comprometido a alcanzar las emisiones netas cero para 2060 —algo difícil de imaginar al ritmo actual—, pero el país ha tenido un buen historial a la hora de alcanzar los objetivos anunciados. En Canadá, los partidos acaban de publicar sus planes actuales: cierto compromiso, pero ni de lejos suficiente. Eso aparte del terrible historial de las empresas mineras canadienses en todo el mundo.

			El Sur Global no puede hacer frente a la crisis por sí solo. Proporcionar ayuda sustancial es una obligación para los ricos, no simplemente por preocupación por la propia supervivencia, también es una obligación moral, teniendo en cuenta lo sucedido en el pasado.

			¿Pueden los ricos y privilegiados elevarse a ese nivel moral? ¿Pueden incluso llegar a preocuparse como es debido por la autoconservación si ello implica algún pequeño sacrificio ahora? El destino de la sociedad humana —y de gran parte del resto de la vida en la tierra— depende de la respuesta a esta pregunta. Una respuesta que llegará pronto, o no llegará.

			 

			Bob, al celebrar en nuestro país la cumbre del Día de la Tierra 2021, Biden espera persuadir a los mayores emisores para que afiancen sus compromisos en relación con la lucha contra el cambio climático. Sin embargo, lo cierto es que la mayoría de países del mundo no están cumpliendo los objetivos medioambientales acordados en París. De hecho, el descenso de las emisiones registrado en 2020 se debió principalmente a los bloqueos impuestos para frenar la pandemia de COVID-19 y a la consiguiente recesión económica que ocasionaron. A la vista de todo esto, ¿cómo podríamos pasar de la mera retórica a las medidas urgentes y efectivas? ¿Cuáles son, en tu opinión, las acciones prioritarias en las que debería centrarse el Gobierno de Biden para iniciar una revolución que impulse las energías limpias?

			ROBERT POLLIN: En cuanto a pasar de la retórica a la acción acelerada, será útil tener claro qué se consiguió con el Acuerdo de París sobre el clima de 2015. Noam describió ese acuerdo y sus sucesores como «insuficientes e incompletos». Hasta qué punto lo son se hace evidente al considerar las proyecciones de consumo de energía y emisiones de CO2 de la Agencia Internacional de la Energía (AIE), cuyo modelo global de energía y emisiones es el trabajo más detallado y ampliamente citado de su clase. En la edición para 2020 de su World Energy Outlook, la AIE estima que, aun si los países firmantes del Acuerdo de París cumplieran todas las «contribuciones determinadas en el ámbito nacional» establecidas en París, las emisiones mundiales de CO2 no disminuirían en absoluto a partir de 2040.

			Aunque es cierto que, según el modelo de la AIE, el nivel de emisiones no aumentará más de aquí a 2040, se trata de un magro consuelo: según el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC), las emisiones de CO2 tienen que disminuir un 45% a partir de 2030 y llegar a cero emisiones netas en 2050 para que haya al menos una posibilidad decente de estabilizar la temperatura media mundial en 1,5ºC por encima de los niveles preindustriales. En otras palabras, retórica altisonante y oportunidades fotográficas aparte, el Acuerdo de París no consigue casi nada si tomamos en serio alcanzar los objetivos de reducción de emisiones del IPCC.

			El «Plan de empleo estadounidense» que el Gobierno de Biden presentó a finales de marzo [de 2021] sí presta atención a muchas de las principales áreas en las que es necesario actuar drástica e inmediatamente. Establece una serie de medidas para llevar la economía estadounidense por la senda de la estabilización climática, incluidas inversiones a gran escala en medidas de eficiencia energética, como la modernización de edificios y la ampliación del transporte público, junto con inversiones para ampliar el suministro de fuentes de energía limpia que suplanten nuestro actual sistema energético, dominado por los combustibles fósiles. La quema de petróleo, carbón y gas natural para producir energía es actualmente responsable de cerca del 70% de todas las emisiones de CO2 en todo el mundo.

			La propuesta de Biden también incide en la oportunidad de crear buenas oportunidades de empleo y ampliar la organización sindical mediante estas inversiones en eficiencia energética y energía limpia. Reconoce asimismo la necesidad de una transición justa para los trabajadores y las comunidades que ahora dependen de la industria de los combustibles fósiles. Son pasos importantes en la buena dirección, el resultado de años de organización dedicada y eficaz por parte de muchos grupos sindicales y ecologistas, como la Green New Deal Network y la Labor Network for Sustainability.

			No obstante, también me preocupa seriamente la propuesta de Biden. Primero, porque la magnitud del gasto es demasiado pequeña. Y ello a pesar del constante aluvión de artículos de prensa que afirman que los niveles de gasto son astronómicos. Durante la campaña presidencial, el proyecto Build Back Better [«Reconstruir mejor»] de Biden se presupuestó en dos billones de dólares en cuatro años, es decir, quinientos mil millones al año. Su propuesta actual es de más de dos billones de dólares en ocho años, es decir, algo menos de trescientos mil millones anuales. Así pues, año por año, la propuesta actual de Biden es ya un 40% inferior a lo que había prometido como candidato.

			Este programa general también incluye muchas áreas de inversión distintas de las que se ocupan de la crisis climática, como el gasto tradicional en infraestructuras —carreteras, puentes y sistemas de abastecimiento de agua—, la ampliación del acceso a la banda ancha y el apoyo a la economía asistencial, incluida la atención a niños y ancianos. Muchas de estas otras medidas son muy meritorias. Pero debemos reconocer que no contribuirán a reducir las emisiones. Yo diría que una valoración generosa del plan de Biden es que el 30% del gasto contribuirá a reducir las emisiones. Ahora estamos en un presupuesto anual total de unos cien mil millones de dólares. Eso equivale al 0,5% del PIB actual de Estados Unidos.

			Este nivel de gasto federal puede situarse en el rango de «apenas adecuado». Pero eso sería solo si los gobiernos estatales y locales y, aún más, los inversores privados —incluidas las cooperativas a pequeña escala y las empresas de propiedad comunitaria— dedican importantes recursos a inversiones en energía limpia. Según mis propias estimaciones, Estados Unidos necesitará gastar unos seiscientos mil millones de dólares anuales en total hasta 2050 para crear una economía de emisiones cero. Eso equivaldrá a casi el 3% anual del PIB estadounidense.

			Pero el sector privado no aportará los entre cuatrocientos mil y quinientos mil millones de dólares adicionales al año a menos que se le obligue a hacerlo. Eso implicará, por ejemplo, normativas estrictas que exijan la eliminación progresiva de los combustibles fósiles como fuentes de energía. Por ejemplo, se podría exigir a las empresas de servicios públicos que reduzcan su consumo de carbón, gas natural y petróleo en, digamos, un 5% anual. Sus directores generales serían entonces responsables si no cumplieran ese requisito.

			Al mismo tiempo, la Reserva Federal puede apalancar fácilmente los programas de gasto federal estableciendo programas de compra de bonos verdes, por ejemplo, del orden de trescientos mil millones de dólares al año para financiar inversiones en energía limpia tanto por parte de los gobiernos estatales y locales como de los inversores privados. En estos momentos, ya existen numerosos programas de bonos verdes con respecto a gobiernos estatales y locales, incluso a través de bancos verdes. Todos ellos son valiosos, pero funcionan a una escala demasiado pequeña en relación con la necesidad.

			Más allá de todo esto, los que vivimos en países de renta alta tenemos que comprometernos a pagar la mayor parte de las transformaciones energéticas limpias en los países de renta baja. Esto debe reconocerse como un requisito ético mínimo, ya que los países de renta alta son casi totalmente responsables de haber creado la crisis climática en primer lugar. Además, aunque no nos importen esas cuestiones éticas, es un hecho que, a menos que los países de renta baja también experimenten transformaciones de energía limpia, no habrá forma de conseguir una economía mundial de emisiones cero, y por tanto no habrá solución a la crisis climática ni en Estados Unidos ni en Europa ni en ningún otro lugar. La propuesta de Biden hasta la fecha no dice nada del apoyo a programas climáticos en las economías en desarrollo. Esto debe cambiar.

			 

			Noam, al analizar las reacciones suscitadas por los avances medioambientales de los últimos cincuenta años, se observa un patrón bastante previsible: la derecha atribuye prácticamente todo el mérito a los empresarios y al capitalismo, mientras que la izquierda lo atribuye a los activistas medioambientales, y sostiene que la única esperanza de alcanzar un mañana más verde exige el rechazo a la lógica capitalista. ¿Tú qué piensas? ¿Crees que el capitalismo puede salvar el planeta, o más bien lo está matando?

			N. C.: Es casi una perogrullada afirmar que «la lógica capitalista acabará con el planeta». Esa es una de las muchas razones por las que el mundo empresarial siempre ha rechazado las doctrinas suicidas que piadosamente se predican. Más bien, el mundo empresarial exige que un Estado poderoso, bajo su control, intervenga constantemente para proteger el poder privado de los estragos de un mercado sin restricciones y para sostener el sistema de subvención pública, beneficio privado que ha sido piedra angular de la economía desde los primeros tiempos del capitalismo industrial de Estado.

			La única forma de responder a la pregunta es considerar algunos ejemplos. Elijamos uno central: el Nuevo Pacto Verde (Green New Deal). De una forma u otra, un programa así es esencial para la supervivencia. Hace unos años la idea era ignorada o ridiculizada. Ahora al menos está en la agenda legislativa. ¿Cómo se ha producido la transición? Abrumadoramente gracias a la labor activista, que adoptó muchas formas y culminó con la ocupación de las oficinas del Congreso por miembros del movimiento Sunrise. Recibieron el apoyo de representantes que llegaron al cargo gracias a la oleada de activismo popular de Sanders, en particular la diputada Alexandria Ocasio-Cortez, a la que se unió el senador Ed Markey, quien desde hacía tiempo se preocupaba por las cuestiones medioambientales.

			Hay un largo camino entre la inclusión en la agenda legislativa y la implementación, pero podemos confiar en que el activismo constante y dedicado será un factor primordial para llevar adelante el proyecto, para presionar y empujar el programa de Biden —en sí mismo producto de un activismo sostenido— hacia el tipo de políticas necesarias para alcanzar objetivos como las emisiones netas cero a mediados de siglo. El ejemplo no abre nuevos caminos. De hecho, es la norma.

			Sin embargo, las protestas de la derecha no son gratuitas. Dada la estructura de beneficios y amenazas, el capital privado, impulsado por el beneficio y la cuota de mercado, puede ser reclutado para perseguir el objetivo de la supervivencia de la especie. Esto abarca contingencias que van desde los incentivos para invertir en energía solar hasta la imposición de lo que el sector privado denomina «riesgos para la reputación», término cortés para referirse al miedo a que vengan los campesinos con las horcas.

			Hay un impacto. Lo vemos en el furor actual por la inversión ESG (factores medioambientales, sociales y de gobierno corporativo), todo, por supuesto, al servicio de la cuenta de resultados. También lo vemos en las solemnes promesas que muchos ejecutivos hacen sobre invertir su trayectoria interesada de los últimos años y convertirse en ciudadanos responsables dedicados al bien común —convertirse en lo que, en otros tiempos, solía llamarse «corporaciones con alma»— que, en ocasiones, pueden tener un elemento de sinceridad, aunque sean promesas siempre sujetas a limitaciones institucionales.

			Estos efectos del activismo popular no deben descartarse, aunque siempre con la debida cautela. Pueden hacer que la búsqueda de beneficios privados vire en una dirección constructiva, aunque muy lentamente y solo de forma limitada. Nos guste o no, ahora no hay alternativa a los proyectos gubernamentales a gran escala. La referencia al New Deal no está fuera de lugar.

			Sea cual sea la fuente, el resultado debe acogerse con satisfacción. No tiene poca importancia cuando «más de trescientos líderes empresariales han pedido al Gobierno de Biden que casi duplique los objetivos de reducción de emisiones fijados por el Gobierno de Obama», incluidos grandes nombres como Google, McDonald’s o Walmart.

			La elección no es el activismo popular o las decisiones empresariales, sino ambos. Sin embargo, basta una pequeña reflexión sobre las escalas temporales, y sobre la urgencia de la crisis, para demostrar que los problemas críticos deben abordarse dentro del marco general de las instituciones capitalistas estatales existentes. Estas pueden y deben modificarse radicalmente. Como mínimo, deben tomarse medidas para escapar de las garras del capital financiero depredador y de la economía rentista que impide la combinación adecuada de crecimiento y decrecimiento: crecimiento en lo necesario, como las energías renovables, el transporte de masas eficiente, la educación, la sanidad, la investigación, el desarrollo y mucho más; decrecimiento allí donde sea imperativo, como en la producción de combustibles fósiles. Pero, en general, un cambio social sustancial, por importante que sea para una supervivencia digna, es un proyecto a largo plazo.

			 

			Bob, ciertos estudios parecen indicar que la crisis climática no se detendría ni siquiera aunque lográramos reducir a cero las emisiones de gases de efecto invernadero. Teniendo en cuenta datos como este, me veo obligado a hacer esta pregunta: ¿la crisis climática es realmente una carrera que podamos ganar?

			R. P.: No soy climatólogo, así que no estoy cualificado para responder a la pregunta en el primer y más crítico nivel, que es el de la ciencia del clima. Pero al menos puedo comentar algunos puntos relacionados.

			En primer lugar, sabemos lo que ha dicho el IPCC sobre lo que se necesita para tener una oportunidad razonable de estabilizar el clima, es decir, en primer lugar, reducir las emisiones globales de CO2 en un 45% a partir de 2030 y alcanzar las emisiones netas cero en 2050 para estabilizar la temperatura media global en 1,5ºC por encima de los niveles preindustriales. ¿Cómo vamos en cuanto al cumplimiento de esos objetivos? La única evaluación justa es que, hasta la fecha, el balance es desalentador.

			Me gustaría añadir aquí una serie de observaciones adicionales a las que ya hemos descrito. Es decir, los científicos del clima conocen el fenómeno del calentamiento global desde finales del siglo XIX. Pero, como patrón constante, la temperatura media global no empezó a aumentar por encima del nivel preindustrial hasta finales de los años setenta. A mediados de los noventa, la temperatura media era 0,5ºC superior al nivel preindustrial. En 2020, estábamos casi un grado por encima del nivel preindustrial. Por tanto, si seguimos la pauta de los últimos veinte años, superaremos el umbral de 1,5ºC aproximadamente en 2040.

			¿Qué ocurriría si superásemos dicho umbral? No pretendo ser un experto en este tema, y creo que es justo decir que nadie lo sabe con certeza, pero al menos sabemos que las pautas que ya se observan con nuestro nivel actual de calentamiento no harán sino intensificarse. Así, el informe provisional de las Organizaciones Meteorológicas Mundiales para 2020, Estado del clima mundial, concluye lo siguiente:

			 

			En 2020 se produjeron fuertes lluvias y grandes inundaciones en amplias zonas de África y Asia. […] afectaron a gran parte del Sahel, el Gran Cuerno de África, el subcontinente indio y las zonas vecinas, China, Corea y Japón, y partes del sudeste asiático en diversos momentos del año. Una grave sequía afectó a muchas partes del interior de Sudamérica en 2020, y las zonas más afectadas fueron el norte de Argentina, Paraguay y las zonas fronterizas occidentales de Brasil. Los fenómenos climáticos y meteorológicos han desencadenado importantes movimientos de población y han afectado gravemente a las personas vulnerables que se desplazan, incluso en la región del Pacífico y América Central.

			 

			También sabemos que las personas y países pobres ya han soportado los mayores costes de la crisis climática, y que esta pauta continuará a medida que aumente la temperatura media mundial. Como ha escrito el economista James Boyce, los pobres «tienen menos capacidad para invertir en aparatos de aire acondicionado, diques y otras adaptaciones. Viven más cerca del límite y algunas de las personas más pobres del mundo habitan en los lugares que, según los modelos climáticos, se verán más afectados por el calentamiento global, incluidas las regiones propensas a la sequía del África subsahariana y las vulnerables a los tifones del sur y sureste de Asia».

			Por tanto, parece claro que estamos obligados a actuar ahora partiendo de la premisa de que la crisis climática es una carrera que aún podemos ganar, aunque no sepamos con certeza si eso es cierto. Pero, además, es importante reconocer también que impulsar un Nuevo Pacto Verde mundial es fundamentalmente una propuesta sin pérdida, siempre que incluya un generoso apoyo a la transición para los trabajadores y las comunidades que dependen de los combustibles fósiles. Esto se debe, en primer lugar, a que la transformación mundial de la energía limpia será una importante fuente de creación de empleo en todas las regiones del mundo, además de una vía factible para construir una economía mundial de emisiones cero. También mejorará significativamente la salud pública al reducir la contaminación atmosférica, disminuirá los costes energéticos de forma generalizada y creará oportunidades para suministrar electricidad por primera vez a las zonas rurales de los países de renta baja.

			Todos estos impactos también contribuirán a romper el control que el neoliberalismo ha mantenido sobre la economía mundial durante los últimos cuarenta años. Si acabamos construyendo un sistema viable de energía limpia mediante un Nuevo Pacto Verde mundial, también conseguiremos hacer avanzar la democracia y la igualdad.

		

	
		
			SIN LA COMPLICIDAD DE ESTADOS UNIDOS, ISRAEL NO MASACRARÍA AL PUEBLO PALESTINO5

			 

			 

			 

			Noam, me gustaría comenzar mi intervención pidiéndote algo: que contextualices, si es posible, primero el ataque israelí contra los palestinos en la mezquita de Al Aqsa, producido en plena ola de protestas contra la ocupación de sus tierras, y, a continuación, los recientes ataques aéreos ocurridos en Gaza. ¿Qué tienen de nuevo estos acontecimientos, en qué se parecen al conflicto de siempre y hasta qué punto está relacionado este último brote de violencia neocolonial israelita con el traslado de la embajada estadounidense a Jerusalén por parte de Trump?

			Siempre hay nuevos giros, pero en esencia se trata de una vieja historia que se remonta a un siglo atrás y que adoptó nuevas formas tras las conquistas israelíes de 1967 y la decisión, hace cincuenta años, de las dos principales agrupaciones políticas de optar por la expansión en lugar de la seguridad y la solución diplomática, anticipando (y recibiendo) en todo momento el crucial apoyo material y diplomático de Estados Unidos.

			Ha habido un objetivo fijo a largo plazo para lo que se convirtió en la tendencia dominante dentro del movimiento sionista. Dicho crudamente, el objetivo es librar al país de los palestinos y sustituirlos por colonos judíos presentados como los «legítimos propietarios de la tierra» que regresan a casa tras milenios de exilio.

			Al principio, los británicos, entonces al mando, consideraron en general que este proyecto era justo. Lord Balfour, autor de la declaración por la que se concedía a los judíos un «hogar nacional» en Palestina, captó bastante bien el juicio ético de la élite occidental al declarar que «el sionismo, sea correcto o incorrecto, bueno o malo, está arraigado en una tradición milenaria, en necesidades presentes, en esperanzas futuras, de una importancia mucho más profunda que los deseos y prejuicios de los setecientos mil árabes que ahora habitan esa antigua tierra».

			Estos sentimientos no son desconocidos.

			Desde entonces, las políticas sionistas han sido oportunistas. Cuando es posible, el Gobierno israelí —y, de hecho, todo el movimiento sionista— adopta estrategias de terror y expulsión. Cuando las circunstancias no lo permiten, utiliza medios más suaves. Hace un siglo, el recurso consistía en instalar discretamente una torre de vigilancia y una valla, que pronto se convirtieron en un asentamiento, hecho sobre el terreno. La contrapartida hoy es que el Estado israelí expulsa a aún más familias palestinas de los hogares donde han vivido durante generaciones, con un guiño a la legalidad para tranquilizar la conciencia de quienes en Israel se burlan de ellos como «almas bellas». Por supuesto, las pretensiones legalistas, en su mayoría absurdas, para expulsar a los palestinos (leyes otomanas sobre la tierra y similares) son racistas al 100%. No se piensa en conceder a los palestinos el derecho a regresar a los hogares de los que han sido expulsados, ni siquiera el derecho a construir en lo que les queda.

			Las conquistas israelíes de 1967 permitieron extender medidas similares a los territorios conquistados, en este caso en flagrante violación del derecho internacional, como informaron de inmediato a los dirigentes israelíes sus más altas autoridades jurídicas. El cambio radical en las relaciones entre Estados Unidos e Israel facilitó los nuevos proyectos. Antes de 1967, las relaciones habían sido en general cordiales pero ambiguas. Después de la guerra se alcanzaron cotas sin precedentes de apoyo a un Estado cliente.

			La victoria israelí fue un gran regalo para el Gobierno estadounidense. Se había iniciado una guerra por poderes entre el islamismo radical (con base en Arabia Saudí) y el nacionalismo laico (el Egipto de Nasser). Al igual que antes Gran Bretaña, Estados Unidos tendía a preferir el islamismo radical, que consideraba menos amenazador para su dominación imperial. Israel aplastó el nacionalismo laico árabe.

			La destreza militar de Israel ya había impresionado al mando estadounidense en 1948, y la victoria del 67 dejó muy claro que un Estado israelí militarizado podía representar una base sólida para el poder de Estados Unidos en la región, además de proporcionar importantes servicios secundarios en apoyo de los objetivos imperiales estadounidenses más allá. El dominio regional de Estados Unidos llegó a apoyarse en tres pilares: Israel, Arabia Saudí e Irán (entonces gobernada aún por el sah). Técnicamente, todos estaban en guerra, pero en realidad la alianza era muy estrecha, sobre todo entre Israel y la tiranía asesina iraní.

			Dentro de ese marco internacional, Israel era libre de aplicar las políticas que persisten hoy en día, siempre con el apoyo masivo de Estados Unidos a pesar de los ocasionales cacareos de descontento. El objetivo político inmediato del Gobierno israelí es construir un «Gran Israel», que incluya una Jerusalén enormemente ampliada que abarque los pueblos árabes circundantes, el valle del Jordán y una gran porción de Cisjordania (con gran parte de la tierra cultivable y las principales ciudades en el interior), junto con proyectos de infraestructuras solo para judíos que las integren en Israel. El proyecto elude las concentraciones de población palestina, como Nablús, para evitar lo que los dirigentes israelíes describen como el temible «problema demográfico»: demasiados no judíos en el proyectado «Estado judío democrático» del «Gran Israel», un oxímoron más difícil de pronunciar cada año que pasa. Los palestinos del «Gran Israel» están confinados en ciento sesenta y cinco enclaves, separados de sus tierras y olivares por un ejército hostil, sometidos a constantes ataques de violentas bandas judías («jóvenes de las colinas») protegidas por el ejército israelí.

			Mientras tanto, Israel se asentó y anexionó los Altos del Golán violando las órdenes del Consejo de Seguridad de la ONU (como hizo en Jerusalén). La historia de horror de Gaza es demasiado compleja para relatarla aquí. Es uno de los peores crímenes contemporáneos, envuelto en una densa red de engaños y apología de las atrocidades.

			Trump fue más lejos que sus predecesores al dar rienda suelta a los crímenes israelíes. Una contribución importante fue orquestar los Acuerdos de Abraham, que formalizaron antiguos pactos tácitos entre Israel y varias dictaduras árabes. Eso alivió las limitadas restricciones árabes a la violencia y la expansión israelíes.

			Los Acuerdos eran un componente clave de la visión geoestratégica de Trump: construir una alianza reaccionaria de Estados brutales y represivos, dirigida desde Washington, que incluía el Brasil de Jair Bolsonaro, la India de Narendra Modi, la Hungría de Viktor Orbán y, con el tiempo, otros como ellos. El componente Oriente Medio-África del Norte lo aporta la espantosa tiranía egipcia de Al-Sisi y ahora, en virtud de los Acuerdos, también las dictaduras familiares desde Marruecos hasta Emiratos Árabes Unidos y Baréin. Israel proporciona el músculo militar, con Estados Unidos en un segundo plano inmediato.

			Los Acuerdos de Abraham cumplen otro objetivo de Trump: poner bajo el paraguas de Washington las principales áreas de recursos necesarias para acelerar la carrera hacia el cataclismo medioambiental, causa a la que Trump y sus socios se dedicaron con impresionante fervor. Eso incluye a Marruecos, que tiene prácticamente el monopolio de los fosfatos necesarios para la agricultura industrializada que destruye los suelos y envenena la atmósfera. Para aumentar el cuasi monopolio marroquí, Trump reconoció y afirmó oficialmente la brutal e ilegal ocupación por Rabat del Sáhara Occidental, región que también tiene yacimientos de fosfatos.

			Resulta interesante que la formalización de la alianza de algunos de los Estados más violentos, represivos y reaccionarios del mundo haya obtenido tantos aplausos en un amplio espectro de opinión.

			Hasta ahora, Biden se ha hecho cargo de estos programas. Ha rescindido la brutalidad gratuita del trumpismo, como la retirada del frágil salvavidas para Gaza porque, según explicó Trump, los palestinos no habían agradecido lo suficiente la demolición de sus justas aspiraciones. Por lo demás, el edificio criminal Trump-Kushner permanece intacto, aunque algunos especialistas en la región piensan que podría tambalearse con los repetidos ataques israelíes contra fieles palestinos en la mezquita de Al Aqsa y otros ejercicios del monopolio efectivo de la violencia por parte de Israel.

			 

			Si sabemos que los asentamientos de Israel carecen de legitimidad, ¿por qué motivo sigue Estados Unidos proporcionando ayuda a este país, a sabiendas de que este comportamiento viola la legislación estadounidense? ¿Y por qué la comunidad progresista no pone el grito en el cielo ante esta ilegalidad?

			Israel es un cliente muy apreciado desde la demostración de su dominio de la violencia en 1967. La ley no supone un impedimento. Los Gobiernos de Washington siempre han tenido una actitud displicente hacia la ley y se han adherido a la práctica imperial estándar. Tomemos el que posiblemente sea el principal ejemplo: la Constitución estadounidense declara que los tratados celebrados por el Gobierno son la «ley suprema del país». El principal tratado de posguerra es la Carta de la ONU, que prohíbe «la amenaza o el uso de la fuerza» en los asuntos internacionales (con excepciones que no son relevantes en los casos reales). ¿Se te ocurre algún presidente que no haya violado esta disposición de la ley suprema del país? Por ejemplo, al proclamar que se considerarán todas las opciones si Irán desobedece las órdenes de Estados Unidos, por no hablar de ejemplos de libro de «crimen internacional supremo» (según la sentencia de Núremberg) como la invasión de Irak.

			El importante arsenal nuclear israelí debería, según la legislación estadounidense, plantear serias dudas sobre la legalidad de la ayuda militar y económica a Israel. Esa dificultad se supera no reconociendo su existencia, una farsa inconfesable y de graves consecuencias, como ya hemos comentado en otro lugar. El apoyo militar estadounidense a Israel viola también la ley Leahy, que prohíbe la ayuda militar a unidades implicadas en violaciones sistemáticas de los derechos humanos. Las fuerzas armadas israelíes ofrecen muchos candidatos.

			La congresista Betty McCollum ha tomado la iniciativa. Llevarla adelante debería ser un compromiso primordial para quienes están preocupados por el apoyo de Estados Unidos a los terribles crímenes israelíes contra los palestinos. Incluso una amenaza al enorme flujo de ayuda podría tener un impacto dramático.

		

	
		
			LOS REPUBLICANOS ESTÁN DISPUESTOS A DESTRUIR LA DEMOCRACIA CON TAL DE VOLVER AL PODER6

			 

			 

			 

			En el transcurso de las últimas décadas, el Partido Republicano ha experimentado una serie de transformaciones ideológicas: del conservadurismo tradicional viró al reaccionarismo y, en los últimos tiempos, ha mutado en algo que podríamos llamar «protofascismo», una mentalidad donde lo irracional es la fuerza motriz de la vida política. ¿Cómo se explica este cambio del partido?

			Tu término «protofascismo neoliberal» me parece una caracterización bastante acertada de la actual organización republicana; dudo en llamarlos «partido» porque eso podría sugerir que tienen algún interés en participar honestamente en la política parlamentaria normal. Creo que es más adecuado el juicio de Thomas Mann y Norman Ornstein, analistas políticos del American Enterprise Institute, de que el Partido Republicano moderno se ha transformado en un agente de «insurgencia radical» con desdén por la participación democrática. Eso fue antes de los martillazos de Trump-McConnell de los últimos años, que reforzaron notablemente dicha conclusión.

			El término «protofascismo neoliberal» capta bien tanto las características del partido actual como la distinción con el fascismo del pasado. El compromiso con la forma más brutal del neoliberalismo es evidente en el historial legislativo, sobre todo la subordinación del partido al capital privado, lo contrario del fascismo clásico. Pero los síntomas fascistas están ahí, incluido el racismo extremo, la violencia, el culto al líder (enviado por Dios, según el exsecretario de Estado Mike Pompeo), la inmersión en un mundo de «hechos alternativos» y un frenesí de irracionalidad. También de otras formas, como los extraordinarios esfuerzos de los estados gobernados por los republicanos para suprimir en las escuelas la enseñanza que no se ajusta a sus doctrinas de supremacía blanca. Se están promulgando leyes para prohibir la enseñanza de la «teoría crítica de la raza», el nuevo demonio, que sustituye al comunismo y al terror islamista como plaga contemporánea. La «teoría crítica de la raza» es como se denomina el estudio de los factores estructurales y culturales de la espantosa historia de cuatrocientos años de esclavitud y represión racista sistemática. La enseñanza «adecuada» en las escuelas y universidades debe prohibir esta herejía. Lo que ocurrió realmente durante cuatrocientos años y que está muy vivo hoy debe presentarse a los estudiantes como una desviación de la América real, pura e inocente, como en los estados totalitarios bien gobernados.

			Lo que le falta al «protofascismo» es la ideología: el control estatal del orden social, incluidas las clases empresariales, y el control del Estado por el partido con el máximo dirigente al mando. Eso podría cambiar. Al principio, la industria y las finanzas alemanas pensaron que podían utilizar a los nazis para derrotar a los trabajadores y a la izquierda sin dejar de estar al mando. Aprendieron lo contrario. La actual división entre la cúpula empresarial más tradicional y el partido liderado por Trump sugiere algo parecido, pero solo remotamente. Estamos lejos de las condiciones que auparon a Mussolini, Hitler y sus secuaces.

			En cuanto a la fuerza motriz de la irracionalidad, los hechos son ineludibles y deberían preocuparnos profundamente. Aunque no podemos atribuir a Trump la totalidad del logro, sin duda ha demostrado una gran habilidad para llevar a cabo una tarea difícil: aplicar políticas en beneficio de su principal electorado (de gran riqueza y poder corporativo) y a la vez embaucar a las víctimas para que lo adoren como su salvador. No es un logro insignificante, e inducir una atmósfera de absoluta irracionalidad ha sido un instrumento primordial, prácticamente un requisito previo.

			Deberíamos distinguir la base de votantes, ahora prácticamente propiedad de Trump, del escalón político (el Congreso), y distinguir a ambos de una élite más sombría que realmente dirige el partido: McConnell y asociados.

			Las actitudes entre la base de votantes son realmente ominosas. Dejemos de lado el hecho de que una gran mayoría de ellos cree que las elecciones fueron robadas. Una mayoría cree también que «el modo de vida tradicional estadounidense está desapareciendo tan rápidamente que puede que tengamos que usar la fuerza para salvarlo» y un 40% adopta una postura más firme: «si los líderes electos no protegen América, el pueblo debe hacerlo por sí mismo, aunque requiera acciones violentas». Tal vez no sorprenda que una cuarta parte de los republicanos crea que «el Gobierno, los medios de comunicación y el mundo financiero estadounidenses están controlados por un grupo de pedófilos adoradores de Satán que dirigen una operación mundial de tráfico sexual de niños».

			En el fondo hay preocupaciones más realistas sobre la desaparición del «modo de vida tradicional estadounidense»: un mundo cristiano y de supremacía blanca donde los negros «saben cuál es su lugar» y no hay epidemias de «desviados» que piden derechos para los homosexuales y otras obscenidades por el estilo. Ese modo de vida tradicional está desapareciendo.

			También hay elementos de realismo en las diversas teorías del «gran reemplazo» que parecen consumir a gran parte del electorado de Trump. Dejando a un lado los absurdos sobre la inmigración y la conspiración de las élites, basta un simple vistazo a la distribución de los nacimientos para demostrar que la dominación blanca está disminuyendo.

			También merece la pena recordar las profundas raíces de estas preocupaciones. Entre los padres fundadores había dos distinguidas figuras de la Ilustración, uno de los cuales esperaba que el nuevo país estuviera libre de «manchas o mezclas», rojas o negras (Jefferson), mientras que el otro opinaba que tal vez habría que prohibir la entrada a alemanes y suecos por ser demasiado «morenos» (Franklin). Los mitos de origen anglosajón prevalecieron durante todo el siglo XIX. Todo ello al margen del virulento racismo y sus horripilantes manifestaciones.

			La preocupación por las sectas satánicas es lo bastante peligrosa, pero hay otras creencias profundamente irracionales que son mucho más consecuentes. Una de las revelaciones más amenazadoras de los últimos días fue una observación apenas advertida en el último informe de un grupo de la Universidad de Yale que supervisa las actitudes sobre el cambio climático —el eufemismo para el calentamiento del planeta que acabará con la vida humana organizada en la tierra a menos que se controle pronto—. El informe indicaba lo siguiente: «Durante el último año, se ha producido un acusado descenso en los porcentajes de republicanos liberales o moderados y republicanos conservadores que piensan que el desarrollo de fuentes de energía limpia debería ser una prioridad para el presidente y el Congreso. Las cifras actuales son las más bajas desde que hicimos la pregunta por primera vez en 2010».

			Mientras tanto, las noticias proporcionan a diario información sobre nuevas catástrofes potenciales —por ejemplo, la publicación el 11 de junio [de 2021] de estudios que informan del desprendimiento acelerado de un enorme glaciar antártico que podría elevar el nivel del mar en treinta centímetros— junto con recordatorios de los científicos que advierten que el futuro sigue abierto al cambio si la gente hace lo necesario para cambiar.

			No lo harán mientras prevalezcan las actitudes denunciadas. A menos que se superen, podrían suponer el beso de la muerte si la táctica actual del Partido Republicano consigue volver a poner a los destructores en el poder. La estrategia es bastante clara: asegurarse, sin importar el daño al país ni a su base de votantes, de que el Gobierno de Biden no pueda hacer nada para remediar los graves problemas internos, e impulsar una legislación al estilo de Jim Crow para bloquear el voto de la gente de color y de los pobres, contando con la aquiescencia del poder judicial reaccionario que McConnell y Trump han logrado instalar.

			El partido no es una causa perdida. Los demócratas han ayudado al no ofrecer una alternativa constructiva que responda a las necesidades y aspiraciones justas de muchos de los que han acudido en masa a refugiarse bajo la bandera de Trump. Eso puede cambiar, como está cambiando la actitud entre los republicanos más jóvenes, incluso entre los evangélicos más jóvenes, que son una parte fundamental de la base republicana desde los años setenta.

			Nada es irremediable.

			En cuanto al escalafón político, hay poco que decir. Salvo excepciones marginales, han abandonado cualquier atisbo de integridad. Las votaciones actuales son un claro indicio: oposición total de los republicanos a medidas que saben que cuentan con el favor de sus compromisarios para asegurarse de que la administración Biden no consiga nada.

			La capitulación más abyecta de la clase política se produjo en relación con el calentamiento global. En 2008, el candidato presidencial republicano John McCain incluía en su programa un punto limitado sobre el clima, y los republicanos del Congreso estudiaban por entonces una legislación al respecto. El conglomerado energético Koch respondió con fuerza y cualquier chispa de independencia se apagó. Eso quedó patente en las primarias republicanas de 2016, antes de Trump: se negó totalmente que ocurriese lo que ocurría, o peor aún, se admitió la posibilidad, pero se prefirió «correr hacia el desastre sin pedir disculpas» (como dijo John Kasich, que fue alabado por su integridad cuando lo invitaron a hablar en la convención demócrata de 2020).

			 

			Coincido por completo con tu punto de vista. Pero debo admitir que me desconcierta un poco la insistencia de Biden en acercar posturas con los republicanos respecto a algunos de los principales desafíos que afectan al país. ¿No te parece que el bipartidismo es, en el fondo, una farsa?

			No del todo. El líder de la mayoría demócrata, Chuck Schumer, consiguió un triunfo para el bipartidismo. Abandonando un compromiso previo con la legislación sobre el calentamiento global, Schumer se asoció con el republicano Todd Young para ocultar un programa limitado de política industrial dentro de un proyecto de ley de «odio a China» que apelaba a sentimientos patrióticos compartidos. Los republicanos se aseguraron de que aspectos tan significativos como la financiación de la Fundación Nacional de la Ciencia quedaran reducidos. Young celebró el triunfo declarando que cuando las futuras generaciones de estadounidenses dirigieran su mirada hacia nuevas fronteras, no verían una bandera roja, sino «nuestra» propia bandera roja, blanca y azul. Qué mejor razón podría haber para intentar reactivar la fabricación nacional mientras se intenta socavar la economía china, en un momento en el que la cooperación es un requisito previo para la supervivencia.

			Mientras tanto, el Departamento de Defensa de Biden está reorientando los recursos y planificando la guerra con China, una forma de locura a la que apenas se presta atención, analizada en detalle en el primer punto del Comité por una Política Sana entre Estados Unidos y China, de 11 de junio de 2021.

			 

			Trump ha transformado el Partido Republicano en un culto a la mitomanía. ¿Podría ser este el motivo por el que los líderes republicanos impidieron la creación de una comisión que investigara el asalto al Capitolio?

			Trump ha captado a la base de votantes, pero la élite política se enfrenta a un dilema. Durante mucho tiempo, la élite del partido ha sido un club de ricos, aún más complaciente con el poder empresarial que los demócratas, incluso después de que estos abandonaran a la clase trabajadora en los años setenta, lo que lo llevó a convertirse en un partido de Wall Street y de profesionales acaudalados. El mundo empresarial estaba dispuesto a tolerar las payasadas de Trump mientras les sirviera lealmente —con cierto desagrado, ya que empañaba la imagen que proyectan de «corporaciones con alma»—. Pero, para los grandes sectores, el 6 de enero fue demasiado.

			Los tipos de McConnell que dirigen el partido están atrapados entre una base de votantes enardecida y esclavizada por Trump y los amos de la economía a los que sirven. Una comisión de investigación, si fuese honesta, habría ahondado esta brecha, que tienen que encontrar la manera de tapar si quieren que el partido, tal como es, sobreviva. Mejor entonces anularla.

			 

			Los bulos, la propaganda y la restricción del derecho de voto se han convertido en los principios rectores del Partido Republicano en la actualidad. ¿Hasta qué punto crees que las nuevas limitaciones del derecho al voto beneficiarán al Partido Republicano? ¿Y cómo podrían repercutir en el actual clima político en general, por no hablar de lo que queda de la democracia estadounidense?

			La estrategia altamente eficaz de Trump de legitimar los «hechos alternativos» se basó en una avalancha interminable de mentiras, pero algunas afirmaciones verdaderas flotaron sobre los escombros. Una fue su comentario de que los republicanos nunca podrán ganar unas elecciones justas. Eso es un verdadero problema para el club de los ricos. Es difícil conseguir votos con el eslogan «Quiero robarte. Vótame». Eso solo deja unas pocas opciones. Una es impedir que vote la «gente equivocada». Otra es dar forma al programa del partido de modo que la política quede oculta por apelaciones a «cuestiones culturales». Ambas se han perseguido activamente. Trump dio a estas prácticas un giro particularmente vulgar en su estilo habitual, pero no las inventó.

			La actual oleada de legislación republicana al estilo Jim Crow es comprensible: la observación de Trump es acertada, y es probable que lo sea más en el futuro con los cambios demográficos y la tendencia de los votantes más jóvenes a favorecer la justicia social y los derechos humanos, también entre los republicanos. Los esfuerzos se han hecho más factibles después de que el Tribunal Roberts destripara la ley del derecho al voto en la decisión Shelby de 2013, que «sentó las bases para una nueva era de hegemonía blanca», como observó acertadamente Vann Newkirk.

			El desplazamiento de la política por las «cuestiones culturales» se remonta a la estrategia sureña de Nixon. Cuando los demócratas empezaron a apoyar una leve legislación sobre derechos civiles, Nixon y sus asesores reconocieron que podían cambiar el voto sureño hacia los republicanos mediante apelaciones racistas, apenas disimuladas.

			Con Reagan había poco disimulo; la retórica y las prácticas racistas le resultaban naturales. Mientras tanto, el estratega republicano y nacionalista cristiano Paul Weyrich convenció fácilmente a la dirección política de que abandonando las antiguas posturas proabortistas y fingiendo oponerse al aborto podrían captar el voto católico del norte y el evangélico recién politizado. Pronto se añadió a la mezcla la afición a las armas, que ahora llega a absurdos tan extraños como la reciente Decisión Benítez, que anula la prohibición de los rifles de asalto en California (que, después de todo, apenas se diferencian de las navajas suizas según Benítez). Trump añadió más ingredientes a la mezcla. Al igual que sus compañeros demagogos en Europa, comprendió bien que se puede utilizar a los refugiados para azuzar pasiones y temores xenófobos. Sus llamamientos racistas también fueron más allá de la norma.

			Trump ha demostrado cierta genialidad a la hora de aprovechar los venenos que corren no muy por debajo de la superficie de la sociedad y la cultura estadounidenses. Por tales medios, consiguió captar a la base de votantes republicanos. La dirección del partido se dedica a la estrategia obstruccionista de sacrificar los intereses del país para recuperar el poder. Eso deja al país con un partido político que funciona, a su vez, dividido entre la dirección neoliberal y una base de votantes socialdemócratas más jóvenes.

			Tu frase «lo que queda de la democracia estadounidense» va al grano. Por muy progresista que pudiera haber sido en el siglo XIX —y hay mucho que decir al respecto—, según los criterios actuales, la democracia estadounidense está profundamente viciada en aspectos que ya estaban claros para su principal artífice, James Madison, en 1791, cuando escribió a Jefferson deplorando «la atrevida depravación de los tiempos», ya que «los especuladores se convertirían en la banda pretoriana del Gobierno —a la vez sus herramientas y su tirano—, sobornados por sus generosidades y sobrecogiéndolo con clamores y combinaciones».

			Esa bien podría ser una descripción de los últimos años, sobre todo a medida que el asalto neoliberal lograba el efecto, totalmente previsible, de poner al Gobierno aún más que antes a las órdenes de las concentraciones de poder privado. Las «generosidades» son demasiado familiares para repasarlas. Amplias investigaciones de la ciencia política dominante han demostrado que los «clamores y combinaciones» han dejado sin representación a la mayoría de los votantes, ya que sus representantes hacen caso a las voces de los superricos, los donantes adinerados y los grupos de presión empresariales.

			El estudio más reciente, que utiliza sofisticadas técnicas de IA, disipa «la idea de que la opinión de cualquier persona sobre la política pública, fuera del 10% de los estadounidenses más ricos, ayuda de forma independiente a explicar la política». Thomas Ferguson, el principal estudioso académico del poder de «las herramientas y los tiranos» del Gobierno, concluye: «Conocer el ámbito político, las preferencias del 10% más rico y las opiniones de un puñado de grupos de interés basta para explicar los cambios políticos con una precisión impresionante».

			Pero quedan algunos vestigios de democracia, incluso tras el asalto neoliberal, aunque probablemente no por mucho tiempo si el «protofascismo» neoliberal extiende su dominio.

			El destino de la democracia, en realidad, no importará mucho si los «protofascistas» recuperan el poder. El entorno que sustenta la vida no podrá soportar mucho tiempo la destrucción provocada por la era decadente de Trump. Poco más importará si se superan puntos de inflexión irreversibles.

		

	
		
			SI LOS DEMÓCRATAS ASPIRAN A CONSERVAR EL PODER, NO PUEDEN SEGUIR DECEPCIONANDO A LA CLASE TRABAJADORA7

			 

			 

			 

			En nuestra última entrevista, analizaste la actual identidad política del Partido Republicano y diseccionaste sus triquiñuelas para volver al poder. En esta ocasión, me interesa conocer tu opinión sobre la forma actual que ha adoptado el Partido Demócrata y, más concretamente, preguntarte si crees que los demócratas se han plegado al neoliberalismo hasta tal punto que podamos hablar de una asimilación ideológica.

			La respuesta corta es «tal vez». Hay mucha incertidumbre.

			Con grandes diferencias, la situación actual recuerda en cierto modo a la de principios de los años treinta, que, aunque vagamente, tengo edad suficiente para recordar. Podemos citar la famosa observación de Antonio Gramsci desde la prisión de Mussolini en 1930, aplicable al estado del mundo en aquel momento, con independencia de lo que tuviera exactamente en mente: «La crisis consiste precisamente en que lo viejo muere y lo nuevo no puede nacer; en el interregno aparecen los males más variopintos».

			Hoy, los cimientos de las doctrinas neoliberales que han tenido un efecto tan brutal sobre la población y la sociedad se tambalean, y podrían derrumbarse. Y no faltan los males de todo tipo.

			En los años que siguieron al comentario de Gramsci, surgieron dos vías para hacer frente a la profunda crisis de los años treinta: la socialdemocracia, cuya precursora fue el New Deal en Estados Unidos, y el fascismo. No hemos llegado a ese punto, pero se evidencian síntomas de ambas vías en las líneas de los partidos.

			Para evaluar el estado actual del sistema político, es útil retroceder un poco. En la década de 1970, el colectivo empresarial, muy clasista, intensificó considerablemente los esfuerzos por desmantelar la socialdemocracia del New Deal y el «capitalismo regulado» dominante durante la posguerra: un periodo igualitario, en el que el capitalismo de Estado experimentó el mayor crecimiento de su historia en Estados Unidos, con las instituciones financieras controladas, de modo que no se produjo ninguna crisis como las surgidas en los periodos neoliberales ni «economías de rescate» similares a las de estos últimos años, como Robert Pollin y Gerald Epstein han estudiado con gran eficacia.

			La ofensiva empresarial comienza a finales de los años treinta con experimentos que más tarde se convirtieron en la gran industria de «métodos científicos de reventar huelgas». Durante la guerra se suspendió, para reanudarse inmediatamente después, pero estuvo relativamente controlada hasta la década de 1970. Los partidos políticos siguieron más o menos este ejemplo; más exacto, quizás, sería decir las dos facciones del partido empresarial que se alternan en el Gobierno del Estado unipartidista estadounidense. En los años setenta, a partir de la «estrategia sureña» abiertamente racista de Nixon, los republicanos iniciaron un viaje hacia los márgenes del espectro político que culmina —de momento— en la era McConnell-Trump de desprecio por la democracia en cuanto que obstáculo para detentar el poder sin oposición. Mientras tanto, los demócratas han abandonado a la clase obrera, dejándola a merced de sus enemigos. Se han convertido en un partido de profesionales acomodados y de Wall Street que se creyó «guay» con Obama, en lo que supuso una repetición del enamoramiento de los intelectuales progresistas con la invención del mito de Camelot de la era Kennedy.

			La última ocasión en que los demócratas mostraron verdadera preocupación por los trabajadores fue la ley de pleno empleo Humphrey-Hawkins de 1978. El presidente Carter, que no parecía demasiado interesado en los derechos y las necesidades de los trabajadores, no vetó la ley, pero la descafeinó hasta debilitarla. Ese mismo año, el presidente del sindicato United Auto Workers, Doug Fraser, se marchó del Comité Obrero Patronal de Carter, condenando a los dirigentes empresariales —algo tarde— por haber «optado por librar una guerra de clases unilateral… contra los trabajadores, los parados, los pobres, las minorías, los más jóvenes y los más viejos, e incluso buena parte de la clase media de nuestra sociedad».

			La guerra de clases unilateral se intensificó durante el mandato de Ronald Reagan. Como su cómplice Margaret Thatcher en Inglaterra, Reagan comprendió que el primer paso debía ser eliminar los mecanismos de defensa del enemigo atacando duramente a los sindicatos e invitando al mundo empresarial a hacer lo propio, mientras los demócratas permanecían en gran medida indiferentes o se implicaban a su manera, como ya hemos comentado.

			Los efectos tragicómicos se están reproduciendo ahora en Washington. Biden intentó aprobar unas ayudas muy necesarias para los trabajadores más afectados por la pandemia —mientras los multimillonarios obtenían pingües beneficios y el mercado bursátil se disparaba—. Se topó con la implacable oposición de los republicanos, quienes, con respecto a la importante cuestión de la financiación, mostraron cierta disposición a ceder si las ayudas las sufragaban los trabajadores desempleados reduciendo sus míseras indemnizaciones. Pero impusieron una condición innegociable: que los más ricos no pagaran un centavo.

			El mayor logro legislativo de Trump, la estafa fiscal de 2017 que enriquece a los superricos y al sector empresarial a expensas del resto, es intocable. Joseph Stiglitz la denominó Ley de Bonificaciones Fiscales para los Donantes de 2017, que «encarna todo lo malo del Partido Republicano y, hasta cierto punto, el estado degradado en que se halla la democracia estadounidense».

			Mientras tanto, los republicanos afirman ser el partido de la clase trabajadora, gracias a la defensa del derecho a llevar armas, del nacionalismo cristiano y de la supremacía blanca, nuestro «modo de vida tradicional».

			Hay que reconocer que Biden ha tomado medidas para revertir el abandono de su partido a los trabajadores, pero en el «estado degradado» en que se encuentra lo que queda de la democracia estadounidense, es una decisión difícil.

			Los demócratas, por su parte, están divididos entre la dirección del partido, formada por profesionales acomodados y vinculados a Wall Street, que sigue concentrando el grueso del poder, y un amplio y enérgico segmento de la base popular que viene presionando en favor de iniciativas socialdemócratas para hacer frente a los estragos de cuarenta años —incluso muchos más entre parte de las bases— de asalto neoliberal bipartidista.

			El conflicto interno ha sido intenso durante años, sobre todo cuando la campaña de Sanders, muy exitosa, empezó a amenazar el control absoluto de los dirigentes del partido vinculados a Clinton y a Obama, que intentaron por todos los medios sabotear la candidatura de aquel. Y hoy volvemos a ver denodados intentos de frenar las candidaturas de la izquierda en Buffalo y en la zona de Cleveland, en el noreste de Ohio.

			Debemos tener en cuenta las peculiaridades del discurso político en Estados Unidos. En otros lugares, «socialista» es tan controvertido como «demócrata» aquí, y las políticas descritas como «quizá buenas pero demasiado radicales para los estadounidenses» son convencionales. Esto se cumple, por ejemplo, en los dos principales planes que defendió Bernie Sanders: la atención sanitaria universal y la educación superior gratuita. Rana Foroohar, columnista de economía y redactora asociada del Financial Times, apenas exageró al afirmar que, aunque a Sanders se le considera en Estados Unidos el portavoz de la izquierda radical, «en cuanto a sus políticas, probablemente esté bastante cerca de la Unión Demócrata Cristiana (CDU) alemana», es decir, de un partido conservador en un sistema político por lo general conservador como es el alemán.

			En cuanto a los temas, la división entre los dirigentes del partido y los sectores progresistas de la base electoral está muy extendida. No se limita a las «reliquias» del bienestar social, sino a todo un conjunto de asuntos cruciales; entre ellos, el asunto más importante que se ha planteado en la historia de la humanidad, junto con el de las armas nucleares: la destrucción del medio ambiente que sustenta la vida, que avanza a buen ritmo.

			Podríamos detenernos un momento a reflexionar sobre esto. La evaluación general más reciente de la situación en que nos encontramos procede de un borrador filtrado del próximo estudio del IPCC sobre el estado del medio ambiente. Según este, «el cambio climático alterará fundamentalmente la vida en la tierra en las próximas décadas, incluso si los seres humanos pueden controlar las emisiones de gases de efecto invernadero que calientan el planeta. Extinción de especies, enfermedades más extendidas, calor insoportable, colapso de los ecosistemas, ciudades amenazadas por la subida del nivel del mar: estos y otros efectos climáticos devastadores se están acelerando y están destinados a hacerse dolorosamente evidentes antes de que un niño nacido hoy cumpla treinta años […]. Según las tendencias actuales, nos dirigimos hacia los 3ºC en el mejor de los casos».

			Gracias a los esfuerzos activistas, en particular del movimiento Sunrise, la diputada Alexandria Ocasio-Cortez y el senador Ed Markey han podido presentar una resolución al Congreso sobre un Nuevo Pacto Verde que explica con bastante detalle qué puede y qué debe hacerse. Gracias a nuevas presiones populares, podría avanzar hacia un proyecto de ley. Es probable que se encuentre con el férreo muro del partido negacionista, cada vez más entregado a la máxima atribuida —en parte erróneamente— al general fascista Millán-Astray, camarada de Francisco Franco: «¡Muera la inteligencia! ¡Viva la muerte!».

			Por ahora, la respuesta demócrata sería dispar. El presidente se niega a apoyar el Nuevo Pacto Verde, pese a ser un requisito indispensable para una supervivencia digna; muchos en el Congreso también se niegan. Esto puede cambiar, y debe hacerlo, pero dependerá, en gran medida, de las próximas elecciones [legislativas de 2022].

			Mientras esto ocurre en Estados Unidos, la OPEP se reúne para discutir sobre si aumentan la producción de petróleo. La Casa Blanca presiona en esa dirección, para que bajen los precios, y Arabia Saudí se inquieta porque, si los precios subieran, «se aceleraría la transición hacia las energías renovables»; es decir, hacia evitar la catástrofe: una trivialidad que no se menciona en las noticias, como de costumbre.

			Volviendo a la crisis de hace noventa años, a medida que el asalto neoliberal se enfrenta a una resistencia cada vez más airada, se atisban señales de un fenómeno parecido al de los dos caminos que se tomaron entonces: la deriva hacia el protofascismo o la creación de una auténtica socialdemocracia. Por supuesto, ambas tendencias pueden ir más lejos, reavivando la advertencia de Rosa Luxemburgo: «socialismo o barbarie».

			Es útil recordar que las principales fuerzas intelectuales que están detrás del asalto neoliberal atesoran un largo historial de apoyo al fascismo. Pocos años antes de que se lanzara el asalto, habían llevado a cabo un experimento de gestión socioeconómica neoliberal al amparo de la dictadura de Pinochet, que preparó el terreno con la destrucción de mano de obra y con la reclusión de los opositores en horribles cámaras de tortura o su eliminación instantánea. En condiciones experimentales casi perfectas, consiguieron hundir la economía en pocos años, pero no importa. Para alcanzar cotas más altas, impusieron la doctrina en todo el mundo.

			Antes de eso, su gurú, Ludwig von Mises, se mostraba exultante por el triunfo del fascismo, del que afirmaba que había «salvado a la civilización europea». Según él, «el logro que ha conquistado el fascismo perdurará eternamente en la historia». El «logro» de Mussolini fue muy parecido al de Pinochet: destruir el trabajo y el pensamiento independiente para que la «sana economía» pudiera avanzar sin las cargas sentimentales de los derechos humanos y la justicia.

			En defensa de Von Mises, podemos recordar que no era ni mucho menos el único que admiraba los logros de Mussolini, aunque pocos fueron tan prolijos en adulaciones. En su caso, por cuestión de principios. Todo ello merece ser recordado cuando consideramos las posibles respuestas al desastre neoliberal.

			 

			¿Cómo explicas el ascenso de la izquierda progresista en el seno del Partido Demócrata?

			Solo hace falta repasar los efectos del asalto neoliberal de hace cuarenta años, como hemos hecho en otros ámbitos. No es de extrañar que las víctimas —la gran mayoría de la población— se rebelen; a veces de formas ominosas y a veces de formas que pueden forjar un camino hacia un futuro mucho mejor.

			 

			Puede que los demócratas necesiten ampliar sus bases sociales si pretenden conservar la mayoría en la Cámara de Representantes en 2022. ¿Cómo crees que podrían lograrlo, si tenemos en cuenta la presencia de tantas corrientes distintas dentro del partido?

			La mejor manera es diseñando y aplicando políticas que ayuden a la gente y beneficien al país. Los programas de Biden hasta ahora van en esa dirección, no lo suficiente, pero sí de forma significativa. Tales esfuerzos demostrarían que, bajo un liderazgo decente, impulsado por la presión popular, las reformas pueden mejorar la vida, aliviar la angustia y satisfacer algunas necesidades humanas. Eso ampliaría la base demócrata, como han hecho en el pasado las medidas socialdemócratas al estilo del New Deal.

			Los dirigentes republicanos lo entienden muy bien. Por eso lucharán con uñas y dientes contra cualquier medida que mejore la vida de la gente, con una estricta disciplina de partido. Hace años que somos testigos de ello. Puede verse en cómo se dedican a bloquear la muy limitada mejora del escandaloso sistema sanitario estadounidense que supone la Ley de Asistencia Asequible, conocida como Obamacare. Otro ejemplo es la crueldad con que los gobernadores republicanos rechazan la ayuda federal para proporcionar a la gente desesperada la ya de por sí exigua asistencia de Medicaid.

			Esta es una forma de ampliar la base electoral que podría tener grandes efectos si consigue superar la oposición republicana y las reticencias de los sectores más derechistas del propio Partido Demócrata —o «moderados» según el relato mediático—. Podría traer de vuelta al redil demócrata a los votantes de clase trabajadora que se marcharon disgustados por las traiciones de Obama y, antes, por el abandono de los trabajadores desde la remodelación del partido a partir de los años setenta.

			Hay otras oportunidades. Se puede llegar a los trabajadores y a las comunidades que dependen de la economía de los combustibles fósiles tomándose en serio sus preocupaciones y trabajando con ellos en la creación de planes de transición que les proporcionen mejores empleos y mejores vidas con energías renovables. No es un sueño vano. Tales iniciativas han tenido un éxito sustancial en los estados productores de carbón y petróleo, gracias en gran medida al trabajo sobre el terreno de Bob Pollin.

			No hay ningún misterio sobre cómo ampliar la base: aplicar políticas que sirvan a los intereses de la gente, no a las preferencias de la clase donante.

			 

			Me preocupan los informes relativos a algunos barrios, habitados en su mayoría por población inmigrante, que muestran un mayor entusiasmo por los ideales y valores expresados por el Partido Republicano de Donald Trump. ¿Qué opinión te merecen estos datos?

			Las pruebas de este fenómeno parecen escasas. Hubo un ligero cambio en las últimas elecciones, pero los resultados no parecen apartarse significativamente de la norma histórica. Los resultados entre las comunidades latinas fueron dispares: donde existía una organización latina seria, como en Arizona y Nevada, no hubo deriva hacia Trump; donde se ignoró a las comunidades mexicano-estadounidenses, como en el sur de Texas, Trump batió récords de apoyo latino. Parece haber varias razones. A la gente le molestaba que el Partido Demócrata diera por sentado su voto («eres latino, así que estás con nosotros»). No se realizó ningún esfuerzo por ofrecer una alternativa constructiva a la afirmación republicana de que el calentamiento global es un engaño de los progresistas y que los demócratas quieren quitarles el trabajo. Las comunidades suelen sentirse atraídas por la pretensión republicana de «defender la religión» de los ataques seculares. Es necesario analizar estas cuestiones con cierto cuidado.

			 

			Muchos demócratas desean eliminar el filibusterismo —otra reliquia que nos dejó Jim Crow— porque la exigua mayoría con que cuentan les hace imposible aprobar leyes carismáticas. Sin embargo, dado el clima político actual, y con la posibilidad de que los republicanos trumpistas vuelvan a hacerse con el control de la Cámara en 2022, ¿no crees que la abolición del filibusterismo entraña riesgos?

			Es una preocupación, y tendría cierta importancia en una democracia que funcionara. Pero una larga serie de ataques republicanos a la integridad del Congreso, que culminan con las maquinaciones de McConnell, han socavado gravemente la pretensión del Senado de formar parte de un sistema de gobierno democrático. Si los demócratas recurrieran al filibusterismo, McConnell, que no es tonto, podría encontrar la manera de utilizar procedimientos ilegales para que se aprobaran leyes que establecieran con mayor firmeza el dominio de la extrema derecha, independientemente de lo que prefiera la población. Lo hemos visto recientemente en sus tejemanejes de cara a los nombramientos de Garland y Gorsuch para el Tribunal Supremo, pero viene de lejos.

			El analista político Michael Tomasky argumentó recientemente, con bastante seriedad, que el Senado debía ser abolido y convertido en algo similar a la Cámara de los Lores británica, que tiene un papel secundario en el gobierno. Siempre ha habido argumentos para ello, y con el vaciamiento de los últimos restos de democracia que quedan bajo el liderazgo republicano, puede haber llegado el momento de planteárselo, al menos como objetivo para el futuro.

			 

			Al fin y al cabo, Estados Unidos no goza de un sistema democrático funcional; tanto es así que podríamos calificar dicho sistema como una plutocracia. En este sentido, ¿cuáles te parecen las cuestiones de máxima importancia en las que deben trabajar los progresistas, tanto activistas como legisladores, para lograr una reforma significativa que mejore la vida de la gente corriente, así como las perspectivas de un futuro democrático?

			Por una buena razón, el libro de referencia sobre la Convención Constitucional de Michael Klarman se titula The Framer’s Coup [«El golpe de los fundadores»], es decir, el golpe contra la democracia por parte de un distinguido grupo de ricos, blancos y —en su mayoría— propietarios de esclavos. Hubo algunos disidentes, como Benjamin Franklin y Thomas Jefferson, que no participaron, pero el resto estaba más o menos de acuerdo en que la democracia era una amenaza que había que evitar. La Constitución se diseñó cuidadosamente para debilitar esa amenaza.

			El llamamiento a la plutocracia no se ocultó. La visión de Madison, promulgada en gran medida, era que el nuevo Gobierno debía «proteger a la minoría de los opulentos contra la mayoría». Se introdujeron muchos mecanismos para garantizar este objetivo. El poder principal se depositó en el Senado —no elegido— y se impusieron mandatos largos para aislar a los senadores de la presión pública.

			«El Senado debe proceder de la riqueza de la nación y representarla», sostenía Madison, respaldado por sus colegas. Se trata del «conjunto de hombres más capaces», que simpatizan con los propietarios y con sus derechos. En pocas palabras, «quienes poseen el país deben gobernarlo», como explicó John Jay, primer juez del Tribunal Supremo. En resumen: plutocracia.

			En defensa de Madison, hay que recordar que su mentalidad era precapitalista. Los estudiosos reconocen que «era, hasta un límite que hoy seríamos incapaces de imaginar, un caballero de honor del siglo XVIII», en palabras de Lance Banning. El poder lo ejercerían el «estadista ilustrado» y el «filósofo benévolo»; serían «hombres de inteligencia, patriotismo, propiedad y circunstancias independientes», y «puros y nobles» como los romanos del imaginario de la época; hombres «cuya sabiduría pueda discernir mejor los verdaderos intereses de su país, y cuyo patriotismo y amor a la justicia los hagan menos susceptibles a consideraciones temporales o parciales». Así, «refinarían» y «ampliarían» las «opiniones públicas», continúa Banning, protegiendo el interés público contra las «travesuras» de las mayorías democráticas.

			La imagen se confirma profusamente en los fascinantes debates de la Convención. Tiene amplia resonancia en el presente, de forma bastante llamativa en la teoría democrática liberal más respetada.

			Madison no tardó en desengañarse de estos mitos. En una carta de 1791 a Jefferson, deploraba «la atrevida depravación de los tiempos», pues «los salteadores de bolsa se convertirán en la guardia pretoriana del Gobierno»: serían «a la vez sus herramientas y su tirano»; el Gobierno se vería «sobornado por sus generosidades», y al mismo tiempo lo avasallarían «con reclamaciones y alianzas». No es un mal retrato de los Estados Unidos actuales. Los contornos se han vuelto más nítidos tras cuarenta años de neoliberalismo bipartidista, ahora amenazados por la base progresista que los dirigentes del Partido Demócrata se esfuerzan en someter.

			Con todos sus rasgos antidemocráticos, para los parámetros del siglo XVIII, el sistema constitucional estadounidense fue un paso significativo hacia la libertad y la democracia, suficiente como para asustar seriamente a los estadistas europeos que percibieron el potencial efecto dominó del republicanismo subversivo. El mundo ha cambiado. La plutocracia sigue en su sitio, un campo de batalla.

			Con el tiempo, las luchas populares han ampliado el ámbito de la libertad, la justicia y la participación democrática, aunque ha habido retrocesos. Quedan muchas barreras por derribar en el régimen político y en el orden social general: las elecciones compradas, la «economía de rescate», el racismo estructural y otros ataques a los derechos básicos, y la supresión del trabajo.

			Resultaría muy fácil ampliar la lista y enunciar objetivos más radicales que deberían ser directrices para el futuro, aunque todo esté eclipsado por las amenazas inminentes a la supervivencia.

		

	
		
			A IMITACIÓN DE TRUMP, BOLSONARO PROMUEVE EL BULO DE UN FRAUDE ELECTORAL EN BRASIL8

			 

			 

			 

			Jair Bolsonaro —un tipo que hace apología de la tortura y la dictadura, además de ser un fiel integrante de esa corriente global hacia el autoritarismo que impulsó a Donald Trump— juró el cargo de presidente de Brasil el 1 de enero de 2019. Desde ese día, su administración ha venido promoviendo una agenda con consecuencias desastrosas para la democracia y el medio ambiente. Quiero empezar preguntándote por las condiciones vividas en Brasil que llevaron a Bolsonaro al poder, un acontecimiento que coincidió con el final de la «marea rosa» que había barrido América Latina a principios de la década de los 2000.

			Hay mucha incertidumbre y la documentación es escasa, pero a mí me parece que es básicamente así.

			Con la caída de los precios de las materias primas pocos años después de que Lula da Silva dejara el cargo en 2010, la derecha brasileña —con el aliento, cuando no el apoyo directo, de Estados Unidos— vio la oportunidad de recuperar el país y revertir los programas de bienestar e inclusión que despreciaba. Llevaron a cabo un «golpe blando» sistemático. Un paso fue destituir a la sucesora de Lula, Dilma Rousseff, en un proceso totalmente corrupto y fraudulento. El siguiente fue encarcelar a Lula bajo cargos de corrupción, impidiéndole presentarse a las elecciones presidenciales de 2018, y casi con total seguridad ganarlas. Esto abonó el terreno para la elección de Bolsonaro tras lo que fue una increíble campaña de mentiras, calumnias y engaños que inundó los sitios de internet que la mayoría de los brasileños utilizan para «informarse». Hay motivos para sospechar de una mano oculta estadounidense.

			Los cargos contra Lula fueron retirados por los tribunales tras quedar completamente desacreditados por la denuncia de Glenn Greenwald contra los tejemanejes de la fiscalía en connivencia con el investigador «anticorrupción» Sergio Moro (operación Lava Jato). Antes de las revelaciones, Moro había sido nombrado ministro de Justicia y Seguridad Pública por Bolsonaro, tal vez como recompensa por los servicios prestados para la elección. Moro ha desaparecido en gran medida del foco mediático tras hundirse su imagen de intrépido caballero blanco que salvaría a Brasil de la corrupción, mientras, seguramente no por casualidad, destruía importantes empresas brasileñas competidoras de las corporaciones estadounidenses, que no son precisamente famosas por su honestidad.

			Aunque los objetivos de Moro eran selectivos, gran parte de lo que reveló es creíble, y no es difícil de encontrar en América Latina, donde la corrupción es prácticamente una forma de vida en la política y la economía. Sin embargo, se puede debatir si alcanza el nivel habitual de Occidente, donde se han impuesto multas milmillonarias a grandes entidades financieras, normalmente por medio de acuerdos que evitan la responsabilidad individual. Una pista de la posible escala de este fenómeno la dio el London Economist, que calculó más de dos mil condenas a empresas entre 2000 y 2014. Esto en cuanto a los «Estados Unidos corporativos», que tienen muchos seguidores en otros lugares. Además, la noción de «corrupción» está profundamente contaminada por la ideología. Gran parte de la peor corrupción es «legal», ya que el sistema jurídico está diseñado bajo la alargada sombra del poder privado.

			A pesar de sus corruptelas, mucho de lo que desenterró el ministro era real, lo había sido durante mucho tiempo. Al parecer, su principal objetivo, el Partido de los Trabajadores de Lula, no rompió con este modelo y, en parte, eso le impidió introducir las medidas progresistas duraderas que tanto se necesitan para socavar el dominio de las clases dominantes tradicionales de Brasil, rapaces y profundamente racistas.

			Los programas de Lula se diseñaron para no atentar gravemente contra el poder de las élites, pero aun así apenas fueron tolerados en estos círculos. Su defecto era que estaban orientados hacia las necesidades de quienes sufrían más amargamente a causa de las desigualdades sociales. El carácter básico de los programas de Lula quedó plasmado en un estudio de 2016 sobre Brasil del Banco Mundial, que describió su mandato como una «década dorada» en la historia del país. La institución elogió el «éxito de Lula en la reducción de la pobreza y la desigualdad y su capacidad para crear empleo. Las políticas innovadoras y eficaces para reducir la pobreza y garantizar la inclusión de grupos anteriormente excluidos han sacado a millones de personas de la pobreza». Además,

			 

			Brasil también ha ido asumiendo responsabilidades globales. Ha alcanzado la prosperidad económica, protegiendo al mismo tiempo su patrimonio natural único. Brasil se ha convertido en uno de los más importantes donantes de entre los países emergentes, con amplios compromisos sobre todo en el África subsahariana, y en un actor destacado en las negociaciones internacionales sobre el clima. La trayectoria de desarrollo de Brasil durante la última década ha demostrado que el crecimiento con prosperidad compartida, pero equilibrado con el respeto al medio ambiente, es posible. Los brasileños están legítimamente orgullosos de estos logros reconocidos internacionalmente.

			 

			Algunos brasileños. No los que consideran un derecho ejercer el poder en su propio interés.

			Brasil se convirtió en una voz eficaz para el Sur Global en los asuntos internacionales, lo que no fue bien acogido por los líderes occidentales; causó especial irritación en la administración de Obama, Biden y Clinton cuando el ministro de Asuntos Exteriores de Brasil, Celso Amorim, estuvo a punto de negociar un acuerdo sobre los programas nucleares de Irán, socavando la intención de Washington de dirigir el espectáculo en sus propios términos.

			El informe también concluía que, con políticas adecuadas, la «década dorada» podría haber continuado tras el desplome de los precios de las materias primas. Sin embargo, no fue así, ya que el golpe blando siguió su curso. Algunos analistas han sugerido que un punto de inflexión crucial fue cuando Dilma anunció que los beneficios de las reservas de petróleo recién descubiertas en alta mar se destinarían a la educación y el bienestar, en lugar de a la codicia de los inversores internacionales.

			El Partido de los Trabajadores no consiguió arraigar en la sociedad, hasta el punto de que los beneficiarios de sus políticas a menudo desconocían su origen y atribuían los beneficios a Dios o a la suerte. La corrupción, el fracaso de la movilización y la falta de reformas estructurales contribuyeron a la victoria electoral de Bolsonaro.

			Su victoria fue recibida con entusiasmo por el capital y las finanzas internacionales. Quedaron particularmente impresionados por el zar económico de Bolsonaro, Paulo Guedes, economista acérrimo de la Escuela de Chicago. Su programa era muy simple: en sus palabras, «privatizarlo todo», una bicoca para los inversores extranjeros. Sin embargo, se desilusionaron cuando Brasil se hundió durante los años de Bolsonaro y las promesas de Guedes resultaron fallidas.

			 

			Hablemos ahora, más en concreto, de algunas de las políticas impulsadas por Bolsonaro, que han sido denunciadas por activistas, economistas y organizaciones como Human Rights Watch, así como por los líderes indígenas. ¿Te parecen medidas comparables a las promovidas por Donald Trump?

			La analogía es acertada. Trump fue el modelo inconfesable de Bolsonaro, aunque no el único. Al emitir su voto a favor de la destitución de Dilma, se lo dedicó a la persona que la había torturado durante la dictadura militar. Supone un grado de depravación que ni siquiera su héroe Trump alcanzó. Su admiración por la dictadura tampoco es disimulada, aunque hizo algunas críticas a los militares: la principal, que fueron demasiado suaves. Deberían haber matado a treinta mil personas como hicieron sus colegas en la vecina Argentina. También ha criticado el comportamiento de los militares en los primeros años del país. Deberían haber imitado a la caballería estadounidense, que prácticamente exterminó a la población indígena. En lugar de eso, los militares brasileños dejaron restos en el Amazonas. Pero Bolsonaro ha dejado muy claro que pretende solucionar ese problema.

			Al igual que Trump, los compromisos políticos más importantes de Bolsonaro, con diferencia, consisten en destruir la vida en aras de los beneficios a corto plazo de sus amigos: en su caso, en la minería, la industria agroalimentaria y la tala ilegal, que han acelerado drásticamente la destrucción de los bosques amazónicos. Los científicos habían previsto, antes de Bolsonaro, que en pocas décadas la Amazonia pasaría de ser uno de los mayores sumideros de carbono del mundo a una fuente de carbono, en su evolución de bosque tropical a sabana. Gracias a Bolsonaro, puede que ese punto de inflexión ya esté cerca. Para Brasil, los efectos serán devastadores. Las precipitaciones disminuirán drásticamente y gran parte de las ricas tierras agrícolas se convertirán en desierto. El mundo en su conjunto sufrirá un duro golpe, una herida que podría resultar letal, pero, para los habitantes indígenas de la selva, podría ser un genocidio.

			Como en otras partes del mundo, los indígenas de Brasil llevan años en primera línea de batalla intentando proteger la sociedad humana de las depredaciones de la «civilización avanzada». Pero el tiempo apremia, y si se da rienda suelta a los Trumps y Bolsonaros del mundo, las posibilidades de supervivencia digna son escasas.

			De nuevo, como en el caso de Trump, las malas intenciones de Bolsonaro no se limitan al empeño por destruir la vida humana, junto con las innumerables especies que estamos condenando rápidamente a la extinción. Como Trump, es responsable personal de decenas —si no cientos— de miles de muertes provocadas por la pandemia de COVID, por mencionar solo una de sus mayores aportaciones al bienestar de su país. Los asesinatos de la policía, en su inmensa mayoría con víctimas negras, han sido durante mucho tiempo una plaga que ha aumentado bajo el mandato de Bolsonaro. Un reciente asalto militar especialmente espeluznante en una favela de Río de Janeiro ocupó los titulares de la prensa internacional. Y podría citar muchos más ejemplos.

			 

			¿Qué posibilidades hay de que veamos a Bolsonaro responder ante el Tribunal de La Haya por sus crímenes contra la Amazonia?

			Prácticamente ninguna. Su contribución al suicidio global puede ser especialmente grave, pero una vez abierta esa puerta… ¿Quién lo va a permitir?

			 

			Los brasileños se echaron a las calles para exigir la dimisión de Bolsonaro por su pésima gestión de la pandemia. De hecho, parece que la opinión pública se ha vuelto finalmente contra Bolsonaro de forma abrumadora, y se espera que Lula lo derrote en las elecciones de 2022. Sin embargo, como era de esperar —e imitando a su ídolo Trump—, Bolsonaro anunció que, debido al actual sistema electoral brasileño, quizá no acepte los resultados de esas elecciones. ¿Qué probabilidades hay de que los generales del ejército brasileño, en los que Bolsonaro se ha apoyado desde el día en que llegó al poder, secunden estas intenciones del presidente y apoyen su intento de aferrarse al poder si pierde las elecciones?

			Desde 2018 Bolsonaro viene afirmando que la única forma de salir derrotado de unas elecciones es mediante fraude. Incluso ha afirmado —por supuesto, sin pruebas— que Dilma perdió las elecciones de 2014, pese a haberlas ganado de forma clara por más de tres millones de votos, muy divididos por clase social, lo que históricamente supone un margen escaso. Ahora ha subido el tono, acusando preventivamente a sus enemigos políticos, de cara a las elecciones de 2022, de intento de fraude y diciendo a una multitud de simpatizantes hace unas semanas que «las elecciones del año que viene serán limpias. O tenemos elecciones limpias en Brasil o no tenemos elecciones» (Jornal do Brasil, 8 de julio de 2021).

			Esta cantinela nos suena de algo.

			Ahora mismo, Lula está muy por delante en las encuestas, igual que en 2018, cuando se intentó evitar su candidatura. Hay preocupaciones legítimas de que vuelva a pasar.

			Al parecer, las investigaciones parlamentarias sobre la devastadora mala gestión de la pandemia por parte del Gobierno de Bolsonaro están llegando ahora a los militares. Los tres ejércitos de las fuerzas armadas han emitido recientemente una declaración en la que afirman que no se tolerará ninguna investigación que atente contra el honor de los militares.

			Según algunos informes, podría estar preparándose un golpe militar que podría emular el de 1964, que instaló el primero de los despiadados «estados de seguridad nacional» que aterrorizaron al hemisferio durante veinte años.

			El pretexto para derrocar al Gobierno ligeramente reformista de Goulart en 1964 fue el llamamiento ritual para salvar al país del «comunismo». Hoy podría urdirse algo parecido.

			¿Cómo reaccionaría Washington? Hay precedentes que sugieren una respuesta. En 1964, el golpe militar que derrocó al Gobierno parlamentario fue elogiado por el embajador de Kennedy y Johnson en Brasil, Lincoln Gordon, como «la victoria más decisiva para la libertad a mediados del siglo XX». Como analizo en Año 501, fue una «rebelión democrática» que habría de servir para «frenar los excesos de la izquierda» y «crear un clima mucho más favorable a la inversión privada» por parte de las «fuerzas democráticas» ahora al mando. Tras veintiún años de gobierno, comenta el experto en América Latina Stephen Rabe en The Most Dangerous Area in the World, las «fuerzas democráticas» dejaron al país en «la misma categoría que los países africanos o asiáticos menos desarrollados en lo que respecta a los índices de bienestar social» (desnutrición, mortalidad infantil, etcétera), con unas condiciones de desigualdad y sufrimiento pocas veces igualadas en otros lugares, pero un gran éxito para los inversores extranjeros y los privilegiados nacionales.

			Esto por no hablar del «uso sistemático de la tortura» y de otros crímenes de Estado documentados por la Comisión de la Verdad dirigida por la Iglesia en los últimos días de la dictadura.

			También debemos recordar que la reacción al golpe de Brasil —y la posible implicación en él— no fue una excepción. Más bien, fue la norma después de 1962, cuando Kennedy cambió la misión de los militares latinoamericanos de la anacrónica «defensa hemisférica» a la muy en boga «seguridad interna». Los resultados previsibles fueron descritos por Charles Maechling, que dirigió la planificación estadounidense de la contrainsurgencia y la defensa interna de 1961 a 1966. La decisión de Kennedy en 1962 —escribió— cambió la postura de Estados Unidos de la tolerancia «de la rapacidad y crueldad de los militares latinoamericanos» a la «complicidad directa» con sus crímenes, al apoyo a «los métodos de los escuadrones de exterminio de Heinrich Himmler».

			Quienes crean inocentemente que las cosas han cambiado pueden recurrir a la reacción de Obama y Clinton al golpe militar en Honduras de 2009, que derrocó el Gobierno ligeramente reformista de Zelaya. Su apoyo al golpe, casi en solitario, contribuyó a convertir Honduras en una de las capitales mundiales del asesinato, lo que se tradujo en una avalancha de refugiados aterrorizados que ahora son devueltos de forma cruel e ilegal en nuestra frontera, si consiguen llegar tan lejos a través de las barreras impuestas por los clientes de Estados Unidos.

			Este nutrido y desagradable historial podría sugerir algo sobre la posible reacción de Washington ante las acciones de los militares brasileños para «salvar al país del comunismo».

			 

			Los peruanos eligieron como presidente el mes pasado [junio de 2021] a Pedro Castillo, docente y líder sindical, pero la opositora de extrema derecha Keiko Fujimori y sus partidarios se niegan a aceptar el resultado electoral, que tachan de fraude. Estas acusaciones han sido rechazadas por los observadores internacionales; de hecho, tanto la Unión Europea como Estados Unidos habían elogiado el desarrollo de las elecciones. Al mismo tiempo, en lugares como Chile y Colombia, la derecha también siente la presión de una ciudadanía harta del neoliberalismo. ¿Crees que se está gestando otra «marea rosa» en Sudamérica?

			En Chile, un notable levantamiento popular intenta liberar por fin el país de las garras de la dictadura de Pinochet, una empresa criminal respaldada incluso con más entusiasmo del habitual por Estados Unidos, especialmente por parte de los «libertarios» que luego llevarían a cabo el asalto neoliberal global de los últimos cuarenta años. Colombia está siendo sometida a otra renovación de la violencia estatal y paramilitar intensificada por Kennedy en 1962, cuando su misión militar en el país, dirigida por el general de la Marina William Yarborough, recomendaba «sabotajes paramilitares o actividades terroristas contra conocidos partidarios comunistas», que «deberían ser respaldados por Estados Unidos», como ha ocurrido durante muchos años horribles, recientemente con el Plan Colombia de Clinton.

			Hay agitación e incertidumbre en todo el hemisferio, incluido «el coloso del Norte». Lo que ocurra aquí tendrá, como siempre, enormes repercusiones.

		

	
		
			ES IMPRESCINDIBLE UNA AUTÉNTICA COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA HACER FRENTE A LA CRISIS CLIMÁTICA9

			 

			 

			 

			Los datos que apuntan a una emergencia climática se nos echan encima casi a diario: asistimos a olas de calor extremo en varias partes de Estados Unidos y Canadá —con temperaturas que superan incluso los 49ºC— o a inundaciones mortales en Europa occidental, que se han cobrado cerca de doscientos muertos y han dejado a cientos de personas en paradero desconocido. Por no hablar de lo ocurrido en Moscú, que experimentó su segundo junio más caluroso desde que existen registros. De hecho, las condiciones meteorológicas extremas causan sorpresa incluso entre los expertos climatólogos, que empiezan a cuestionar la exactitud de sus modelos predictivos. ¿Qué opinión te merece este asunto? Parece que el mundo está perdiendo la guerra contra el calentamiento global.

			Probablemente recuerdes que hace tres años, el físico de Oxford Raymond Pierrehumbert, autor principal del informe del IPCC que acababa de publicarse, escribió que «es hora de que cunda el pánico… Tenemos graves problemas».

			Lo que se ha sabido desde entonces no hace sino intensificar esa advertencia. Un borrador del informe del IPCC filtrado a la agencia France-Presse en junio de 2021 enumeraba puntos de inflexión irreversibles que están ominosamente cerca, y advertía de las «consecuencias progresivamente graves, de siglos de duración y, en algunos casos, irreversibles».

			El pasado 3 de noviembre [de 2020] escapamos por los pelos de lo que bien podría haber sido un desastre indescriptible. Otros cuatro años de la apasionada carrera de Trump hacia el abismo podrían habernos llevado a esos puntos de inflexión. Y si el partido negacionista vuelve al poder, puede que sea demasiado tarde para que cunda el pánico. En efecto, estamos en graves problemas.

			El borrador filtrado del IPCC era anterior a los fenómenos meteorológicos extremos del verano de 2021, que conmocionaron a los científicos del clima. El calentamiento del planeta «se ajusta bastante a las predicciones de los modelos climáticos de hace décadas», observó el climatólogo Michael Mann, pero «el aumento del clima extremo está superando las predicciones». La razón parece ser un efecto del calentamiento de la atmósfera que no se había tenido en cuenta en los estudios climáticos: la oscilación de la corriente en chorro, que está causando los fenómenos extremos que han asolado gran parte del mundo en las últimas semanas.

			La aterradora noticia tiene un lado bueno. Puede despertar a los líderes mundiales para que reconozcan los horrores que están creando. Es concebible que ver lo que está ocurriendo ante sus ojos induzca incluso al Partido Republicano y a su cámara de eco de Fox News a permitirse un atisbo de realidad.

			Hemos visto signos de ello en la crisis de la COVID. Tras años de inmersión en su mundo de «hechos alternativos», algunos gobernadores republicanos que se burlaron de las precauciones están tomando nota, ahora que la plaga golpea sus propios estados debido a la falta de medidas preventivas y al rechazo de las vacunas. Cuando Florida se situó a la cabeza del país en casos y muertes, el gobernador Ron DeSantis dio marcha atrás (solo parcialmente) en sus acusaciones de venderse al enemigo por parte de incondicionales del partido, que le hicieron quedar en ridículo, y quizá puso en peligro sus aspiraciones presidenciales. Un cambio que, sin embargo, podría llegar demasiado tarde para influir en la leal base del partido que ha sido sometida a un torrente de desinformación.

			Posiblemente, la visión de ciudades ahogándose y ardiendo también haga mella en la lealtad que el tándem Partido Republicano-Fox demuestran al lema «Muera la inteligencia. Viva la muerte», tomado del fascismo.

			El negacionismo de la destrucción medioambiental tiene naturalmente un impacto en la opinión pública. Según las encuestas más recientes, para el 58% de los republicanos, el cambio climático «no es una preocupación importante». Algo más del 40% niega que los seres humanos contribuyan significativamente a esta catástrofe inminente. Y el 44% piensa que «los científicos del clima tienen demasiada influencia en los debates sobre política climática».

			Si alguna vez se hace un recuento histórico de este momento crítico de la historia —posiblemente por parte de alguna inteligencia alienígena después de que los humanos hayan destrozado este planeta— y si se crea un Museo del Mal en memoria del crimen, la díada republicanos-Fox tendrá una sala especial en su honor.

			Sin embargo, la responsabilidad es mucho más amplia. No hay espacio para repasar el pésimo historial, pero un pequeño artículo da la imagen general. La indispensable organización de análisis de los medios FAIR informa de un estudio en el que se compara la cobertura en la televisión matinal de la crisis climática con el lanzamiento espacial de Jeff Bezos: doscientos sesenta y siete minutos en todo 2020 sobre la cuestión más importante de la historia de la humanidad, doscientos doce minutos en un solo día para el tonto ejercicio de relaciones públicas de Bezos.

			Volviendo a tu pregunta, la humanidad está perdiendo claramente la guerra, pero la guerra está lejos de haber terminado. Un mundo mejor es posible, sabemos cómo conseguirlo, y hay mucha gente buena participando activamente en la lucha. El mensaje crucial es alarmarse ahora, pero no desesperar.

			 

			Uno de los acontecimientos más preocupantes en relación con la crisis climática es que, aunque prácticamente todas las publicaciones científicas demuestran que las consecuencias del calentamiento global son cada vez más irreversibles, el escepticismo y la inacción siguen campando a sus anchas. En tu opinión, ¿la negación de la crisis climática está motivada únicamente por factores culturales y económicos, o hay algún otro factor que no estemos contemplando? En particular, me pregunto si existe una conexión entre los ataques posmodernos al concepto de ciencia u objetividad y las corrientes negacionistas y escépticas con respecto a la ciencia del clima.

			En el siglo XVII hubo una crisis de escepticismo. Fue real, un momento significativo en la historia intelectual. Condujo a una comprensión mucho mejor de la naturaleza de la investigación empírica. No estoy convencido de que la crítica posmoderna haya mejorado esto.

			En cuanto a tu pregunta, dudo que la crítica posmoderna haya tenido mucho impacto, si es que lo ha tenido, fuera de círculos cultos más bien reducidos. Las principales fuentes de negación de la ciencia climática —de hecho, un rechazo mucho más amplio de la ciencia— me parece que se encuentran en otra parte, en lo más profundo de la cultura.

			Hace setenta y cinco años, en mis tiempos de estudiante, si se sacaba el tema de la evolución en clase, iba precedido de lo que ahora se llama una advertencia desencadenante: «No tienes por qué creer esto, pero deberías saber lo que creen algunas personas». Esto ocurría en una universidad de la Ivy League. Hoy en día, para gran parte de la población, los compromisos religiosos profundamente arraigados entran en conflicto con los resultados de la investigación científica. Por tanto, la ciencia debe estar equivocada, un culto de intelectuales liberales en antros urbanos de iniquidad infectados por personas que no son «verdaderos estadounidenses» (no hace falta explicar quiénes son). Todo esto se ha visto inflamado por el uso muy eficaz de la irracionalidad en la era Trump, incluida su pasmosa habilidad para la manipulación permanente, que desdibuja los límites entre verdad y falsedad. Para un showman con instintos profundamente autoritarios, y pocos principios más allá de la autoglorificación y el abyecto servicio al bienestar de los ultrarricos, no hay mejor eslogan que: «Creedme a mí, no a vuestros ojos mentirosos».

			La organización que ahora posee Trump, que hace años era un auténtico partido político, ya se había movido por una senda que brindaba una generosa bienvenida a semejante figura. Ya hemos hablado anteriormente de cómo el breve coqueteo republicano con la realidad sobre la destrucción del medio ambiente durante la campaña de McCain se vio rápidamente truncado por la campaña de intimidación de los hermanos Koch. La última vez que los líderes republicanos hablaron libremente sin obedecer a Trump, en las primarias de 2016, todos eran leales negacionistas del clima, o algo peor.

			Los científicos son humanos. No están por encima de las críticas, ni tampoco sus instituciones. Se pueden encontrar errores, falta de honradez, rencillas infantiles, todos los defectos humanos normales. Pero ser crítico con «la ciencia» como tal es condenar la búsqueda humana por comprender el mundo en que vivimos. Y abandonar verdaderamente la esperanza.

			 

			Muchos debates sobre la crisis climática giran en torno a ideas como la «equidad» y la «justicia». Dejando a un lado la disputa sobre la «equidad climática por oposición a la justicia climática», muy centrada en el Acuerdo de París, ¿qué importancia debemos asignar a estos envites en relación con el objetivo general de descarbonizar la economía mundial, que sigue siendo —como es obvio— la única forma de abordar la crisis existencial suscitada por el calentamiento global?

			No debe pasarse por alto que es la minoría más acomodada, en particular en los países ricos, la que tiene una responsabilidad abrumadora en la crisis medioambiental, en el pasado y en el presente. Por tanto, la descarbonización y la preocupación por la equidad y la justicia se solapan considerablemente. Más allá de eso, incluso por motivos estrictamente pragmáticos, dejando a un lado la responsabilidad moral, los grandes cambios socioeconómicos requeridos para la escala necesaria de descarbonización deben conseguir un apoyo popular masivo y comprometido, y eso no se conseguirá sin una medida sustancial de justicia.

			 

			Robert Pollin ha puesto sobre la mesa la necesidad de alcanzar un Nuevo Pacto Verde global como la única forma eficaz de afrontar el cambio climático. De hecho, Pollin y tú sois coautores de la obra Cambiar o morir. Capitalismo, crisis climática y el Green New Deal. Sin duda, necesitamos apelar al internacionalismo en nuestra lucha contra el colapso climático porque, como tú mismo señalas con acierto, debemos elegir entre «el internacionalismo o la extinción». Dicho esto, me gustaría hacerte una pregunta doble: en primer lugar, ¿cómo entiendes el concepto de «internacionalismo» en la actual coyuntura histórica (en la que, a pesar de todos los procesos globalizadores que se han desarrollado durante los últimos cuarenta o cincuenta años, el Estado-nación sigue siendo el actor central)? Y, en segundo lugar, ¿qué cambios sistémicos son necesarios para dar al «internacionalismo» una oportunidad real de lucha en la guerra contra las consecuencias apocalípticas del calentamiento global, que ya están llamando a la puerta de la humanidad?

			Hay muchas formas de internacionalismo. Merece la pena reflexionar sobre ellas. Podemos extraer algunas lecciones.

			Una forma de internacionalismo es el tipo específico de «globalización» que se ha impuesto durante los años neoliberales mediante una serie de acuerdos de derechos de los inversores disfrazados de libre comercio. Constituye una forma de guerra de clases.

			Otra forma de internacionalismo son, por ejemplo, alianzas como el Eje en la Segunda Guerra Mundial. El único programa geoestratégico de Trump es un pálido reflejo: la construcción de una alianza de Estados reaccionarios dirigida desde Washington, y con los Acuerdos de Abraham para Oriente Medio y sus acuerdos colaterales con las dictaduras egipcia y saudí, de los que se ha hecho cargo Biden, como elementos fundamentales.

			Un tercer tipo de internacionalismo lo vemos en movimientos obreros como el de los wobblies, el sindicato de los Trabajadores Industriales del Mundo (IWW), operativo en Estados Unidos. Otros sindicatos también incluyen el término «internacional» en sus nombres, una reliquia del compromiso con el verdadero internacionalismo.

			En Europa, la portavoz más elocuente de esta forma de internacionalismo fue Rosa Luxemburgo. El conflicto entre internacionalismo y chovinismo llegó a su punto álgido con el estallido de la Primera Guerra Mundial. El chovinismo venció. La Internacional Socialista se derrumbó. En las ácidas palabras de Luxemburgo, la consigna «proletarios de todos los países, uníos» fue abandonada en favor de «proletarios de todos los países, degollaos unos a otros».

			Luxemburgo se mantuvo fiel a la visión internacionalista, una postura poco común. En todos los países, los intelectuales de todo el espectro político abrazaron con entusiasmo la causa chovinista. Los que no lo hacían, probablemente, encontraban el camino de la cárcel, como Luxemburgo: Karl Liebknecht, Bertrand Russell, Eugene Debs. El IWW fue aplastado por la violencia del capital-estado.

			Volviendo al presente, encontramos otras manifestaciones de internacionalismo. Cuando estalló la pandemia de COVID a principios de 2020, los países ricos de Europa central consiguieron al principio tenerla más o menos bajo control, un éxito que se vino abajo cuando los europeos decidieron no renunciar a sus vacaciones de verano.

			Mientras la situación en Alemania y Austria era aún bastante buena a principios de 2020, había, sin embargo, una grave pandemia en el norte de Italia, pocos kilómetros al sur, dentro de la Unión Europea. Italia se benefició de un verdadero internacionalismo, pero no por parte de sus vecinos ricos. Más bien, del único país del mundo con compromisos internacionalistas: Cuba, que envió médicos para ayudar, como hizo en otros lugares, ampliando un historial que se remonta muy atrás. Entre otros, Panamá recibió también ayuda de Cuba, pero Estados Unidos tomó cartas en el asunto. En su informe final de 2020, el Departamento de Salud y Servicios Humanos de Trump anunció con orgullo que había presionado con éxito a Panamá para que expulsara a los médicos cubanos, a fin de proteger el hemisferio de la influencia «maligna» de Cuba.

			La influencia maligna, explicada en los primeros días de la independencia cubana en 1959, era que Cuba podría infectar América Latina con su «exitoso desafío» a las políticas estadounidenses desde la Doctrina Monroe de 1823. Para impedir esta amenaza, Estados Unidos lanzó una gran campaña de terror y estrangulamiento económico, siguiendo la lógica expuesta en el Departamento de Estado en 1960 por Lester Mallory. Reconocía, como sabía la inteligencia estadounidense, que «la mayoría de los cubanos apoyan a Castro» y que el «único medio previsible de enajenar el apoyo interno es mediante el desencanto y la desafección, basados en la insatisfacción y las penurias económicas». Por lo tanto, «se deduce que deben emprenderse con prontitud todos los medios posibles para debilitar la vida económica de Cuba […] para provocar el hambre, la desesperación y el derrocamiento del gobierno».

			Esta política se ha seguido rigurosamente con fervor bipartidista frente a la oposición mundial unánime (con excepción de Israel). Los días del «respeto decente por las opiniones de la humanidad» hace tiempo que cayeron en el olvido, junto con frivolidades como la Carta de la ONU y el Estado de derecho. Es asombroso que Cuba haya sobrevivido al implacable asalto.

			Se informa con no poca exuberancia de los éxitos de la política de estrangulamiento y tortura, una insólita exhibición de cobardía sádica. Entre las muchas protestas populares que se están produciendo en América Latina, una es noticia de primera plana: la de Cuba, lo que da a Biden la oportunidad de abofetear con aún más sanciones al «villano» por recurrir a medidas abusivas para reprimir las manifestaciones, que parecen referirse sobre todo a la «insatisfacción y penuria económicas» y a la incapacidad del gobierno autoritario para responder de forma oportuna y eficaz.

			Con todo esto, también se socava el singular internacionalismo de Cuba, arrebatando al mundo cualquier realidad ajena a la norma del propio interés, raramente transgredida salvo en muy contados casos.

			Esto debe cambiar. Ya se sabe que el acaparamiento de vacunas por parte de los países ricos no solo es moralmente obsceno, sino también autodestructivo. El virus mutará en los países con economías no dominantes y entre quienes se nieguen a vacunarse en los países ricos, lo que supondrá graves peligros para todos los habitantes de la tierra, incluidos los ricos. Y lo que es mucho más grave, el calentamiento del planeta tampoco conoce fronteras. No habrá ningún lugar donde esconderse durante mucho tiempo. Lo mismo puede decirse de la creciente amenaza de guerra nuclear entre las grandes potencias: el fin.

			Rosa Luxemburgo y los wobblies esbozaron los tipos de «cambios de sistema» hacia los que la humanidad debería esforzarse, de una u otra forma. A falta de alcanzar los objetivos que imaginaron, deben darse pasos hacia la participación de un público informado y preocupado en instituciones internacionales de solidaridad y ayuda mutua, erosionando las fronteras, reconociendo nuestro destino compartido, comprometiéndonos a trabajar juntos por el bien común en lugar de «cortarnos el cuello unos a otros».

		

	
		
			LAS SUPUESTAS MEDIDAS «RADICALES» DE BIDEN SON APENAS EL PRIMER PASO PARA EVITAR LA CATÁSTROFE10

			 

			 

			 

			Actualmente, demasiadas personas sostienen —yo el primero— que atravesamos tiempos oscuros. Y no faltan razones para pensar así. Vivimos en una época en la que los ricos se hacen cada vez más ricos y los pobres, cada vez más pobres. Un tiempo donde el autoritarismo gana adeptos en la vida política por todo el mundo; un periodo histórico donde la vida en la tierra se aproxima al colapso. Desde esa perspectiva, la civilización humana se encuentra en inexorable decadencia y nada, salvo una revisión radical de la forma en que los seres humanos gobiernan su presencia en el planeta, nos salvará del retorno a la barbarie. Sin embargo, advertimos al mismo tiempo ciertos signos de progreso en numerosos frentes. Signos que cuesta mucho pasar por alto. Por un lado, nuestras sociedades son cada día más multiculturales, así como más conscientes y sensibles a las numerosas formas de racismo y discriminación que todavía perduran. A la luz de todo esto, ¿deberíamos ver el vaso medio vacío o medio lleno? Además, ¿es posible evaluar científicamente las cualidades del declive y el progreso, o tenemos que basarnos únicamente en evaluaciones normativas y juicios de valor?

			Hay intentos de medir el contenido del vaso. El más conocido es el Reloj del Juicio Final del Boletín de los Científicos Atómicos, con las manecillas colocadas a cierta distancia de la medianoche: el fin. Cada año que Trump estuvo en el poder, la manecilla de los minutos se acercaba más a la medianoche, llegó pronto a lo más cerca que había estado nunca, y luego fue más allá. Finalmente, los analistas abandonaron los minutos y pasaron a los segundos: cien segundos para la medianoche, donde se encuentra ahora el reloj.11 Me parece una valoración justa.

			Los analistas identifican tres crisis principales: la guerra nuclear, la destrucción del medio ambiente y el deterioro del discurso racional. Como hemos discutido a menudo, Trump ha contribuido de forma notable a cada una de ellas, y el partido que ahora dirige está llevando adelante su legado. También están trabajando duro para recuperar el poder superando el temible peligro de un gobierno del pueblo, con mucho dinero de la extrema derecha a mano. Si el proyecto tiene éxito, se acelerará el vaciado del vaso.

			En efecto, ha habido progresos en muchos frentes. Resulta sorprendente mirar atrás y ver lo que no hace tantos años se consideraban comportamientos adecuados y actitudes aceptables, incluso puesto por escrito en una ley. Sin embargo, aunque sustanciales, los avances no han bastado para contener y revertir el continuo asalto al orden social, al mundo natural y al clima del discurso racional.

			Sin menospreciar los grandes logros activistas, a veces es difícil suprimir el recuerdo de un irónico eslogan de los años sesenta: puede que ellos ganen las batallas, pero nosotros tenemos las mejores canciones.

			El vaso que tenemos delante no es una visión alentadora, por decirlo suavemente. Tomemos como ejemplo el estado de las tres grandes crisis identificadas en la puesta en marcha del reloj.

			Las principales potencias nucleares están obligadas por el Tratado de No Proliferación Nuclear a «celebrar negociaciones de buena fe sobre medidas eficaces relativas al cese de la carrera de armamentos nucleares en fecha cercana y al desarme nuclear, y sobre un tratado de desarme general y completo, bajo un estricto y eficaz control internacional».

			Van en la dirección opuesta.

			En su último estudio anual, el Instituto Internacional de Estocolmo para la Investigación de la Paz, principal supervisor del armamento mundial, informa de que «el crecimiento del gasto total en 2020 estuvo influido en gran medida por los patrones de gasto de Estados Unidos y China. Estados Unidos aumentó el gasto militar por tercer año consecutivo hasta alcanzar los 778.000 millones de dólares en 2020», frente al aumento de China hasta los 252.000 millones de dólares. En cuarto lugar, por debajo de India, está el segundo mayor adversario de Estados Unidos, Rusia: 61.700 millones de dólares.

			Las cifras son instructivas pero engañosas. Estados Unidos es el único país que no se enfrenta a amenazas creíbles para su seguridad. Las amenazas que se invocan en los llamamientos a engordar aún más el gasto militar se encuentran en las fronteras de los adversarios, que están rodeadas de misiles nucleares estadounidenses repartidos por las ochocientas bases militares que Washington tiene en todo el mundo (China tiene una en Yibuti).

			Otras amenazas, en este caso bastante reales, son el desarrollo de sistemas armamentísticos nuevos y más peligrosos. Pudieron haberse prohibido mediante tratados, que resultaron eficaces hasta que fueron desmantelados en su mayor parte por Bush hijo y por Trump.

			La mitología actual, urdida para justificar la escalada de esta empresa suicida, la desmonta cuidadosamente el físico nuclear Lawrence Krauss, que durante muchos años tuvo la responsabilidad de presentar públicamente la puesta en hora del Reloj. También nos recuerda que «tanto Estados Unidos como Rusia han estado a pocos segundos de lanzar armas nucleares debido a fallos humanos o de software que indicaban erróneamente la llegada de un ataque con misiles nucleares» y ahora tienen «más de cinco mil armas nucleares cada uno, con más de mil de ellas en estado de alerta máxima, de lanzamiento por advertencia» a la espera de otro accidente o decisión humana. Podría venir de alguien muy por debajo en la cadena de mando, como Daniel Ellsberg nos enseñó en el esencial The Doomsday Machine.

			El abultado presupuesto militar podría recortarse drásticamente sin perjudicar la auténtica seguridad; de hecho, esta última mejoraría si se emprendiera como un proyecto de cooperación internacional, que no es un sueño vano, como revela la historia. Eso liberaría fondos muy necesarios para necesidades urgentes. Pero no será así. El presupuesto militar sigue siendo intocable, el paradigma del preciado ideal del bipartidismo. Para algunos, no es suficiente. Tres influyentes senadores republicanos acaban de presentar una enmienda a la Ley Bipartidista de Infraestructuras (BIP) en la que piden cincuenta mil millones de dólares más para el «desnutrido» Pentágono.

			Una consecuencia es la contribución sustancial a la destrucción del medio ambiente: estudios recientes demuestran que «el ejército estadounidense es uno de los mayores contaminadores de la historia, consume más combustibles líquidos y emite más gases que afectan el clima que la mayoría de los países de tamaño medio».

			Esto nos lleva a la única amenaza comparable para la supervivencia de la vida humana organizada: la destrucción del medio ambiente. En este caso, a diferencia de la amenaza nuclear, al menos se debate y a veces incluso se toman medidas correctoras, aunque ni de lejos lo que se necesita urgentemente. Los científicos llevan años advirtiendo de una «emergencia climática». Miles más se están uniendo al llamamiento a medida que el mundo se ve arrastrado por desastres intensificados por el calentamiento de la atmósfera. Hace unas semanas, repasamos descubrimientos recientes que demuestran, de nuevo, que las funestas predicciones de los estudios anteriores eran demasiado conservadoras. Inexorablemente, la sombría historia sigue su curso.

			Por mencionar algunos ejemplos más recientes, una nueva investigación ha descubierto que el deshielo del permafrost en Siberia, que se calienta rápidamente, puede estar liberando la «bomba de relojería de metano» que los científicos temen desde hace tiempo: una liberación rápida de cantidades masivas de metano, que no es tan duradero como el dióxido de carbono (CO2) pero sí mucho más destructivo. La principal sorpresa es que la liberación procede de rocas duras, no de humedales, como se había previsto anteriormente. El investigador principal advierte que los datos aún son inciertos; interpretarlos correctamente, dice, «puede marcar la diferencia entre la catástrofe y el apocalipsis» a medida que empeora la crisis climática.

			Esas son, de hecho, las alternativas probables en nuestro rumbo actual.

			Un informe adjunto reclama un «estado de emergencia global», ya que las temperaturas siguen subiendo en Siberia y otras regiones árticas. «Los científicos se han sorprendido de que el clima cálido, que favorece el deshielo del permafrost, llegue unos setenta años antes de lo previsto en los modelos», advierte el estudio. «La historia es sencilla», concluye el informe. «El cambio climático se está produciendo más rápido de lo previsto. Una de las consecuencias —la pérdida de hielo en las regiones polares— es también un factor que impulsa un calentamiento global más rápido y una subida global del nivel del mar desastrosamente rápida.»

			Volviendo a otros lugares, nuevos estudios encuentran signos alarmantes de colapso en las principales corrientes oceánicas que regulan los climas globales, posiblemente con impacto en la Corriente del Golfo, todo ello con efectos incalculables pero probablemente de gran alcance.

			Si volvemos sobre el tema dentro de unas semanas, habrá más noticias desagradables. Mientras tanto, los dirigentes políticos vacilan, o incluso actúan para amplificar las amenazas.

			Ese es el estado de las amenazas a la supervivencia, amenazas que podrían superarse en un mundo donde hubiese deliberación y juicio racionales; conocemos los medios para ello.

			Esto nos lleva al tercer factor en el avance del Reloj del Juicio Final hacia la medianoche: el declive de la racionalidad.

			Los ejemplos son tan numerosos que cualquier pequeña muestra será irremediablemente engañosa. La forma más extrema de irracionalidad es la negación rotunda de lo que no te gusta. En el caso de las armas nucleares y el clima, la palabra «negación» se traduce como «perdición», y no de cara a un futuro lejano.

			Ejemplos menores ilustran las profundidades hasta las que ha penetrado el mal.

			Un ejemplo tiene que ver con las armas nucleares en Oriente Medio, una obsesión de la clase política y los medios de comunicación desde hace años. Cualquiera que esté cerca del mundo real sabe que Israel tiene un importante arsenal de armas nucleares y que las agencias de inteligencia están de acuerdo en que Irán no tiene ninguna.

			Trump tal vez no haya conseguido sacar adelante su «bonito muro»; sin embargo, a la hora de preservar las creencias en detrimento de la realidad, tal vez ni siquiera haga falta construirlo. Las encuestas revelan que «son más los estadounidenses que piensan que Irán posee armas nucleares que los que piensan que Israel las posee […]. El 60,5%, incluido el 70,6% de los republicanos y el 52,6% de los demócratas, afirma que Irán posee armas nucleares, frente al 51,7% que dice que Israel las posee, incluido el 51,7% de los republicanos y el 51,9% de los demócratas».

			Hemos discutido con frecuencia acerca de la solución obvia a la preocupación de que Irán pueda desarrollar armas nucleares: una zona libre de armas nucleares (ZLAN) en Oriente Medio. En ese caso, no habría tensiones constantes, ni la amenaza de una gran guerra, ni sanciones asesinas que el mundo deba cumplir, ni la amenaza de ser expulsado del sistema financiero mundial dirigido por Estados Unidos. En resumen, una solución ideal.

			Hace unas semanas, parecía que por fin había un converso: el consejo editorial de The New York Times concluía que «lo ideal sería que el resultado [de las negociaciones actuales] fuera una zona libre de armas nucleares en Oriente Medio».

			Los editores reconocían que existen algunos problemas, entre los que destaca «la posesión no reconocida y no negociable de armas nucleares por parte de Israel» —tampoco reconocida por Estados Unidos para evitar la vergüenza de abrir la cuestión del estatus de la ayuda militar estadounidense a Israel según la legislación estadounidense—. No se menciona que Washington (especialmente Obama) ha bloqueado unilateralmente los avances hacia la solución «ideal» por estas razones. Ni que Estados Unidos dispone de algunos medios para presionar a Israel cuando le interesa, esgrimidos por todos los presidentes anteriores a Obama.

			El editorial también afirma que existe una ZLAN africana, sin mencionar que no puede entrar en vigor debido a la base militar estadounidense de Diego García, parte de Mauricio, según el Tribunal Internacional de Justicia, las Naciones Unidas y el Tribunal Internacional del Derecho del Mar. Pero no según Estados Unidos y su cliente británico, que reclama la isla para proporcionarle la base a Washington.

			Mientras tanto, Estados Unidos y Reino Unido proclaman con toda justicia su liderazgo del «orden internacional basado en normas» desafiado por las fuerzas del mal.

			El desafío a la ley no es un asunto menor en este caso, no solo para los habitantes expulsados y para Mauricio, sino también para los objetivos de los bombardeos estadounidenses en Oriente Medio y Asia Central.

			Al menos la solución «ideal» está sobre la mesa, aunque liberar a la opinión pública de la impresionante garra de la propaganda será, evidentemente, una batalla larga.

			En un ámbito diferente, la brecha entre la realidad inventada imperante y la realidad anticuada queda ilustrada por la lealtad de la base de votantes republicanos hacia quien es, para muchos de ellos, su acérrimo enemigo.

			Con Trump, el único logro legislativo del autoproclamado «partido del trabajador» ha sido la estafa fiscal para enriquecer a los más ricos y perjudicar al resto de actores que hemos mencionado. La práctica se extiende ahora a la BIP. Hay que financiarlo de alguna manera. «Los republicanos del Congreso se opusieron a la subida de impuestos a los ricos o a las empresas, al tiempo que acabaron descartando otras medidas propuestas por la Casa Blanca, como el refuerzo de la aplicación de la ley del IRS [la Agencia Tributaria estadounidense] a los defraudadores fiscales. La Casa Blanca, por su parte, descartó subir los impuestos a los estadounidenses que ganan menos de cuatrocientos mil dólares, incluido un impuesto propuesto sobre la gasolina».

			Un callejón sin salida de lo más instructivo.

			Otra muestra de dicha profunda lealtad es la farsa de las «elecciones robadas», que aún sostienen casi dos tercios de los republicanos.

			Un caso más sutil, aunque de importantes consecuencias, es el rechazo a las vacunas, que persiste a pesar de las abrumadoras pruebas de la eficacia de las vacunas y del grave peligro que entraña el rechazo. El peligro, por supuesto, no se limita al que se niega. A escala suficiente, el rechazo impedirá la inmunidad de rebaño, de modo que la plaga persistirá y, lo que es peor, acelerará mutaciones que pueden llegar a ser incontrolables. La investigación ha identificado muchos factores en el rechazo. Un cuidadoso estudio estadístico de Anthony DiMaggio revela que el culpable, por una vez, no es Fox News, que no ha tenido ningún efecto estadísticamente significativo en el rechazo. Más bien, el sector más destacado es el de los republicanos confinados en la burbuja de las redes sociales, ya cebados para desconfiar de la ciencia tras décadas de propaganda de derechas.

			El rechazo no es un asunto menor. Casi el 60% de los republicanos dicen que no están dispuestos a vacunarse. Mientras tanto, los líderes republicanos siguen oponiéndose a la obligatoriedad de las vacunas, argumentando que depende del individuo, sea cual sea el efecto letal sobre los demás. La más franca es la nueva heroína del partido, Marjorie Taylor Greene, vitoreada por sus seguidores cuando anunció la baja tasa de vacunación en Alabama, que se deshizo de sesenta y cinco mil dosis no utilizadas —muy necesarias en otros lugares— en medio de un fuerte repunte de casos.

			Esta es la más mínima muestra. La tarea de restaurar una medida de racionalidad es desalentadora, y una responsabilidad que no se puede eludir.

			 

			¿Debemos aceptar el cambio social como algo inevitable o es este exclusivamente una consecuencia de las actitudes colectivas? Además, dado que el cambio social se produce con bastante lentitud en el curso de la historia, ¿en qué contexto podría resultar más útil una actitud radical —en lugar de un enfoque pragmático— para lograr un cambio social progresista?

			Existen algunas tendencias en la historia, arraigadas en la naturaleza de las instituciones, pero no siguen un curso predeterminado. La agencia humana es esencial para lograr un cambio social progresivo. Casi invariablemente, implica de forma crucial la acción colectiva. El gran historiador y activista Howard Zinn dedicó la obra de su vida a «las innumerables pequeñas acciones de personas desconocidas» que están en la raíz de «esos grandes momentos» que entran en el registro histórico, pequeñas acciones casi siempre emprendidas de forma concertada. El historiador del trabajo Eric Loomis añade el matiz crucial de que las acciones laborales que comúnmente han estado en primera línea de la lucha por un mundo mejor han tenido éxito cuando una administración simpatizante contuvo la violencia estatal-empresarial.

			El camino habitual hacia el éxito es una combinación de objetivos radicales y elección pragmática de tácticas, pero no puede haber una fórmula general para el rumbo adecuado.

			 

			Si analizamos la situación actual de Estados Unidos, resulta sorprendente la eclosión casi simultánea de dos fenómenos diametralmente opuestos: el supremacismo blanco y el movimiento en favor de los derechos civiles y la justicia social conocido como Black Lives Matter, respectivamente. ¿Cómo valoras la importancia histórica de este último movimiento? ¿Lo consideras una respuesta pragmática o radical a la plaga del racismo sistémico?

			Black Lives Matter ha demostrado ser un movimiento social muy significativo. La «explosión simultánea» es real, y no demasiado sorprendente. BLM es la manifestación activista de un ajuste de cuentas largamente esperado con un pasado vergonzoso y su amargo legado superviviente. Muchos quieren que se borre esa historia y que se ignore su legado. Una razón destacada, al parecer, es el miedo al «gran reemplazo».

			Es fácil burlarse de los absurdos del gran reemplazo y condenar a los demagogos y cínicos que los explotan para sus feos propósitos. Pero no es difícil ver por qué atraen a ciertos sectores de la población —principalmente rurales, blancos, cristianos, con menos formación, relativamente acomodados, a menudo proclives a compromisos supremacistas blancos y al nacionalismo cristiano—. Los absurdos resuenan porque se apoyan en un núcleo de hechos: quienes han sobrevivido bajo la bota militar durante siglos exigen derechos básicos y reciben más apoyo general. BLM y su amplio alcance han hecho avanzar significativamente esta causa. El «modo de vida tradicional» que descansa en la negación de estos derechos se enfrenta a amenazas, incluidas las realidades demográficas.

			No es necesario rastrear aquí cómo estos conflictos han envenenado la sociedad estadounidense desde sus orígenes. Siguen siendo virulentos, impredecibles, y afectan a muchos aspectos de la vida y del orden social.

			 

			También se aprecia un cambio notable entre un segmento creciente de ciudadanos estadounidenses, afines a ambos partidos políticos, con respecto a las actitudes de nuestro país con respecto a Israel y Palestina. ¿Qué importancia tiene para ti este cambio en la opinión pública y cómo se explica?

			Es altamente significativo e inequívoco. La encuesta que he citado antes sobre la asombrosa percepción de las armas nucleares de Oriente Medio descubrió que el último asalto israelí a Gaza «parece haber provocado el mayor aumento hasta la fecha del número de demócratas, especialmente jóvenes demócratas, que quieren que Estados Unidos se incline hacia los palestinos».

			Cada uno de los ataques asesinos israelíes contra Gaza ha tenido ese efecto. Los crímenes habituales de los colonos y del ejército en Cisjordania pasan casi siempre desapercibidos. Pero la tendencia a largo plazo es muy clara. En años anteriores, incluso en los momentos en que hubo cierto reconocimiento de la brutalidad de los crímenes israelíes, a ojos de la América liberal Israel seguía siendo «una sociedad en la que la sensibilidad moral es un principio de la vida política» y que «a lo largo de su tumultuosa historia» ha estado animada por «elevados propósitos morales» (así decían The New York Times y Time en otoño de 1982, en el punto álgido de la condena de los crímenes israelíes tras las masacres de Sabra y Shatila).

			Eso ha cambiado. Ahora quienes apoyan a Israel han pasado a ser los cristianos evangélicos, los nacionalistas de derechas y el sector de la seguridad militar. El cambio se debe en gran medida a la deriva hacia la derecha ultranacionalista dentro de Israel, junto con la creciente dificultad de encubrir sus brutales acciones y el aumento de la sensibilidad a gran escala en Estados Unidos.

			El cambio entre la población ha tenido hasta ahora poco impacto en la política, de hecho va a contracorriente de esta. Obama apoyó más a Israel que sus predecesores, aunque no lo suficiente para la extrema derecha ascendente en Israel. Trump hizo todo lo posible. Biden, hasta ahora, apenas ha modificado su postura extremista. Si la creciente oposición a los crímenes israelíes cristaliza en un movimiento de solidaridad eficaz, podría provocar cambios significativos en la política estadounidense. Eso tendría inevitablemente un efecto importante en Israel, que depende de la protección estadounidense desde la década de 1970, cuando los gobiernos laboristas tomaron la fatídica decisión de rechazar las opciones diplomáticas vivas y optaron en su lugar por la expansión y la construcción del Gran Israel en violación de las órdenes del Consejo de Seguridad de la ONU y del derecho internacional.

			 

			El activismo medioambiental está creciendo a escala mundial y de diversas formas. Los partidos verdes están floreciendo en Europa, organizaciones de base como el movimiento Sunrise y Extinction Rebellion han surgido como agentes cruciales en la batalla contra la crisis climática, e incluso las mujeres de América Latina y el Caribe se han implicado en la defensa del medio ambiente y en la lucha contra el calentamiento global. ¿Cómo valoras el impacto de los movimientos ecologistas hasta la fecha para influir en las políticas y en las prácticas medioambientales de gobiernos y empresas?

			Ha habido un impacto notable, pero no es ni de lejos suficiente ni siquiera para seguir el ritmo de la carrera hacia la catástrofe, y mucho menos para actuar con decisión para evitarla. Queda mucho por hacer, y no hay tanto tiempo para hacerlo. Nunca insistiremos demasiado en la inmensidad de lo que está en juego.

			 

			El denominado sector radical del Partido Demócrata, representado sobre todo por el senador Bernie Sanders y por la congresista Alexandria Ocasio-Cortez, está recibiendo críticas bastante incomprensibles, al menos para mí, por parte de varios grupos y personalidades izquierdistas. Les achacan no hacer, al parecer, lo suficiente para impulsar una agenda radical de cambio social que incluiría, entre otras prestaciones, el Medicare o seguro sanitario gratuito y universal. ¿Hasta qué punto están justificadas estas críticas, teniendo en cuenta que dicho sector «radical» lo forman apenas un puñado de individuos, lo que significa que obviamente carecen del poder para mover los hilos en Washington?

			Gran parte de las críticas me parecen equivocadas en dos aspectos: en primer lugar, se centran en supuestos fracasos a la hora de lograr algo que está fuera de nuestro alcance en las circunstancias actuales; y en segundo lugar, y más significativo, ignoran en gran medida fracasos muy graves a la hora de conseguir lo que sí está dentro de nuestro alcance, y que es crucial para la supervivencia.

			En la primera categoría, tiene mucho sentido abogar firmemente por «Medicare para Todos» y otras medidas que incorporarían a Estados Unidos al mundo «civilizado» y le permitirían materializar su potencial para convertirse en una fuerza líder del progreso, como lo fue en muchos aspectos en los años del New Deal.

			Es asombroso que, a pesar de sus ventajas, Estados Unidos ocupe el último lugar entre las sociedades ricas en cuanto a atención sanitaria. El estudio internacional más reciente de once países de renta alta concluye que «Estados Unidos ocupa el último lugar en general, a pesar de gastar mucho más de su producto interior bruto en atención sanitaria. Estados Unidos ocupa el último lugar en acceso a la asistencia, eficiencia administrativa, equidad y resultados de la asistencia sanitaria, pero el segundo en medidas de proceso asistencial». Este escándalo se refleja en otras medidas de justicia social. Y los esfuerzos para superarlo resultan imperativos.

			La elección de las medidas para ello debe comenzar con la evaluación de la realidad social y política. La realidad es que las palancas del poder están en manos del capital concentrado, el mundo empresarial y sus representantes políticos. El movimiento obrero se ha visto gravemente debilitado por el asalto neoliberal, y otros movimientos populares no están en condiciones de desafiar al poder político-económico concentrado, aunque sus objetivos cuenten con el respaldo de la mayoría de la población. La mitad republicana del Senado se opone rotundamente a cualquier cambio que afecte al bienestar de su verdadero electorado (caretas fuera). Basta con ver sus condiciones para financiar la BIP. Y suficientes demócratas (supuestamente moderados) les siguen la corriente para bloquear la legislación progresista.

			La defensa enérgica debe continuar, acompañando el trabajo educativo y organizativo necesario para superar las fuerzas reaccionarias dominantes. Sin embargo, es inútil dirigir las críticas a unos pocos dispersos por no hacer lo que no está en su mano hasta que se lleve a cabo este trabajo fundacional. Esto último es tarea de los críticos.

			La segunda categoría de críticas, que en gran medida escasean, debería centrarse en los fracasos a la hora de emprender acciones que están a nuestro alcance y son de inmensa importancia. Ya he mencionado una: recortar drásticamente el presupuesto del Pentágono. Una preocupación relacionada son las posturas provocadoras en política exterior, peligrosas y fácilmente evitables en favor de la diplomacia.

			Ciñéndonos solo a la escena nacional, hay muchas cosas que merecen una seria atención crítica. La principal iniciativa de Biden es la BIP. Como informa la prensa económica refiriéndose a la política climática, «la mayoría de los planes de cambio radical de Biden no se encuentran en ninguna parte» del proyecto de ley. Las propuestas «radicales» ausentes son, en realidad, medidas moderadas esenciales para escapar de la catástrofe.

			Los pocos progresistas del Congreso, respaldados por el movimiento Sunrise, han dicho que no votarán a favor de la BIP a menos que el Congreso avance en una legislación posterior que incluya toda la gama de propuestas necesarias. El destino del proyecto de ley está en el aire.

			Aunque este fracaso está recibiendo al menos cierta atención, hay más cosas ocurriendo bajo cuerda y que son verdaderamente ominosas. Associated Press informa que «las autorizaciones para que las empresas perforen en busca de petróleo y gas en terrenos públicos estadounidenses van camino de alcanzar este año su nivel más alto desde que George W. Bush era presidente, lo que subraya la reticencia del presidente Joe Biden a frenar más enérgicamente la producción de petróleo frente a la resistencia de la industria y los republicanos». La referencia es a reservas ya arrendadas pero no autorizadas.

			Aunque existen cuestiones legales sobre el bloqueo de arrendamientos anteriores, parece que hay mucho margen para la acción ejecutiva. Se habían depositado muchas esperanzas en la secretaria de Interior Deb Haaland, que mientras estuvo en el Congreso se opuso rotundamente a la perforación en terrenos federales y a la fracturación hidráulica, y había copatrocinado el Nuevo Pacto Verde. Pero los indicios hasta ahora son poco alentadores, y nunca se repetirá lo suficiente que no queda mucho tiempo.

			En este ámbito, los comentarios críticos están bien justificados. Y, aún más, el compromiso y la acción directos.

		

	
		
			LAS MEDIDAS MÁS URGENTES CONTRA EL CAMBIO CLIMÁTICO NO PUEDEN PROCEDER DEL SECTOR PRIVADO12

			 

			 

			 

			Noam, el nuevo informe de evaluación climática del IPCC, elaborado por eminentes físicos expertos en el campo del calentamiento global, llega en medio de olas de calor extremo e incendios devastadores tanto en Estados Unidos como en otros lugares del mundo. En muchos sentidos, las tesis de este informe refuerzan lo que ya sabemos sobre la crisis climática. Por este motivo, me gustaría conocer tu opinión sobre su significado y preguntarte si crees que los actores responsables de su «aprobación» tomarán las medidas necesarias para evitar una catástrofe climática. Al fin y al cabo, ya se ha cumplido el plazo fijado para hacerlo.

			NOAM CHOMSKY: El informe del IPCC fue aleccionador. Gran parte, como dices, refuerza lo que ya sabíamos pero, al menos para mí, los cambios de énfasis fueron profundamente inquietantes. Eso es especialmente cierto en la sección sobre la eliminación del carbono. En lugar de dar mi propia lectura inexperta, citaré la mit Technology Review, bajo el título «El informe de la ONU sobre el clima deposita esperanzas en tecnologías de eliminación de carbono que apenas existen».

			El informe del IPCC

			 

			ofreció un duro recordatorio de que eliminar cantidades masivas de dióxido de carbono de la atmósfera será esencial para evitar los peligros más graves del calentamiento global. Pero también subrayó que las tecnologías necesarias apenas existen —y serán tremendamente difíciles de desplegar—. Sin embargo, el grado de calentamiento dependerá de la rapidez con que reduzcamos las emisiones y de la rapidez con que ampliemos las formas de absorber el dióxido de carbono del aire.

			 

			Si eso es cierto, y no veo razón para dudarlo, las esperanzas de vivir en un mundo tolerable dependen de tecnologías que «apenas existen y serán tremendamente difíciles de desplegar». Afrontar este impresionante reto es tarea para un esfuerzo internacional coordinado, a una escala mucho mayor que la misión de John F. Kennedy a la Luna (se piense lo que se piense de ella), y enormemente más significativa. Dejarla en manos del poder privado probablemente nos lleve directos al desastre por muchas razones, entre ellas la que recoge un informe de The New York Times: porque «entraña riesgos. La idea podría ofrecer a la industria una excusa para seguir cultivando hábitos peligrosos […]. Algunos expertos advierten que estas empresas podrían escudarse en la incierta promesa de eliminar carbono más adelante para evitar hoy la imposición de recortes profundos en sus emisiones actuales». Como vemos, el greenwashing es una artimaña permanente para este tipo de gente.

			La importancia del informe del IPCC está fuera de toda duda. ¿En cuanto a si se tomarán las medidas necesarias? Eso depende de nosotros. No podemos tener fe en las estructuras de poder y en lo que harán, a menos que presione con fuerza un público informado que prefiera la supervivencia al beneficio a corto plazo de los «amos del universo».

			La reacción inmediata del Gobierno estadounidense al informe del IPCC no fue nada alentadora. Biden envió a su asesor de seguridad nacional, Jake Sullivan, a reprobar a los principales países productores de petróleo (OPEP) por no aumentar lo suficiente la producción de este. El mensaje quedó plasmado en un titular del Financial Times: «Biden a la OPEP: “Perfora, nena, perfora”».

			La derecha criticó duramente a Biden por pedir a la OPEP que destruyera la vida en la tierra. Los principios MAGA exigen que los productores estadounidenses tengan prioridad en este meritorio empeño.

			 

			Bob, ¿cuál es tu opinión sobre el informe de evaluación climática del IPCC? ¿Hay algo en él que te llame la atención?

			ROBERT POLLIN: En total, el VI Informe de Evaluación del IPCC sobre las bases físicas del cambio climático tiene 3949 páginas. Así que hay mucho que asimilar, y solo he revisado el «Resumen para responsables políticos» de cuarenta y dos páginas. De mi revisión inicial destacan dos cosas. En primer lugar, la conclusión del IPCC de que la crisis climática se está agravando rápidamente y, en segundo lugar, que su llamamiento a emprender acciones fundamentales es cada vez más urgente, incluso en relación con su propio informe de 2018, «Calentamiento global de 1,5ºC». Es importante señalar que este no ha sido siempre el patrón del IPCC. Así, en su V Informe de Evaluación de 2014, el IPCC se mostró significativamente más optimista en relación con el IV Informe de Evaluación de 2007. En 2014, se centraron en el objetivo de estabilizar la temperatura media mundial en 2,0ºC por encima de los niveles preindustriales, en lugar de los 1,5ºC. En 2014, el IPCC no estaba convencido de que el objetivo de 1,5ºC fuera imprescindible para tener alguna posibilidad de limitar los impactos más graves del cambio climático en términos de calor extremo, inundaciones, sequías, subida del nivel del mar y pérdida de biodiversidad. El informe de 2014 concluyó que reducir las emisiones mundiales de CO2 solo en un 36% a partir de 2050 podría ser suficiente para avanzar hacia una estabilización viable. En este informe más reciente, no se cuestiona la necesidad de alcanzar el objetivo de 1,5ºC y que, para tener alguna posibilidad de lograrlo, las emisiones mundiales de CO2 deben ser nulas en 2050.

			Este nuevo informe también deja claro lo difícil que será alcanzar el objetivo de cero emisiones y, por tanto, mantenerse dentro del umbral de 1,5ºC de calentamiento. Pero también reconoce que una vía de estabilización es todavía posible, aunque sea por los pelos. No hay duda de cuál debe ser la primera y más importante acción: dejar de quemar petróleo, carbón y gas natural para producir energía. Las tecnologías de eliminación del carbono serán probablemente necesarias como parte del programa general de estabilización. Pero debemos señalar que ya existen dos tecnologías de eliminación del carbono bastante eficaces: 1) dejar de destruir los bosques, ya que los árboles absorben CO2; y 2) sustituir las prácticas industriales corporativas por la agricultura orgánica y regenerativa. Las prácticas agrícolas corporativas emiten CO2 y otros gases de efecto invernadero, especialmente por el uso intensivo de fertilizantes nitrogenados, mientras que, mediante la agricultura orgánica y regenerativa, el suelo absorbe CO2. Dicho esto, si no dejamos de quemar combustibles fósiles para producir energía, sencillamente no hay ninguna posibilidad de encaminarnos hacia la estabilización, independientemente de lo que se consiga en el ámbito de las tecnologías de eliminación del carbono.

			Quisiera añadir que las principales tecnologías para construir una economía de emisiones cero —en los ámbitos de la eficiencia energética y las fuentes limpias de energía renovable— ya están plenamente a nuestro alcance. Invertir en eficiencia energética —por ejemplo, ampliando la oferta de coches eléctricos y transporte público, y sustituyendo los viejos sistemas de calefacción y refrigeración por bombas de calor eléctricas— ahorrará dinero a todos los consumidores de energía. Además, el coste de producir electricidad mediante energía solar y eólica ya es, en la actualidad, aproximadamente la mitad por término medio que el coste de quemar carbón combinado con tecnología de captura de carbono. Llegados a este punto, es cuestión de acometer las inversiones a escala para construir la infraestructura de energía limpia y de planificar una transición justa para los trabajadores y las comunidades que se verán afectados negativamente por la eliminación progresiva de los combustibles fósiles.

			 

			Las pruebas hablan claro: las emisiones de CO2 provocadas por el hombre están detrás del calentamiento global. Además, este último, según el informe del IPCC, avanza con más rapidez de la prevista. Muy probablemente debido a este último dato, el VI Informe de Evaluación emitido por el IPCC proporciona una valoración regional detallada del cambio climático, y —por primera vez, si no me equivoco— incluye un capítulo sobre innovación y tecnología, centrado en las tecnologías de abandono del carbono. Recuerdo, Noam, que ya calificaste ese epígrafe de «profundamente preocupante». Teniendo en cuenta que tú eres uno de los principales promotores del Nuevo Pacto Verde global, Bob, ¿te parece un problema que los planes regionales sobre el clima y la energía acaparen los debates, al menos en el futuro inmediato, a la hora de afrontar la emergencia climática?

			R. P.: En principio, no veo nada malo en los planes regionales climáticos y energéticos, siempre que todos se centren en alcanzar el objetivo de emisiones cero y avancen en coordinación con otras regiones. La gran pregunta, por tanto, es si un programa regional determinado es adecuado a los requisitos de la estabilización climática. La respuesta, hasta ahora, es no. Podemos verlo en los programas climáticos vigentes para Estados Unidos, la Unión Europea y China. Estas son las tres regiones más importantes a la hora de abordar el cambio climático, por la sencilla razón de que son las responsables de generar el 54% de todas las emisiones mundiales de CO2: China el 30%, Estados Unidos el 15% y la UE el 9%.

			En Estados Unidos, el Gobierno de Biden supone, por supuesto, una gran mejora con respecto a los cuatro desastrosos años de Trump. Poco después de asumir el cargo, Biden estableció objetivos de reducción de emisiones en línea con el IPCC, es decir, una reducción del 50% para 2030 y cero emisiones netas para 2050. Además, el Plan de Empleo Estadounidense que Biden presentó en marzo [de 2021] habría destinado unos 130.000 millones de dólares anuales a inversiones que impulsarían una infraestructura de energía limpia para suplantar nuestro actual sistema dominado por los combustibles fósiles.

			Este nivel de financiación federal para la estabilización climática no tendría precedentes en Estados Unidos. Al mismo tiempo, proporcionaría en torno al 25% de la financiación total necesaria para alcanzar los objetivos de reducción de emisiones de la administración. Por tanto, el 75% restante tendría que proceder mayoritariamente de inversores privados. Sin embargo, no es realista pensar que las empresas privadas vayan a asumir este nivel de inversión en una economía de energía limpia —unos 400.000 millones de dólares al año— a menos que se vean obligadas por una normativa gubernamental estricta. Una de estas normativas podría obligar a las empresas eléctricas a reducir las emisiones de CO2 en, digamos, un 5% al año o enfrentarse a responsabilidades penales. Hasta la fecha, el Gobierno de Biden no ha propuesto ninguna normativa de este tipo. Además, con el proyecto de ley de Biden debatiéndose en el Congreso, hay muchas probabilidades de que la inversión federal en estabilización climática no se acerque, ni de broma, a los 130.000 millones de dólares anuales que Biden había prometido inicialmente en marzo [de 2021].

			La historia es similar en la Unión Europea. En cuanto a sus compromisos declarados, la UE está impulsando el programa de estabilización climática más ambicioso del mundo, lo que se ha denominado Pacto Verde Europeo. En virtud de este último, la región se ha comprometido a reducir las emisiones al menos un 55% a partir de 2030 en relación con los niveles de 1990, un objetivo más ambicioso que la reducción del 45% establecida por el IPCC. El Pacto Verde Europeo se alinea así con el objetivo a largo plazo del IPCC de lograr una economía neta cero a partir de 2050.

			A partir de diciembre de 2019, la Comisión Europea ha promulgado medidas e introducido nuevas propuestas para alcanzar los objetivos de reducción de emisiones de la región. La medida más reciente, el pasado mes de junio [de 2021], es el Plan de Recuperación Next Generation EU, que destinará 600.000 millones de euros para financiar el Pacto Verde Europeo. En julio, la Comisión Europea refrendó este compromiso de gasto esbozando trece medidas fiscales y reglamentarias para complementar el programa.

			Pero he aquí la sencilla matemática presupuestaria: Los 600.000 millones de euros asignados a lo largo de siete años según el Plan de Recuperación equivaldrían a una media de 85.000 millones de euros anuales. Esto, a su vez, equivale a menos del 0,6% del PIB de la UE durante este periodo, cuando se necesitará un nivel de gasto de entre el 2% y el 3% del PIB. Como en el caso de Estados Unidos, la UE no puede movilizar el 75% restante de la financiación necesaria a menos que también promulgue normativas estrictas sobre la quema de combustibles fósiles. Para que esas normas tengan fuerza, supondrán un mayor gravamen para los consumidores por la energía procedente de combustibles fósiles. Para evitar que todos, salvo los ricos, sufran un aumento significativo del coste de la vida, la subida del precio de los combustibles fósiles deberá ir acompañada de rebajas. El movimiento de los Chalecos Amarillos de 2018 en Francia surgió precisamente en oposición a la propuesta del presidente Emmanuel Macron de promulgar un impuesto sobre el carbono sin incluir rebajas sustanciales para las personas no pudientes.

			La situación en China es distinta. En concreto, la RPCH no se ha comprometido a alcanzar los objetivos de reducción de emisiones del IPCC para 2030 o 2050. Más bien, a partir de un discurso pronunciado por el presidente Xi Jinping ante la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre de 2020, China se comprometió a un conjunto de objetivos menos ambiciosos: las emisiones seguirán aumentando hasta alcanzar su punto máximo en 2030 y luego empezarán a disminuir. Xi también se comprometió a alcanzar las emisiones netas cero en 2060, una década más tarde que el objetivo del IPCC.

			Debemos reconocer que China ha hecho grandes avances en el apoyo de la estabilización climática. Por ejemplo, las ambiciosas políticas industriales de China son las principales responsables de que el coste de la energía solar en todo el mundo haya bajado un 80% en la última década. China también ha sido el principal proveedor de crédito para apoyar las inversiones en energía limpia en las economías en desarrollo. Sin embargo, no se puede eludir el hecho de que si China se atiene a sus planes declarados de reducción de emisiones, no hay ninguna posibilidad de alcanzar los objetivos del IPCC.

			En resumen, por diferentes razones, tanto China como Estados Unidos y la UE necesitan programas regionales de estabilización climática más ambiciosos. En concreto, estas economías necesitan aumentar la financiación pública en el proyecto mundial de inversión en energía limpia.

			El principal obstáculo para aumentar la inversión pública es que la gente no quiere pagar más impuestos. Por supuesto, los ricos pueden permitírselo después de haber visto crecer masivamente su riqueza y sus ingresos bajo el neoliberalismo. Dicho esto, también es cierto que la mayor parte de los fondos necesarios para invertir en energía limpia pueden obtenerse sin subir los impuestos, canalizando recursos de tres fuentes: 1) transfiriendo fondos de los presupuestos militares; 2) convirtiendo todas las subvenciones a los combustibles fósiles en subvenciones a las energías limpias; y 3) mediante programas de compra de bonos verdes a gran escala por parte de la Reserva Federal estadounidense, el Banco Central Europeo y el Banco Popular de China. Tales medidas pueden ser la base para vincular los programas regionales de Estados Unidos, la UE y China que, combinados, podrían cumplir los requisitos urgentes de un proyecto viable de estabilización climática mundial.

			 

			Noam, hace poco señalé que deberíamos afrontar la amenaza del calentamiento global como si estuviéramos a las puertas de una guerra mundial. ¿Te parece una analogía razonable?

			N. C.: No del todo. Una guerra mundial dejaría supervivientes, restos dispersos y miserables. Con el tiempo, podrían reconstruir alguna forma de existencia viable. La destrucción del medio ambiente es mucho más grave. No hay retorno.

			Hace veinte años, escribí un libro que empezaba con el argumento, bastante plausible, del biólogo Ernst Mayr de que es poco probable que descubramos inteligencia en el universo. Para llevar el argumento más lejos, si alguna vez aparece una inteligencia superior, probablemente encontrará la forma de autodestruirse, como parece que estamos empeñados en demostrar.

			El libro concluía con las reflexiones de Bertrand Russell sobre si alguna vez habrá paz en la tierra: «Después de tiempos en los que la tierra producía inofensivos trilobites y mariposas, la evolución llegó hasta el punto de generar a Nerón, Gengis Kan, Hitler. Sin embargo, creo que se trata de una pesadilla pasajera; con el tiempo, la tierra volverá a ser incapaz de sustentar la vida y regresará la paz».

		

	
		
			LA GUERRA CONTRA EL TERRORISMO EMPRENDIDA POR ESTADOS UNIDOS HA HECHO AÑICOS EL MUNDO13

			 

			 

			 

			Han pasado casi veinte años desde los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001. Con casi tres mil muertos, se trató del ataque más mortífero cometido en suelo estadounidense de la historia y acarreó dramáticas secuelas en numerosos asuntos mundiales, así como sorprendentes repercusiones en la sociedad nacional. Quiero empezar preguntándote por la supuesta renovación de la política exterior estadounidense bajo el mandato de George W. Bush como parte de la reacción de su administración al ascenso de Osama bin Laden y el fenómeno yihadista. En primer lugar, ¿había algo nuevo en la Doctrina Bush, o era simplemente una codificación de lo que ya habíamos visto en la década de 1990 en Irak, Panamá, Bosnia y Kosovo? En segundo lugar, ¿fue legal según el derecho internacional la invasión de Afganistán dirigida por Estados Unidos y la OTAN? Y, en tercer lugar, ¿se comprometió Estados Unidos en algún momento a construir una nación en Afganistán?

			La reacción inmediata de Washington al 11-S de 2001 fue invadir Afganistán. La retirada de las fuerzas terrestres estadounidenses se programó para que coincidiera prácticamente con el vigésimo aniversario de la invasión. Han corrido ríos de tinta sobre la efeméride y el final de la guerra terrestre. Es muy esclarecedor, y consecuente. Revela cómo percibe la clase política el curso de los acontecimientos y proporciona un contexto útil para entender el trasfondo la Doctrina Bush. También ofrece algunas indicaciones sobre lo que probablemente ocurrirá.

			De suma importancia, en este momento histórico, serían las reflexiones de «el que decide», como él mismo se llamaba. Y, efectivamente, The Washington Post publicó —en la sección Estilo— una entrevista con George W. Bush cuando la retirada estaba pronta a completarse.

			El artículo y la entrevista presentaban a un abuelo adorable y bobalicón, que disfrutaba bromeando con sus hijos, admirando los retratos que había pintado de grandes hombres a los que conoció en sus días de gloria. Podía leerse un comentario casual sobre sus hazañas en Afganistán y el episodio posterior en Irak:

			 

			Puede que Bush iniciara la guerra de Irak con falsos pretextos, pero al menos no inspiró una insurrección que convirtiera el Capitolio de Estados Unidos en zona de combate. Al menos se esforzó por distanciarse de los racistas y xenófobos de su partido, en lugar de cultivar su apoyo. Al menos no llegó a llamar «malvados» a sus adversarios «internos».

			 

			«Parece el Babe Ruth de los presidentes cuando lo comparas con Trump», dijo en una entrevista el exlíder de la mayoría del Senado, y otrora némesis de Bush, Harry M. Reid. «Ahora miro a Bush con cierta nostalgia, con cierto afecto, cosa que nunca pensé que haría».

			Muy abajo en la lista, mereciendo solo una alusión pasajera, están la matanza de cientos de miles de personas; muchos millones de refugiados; una vasta destrucción; un régimen de horribles torturas; la incitación a conflictos étnicos que han desgarrado la región; y, como legado directo, dos de los países más miserables de la Tierra.

			Lo primero es lo primero. No habló mal de sus compatriotas.

			La única entrevista con Bush capta bien la esencia de cuanto se comentaba entonces. Lo que importa somos nosotros. Hay muchos lamentos sobre el coste de estas empresas: el coste para nosotros, es decir, el haber «superado los ocho billones de dólares, según las nuevas estimaciones del proyecto Costes de la Guerra de la Universidad Brown», junto con las vidas estadounidenses perdidas y la perturbación de nuestra frágil sociedad.

			La próxima vez deberíamos evaluar los costes con más cuidado, y actuar mejor.

			También hay lamentos bien justificados sobre el destino de las mujeres bajo el régimen talibán. A veces, los lamentos son sin duda sinceros, aunque surge naturalmente una pregunta: ¿por qué no los hubo hace treinta años, cuando los favoritos de Estados Unidos, armados y apoyados con entusiasmo por Washington, aterrorizaban a las jóvenes de Kabul que llevaban ropa «inapropiada», les arrojaban ácido a la cara y cometían otros abusos? Especialmente despiadadas eran las fuerzas del architerrorista Gulbuddin Hekmatyar, que recientemente ha integrado el equipo negociador estadounidense.

			Los logros en materia de derechos de la mujer en las ciudades controladas por Rusia a finales de los ochenta (y las amenazas a las que se enfrentaban por parte de los islamistas radicales movilizados por la CIA) los relató en su momento una fuente de gran credibilidad, Rasil Basu, distinguida activista feminista internacional que fue representante de la ONU en Afganistán en aquellos años, con especial preocupación por los derechos de la mujer.

			Basu informa:

			 

			Durante la ocupación [rusa], las mujeres experimentaron enormes progresos: el analfabetismo descendió del 98% al 75% y se les concedieron los mismos derechos civiles y constitucionales que a los hombres. Esto no quiere decir que la igualdad de género fuera completa. Las injustas relaciones patriarcales seguían prevaleciendo en el trabajo y en la familia, y las mujeres ocupaban puestos de trabajo feminizados de nivel inferior. Pero los avances que lograron en la educación y el empleo fueron muy impresionantes.

			 

			Basu envió artículos sobre estos temas a las principales revistas estadounidenses, aparte la publicación feminista Ms. Magazine. No hubo interesados. Sin embargo, pudo publicar su reportaje en Asia: en Asian Age, el 3 de diciembre de 2001.

			Podemos aprender más sobre cómo perciben los habitantes de Kabul los últimos años de la ocupación rusa, y lo que siguió, de otra fuente experta, Rodric Braithwaite, embajador británico en Moscú de 1988 a 1992 y entonces presidente del Comité Conjunto de Inteligencia, autor de la principal obra académica sobre los soviéticos en Afganistán.

			Braithwaite visitó Kabul en 2008 y publicó sus conclusiones en el Financial Times:

			 

			Hoy en Afganistán se están construyendo nuevos mitos. Son un mal presagio para la actual política occidental. En una reciente visita hablé con periodistas afganos, antiguos muyahidines, profesionales, personas que trabajan para la «coalición», partidarios naturales de […] traer la paz y la reconstrucción. Despreciaban al presidente [impuesto por Estados Unidos] Hamid Karzai, al que comparaban con el sah Shujah, la marioneta británica instalada durante la primera guerra afgana. La mayoría prefería a Mohammad Najibullah, el último presidente comunista, que intentó reconciliar a la nación dentro de un Estado islámico y fue masacrado por los talibanes en 1996: en las calles se venden DVD de sus discursos. Las cosas, decían, iban mejor bajo los soviéticos. Kabul era segura, las mujeres tenían trabajo, los soviéticos construyeron fábricas, carreteras, escuelas y hospitales, los niños rusos jugaban seguros en las calles. Los soldados rusos luchaban valientemente sobre el terreno como verdaderos guerreros, en vez de matar a mujeres y niños desde el aire. Incluso los talibanes no eran tan malos: eran buenos musulmanes, mantenían el orden y respetaban a las mujeres a su manera. Puede que estos mitos no reflejen la realidad histórica, pero dan la medida de una profunda desilusión con la «coalición» y sus políticas.

			 

			Las políticas de la «coalición» fueron reveladas por Tim Weiner, corresponsal de The New York Times, en Legado de cenizas. La historia de la cia. El objetivo era «matar a los soldados soviéticos», declaró el jefe de la estación de la CIA en Islamabad, dejando claro que «la misión no era liberar Afganistán».

			Su comprensión de las órdenes que debió ejecutar bajo el mandato de Ronald Reagan coincide plenamente con los alardes del asesor de Seguridad Nacional de Jimmy Carter, Zbigniew Brzezinski, sobre la decisión de apoyar a los islamistas radicales en 1979 para atraer a los rusos a Afganistán, y con su satisfacción por el resultado después de que cientos de miles de afganos murieran y gran parte del país quedara destrozada: «¿Qué es más importante en la historia mundial? ¿Los talibanes o el hundimiento del imperio soviético? ¿Unos musulmanes agitados o la liberación de Europa Central y el fin de la Guerra Fría?».

			Los observadores informados reconocieron desde el principio que los invasores rusos estaban ansiosos por retirarse cuanto antes. El estudio de los archivos soviéticos realizado por el historiador David Gibbs resuelve cualquier duda al respecto. Pero para Washington era mucho más útil pregonar encendidamente los aterradores objetivos expansionistas de Rusia, que obligaban a Estados Unidos, para defenderse, a ampliar su dominio de la región, con violencia si fuera necesario (la Doctrina Carter, precursora de la Doctrina Bush).

			La retirada rusa dejó un gobierno relativamente popular liderado por Najibullah, con un ejército operativo que pudo mantenerse durante varios años, hasta que los islamistas radicales apoyados por Estados Unidos tomaron el poder e instauraron un reinado del terror tan extremo que los talibanes fueron muy bien recibidos cuando invadieron el país, instaurando su propio y duro régimen. Mantuvieron relaciones bastante buenas con Washington hasta el 11-S.

			Volviendo al presente, sí que debería preocuparnos el destino de las mujeres, y de otras personas, cuando los talibanes vuelvan al poder. A quienes se preocupan sinceramente por diseñar políticas que puedan beneficiarlas, un poco de memoria histórica no les vendrá mal.

			Lo mismo ocurre en otros aspectos. Los talibanes han prometido no dar cobijo a terroristas, pero ¿cómo podemos creerles, advierten los comentaristas, cuando esta promesa va unida a la escandalosa afirmación de su portavoz Zabihullah Mujahid de que «no hay pruebas» de que Osama bin Laden fuera responsable del atentado del 11-S?

			Hay un problema con la ridiculización general de esta impactante declaración. En realidad, lo que Mujahid dijo era exacto y muy digno de ser escuchado. En sus palabras: «Cuando Osama bin Laden se convirtió en un problema para los estadounidenses, estaba en Afganistán. Aunque no había pruebas de que estuviera implicado» en el 11-S.

			Comprobémoslo. En junio de 2002, ocho meses después del 11-S, el director del FBI, Robert Mueller, presentó a la prensa estadounidense los resultados de lo que probablemente fue la investigación más intensa de la historia. Según anunció, «los investigadores creen que la idea de los atentados del 11 de septiembre contra el World Trade Center y el Pentágono partió de dirigentes de Al Qaeda en Afganistán», aunque la trama y la financiación se remontan aparentemente a Alemania y Emiratos Árabes Unidos. «Creemos que los autores intelectuales estaban en Afganistán, en lo más alto de la cúpula de Al Qaeda».

			Lo que solo se conjeturaba en junio de 2002 no podía saberse ocho meses antes, cuando Estados Unidos invadió el país. El indignante comentario de Mujahid era exacto. Ridiculizarlo es otro ejemplo de amnesia conveniente.

			Teniendo en cuenta la declaración de Mujahid, junto con la confirmación de la misma por parte de Mueller, podemos avanzar hacia la comprensión de la Doctrina Bush.

			Al hacerlo, podríamos escuchar voces afganas. Una de las más respetadas fue la de Abdul Haq, figura destacada de la resistencia antitalibán y antiguo dirigente de la resistencia muyahidín respaldada por Estados Unidos contra la invasión rusa.

			Haq se entrevistó con el académico asiático Anatol Lieven unas semanas después de la invasión estadounidense; la condenó amargamente pues, según reconoció, mataría a muchos afganos y socavaría los esfuerzos por derrocar a los talibanes desde dentro. Afirmó que «Estados Unidos intenta mostrar músculo, apuntarse una victoria y asustar a todo el mundo. No les importa el sufrimiento de los afganos ni cuánta gente perderemos».

			Haq no era el único que pensaba de esta manera. Una reunión de mil ancianos líderes tribales en octubre de 2001 exigió unánimemente el fin de los bombardeos, que, según declararon, se dirigían contra «personas inocentes». Instaron a que se emplearan medios distintos a la matanza y la destrucción para derrocar el odiado régimen talibán.

			La principal organización afgana de defensa de los derechos de la mujer, la Asociación Revolucionaria de las Mujeres de Afganistán (RAWA), emitió una declaración el 11 de octubre de 2001 oponiéndose firmemente a la «vasta agresión contra nuestro país» por parte de Estados Unidos, que derramaría la sangre de civiles inocentes. La declaración pedía la «erradicación de la plaga de los talibanes y Al Qaeda» mediante el «levantamiento de la nación afgana», no mediante un asalto asesino de agresores extranjeros.

			Todas ellas declaraciones públicas, todas ignoradas en su momento por irrelevantes, todas olvidadas. Las opiniones de los afganos no nos conciernen cuando invadimos y ocupamos su país.

			La percepción de la resistencia afgana antitalibán no distaba mucho de la postura de Bush hijo y de su secretario de Defensa, Donald Rumsfeld. Ambos desestimaron las iniciativas de los talibanes de extraditar a Bin Laden para ser juzgado en el extranjero, a pesar de la negativa de Washington a aportar pruebas (que no tenía). Por último, rechazaron las ofertas de rendición de los talibanes. Como dijo el presidente: «Cuando dije nada de negociaciones, quise decir nada de negociaciones». Rumsfeld añadió: «No negociamos rendiciones». O lo que es lo mismo, «vamos a hacer una demostración de fuerza y asustar a todo el mundo».

			La máxima imperial en aquel momento fue que quienes dan cobijo a terroristas son tan culpables como los propios terroristas. La chocante audacia de esa proclamación pasó casi inadvertida. No la acompañaba un llamamiento a bombardear Washington, como obviamente implicaba. Incluso dejando a un lado a los terroristas de talla mundial en las altas esferas, Estados Unidos cobija e instiga terroristas al por menor, que siguen haciendo cosas como volar aviones comerciales cubanos, matando a muchas personas, parte de la larga guerra terrorista de Estados Unidos contra Cuba.

			Aparte este escándalo, merece la pena declarar lo indecible: Estados Unidos no tenía ningún cargo contra los talibanes. Ninguna acusación, ni antes del 11-S ni nunca. Antes, Washington mantenía buenas relaciones con los talibanes. Después, exigió la extradición (sin la menor intención de aportar las pruebas necesarias) y cuando los talibanes accedieron, Washington rechazó las ofertas: «No negociamos rendiciones». La invasión no solo fue una violación del derecho internacional, una preocupación tan marginal en Washington como la resistencia afgana antitalibán, sino que además no tenía ningún pretexto creíble por ningún motivo. Pura criminalidad.

			Además, ahora disponemos de numerosas pruebas que demuestran que Afganistán y Al Qaeda no interesaban demasiado al triunvirato Bush-Cheney-Rumsfeld. Tenían la mira puesta en algo mucho más grande que Afganistán. Irak sería el primer paso, luego toda la región. No voy a repasar aquí el historial. Está bien documentado en el libro de Scott Horton Fool’s Errand.

			Esa es la Doctrina Bush. Gobernar la región, gobernar el mundo, mostrar nuestra fuerza para que el mundo sepa que «lo que decimos, se hace», como dijo Bush padre.

			Difícilmente se trata de una nueva doctrina estadounidense. También es fácil encontrar precedentes en la historia imperial. Basta con mirar a nuestro antecesor en el control mundial, Gran Bretaña, un gran maestro de los crímenes de guerra, cuya riqueza y poder derivaban de la piratería, la esclavitud y la mayor empresa de narcotráfico del mundo.

			Y, en última instancia: «Pase lo que pase, nosotros tenemos la pistola, Maxim, y ellos no». Es la interpretación de Hilaire Belloc de la civilización occidental, que más o menos coincide con la visión de Abdul Haq de la mentalidad imperial.

			Nada revela más claramente los valores imperantes que el modo de retirada. La población afgana apenas fue tenida en cuenta. Los «decisores» imperiales no se molestan en preguntarse qué podría querer la población de las zonas rurales (que son la mayoría), donde los talibanes viven y se los apoya, quizá a regañadientes, como al menor de los males. Anteriormente un movimiento pastún, los «nuevos talibanes» tienen una base mucho más amplia. Así lo reveló dramáticamente la rápida caída de sus antiguos enemigos, el despiadado señor de la guerra Abdul Rashid Dostum, junto con Ismail Khan, que incorporó a otros grupos étnicos a la red talibán. También existen fuerzas afganas de paz que no deben ignorarse. ¿Qué preferiría la población afgana si pudiera elegir? ¿Podrían, tal vez, llegar a acuerdos locales si se les diera tiempo antes de una retirada precipitada? Cualesquiera que fuesen las posibilidades, no parece que se hayan tenido en cuenta.

			El mayor desprecio por los afganos lo mostró, como era de esperar, Donald Trump. En su acuerdo de retirada unilateral con los talibanes en febrero de 2020, ni siquiera se molestó en consultar con el Gobierno oficial afgano. Peor aún, según informa Kori Schake, especialista en política exterior de la administración Bush, Trump obligó al Gobierno afgano a liberar a cinco mil combatientes talibanes y relajar las sanciones económicas. Aceptó que los talibanes siguieran cometiendo actos violentos contra el Gobierno al que técnicamente apoyábamos, contra personas inocentes y contra quienes habían colaborado en nuestros esfuerzos por mantener a salvo a los estadounidenses. Lo único que tenían que hacer los talibanes era decir que dejarían de atentar contra las fuerzas estadounidenses o de la coalición, no permitir que Al Qaeda y otras organizaciones terroristas utilizaran el territorio afgano para amenazar la seguridad de Estados Unidos y, posteriormente, entablar negociaciones con el Gobierno afgano.

			Como siempre, lo que importa somos nosotros, esta vez amplificado por la crueldad característica de Trump. El destino de los afganos no nos importa en absoluto.

			Trump programó la retirada para el inicio de la temporada estival de combates, reduciendo la esperanza de algún tipo de preparación. Joe Biden mejoró un poco las condiciones de la retirada, pero no lo suficiente para evitar la debacle. Entonces llegó la previsible reacción de los cada vez más desvergonzados dirigentes republicanos. Apenas pudieron retirar de su página web los efusivos homenajes al «histórico acuerdo de paz» de Trump a tiempo para denunciar a Biden y pedir su destitución por perseguir una versión mejorada de la ignominiosa traición de Trump.

			Mientras tanto, los afganos vuelven a quedar abandonados a su suerte.

			Volviendo a la pregunta original, puede que la Doctrina Bush se haya formulado de forma más burda de lo habitual, pero apenas es nueva. La invasión violó el derecho internacional (y el artículo VI de la Constitución de Estados Unidos) pero el equipo jurídico de Bush había determinado que tal sentimentalismo era «pintoresco» y «obsoleto», con lo que, una vez más, apenas se abrieron nuevos caminos, salvo en lo que respecta al desafío descarado. En cuanto a la «construcción de la nación», una forma de medir el compromiso con este objetivo es preguntar cuántos de los billones de dólares gastados se destinaron a la población afgana y cuántos al complejo militar estadounidense y a sus mercenarios («contratistas»), junto con el marasmo de corrupción de Kabul y los señores de la guerra que Estados Unidos colocó en el poder.

			Al principio me refería al 11-S de 2001, no al 11-S a secas. Hay una buena razón. Lo que llamamos 11-s es el segundo 11-s. El primero fue mucho más destructivo y brutal según cualquier medida razonable: el 11-s de 1973. Para entender por qué, fijémonos en los equivalentes per cápita, la medida correcta. Supongamos que el 11-S de 2001 hubieran muerto treinta mil personas, que quinientas mil hubieran sido brutalmente torturadas, que el Gobierno hubiera sido derrocado y se hubiera instaurado una dictadura brutal. Eso habría sido peor que lo que llamamos 11-S.

			Ocurrió. Y no fue condenado por el Gobierno estadounidense, ni por el capital privado, ni por las instituciones financieras internacionales que Estados Unidos controla en gran medida, ni por las principales figuras del «libertarismo». Por el contrario, recibió alabanzas y un enorme apoyo. Los autores, como Henry Kissinger, disfrutan de gran reconocimiento. Supongo que a Bin Laden le ocurre lo mismo entre los yihadistas.

			Supongo que todos saben que me refiero a Chile, al 11 de septiembre de 1973.

			Otro tema que podría inspirar la reflexión es la noción de «guerras eternas», a la que se ha puesto fin con la retirada de Afganistán. Desde la perspectiva de las víctimas, ¿cuándo empezaron las guerras eternas? Para Estados Unidos, en 1783. Una vez sacudido el yugo británico, la nueva nación fue libre de invadir el «país indio», de atacar a las naciones indígenas con campañas de matanza, terror, limpieza étnica, violación de tratados…, todo ello a escala masiva, mientras se apoderaba de medio México y luego de gran parte del mundo. Una visión a más largo plazo remonta nuestras guerras eternas a 1492, como sostiene el historiador Walter Hixson.

			Desde la perspectiva de las víctimas, la historia aparece distinta a como la ven quienes empuñan el arma más poderosa y sus descendientes.

			 

			
			
			En marzo de 2003, Estados Unidos inició una guerra contra Irak como parte de la empresa neoconservadora de «rehacer» Oriente Medio y eliminar a los dirigentes que suponían una amenaza para los intereses y la «integridad» de Estados Unidos. Sabiendo que el régimen de Sadam Husein no tenía nada que ver con los atentados terroristas del 11-S, que no poseía armas de destrucción masiva y que, por tanto, no suponía ninguna amenaza para Estados Unidos, ¿por qué Bush invadió Irak, lo que dejó cientos de miles de iraquíes muertos y puede haber costado más de tres billones de dólares?

			El 11-S brindó la oportunidad para la invasión de Irak, que, a diferencia de Afganistán, es un botín real: un gran petroestado en el corazón de la principal región productora de oro negro del mundo. Las torres gemelas aún humeaban y Rumsfeld decía a su personal que había llegado el momento de «arrasar con todo, esté relacionado o no», incluido Irak. Los objetivos pronto se ampliaron. Bush y sus colaboradores dejaron bien claro que Bin Laden era poca cosa, de escaso interés (véase Horton para muchos detalles).

			El equipo jurídico de Bush determinó que la Carta de la ONU, que prohíbe explícitamente las guerras preventivas, en realidad las autoriza, formalizando lo que durante mucho tiempo había sido el proceder habitual. El motivo oficial de la guerra era la «cuestión única»: las armas de destrucción masiva de Husein. Cuando la pregunta recibió la respuesta «incorrecta», el motivo de la agresión cambió instantáneamente a la «promoción de la democracia», un cuento que se tragaron con entusiasmo las clases educadas, aunque algunos se mostraron reticentes, incluido el 99% de los iraquíes, según las encuestas.

			Ahora se elogia a algunos por haberse opuesto a la guerra desde el principio, en particular a Barack Obama, que la criticó como un error estratégico. Quizá mi memoria sea defectuosa, pero no recuerdo elogios a los generales nazis que consideraron la Operación Barbarroja de Hitler un error estratégico, pues deberían haber eliminado primero a Gran Bretaña. El Tribunal de Núremberg emitió un juicio diferente. Pero Estados Unidos no comete crímenes, por definición; solo errores garrafales.

			 

			La agenda de cambio de régimen que había definido la política exterior estadounidense bajo la administración Bush estaba aparentemente detrás de la decisión de la OTAN de desalojar del poder a Muamar Gadafi en Libia tras las revoluciones de la «Primavera Árabe» de finales de 2010 y principios de 2011. Pero, como en el caso de Irak, ¿cuáles eran las verdaderas razones para ocuparse del dirigente de un supuesto «Estado delincuente» que hacía tiempo que había dejado de serlo?

			Francia inició la intervención en Libia como reacción a las posturas humanitarias de algunos intelectuales franceses y, supongo (no tenemos muchas pruebas), como parte del esfuerzo por mantener su papel imperial en el África francófona. Gran Bretaña se unió. Luego se unieron Obama-Clinton, «liderando desde atrás», como se supone que dijo algún funcionario de la Casa Blanca. Cuando las fuerzas de Gadafi convergían en Bengasi, se oyeron fuertes gritos que advertían de un genocidio inminente, que condujeron a una resolución del Consejo de Seguridad de la ONU por la que se imponía una zona de exclusión aérea y se pedían negociaciones. En mi opinión, era razonable; había preocupaciones legítimas. La Unión Africana propuso un alto el fuego y negociar algunas reformas con los rebeldes de Bengasi. Gadafi aceptó; los rebeldes se negaron.

			En ese momento, la coalición franco-británica-estadounidense decidió violar la resolución del Consejo de Seguridad y convertirse, de facto, en la fuerza aérea de los rebeldes, lo que permitió a estos avanzar sobre el terreno y capturar y asesinar sádicamente a Gadafi. A Hillary Clinton le pareció bastante divertido y bromeó con la prensa diciendo: «Llegamos, vimos, murió».

			El país se sumió entonces en el caos total, con una fuerte escalada de asesinatos y otras atrocidades. También desató un flujo de yihadistas y armas a otras partes de África, provocando grandes desastres por doquier. La intervención se extendió a Rusia y Turquía, y a las dictaduras árabes, en apoyo de los grupos beligerantes. Todo el episodio ha sido una catástrofe para Libia y gran parte de África Occidental. Que yo sepa, Clinton no ha dejado constancia de que esto también sea divertido.

			Libia era un importante productor de petróleo. Resulta difícilmente cuestionable que eso influyera en las diversas intervenciones pero, a falta de registros internos, poco se puede decir con seguridad.

			 

			La debacle en Afganistán ha demostrado sin lugar a dudas el fracaso de la estrategia estadounidense en la guerra contra el terrorismo y de las operaciones de cambio de régimen. Sin embargo, hay algo más inquietante: tras cada intervención, Estados Unidos deja tras de sí «agujeros negros» e incluso traiciona a quienes lucharon de su lado contra el terrorismo. Dos preguntas interrelacionadas: en primer lugar, ¿crees que los futuros responsables de la política exterior estadounidense habrán aprendido la lección tras el fracaso de la guerra contra el terrorismo? Y en segundo lugar, ¿este fracaso revela algo sobre la supremacía de Estados Unidos en los asuntos mundiales?

			El fracaso está en los ojos del que mira. Recordemos primero que Bush hijo no declaró la guerra global contra el terrorismo. La volvió a declarar. Fueron Reagan y su secretario de Estado George Shultz quienes llegaron al poder declarando la guerra global contra el terror, una campaña para destruir «la maligna lacra del terrorismo», en particular el terrorismo internacional respaldado por el Estado, una «plaga extendida por depravados adversarios de la civilización [en un] retorno a la barbarie en la era moderna». La guerra global contra el terror se convirtió rápidamente en una enorme guerra terrorista dirigida o apoyada por Washington, que se concentró en Centroamérica pero que se extendió a Oriente Próximo, África y Asia. La guerra contra el terror dio pie incluso a una sentencia del Tribunal Penal Internacional que condenaba a la administración Reagan por «uso ilegal de la fuerza» —también conocido como terrorismo internacional— y obligaba a Estados Unidos a pagar cuantiosas indemnizaciones por sus crímenes.

			Por supuesto, Washington hizo caso omiso e intensificó el «uso ilegal de la fuerza». Los redactores de The New York Times lo explicaron como es debido. El Tribunal Penal Internacional era un «foro hostil», como demostraba el hecho de que condenara a los intachables Estados Unidos. Unos años antes había sido un modelo de probidad cuando se puso del lado estadounidense en un caso contra Irán.

			A continuación, Washington vetó una resolución del Consejo de Seguridad que instaba a todos los Estados a respetar el derecho internacional, sin mencionar a nadie, aunque estaba claro lo que se pretendía. No estoy seguro de si se informó de ello siquiera.

			Pero declaramos solemnemente que los Estados que dan cobijo a terroristas son tan culpables como los propios terroristas. Así que la invasión de Afganistán fue «correcta» y «justa», aunque mal concebida y demasiado costosa. «Para nosotros».

			¿Fue un fracaso? ¿Para los objetivos imperiales de Estados Unidos? En algunos casos, sí. Reagan fue el último defensor del régimen del apartheid en Sudáfrica, pero fue incapaz de mantenerlo. En general, sin embargo, su administración amplió el alcance imperial de Washington.

			La renovación de la guerra global contra el terrorismo por parte de Bush hijo no ha tenido un éxito similar. Cuando Estados Unidos invadió Afganistán, la base del terrorismo fundamentalista islámico estaba confinada en gran medida a un rincón del país. Ahora está por todo el mundo. Devastar gran parte de Asia Central y Oriente Medio no ha reforzado el poder de Washington.

			Dudo que tenga mucho impacto en la supremacía mundial estadounidense, que sigue siendo abrumadora. En el apartado militar, Estados Unidos está solo. Su gasto eclipsa al de sus rivales: en 2020 fue de 778.000 millones de dólares, frente a los 252.000 millones de China y los 62.000 millones de Rusia. El ejército estadounidense es también mucho más avanzado tecnológicamente. Y en cuanto a seguridad, no tiene rival. Las supuestas amenazas están en las fronteras de los enemigos.

			El poder también tiene una dimensión económica. En el punto álgido de su poder tras la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos poseía quizás el 40% de la riqueza mundial, una preponderancia que inevitablemente fue disminuyendo. Pero como ha observado el economista político Sean Starrs, en el mundo de la globalización neoliberal, las cuentas nacionales no son la única medida del poder económico. Su investigación muestra que las multinacionales con sede en Estados Unidos controlan un asombroso 50% de la riqueza mundial y ocupan el primer lugar (a veces el segundo) en casi todos los sectores.

			Otra dimensión es el «poder blando». Aquí, Estados Unidos ha sufrido un serio declive, mucho antes de los duros golpes de Trump a la reputación del país. Incluso durante el mandato de Clinton, destacados politólogos reconocieron que la mayor parte del mundo consideraba Estados Unidos «el Estado más canalla» del mundo y «la mayor amenaza externa para sus sociedades» (por citar a Samuel Huntington y Robert Jervis, respectivamente). En los años de Obama, las encuestas internacionales revelaron que Estados Unidos era considerado la mayor amenaza para la paz mundial, sin que ningún rival se le acercara siquiera.

			Los dirigentes estadounidenses pueden seguir socavando el país si lo desean, pero su enorme poder y sus inigualables ventajas hacen que sea una tarea difícil, incluso para la bola de demolición de Trump.

			 

			Una mirada retrospectiva a los atentados del 11-S revela también que la guerra contra el terror tuvo numerosas consecuencias a nivel interno en la sociedad estadounidense. ¿Puedes comentar el impacto de la guerra contra el terror en la democracia y los derechos humanos del país?

			Este tema se ha tratado lo suficientemente bien como para que no sea necesario hacer muchos comentarios. The New York Times publicó el testimonio de un valiente agente del FBI que se sintió tan desilusionado por su tarea de «destruir personas» (musulmanes) en la guerra contra el terrorismo que decidió filtrar documentos que denunciaban los crímenes e ir a la cárcel. Ese destino está reservado a quienes sacan a la luz los crímenes de Estado, no a los autores, que son respetados, como el abuelo bobalicón George W. Bush.

			Por supuesto, se han producido graves ataques a las libertades civiles y los derechos humanos, en algunos casos de forma totalmente incalificable, como en Guantánamo, donde los presos torturados aún languidecen tras muchos años sin cargos o porque la tortura fue tan espantosa que los jueces se niegan a permitir que sean juzgados. A estas alturas ya se admite que «lo peor de lo peor» (como se les llamaba) eran en su mayoría transeúntes inocentes.

			En casa, se ha establecido el marco de un Estado vigilante con un poder totalmente ilegítimo. Las víctimas, como de costumbre, son las más vulnerables, pero otros podrían reflexionar sobre la famosa súplica del pastor Niemöller bajo el régimen nazi.

		

	
		
			ES CUESTIÓN DE VIDA O MUERTE: LOS INTELECTUALES DEBEN DEJAR DE PLEGARSE AL STATU QUO14

			 

			 

			 

			Hace mucho tiempo, en tu célebre ensayo La responsabilidad de los intelectuales, defendías que estos deben insistir en la verdad y desenmascarar las mentiras, pero también deben analizar los acontecimientos en su perspectiva histórica. Ahora bien, aunque nunca insinuaste que esta fuera la única responsabilidad de los intelectuales, ¿no crees que su papel ha cambiado drásticamente en el último medio siglo? Es decir, es cierto que los intelectuales críticos/opositores siempre escasearon en el Occidente moderno, pero siempre hubo gigantes entre nosotros que no solo eran venerados por una buena parte de la ciudadanía, sino que, en algunos casos, incluso infundían temor a la clase dirigente. Hoy, tenemos principalmente «intelectuales» funcionales/conformistas que se centran en parcelas muy especializadas y técnicas, y no se atreven a desafiar el statu quo ni a denunciar los males de la sociedad por miedo a perder su trabajo o a no tener acceso a subvenciones. ¿Qué ha sido de intelectuales como Bertrand Russell y Jean-Paul Sartre, y de artistas emblemáticos como Picasso con su lucha contra el fascismo?

			¿Qué le pasó a Bertrand Russell?

			Russell fue encarcelado durante la Primera Guerra Mundial junto con los pocos que se atrevieron a oponerse a esa gloriosa empresa: Rosa Luxemburgo, Karl Liebknecht, Eugene Debs —que incluso fue excluido de la amnistía de posguerra por el vengativo Woodrow Wilson—, por mencionar solo a los más famosos. Algunos fueron tratados con más delicadeza, como Randolph Bourne, simplemente condenado al ostracismo y excluido de los círculos intelectuales y revistas liberales. En la carrera posterior de Russell hubo muchos episodios desagradables: los tribunales declararon que era demasiado librepensador para que se le permitiera enseñar en el City College; sufrió una avalancha de vilipendios desde las altas esferas por su oposición a la guerra de Vietnam; y recibió un trato difamatorio incluso después de su muerte.

			No es tan inusual en quienes rompen filas, por muy distinguidas que sean sus contribuciones, como seguramente lo fueron las de Russell.

			El término «intelectual» es en sí extraño. No se aplica a un premio Nobel que dedica su vida a la física, ni al conserje de su edificio que puede tener poca formación académica pero una profunda perspicacia y una lúcida comprensión de los asuntos humanos, la historia, la cultura. El término se utiliza, normalmente, para referirse a una categoría de personas con cierto grado de privilegio a las que, de alguna manera, se considera guardianes de los valores intelectuales y morales de la sociedad. Se supone que defienden y articulan esos valores y piden a los demás que se adhieran a ellos.

			Dentro de esta categoría hay una pequeña minoría que desafía al poder, a la autoridad y a la doctrina recibida. A veces se sostiene que su responsabilidad es «decir la verdad al poder». Siempre me ha parecido preocupante. Los poderosos suelen conocer bastante bien la verdad. Generalmente saben lo que hacen y no necesitan nuestras instrucciones. Tampoco se beneficiarán de lecciones morales, no porque sean necesariamente malas personas, sino porque desempeñan un determinado papel institucional, y si lo abandonan, otro lo desempeñará mientras las instituciones persistan. No tiene sentido informar a los directivos de la industria de los combustibles fósiles de que sus actividades dañan a las comunidades y destruyen el medio ambiente y el clima. Lo saben desde hace mucho tiempo. También saben que, si dan la espalda al beneficio y se preocupan por el impacto humano de lo que hacen, se irán a la calle y alguien los sustituirá para llevar a cabo las tareas que les han encomendado.

			Quedan alternativas, pero son pocas.

			Tiene mucho más sentido decir la verdad no al poder, sino a sus víctimas. Decir la verdad a los indefensos puede serles de ayuda. Se puede ayudar a la gente a enfrentar sus problemas de forma más realista. Incluso es posible moverla a organizarse y obligar a los poderosos a cambiar las instituciones y sus prácticas; y, lo que es aún más significativo, a desafiar las estructuras ilegítimas de autoridad y las instituciones en las que se materializan, ampliando así el alcance de la libertad y la justicia. No ocurrirá de otra manera, y ya ha ocurrido así en el pasado.

			Pero tampoco creo que eso sea correcto. La tarea de una persona responsable —cualquiera que pretenda defender los valores intelectuales y morales— no es decir lo que considera la verdad a nadie, ni a los poderosos ni a los indefensos, sino hablar con estos últimos e intentar conocer la verdad. Eso supone siempre un esfuerzo colectivo; la sabiduría y la comprensión no tienen por qué proceder de ningún territorio concreto.

			Pero esto es bastante raro en la historia de los intelectuales.

			Recordemos que el término «intelectual» empezó a utilizarse en su sentido moderno con el juicio a Dreyfus en Francia a finales del siglo XIX. Hoy admiramos y respetamos a quienes defendieron la causa de Dreyfus, pero si echamos la vista atrás, en aquella época fueron una minoría perseguida. Los «inmortales» de la Academia Francesa condenaron amargamente a estos escritores y artistas absurdos por atreverse a desafiar a los augustos dirigentes e instituciones del Estado francés. El más prominente de los Dreyfusards, Émile Zola, tuvo que huir de Francia.

			Es bastante típico. Fijémonos en casi cualquier sociedad y veremos que hay un puñado de disidentes y críticos que suelen ser castigados de una u otra forma. Los que he mencionado no son la excepción. En la historia reciente, en la Europa del Este bajo control de Rusia, podían ser encarcelados; y en nuestro patio trasero, en América Central o del Sur, podían ser torturados y asesinados. En ambos casos, los críticos con el poder establecido sufrieron una dura represión.

			Esto se remonta tan lejos como quieras, hasta la Grecia clásica. ¿Quién bebió la cicuta? Aquel que «corrompía» a la juventud de Atenas haciendo preguntas incómodas. Echa un vistazo al registro bíblico, aproximadamente de la misma época. Es una especie de historia oral pero, por lo que podemos inferir de ella, había personas que, según nuestros criterios, podrían llamarse intelectuales: denunciaban al rey y sus crímenes, pedían clemencia para las viudas y los huérfanos, cometían otros actos subversivos. ¿Qué les pasó? Fueron encarcelados, expulsados al desierto, vilipendiados. Hubo también intelectuales respetados, aduladores cortesanos. Siglos más tarde se los llamó falsos profetas, pero no entonces. A lo largo de la historia, este patrón se repite constantemente.

			El principio operativo básico lo captó bien McGeorge Bundy, destacado intelectual liberal, célebre académico, exdecano de Harvard, asesor de seguridad nacional de los presidentes Kennedy y Johnson, y luego director de la Fundación Ford. En 1968, en el punto álgido de las protestas contra la guerra de Vietnam, Bundy las analizó en un artículo publicado en Foreign Affairs, la principal revista del establishment. La mayoría de las protestas eran legítimas, admitía: en retrospectiva, se habían cometido algunos errores en la gestión de un esfuerzo tan complejo. Pero también había un puñado de «salvajes en los flancos» que solo merecían desprecio. Los salvajes llegaron a investigar los motivos. Es decir, trataron a los dirigentes políticos estadounidenses con el mismo rasero que se aplica a los demás, por lo que debían ser excluidos de la gente considerada «trigo limpio».

			El análisis de Bundy era, de hecho, la norma entre los intelectuales liberales. Sus publicaciones distinguían sobriamente a los «intelectuales tecnócratas y orientados a la política» de los «intelectuales orientados a los valores». Los primeros son los buenos, los que orquestan y conforman la política, y son debidamente honrados por su labor constructiva: los Henry Kissinger, los que transmiten lealmente las órdenes de su jefe medio borracho para una campaña de bombardeos masivos en Camboya, «todo lo que vuele contra todo lo que se mueva». Una llamada al genocidio que no es fácil de duplicar en los archivos. Los segundos son los salvajes entre bastidores que parlotean sobre el valor moral, la justicia, el derecho internacional y otros sentimentalismos.

			Estados Unidos no es El Salvador. A los salvajes no les vuelan la tapa de los sesos batallones de élite armados y entrenados en Washington, como a los seis destacados intelectuales latinoamericanos, sacerdotes jesuitas, que sufrieron este destino junto con su ama de llaves y la hija de esta en vísperas de la caída del Muro de Berlín. ¿Quién conoce siquiera sus nombres? Con razón, se podría argumentar, ya que hubo muchos otros mártires religiosos entre los cientos de miles que fueron masacrados en la cruzada de Washington en Centroamérica en la década de 1980, gestionada con la ayuda de «intelectuales tecnócratas y orientados a la política». Lamentablemente, podríamos no acabar nunca de hablar del tema.

			 

			Sería muy interesante que hablaras del contexto histórico de La responsabilidad de los intelectuales, pero también que explicaras con más detalle a qué te refieres cuando dices que los intelectuales deben ver los acontecimientos desde su perspectiva histórica.

			El ensayo se basaba en una charla pronunciada en 1966 ante un grupo de estudiantes de Harvard. Se publicó en la revista del grupo. Probablemente ya no exista. El grupo era la sociedad Hillel y la revista, Mosaic. Fue un año antes de la victoria militar de Israel en 1967, un gran regalo para Estados Unidos, que provocó una brusca reorientación de la política estadounidense-israelí y grandes cambios en la cultura y la opinión pública en Estados Unidos (una historia interesante e importante, pero para otro momento). The New York Review of Books editó y publicó más tarde la obra.

			Dado que la charla se celebraba en Harvard, era especialmente importante centrarse en las élites intelectuales y sus vínculos especiales con el Gobierno. El profesorado de Harvard desempeñó un papel muy destacado en las administraciones de Kennedy y Johnson. La mitología de Camelot es en gran parte creación suya. Pero, como hemos visto, es solo una fase de una larga historia de intelectualidad al servicio del poder. Sigue su curso sin grandes alteraciones, aunque el activismo de los años sesenta y sus secuelas han cambiado sustancialmente gran parte del país, ampliando los flancos donde los «salvajes» pueden continuar su labor subversiva en pro de los valores.

			Este impacto también ha ampliado enormemente la perspectiva histórica desde la que se perciben los acontecimientos mundiales. Nadie escribiría hoy una gran historia diplomática de Estados Unidos relatando cómo, tras liberarse del yugo británico, los antiguos colonos, en palabras de Thomas Bailey, «se concentraron en la tarea de talar árboles e indios y de redondear sus fronteras naturales», en «defensa propia», por supuesto. En los años sesenta, pocos comprendieron plenamente que nuestras «guerras eternas» empezaron en 1783. El horrendo historial de cuatrocientos años de tortura contra los afroamericanos apenas fue reconocido por la corriente académica dominante; cada vez se descubren más cosas, y peores. Lo mismo ocurre en otros ámbitos. Un activismo dedicado y concienzudo puede abrir muchas ventanas para obtener una valiosa perspectiva histórica.

			 

			El mundo ha cambiado mucho desde los tiempos de la guerra de Vietnam, y estarás de acuerdo conmigo en que hoy nos enfrentamos a mayores retos que nunca. Además, vivimos en un mundo mucho más pequeño, y algunos de los retos que enfrentamos son verdaderamente globales por su naturaleza y alcance. Así pues, ¿cuál debe ser el papel de los intelectuales y de los movimientos sociales en un mundo globalizado y con un futuro compartido para la humanidad?

			Tienes mucha razón en cuanto a que hoy nos enfrentamos a retos mucho mayores que en los tiempos de Vietnam. En 1968, cuando los intelectuales liberales excoriaban a los «salvajes» defensores de los valores, la cuestión principal era que «Vietnam como entidad cultural e histórica [estaba] amenazada de extinción [mientras] el campo muere literalmente bajo los golpes de la mayor maquinaria militar jamás desatada en una zona de este tamaño», según el juicio del más respetado especialista en Vietnam, el historiador militar Bernard Fall.

			Ahora es la sociedad humana organizada de todo el mundo la que está «amenazada de extinción» bajo los golpes de la destrucción medioambiental, en su inmensa mayoría por los ricos, concentrados en los países ricos. Eso aparte de la no menos ominosa y creciente amenaza de holocausto nuclear, que se aviva a cada instante.

			Vivimos una época de confluencia de crisis que no tiene parangón en la historia de la humanidad. Para cada una de ellas se conocen soluciones factibles, aunque el tiempo apremia. No hay necesidad de malgastar palabras sobre la responsabilidad.

			¿Quién está asumiendo la tarea histórica de abordar estas crisis? ¿Quién llevó a cabo la Huelga Climática Mundial del 24 de septiembre [de 2021], un intento desesperado de despertar a los vacilantes dirigentes de la sociedad global y a los ciudadanos adormecidos en la pasividad por la traición de las élites? Conocemos la respuesta: los jóvenes, los herederos de nuestra locura. Debería ser profundamente doloroso presenciar la escena de Davos, la reunión anual en la que los ricos y poderosos posan en su santurronería y aplauden cortésmente cuando Greta Thunberg les instruye tranquila y expertamente sobre la catástrofe que han creado.

			«Buena chica. Ahora vuelve a la escuela, donde debes estar, y déjanos los problemas graves a nosotros, los líderes políticos iluminados, las corporaciones con alma que trabajan día y noche por el bien común, los intelectuales responsables. Nos ocuparemos de ello, asegurándonos de que la traición sea apocalíptica»; y lo será, si les concedemos el poder de dirigir el mundo de acuerdo con los principios que han establecido y aplicado.

			Los principios no son oscuros. Ahora mismo, los gobiernos de todo el mundo, entre ellos el de Estados Unidos, están presionando a los productores de petróleo para que aumenten la producción, tras haber sido advertidos en el informe de agosto [de 2021] del IPCC —con mucho, el más grave hasta la fecha— de que se avecina una catástrofe a menos que empecemos a reducir desde ya el uso de combustibles fósiles año tras año, eliminándolos progresivamente para mediados de siglo. Las revistas de la industria petrolera están eufóricas por el descubrimiento de nuevos yacimientos que explotar a medida que aumenta la demanda de petróleo. La prensa económica debate quién es la mejor situada para aumentar la producción, si la industria estadounidense de la hidrofracturación o la OPEP.

			El Congreso está debatiendo un proyecto de ley que podría frenar ligeramente la carrera hacia la destrucción. El partido negacionista se opone al 100%, por lo que el destino de la ley está en manos de los demócratas «moderados», en particular de Joe Manchin. Este ha dejado clara su postura sobre el clima: «Gastar en innovación, no en eliminación». Directamente sacada del manual de los departamentos de publicidad de las empresas de combustibles fósiles, ninguna sorpresa por parte del principal receptor de compensaciones por combustibles fósiles del Congreso. El uso de dichos combustibles debe continuar sin trabas, conduciéndonos a la catástrofe en aras del beneficio a corto plazo de los más ricos. Y punto.

			En cuanto al resto del paquete de medidas de Biden, Manchin —el voto decisivo— ha confirmado que solo aceptará un goteo, insistiendo además en una engorrosa y degradante comprobación de medios para lo que es práctica habitual en el mundo civilizado. Desde luego, esta postura no beneficia a sus compromisarios. En cuanto a otros «moderados», ocurre más o menos lo mismo. Sin una presión pública mucho más intensa, nunca hubo muchas esperanzas de que este Congreso permitiera al país empezar a rechazar el cruel asalto del poder empresarial. No es necesario detenerse en las responsabilidades que esto implica.

			Y de nuevo, no nos atrevemos a descuidar la nube que la inteligencia humana arrojó al mundo hace setenta y cinco años y que se ha ido oscureciendo en los últimos años. El régimen de control de armamentos que se había construido laboriosamente durante décadas ha sido desmantelado sistemáticamente por las dos últimas administraciones republicanas, primero Bush hijo con el Tratado sobre Misiles Antibalísticos, luego Trump y su bola de demolición. Dejó el cargo a tiempo apenas para que Biden salvara el nuevo tratado START, aceptando las súplicas de Rusia de prorrogarlo. Sin embargo, Biden sigue apoyando el abultado presupuesto militar, prosiguiendo la carrera para desarrollar armas más peligrosas y llevando a cabo actos altamente provocadores allí donde es posible negociar y servirse de la diplomacia.

			Una importante controversia en estos momentos es la «libertad de navegación» en el mar de China Meridional. Más exactamente, como señala el analista estratégico australiano Clinton Fernandes, el conflicto se refiere a las operaciones militares y de inteligencia en la Zona Económica Exclusiva (ZEE) de China, que se extiende doscientas millas mar adentro. Estados Unidos sostiene que tales operaciones están permitidas en todas las ZEE. China sostiene que no. India está de acuerdo con la interpretación china y ha protestado enérgicamente por las recientes operaciones militares estadounidenses en su ZEE.

			Las ZEE fueron establecidas por la Ley del Mar de 1982 (UNCLOS). Estados Unidos es la única potencia marítima que no ha ratificado la ley, pero afirma que no la violará. El apartado sobre operaciones militares en el texto de la ley no es del todo preciso. Sin duda, este es un caso en el que claramente conviene la diplomacia y no la provocación, dadas las tensiones en la región y la amenaza de una escalada posiblemente sin límites.

			Todo esto forma parte del esfuerzo estadounidense por «contener a China». O, dicho de otro modo, para proclamar que «de algún modo, el ascenso del 20% de la humanidad desde la miseria hasta algo parecido a un Estado moderno es ilegítimo pero, más que eso, por su mera presencia, una afrenta a Estados Unidos. No es que China represente una amenaza para Estados Unidos —algo que China nunca ha articulado ni ofrecido—, sino que su mera presencia representa un desafío a la preeminencia de Estados Unidos».

			Esta es la valoración, bastante realista, del ex primer ministro australiano Paul Keating en reacción al reciente acuerdo AUKUS (Australia-Reino Unido-Estados Unidos) para vender ocho submarinos nucleares avanzados a Australia, que se incorporarán al mando naval estadounidense para responder a la «amenaza de China».

			El acuerdo deroga un acuerdo Francia-Australia para la venta de submarinos convencionales. Con la típica arrogancia imperial, Washington ni siquiera lo notificó a Francia, enseñándole a la Unión Europea su lugar en el orden mundial dirigido por Estados Unidos. Como reacción, Francia retiró a sus embajadores en Estados Unidos y Australia, ignorando al Reino Unido, un mero Estado vasallo.

			El corresponsal militar australiano Brian Toohey observa que la sumisión de Australia a Estados Unidos no mejora su seguridad —más bien al contrario— y que el AUKUS no tiene ningún propósito estratégico discernible. Los submarinos no estarán operativos hasta dentro de una década, momento en el que China seguramente habrá ampliado sus fuerzas militares para hacer frente a esta nueva amenaza militar, visto que está rodeada de misiles con armas nucleares en algunas de las ochocientas bases militares que —recordemos— Estados Unidos tiene en todo el mundo (frente a una de China, en Yibuti).

			Toohey esboza el equilibrio militar naval que se ahora ve aún más alterado por AUKUS. Merece la pena citarlo directamente para ayudar a comprender cómo China amenaza a Estados Unidos, no en el Caribe o en la costa de California, sino en las fronteras chinas:

			 

			Las armas nucleares de China son tan inferiores que no podría confiar en disuadir un ataque de represalia por parte de Estados Unidos. Tomemos el ejemplo de los submarinos nucleares armados con misiles balísticos (SSBN). China tiene cuatro SSBN de clase Jin. Cada uno puede transportar doce misiles, cada uno con una sola ojiva. Los submarinos son fáciles de detectar porque son ruidosos. Según la Oficina de Inteligencia Naval de Estados Unidos, cada uno de ellos es más ruidoso que un submarino soviético botado por primera vez en 1976. Los submarinos rusos y estadounidenses son ahora mucho más silenciosos. Se espera que China adquiera otros cuatro SSBN algo más silenciosos para 2030. Sin embargo, los misiles de los submarinos no tendrán el alcance necesario para llegar al territorio continental de Estados Unidos desde […] su base en la isla de Hainan, en el mar de China Meridional. Para apuntar a territorio continental de Estados Unidos, tendrían que ubicarse en lugares adecuados en el océano Pacífico. Pero, en realidad, se encuentran almacenados en el interior del mar de China Meridional. Para escapar, tienen que pasar por una serie de puntos de estrangulamiento, donde serían fácilmente hundidos por submarinos nucleares estadounidenses, conocidos como cazadores-asesinos, del tipo que el Gobierno [australiano] de Morrison quiere comprar. Por su parte, Estados Unidos tiene catorce SSBN de clase Ohio. Cada uno de ellos puede lanzar veinticuatro misiles Trident, los cuales contienen ocho cabezas nucleares seleccionables de forma independiente, capaces de alcanzar cualquier punto del planeta. Esto significa que un solo submarino estadounidense puede destruir 192 ciudades u otros objetivos, frente a los doce del submarino chino. La clase Ohio está siendo sustituida por la clase Columbia, de mayor tamaño. Se están construyendo al mismo tiempo que los nuevos submarinos cazadores-asesinos estadounidenses.

			 

			Esto fue antes de que se construyeran ocho nuevos submarinos nucleares avanzados para Australia. En lo que respecta a fuerzas nucleares en general, y a otras capacidades militares relevantes, China está, por supuesto, muy por detrás de Estados Unidos, al igual que todos los adversarios potenciales de Washington juntos.

			Sin embargo, AUKUS sí sirve a un propósito: afianzar el dominio estadounidense sobre el mundo, aunque ello requiera intensificar la amenaza de guerra, posiblemente una guerra nuclear terminal, en una región altamente volátil. Y evitar el uso de herramientas como la diplomacia, tan propias de «miedicas».

			No es el único ejemplo. Uno de ellos debería haber ocupado las portadas en las últimas semanas, cuando Estados Unidos se retiró de Afganistán, ejecutando la cínica venta de Trump a los afganos en virtud de su acuerdo de febrero de 2020 con los talibanes.

			La pregunta obvia es: ¿por qué invadió la administración Bush hace veinte años? Estados Unidos no tenía ningún interés en Afganistán, como evidenciaron las declaraciones de Bush en aquel momento; el verdadero botín estaba en Irak, y luego más allá. Bush también dejó claro que la administración no tenía mucho interés en Osama Bin Laden o Al Qaeda. Esa falta de interés la confirmó plenamente el secretario de Defensa, Donald Rumsfeld, cuando los talibanes ofrecieron la rendición: «No negociamos rendiciones», espetó.

			La única explicación plausible de la invasión la dio el líder más respetado de la resistencia antitalibán, Abdul Haq, entrevistado poco después de la intervención estadounidense por Anatol Lieven.

			Haq afirmó que la invasión mataría a muchos afganos y socavaría los prometedores esfuerzos por debilitar el régimen talibán desde dentro, pero eso no preocupaba a Washington: «Estados Unidos intenta mostrar músculo, anotarse una victoria y asustar al mundo. No les importa el sufrimiento de los afganos ni cuánta gente perderemos».

			Parece también una descripción precisa de la actual estrategia estadounidense de «contención de la amenaza china» mediante una escalada de provocaciones en lugar de la acción diplomática. No supone ninguna innovación en la historia imperial.

			Volviendo a la responsabilidad de los intelectuales y a cómo están respondiendo, no debería costar llamar a las cosas por su nombre.

		

	
		
			¿ESTAMOS ASISTIENDO AL FINAL DEL NEOLIBERALISMO?15

			 

			 

			 

			Noam, los últimos cuarenta años de neoliberalismo se han definido, en gran medida, por el aumento de las desigualdades, el lento crecimiento y la degradación medioambiental. De hecho, incluso el Fondo Monetario Internacional admitió hace algunos años que el neoliberalismo había fracasado. Sin embargo, fue necesario el estallido de una pandemia para que surgiera un consenso sobre los fracasos del neoliberalismo. ¿Por qué triunfó y se mantuvo el en primer lugar, y ahora está realmente muerto?

			NOAM CHOMSKY: Mi sensación es que ha triunfado «una» versión del neoliberalismo porque ha tenido mucho éxito para los diseñadores, cuyo poder ha aumentado considerablemente gracias a consecuencias tan previsibles como la desigualdad radical, la restricción de la democracia, la destrucción de los sindicatos y la atomización de la población; así, defenderse de esa versión del neoliberalismo, que con tanta dedicación se ha promocionado en esta última fase de la guerra de clases, es tarea complicada. Digo «versión» porque los gestores estatales-corporativos del sistema insisten en un Estado muy poderoso que pueda proteger sus intereses a nivel internacional y proporcionarles grandes rescates y subvenciones cuando sus programas se derrumban, como ocurre regularmente.

			Por razones similares, no creo que esta versión esté muerta, aunque se está reajustando en respuesta a la ira y al resentimiento populares, que van en aumento en gran medida alimentados por los éxitos del asalto neoliberal a la población.

			 

			Bob, la pandemia nos ha demostrado que el capitalismo neoliberal es más que inadecuado para abordar crisis económicas y de salud pública a gran escala. ¿Los recursos movilizados por los Estados nacionales durante la crisis sanitaria son un simple caso de keynesianismo de emergencia, o representan un cambio fundamental en el papel tradicional del Gobierno, que es maximizar el bienestar de la sociedad? Además, ¿son suficientes las políticas que se han aplicado hasta ahora en todos los niveles de gobierno para sentar las bases de una agenda económica progresista en la era postpandémica?

			ROBERT POLLIN: El neoliberalismo es una variante del capitalismo en la que las políticas económicas se inclinan, en gran medida, a favor de los privilegios de las grandes empresas, Wall Street y los ricos. El neoliberalismo se hizo dominante en todo el mundo hacia 1980, a partir de la llegada al poder de Margaret Thatcher en el Reino Unido y Ronald Reagan en Estados Unidos Las máximas prioridades del neoliberalismo, tal y como se practica en todo el mundo, han sido: recortar los impuestos a los ricos y el gasto público para los no ricos; debilitar la protección de los trabajadores y del medio ambiente, así como cualquier atisbo de compromiso con el empleo pleno y digno; y permitir que la especulación financiera se desboque mientras se rescata a los especuladores cuando los mercados entran, inevitablemente, en crisis.

			El neoliberalismo representó una revolución contra las variantes del capitalismo socialdemócrata, del New Deal o del Estado desarrollista, que surgió principalmente como resultado de las exitosas luchas políticas de los partidos progresistas, los sindicatos y los movimientos sociales que se aliaron a partir de la Gran Depresión de los años treinta hasta principios de los setenta. Por supuesto, este capitalismo socialdemócrata seguía siendo capitalismo. Las desigualdades en cuanto a ingresos, riqueza y oportunidades seguían siendo intolerablemente altas, junto con las consecuencias negativas del racismo, el sexismo y el imperialismo. Sin embargo, los modelos socialdemócratas dieron pie a versiones del capitalismo muchísimo más igualitarias que el régimen neoliberal que las suplantó. El modelo neoliberal, a su vez, ha tenido un gran éxito en la consecución de su objetivo más básico: colmar de ventajas cada vez mayores a quienes ya son excesivamente privilegiados. Por ejemplo, en Estados Unidos, entre 1978 y 2019, el salario medio de los directores generales de las grandes empresas se multiplicó por diez en relación con el de los trabajadores medios sin empleados a su cargo.

			Con el inicio de la pandemia de COVID-19 en marzo de 2020, las políticas gubernamentales de los países de renta alta consistieron en aplicar medidas para evitar el colapso económico total, al nivel de los años treinta. En función del país, las medidas incluían ayudas monetarias directas para personas con ingresos bajos y medios, aumentos significativos del seguro de desempleo y grandes programas de subsidios salariales para evitar los despidos. Pero, con diferencia, las intervenciones políticas más agresivas fueron los rescates a las grandes empresas y a Wall Street.

			En Estados Unidos, por ejemplo, casi el 50% de la población activa solicitó prestaciones por desempleo entre marzo de 2020 y febrero de 2021. Sin embargo, durante el mismo periodo, los precios de las acciones de Wall Street subieron un 46%, una de los repuntes más pronunciados en un año que se hayan registrado. El mismo patrón prevaleció a escala mundial. La Organización Internacional del Trabajo informó que «en 2020 se registraron pérdidas mundiales de empleo sin precedentes, de ciento catorce millones de puestos de trabajo en relación con 2019». Al mismo tiempo, los mercados bursátiles mundiales subieron bruscamente: un 45% en Europa, un 56% en China, un 58% en el Reino Unido y un 80% en Japón; el índice S&P Global 1200 se incrementó en un 67%.

			Así pues, aunque durante la COVID-19 se produjo una expansión desesperadamente necesaria de los programas de bienestar social para ayudar a la gente a sobrevivir, estas medidas se promulgaron en el marco de esfuerzos aún mayores para apuntalar el orden neoliberal todavía imperante.

			Por supuesto, la crisis climática no dejó de agravarse durante la pandemia. En febrero [de 2021], el secretario general de la ONU, António Guterres, declaró: «es un año decisivo para hacer frente a la emergencia climática mundial […]. Los Gobiernos no están ni cerca del nivel de ambición necesario para limitar el cambio climático a 1,5ºC y cumplir los objetivos del Acuerdo de París. Los principales emisores deben dar un paso adelante con objetivos de reducción de emisiones mucho más ambiciosos para 2030 […], mucho antes de la Conferencia de la ONU sobre el clima que se celebrará en noviembre [de 2021] en Glasgow».

			Estamos ya en octubre, en el «año decisivo», y sin embargo poco se ha conseguido desde la intervención de Guterres. Es cierto que, en todos los países de renta alta, los movimientos sociales y los activistas climáticos están luchando por impulsar programas que combinen la estabilización climática y una agenda social igualitaria dentro del Nuevo Pacto Verde global. El éxito que tengan determinará si habremos establecido la base para una agenda económica progresista y unas políticas climáticas eficaces en la era pospandémica. Aún no sabemos qué fruto darán estos esfuerzos. Como hemos explicado, la propuesta sobre infraestructuras sociales y clima que se está debatiendo en el Congreso de Estados Unidos no es en sí misma lo suficientemente ambiciosa como para suponer una verdadera transformación. Pero, si se promulga, representará una ruptura significativa con el dominio neoliberal que ha prevalecido desde Thatcher y Reagan.

			 

			Costas, la pandemia de COVID ha expuesto numerosos defectos estructurales del capitalismo, y el orden neoliberal puede estar efectivamente al borde del colapso. Aun así, ¿podemos hablar de una «crisis del capitalismo» dado que no vemos una oposición a gran escala al sistema actual?

			COSTAS LAPAVITSAS: No cabe duda de que la conmoción pandémica representa una crisis tremenda del capitalismo global, pero yo pediría mucha cautela respecto al colapso del neoliberalismo. El periodo transcurrido desde la gran crisis de 2007-2009 se parece más a un interregno —parafraseando a Antonio Gramsci— mientras lo viejo se niega a morir y lo nuevo no puede nacer. Y, como todos esos periodos, es propenso a los monstruos, incluido el fascismo.

			El Estado superó aquella crisis desplegando su enorme fuerza para defender el sistema de los mercados financieros y la globalización. Pero lo que siguió fue una década de crecimiento bajo, inversión escasa, aumento débil de la productividad, desigualdad sostenida y beneficios solo parcialmente reactivados. Los resultados económicos fueron malos en los países centrales, lo que constituye otra prueba del fracaso del neoliberalismo. La era dorada de la financiarización ha llegado a su fin, a pesar de la subida sostenida de los mercados bursátiles en la década anterior. Sin embargo, China también presentó resultados económicos mediocres, lo que refleja una debilidad subyacente de la acumulación productiva en todo el mundo.

			Al desatarse la COVID-19, quedó bien claro que el capitalismo contemporáneo depende totalmente de la intervención masiva del Estado. Los principales Estados occidentales pudieron intervenir a una escala sin precedentes, gracias sobre todo al dominio monopolístico de los bancos centrales sobre el dinero fiduciario. Sin embargo, a diferencia de 2007-2009, el Estado también hizo circular dinero fiduciario para relajar la austeridad, participando así en la nacionalización tácita de la masa salarial y las cuentas de resultados de miles de empresas.

			Es un error que el neoliberalismo signifique necesariamente marginar al Estado e imponer la austeridad. Se trata más bien de utilizar el Estado de forma selectiva para defender los intereses de una pequeña élite, una oligarquía, asociada a las grandes empresas y al sector financiero. Fundamentalmente, se trata de asegurar que el equilibrio de poder sea favorable al capital eliminando los controles sobre sus actividades. Cuando la conmoción pandémica amenazó los cimientos del dominio de clase, la austeridad y la renuncia a la intervención económica directa se abandonaron en un abrir y cerrar de ojos. Los ideólogos neoliberales se adaptaron rápidamente a la nueva realidad, aunque siempre es posible que vuelva la austeridad. Lo que no se ha producido es un cambio institucional a favor de los intereses de los trabajadores que limite la libertad del capital. Es sobre todo aquí donde lo viejo se niega a morir.

			La pandemia también confirmó la gran variedad de relaciones que hay entre los Estados poderosos y la acumulación capitalista interna. Los Estados occidentales, presos de la ideología neoliberal, obtienen su fuerza principalmente del dominio sobre el dinero fiduciario. En cambio, el Estado chino aún está directamente implicado tanto en la acumulación productiva como en las finanzas, además de poseer recursos inmensos. Las respectivas respuestas a la pandemia fueron muy diferentes.

			De manera inevitable, se ha producido una tremenda escalada en la disputa por la hegemonía mundial, también en el terreno militar. Y, por primera vez desde 1914, la batalla es también económica. La Unión Soviética era solo un adversario político y militar —Lada nunca pudo competir con Chrysler—, pero China puede superar económicamente a Estados Unidos, profundizar la lucha, eliminar cualquier punto obvio de equilibrio. Los gobernantes estadounidenses saben que han cometido un error de cálculo estratégico, y esto explica su implacable agresividad actual. La situación en el ámbito internacional es extremadamente peligrosa.

			Aun así, la lucha por la hegemonía mundial carece por completo de contenido ideológico. Las democracias neoliberales occidentales están agotadas, fracasadas y desprovistas de nuevas ideas. Los intentos de Estados Unidos de disfrazar su agresividad como defensa de la democracia son huecos y ridículos. Por otra parte, el autoritarismo chino (y ruso) cuenta con un apoyo interno considerable, pero es incapaz de ofrecer una perspectiva social y política atractiva a nivel global.

			El rasgo característico del interregno 2007-2009 es el estancamiento ideológico. Hay un enorme descontento con el capitalismo, sobre todo porque la degradación del medio ambiente y el calentamiento del planeta han suscitado una gran preocupación entre la gente joven. Pero esa preocupación no se ha traducido en movilización en torno a ideas y políticas socialistas renovadas: este es el reto que tenemos por delante, sobre todo porque la extrema derecha ya se está aprovechando.

			 

			El postcapitalismo (definido en sentido amplio como un sistema social en el que se restringe el poder de los mercados, la actividad productiva se basa en la automatización, el trabajo se desvincula de los salarios y el Estado proporciona servicios básicos universales y una renta básica) es posible gracias a los cambios en la tecnología de la información, según algunos expertos. ¿Debería la izquierda invertir capital político en imaginar un futuro postcapitalista?

			C. L.: Durante la crisis pandémica, las acciones internas de los Estados nacionales desplazaron los preceptos del capitalismo neoliberal, impusieron medidas invasivas sobre la vida social y personal centradas en la salud pública y la higiene, así como severas restricciones a las libertades civiles y a la actividad económica. El Estado exacerbó las tensiones políticas, acentuó la polarización social y restringió las libertades.

			Los trabajadores pagaron el precio más alto con la pérdida de ingresos, el aumento del desempleo y el empeoramiento de las prestaciones públicas. Pero las clases medias también quedaron al margen, lo que asestó un duro golpe a las alianzas de clase que apoyaban el proyecto neoliberal. Los principales beneficiarios fueron los gigantescos oligopolios de las nuevas tecnologías: Google, Amazon, Microsoft y los demás. Sus acciones están eclipsando progresivamente la figura del ciudadano, ya que las identidades personales se organizan cada vez más en torno a los vínculos del mercado con los oligopolios. Al mismo tiempo, se fortaleció la extrema derecha, una tendencia que comenzó antes de la pandemia y se ha acelerado gracias a la intervención de oligarquías poderosas.

			No han faltado reacciones populares a estos acontecimientos. Las acciones estatales basadas en la «mano dura», el cultivo oficial del miedo, la suspensión de derechos y libertades, el peligro de una represión permanente y el aplastamiento de los trabajadores y las clases medias mientras cerraron las empresas estimularon diversas respuestas a menudo en una dirección libertaria.

			Ten en cuenta que mantener la acumulación capitalista en los próximos años será sumamente difícil en todo el mundo. La debilidad subyacente de la acumulación no es nada fácil de afrontar. También está claro que la intervención estatal durante la pandemia ha acarreado grandes dificultades con la interrupción de las cadenas de suministro, el aumento de la inflación (que se come los ingresos de los trabajadores) y la tremenda escalada de la deuda pública. Y todo ello sin mencionar siquiera las cuestiones más amplias del medio ambiente y el clima.

			Es difícil que el crecimiento económico pueda sostenerse sin una intervención estatal a gran escala en el lado de la oferta mediante inversiones públicas que impliquen también profundos cambios en la distribución de la renta que beneficien a los trabajadores. Parece aún menos probable que esto ocurra sin que se produzca un cambio importante en los derechos de propiedad, un cambio que suponga redistribuir la riqueza y los recursos productivos a favor de los trabajadores y los pobres.

			La tecnología por sí sola nunca es la respuesta a los problemas sociales complejos. De hecho, un aspecto de la revolución tecnológica de las últimas cuatro décadas es que ha sido incapaz de mejorar las condiciones económicas de la acumulación, ya que su influencia sobre la productividad media del trabajo es modesta. No veo ninguna razón en este momento para esperar que la inteligencia artificial traiga cambios drásticos. Quizás lo haga, pero no hay garantías.

			Las democracias neoliberales occidentales están ideológicamente agotadas y sus economías capitalistas, plagadas de problemas. En este contexto, es imperativo que los socialistas y progresistas pensemos en un futuro postcapitalista y determinemos sus parámetros generales. Debemos reflexionar sobre el uso de las tecnologías digitales, la ecologización de la producción y la protección del medio ambiente. Pero para ello serán necesarias unas condiciones sociales que favorezcan a los trabajadores y no a los capitalistas, acción colectiva y realización individual a través de la asociación comunitaria. Rejuvenecer la promesa socialista es la necesidad primordial de nuestro tiempo.

			 

			Bob, durante la era neoliberal, la corriente económica dominante se impregnó notablemente de ideología. De hecho, es bastante fácil demostrar que la política económica dominante está llena de tergiversaciones de la realidad. La cuestión es: ¿cómo se convierte una supuesta ciencia en ideología? ¿Y qué probabilidades hay de que la pandemia de coronavirus, junto con los defectos del neoliberalismo y la emergencia climática, provoque un cambio de paradigma intelectual en la «ciencia lúgubre»?

			R. P.: Reconozcamos que los economistas de toda clase están muy influidos por la ideología, o lo que el gran economista conservador Joseph Schumpeter denominó, más juiciosamente, su «visión preanalítica». Los economistas de izquierdas, entre los que me incluyo, somos tan culpables como el resto. Nuestra ideología influye en las preguntas que decidimos que son más importantes de plantear. La ideología también nos da pie a algunas conjeturas iniciales sobre cuáles pueden ser las respuestas a estas preguntas. Aun así, si también intentamos ser mínimamente científicos, o incluso mínimamente honestos, en cuanto investigadores económicos someteremos nuestras corazonadas y nuestras respuestas preferidas a la prueba de la evidencia y estaremos abiertos a los desafíos.

			Me parece justo decir que no todos, pero sí un alto porcentaje de los economistas de la corriente dominante no se han comprometido con estas normas científicas mínimamente objetivas. Más bien, han estado tan inmersos en sus prejuicios ideológicos que son incapaces de pensar siquiera en cómo podrían plantear las preguntas de otro modo. Sus prejuicios se han visto reforzados porque ayudan a los regímenes políticos que, como se ha dicho, benefician a los ya privilegiados.

			Joan Robinson, la renombrada economista de la Universidad de Cambridge de la época de la Gran Depresión y posterior a la Segunda Guerra Mundial, captó a las mil maravillas este encanto de la economía ortodoxa de la siguiente manera: «Uno de los principales efectos (no diré propósitos) de la economía ortodoxa tradicional fue […] un plan para explicar a la clase privilegiada que su posición era moralmente correcta y necesaria para el bienestar de la sociedad».

			Al mismo tiempo, durante la era neoliberal no han faltado economistas progresistas que se han enfrentado a la ortodoxia dominante, como por ejemplo los veinticuatro entrevistados en el libro Economics and the Left: Interviews with Progressive Economists. En mi opinión, el grado de influencia que ejerzan economistas como estos dependerá principalmente del éxito que tengan los movimientos progresistas a la hora de impulsar el Nuevo Pacto Verde y otros programas afines en los próximos meses y años.

			Hay signos esperanzadores. A finales del mes pasado [septiembre de 2021], la Reserva Federal publicó un documento de Jeremy Rudd, un alto cargo de la institución, que comienza observando que «la economía dominante está repleta de ideas que “todo el mundo sabe” que son ciertas, pero que en realidad son un disparate».

			Rudd también afirma, en la primera página, dejar de lado «la preocupación, más profunda, de que el papel principal de la corriente económica dominante en nuestra sociedad es hacer apología de un orden social criminalmente opresivo, insostenible e injusto». Es muy posible que haya otros profesionales como Jeremy Rudd ahí fuera, dispuestos a emerger de entre las sombras de la corriente dominante. Sería una evolución muy positiva. Pero también diría que ya va siendo hora.

			 

			Noam, demasiadas veces se ha dicho que es más fácil imaginar el fin del mundo que el fin del capitalismo. Dado que el capitalismo está destruyendo realmente la tierra, ¿cómo responderías, en primer lugar, a la afirmación anterior y, en segundo lugar, cómo imaginas la economía y la sociedad después del capitalismo?

			N. C.: Preferiría reformular la pregunta para referirme al capitalismo de Estado. Aquellos a quienes Adam Smith llamaba «los amos de la humanidad», las clases empresariales dominantes, nunca tolerarían el capitalismo, porque los expondría a los estragos del mercado. Eso es para las víctimas. Para los amos, es necesario un Estado poderoso, en la medida en que puedan controlarlo y reducir a la «población subyacente» (término irónico de Thorstein Veblen) a la subordinación y la pasividad.

			No me parece muy difícil imaginar al menos que los elementos destructivos y represivos de este sistema puedan mitigarse, ni que la sociedad llegue a transformarse para ser más justa y equitativa. De hecho, no solo debemos imaginar, sino proceder a aplicar tales programas, o todos estaremos acabados; los amos también.

			Incluso es bastante realista imaginar —y poner en práctica— el derrocamiento del principio capitalista básico de Estado: alquilarse a un amo (dicho de forma más anodina, tener un trabajo). Después de todo, durante milenios se ha reconocido —al menos a priori— que estar sometido a la voluntad de un amo es un ataque intolerable a la dignidad y los derechos humanos. El concepto no se remonta muy atrás en nuestra historia. En la América de finales del siglo XIX, los agricultores y trabajadores industriales de pensamiento radical pretendían crear una «mancomunidad cooperativa» en la que fuesen libres de la dominación de los patronos ilegítimos que les robaban el trabajo y de los banqueros del noreste. La fuerza estatal-corporativa aplastó con tanta eficacia estos poderosos movimientos que hoy ideas tan populares entonces nos suenan exóticas. Pero no están muy lejos de la superficie e incluso están resurgiendo de muchas formas.

			En resumen, hay motivos para esperar que se pueda hacer lo que hay que hacer.
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			Noam, se dice que la COP26 es nuestra «última gran esperanza» para abordar la crisis climática. ¿Por qué es tan importante la COP26? ¿Y no se dijo más o menos lo mismo de la COP21?

			NOAM CHOMSKY: Así fue, correcto. El concepto «última gran esperanza» se va estrechando. Lo que en un momento dado es la última gran esperanza desaparece más tarde, y lo que queda por delante resulta mucho más difícil de afrontar.

			Esta es la situación desde el Protocolo de Kioto de 1997, ratificado por ciento noventa y dos naciones, pero no por Estados Unidos. El Senado no lo aceptó. George W. Bush se retiró por completo; más tarde, Canadá también lo hizo. Kioto era la última esperanza en 1997. Si Estados Unidos se hubiera unido, escapar del devastador cambio climático habría sido mucho más fácil.

			En 2015 (con el Acuerdo de París, COP21), la «gran esperanza» era mucho más remota y difícil de realizar. De nuevo, el Senado estadounidense la bloqueó. Más concretamente, el plan era un tratado verificable, pero los republicanos no lo aceptaron, por lo que se limitó a acuerdos voluntarios inofensivos. Y poco después, Trump se retiró por completo. Biden se ha reincorporado formalmente, pero aún está por ver lo que eso significa.

			Ahora mismo, el compromiso republicano de destruir el planeta en aras del beneficio a corto plazo para su electorado de extrema riqueza parece inexpugnable. Pero no siempre fue así. Como ya hemos comentado, en 2008 hubo indicios de viraje hacia una mínima preocupación por el destino de la humanidad, pero no duró mucho. El gigantesco conglomerado energético de los hermanos Koch dio un puñetazo en la mesa y devolvió rápidamente al partido al redil…, y hasta ahora.

			En defensa de la postura de lo que una vez fue un auténtico partido político, debemos tener en cuenta que Estados Unidos muy rara vez acepta los convenios internacionales y, cuando los acepta, es con reservas, lo que los hace inaplicables a este país.

			Sin embargo, podría decirse que todas estas sutiles distinciones son irrelevantes. Incluso cuando Estados Unidos acepta plenamente los tratados internacionales, los viola a su antojo, con lo que viola también la Constitución estadounidense, que declara dichos tratados ley suprema del país, vinculantes para los dirigentes políticos. El caso más claro es la Carta de la ONU, base del derecho internacional moderno. Prohíbe «la amenaza o el uso de la fuerza» en los asuntos internacionales, con reservas irrelevantes ante la constante violación del Tratado (y de la Constitución) por parte de los presidentes estadounidenses.

			Esto es tan normal que prácticamente nunca suscita comentarios.

			El discurso sobre asuntos internacionales ha encontrado la forma de sortear estos inconvenientes ideando el concepto de «orden internacional basado en normas», en contraste con el anticuado «orden internacional basado en la ONU». Se prefiere el primero, ya que Estados Unidos puede establecer las normas y determinar cómo y cuándo pueden aplicarse.

			De poder alcanzarse, un tratado sobre el cambio climático pertenecería a una categoría diferente, porque lo que está en juego es la supervivencia. Los hechos básicos son increíblemente claros, y más cada año que pasa. Se exponen con suficiente claridad en el último informe del IPCC, publicado el 9 de agosto [de 2021]. En resumen, cualquier esperanza de evitar el desastre pasa por tomar medidas significativas de forma urgente para reducir el uso de combustibles fósiles, que deben cumplirse año a año con el objetivo de eliminar de forma efectiva el uso de estos para mediados de siglo. Nos acercamos al precipicio. Unos pasos más y caeremos al vacío.

			La caída no implica que todo el mundo vaya a morir inmediatamente; hay un largo camino hasta abajo. Más bien significa que se alcanzarán puntos de inflexión irreversibles y, salvo algún milagro tecnológico ahora insospechado, la especie humana entrará en una nueva era: una de declive inexorable, con horrores crecientes del tipo que podemos describir fácilmente, extrapolando de forma realista lo que ya nos rodea —una estimación optimista, ya que pueden darse procesos no lineales y acechan peligros que solo se perciben tenuemente—. Será una era de sauve qui peut: «sálvese quien pueda», cada uno por su cuenta, una catástrofe material agravada por el colapso social y un trauma psíquico de un tipo hasta ahora desconocido. Y, aparte, una agresión contra la naturaleza de proporciones indescriptibles.

			Podemos estar bastante seguros de esto. Incluso la lógica más elemental nos dice que es ridículo arriesgarse y confiar en que haya un error, teniendo en cuenta lo que está en juego.

			Detengámonos un momento en la fecha de publicación del informe del IPCC: 9 de agosto. Ya sea por accidente o a propósito, se trata de una fecha trascendental en la historia de la humanidad: el aniversario del bombardeo atómico de Nagasaki. Dejando a un lado los horrores y los cuestionables esfuerzos por justificarlo, el bombardeo de Hiroshima unos días antes demostró que la inteligencia humana pronto alcanzaría la capacidad de destruirlo todo. Nagasaki demostró que el sistema sociopolítico y la cultura intelectual imperantes estaban plenamente comprometidos con ese objetivo. Quedaba por ver si la moral y las instituciones humanas podrían imponerse a lo que el intelecto estaba a punto de conseguir: el cataclismo total. Setenta y cinco años después, la cuestión sigue abierta, incluso cuando se reducen las perspectivas de una respuesta esperanzadora.

			La crisis medioambiental —que va mucho más allá del crimen del calentamiento global— plantea cuestiones muy similares.

			Las pruebas de que disponemos no son alentadoras. Volvamos al 9 de agosto de 2021 y a la clara advertencia de que debemos empezar ya a reducir el uso de combustibles fósiles.

			Inmediatamente después de recibir esta sombría advertencia, el presidente del Estado más poderoso de la historia hizo un llamamiento al cártel mundial del petróleo, la OPEP, para que aumentara la producción. Europa siguió su ejemplo, y se les unió el resto de lo que se llama «sociedad avanzada». La razón es una crisis energética. Sin duda es un problema. Una forma de afrontar la situación es correr hacia el precipicio. Otra es que los ricos de las sociedades ricas, los principales culpables, se aprieten el cinturón mientras aceleramos bruscamente la transición a la energía sostenible.

			He aquí, pues, la disyuntiva.

			Las revistas de la industria petrolera están eufóricas, anuncian prometedores descubrimientos que pueden explotarse para aumentar la producción y se deleitan con las perspectivas de crecimiento de la demanda de su veneno. Algunos ejemplos completan el cuadro.

			Alemania reacciona a la advertencia de agosto [de 2021] uniéndose al llamamiento para aumentar el uso de combustibles fósiles y contribuyendo, por ejemplo, al destruir pueblos para ampliar la minería del carbón.

			Volviendo a Estados Unidos, solo un 60% de los votantes considera el calentamiento global un problema «urgente» para el Gobierno. Solo es el problema más urgente al que se ha enfrentado el ser humano.

			El desglose por partidos es el habitual: entre los republicanos, el 45% de los «liberales o moderados» consideran el calentamiento global un problema urgente, frente al 17% de los «conservadores». La persistencia del negacionismo letal no es una gran sorpresa a la luz de las declaraciones de los dirigentes y los medios de comunicación a los que están expuestos.

			Gracias al activismo popular, el gran programa de Biden —que ahora está haciéndose trizas en el Congreso— incluía algunas medidas útiles sobre el cambio climático. No parece probable que sobreviva ninguna. Los republicanos se oponen al 100%, y los demócratas necesitan la unanimidad para aprobar algo. El presidente del Comité de Energía y Recursos Naturales del Senado es un demócrata de derechas, también un magnate del carbón y el principal receptor de financiación de los combustibles fósiles en el Congreso: Joe Manchin. Su postura sobre los problemas climáticos es sencilla: «gastar en innovación, no en eliminación». Directamente sacada del manual de la industria de los combustibles fósiles.

			En Brasil, la destrucción de la Amazonia avanza a buen ritmo en beneficio del sector empresarial nacional e internacional, que ha aclamado la política de Paulo Guedes, ministro de Economía y seguidor de la Escuela de Chicago: «privatizarlo todo». ¿A quién le importan las consecuencias? Estudios recientes han descubierto que la Amazonia sudoriental liberaba más carbono del que absorbía, incluso en años lluviosos en los que los científicos esperaban que la selva gozara de mejor salud. Esto significaba que una parte de la selva tropical ya no contribuía a frenar el cambio climático, sino que se sumaba a las emisiones que lo impulsan.

			Eso es un desastre para Brasil y, de hecho, para el mundo, dado el papel de los enormes bosques tropicales en la regulación del clima global.

			Un informe filtrado sobre los esfuerzos gubernamentales para hacer de menos el estudio del IPCC muestra que los sinvergüenzas habituales están manos a la obra.

			Arabia Saudí ha pedido que se eliminen frases como «la necesidad de acciones urgentes y aceleradas de mitigación a todas las escalas» y «los esfuerzos de descarbonización en el sector de los sistemas energéticos deben centrarse en la transición rápida a fuentes de carbono cero y en la eliminación activa de los combustibles fósiles». A Arabia se le une la OPEP junto con Argentina y Noruega, productores de combustibles fósiles.

			Los funcionarios saudíes proporcionaron más información. Sin entrar en detalles, un príncipe saudí explicó que la transición a cero emisiones netas de carbono es bienvenida, pero debe alcanzarse mediante una «economía circular del carbono», un plan construido en torno a iniciativas como el reciclaje y la eliminación del carbono.

			Solo innovación, sin eliminación.

			Según la prensa, funcionarios saudíes y el director ejecutivo del gigante petrolero Saudi Aramco «esperan que la demanda de petróleo se mantenga y que sea la fuente de energía dominante durante las próximas décadas», y sostienen que «reducir la oferta antes de que disminuya la demanda entraña el riesgo de un peligroso repunte del precio del petróleo, lo que perjudicaría a economías como la de Arabia Saudí, que dependen del petróleo y del gas».

			Cambiando de tema, «un alto funcionario del Gobierno australiano rechaza la conclusión de que sea necesario cerrar las centrales eléctricas de carbón», una postura que tal vez esté relacionada con la posición de Australia como primer exportador mundial de carbón.

			Siguiendo con las propuestas del IPCC, «Brasil y Argentina, dos de los mayores productores mundiales de carne y de cultivos para alimentación animal, se oponen rotundamente a las pruebas que figuran en el borrador del informe sobre la necesidad de reducir el consumo de carne para disminuir las emisiones de gases de efecto invernadero. Ambos países piden a los autores que supriman o modifiquen algunos pasajes del texto que hacen referencia a que las “dietas basadas en plantas” desempeñan un papel en la lucha contra el cambio climático, o que describen la carne de vacuno como un alimento “rico en carbono”».

			De nuevo, no es sorprendente que «un número significativo de los comentarios de Suiza» se dirijan a «enmendar partes del informe que sostienen que los países en desarrollo necesitarán ayuda, sobre todo financiera, de los países ricos para cumplir los objetivos de reducción de emisiones».

			En resumen, a medida que caemos por el precipicio, la reacción casi uniforme es: quiero coger mi parte del botín mientras se acerca el día del juicio final.

			Volviendo a la cuestión aún abierta que plantea la efeméride del 9 de agosto: ¿pueden imponerse la moral y las instituciones humanas lo que el intelecto humano y estas instituciones han demostrado ser capaces de lograr, es decir, un cataclismo total?

			La respuesta se conocerá pronto.

			Y mientras reflexionamos sobre la pregunta sin respuesta, no debemos olvidar que el intelecto humano también ha forjado soluciones factibles a crisis inminentes, que siguen al alcance de la mano, aunque no por mucho tiempo.

			 

			Dada nuestra experiencia hasta ahora con las conversaciones mundiales sobre el clima, ¿deberíamos realmente tener grandes expectativas sobre el resultado de la COP26? Después de todo, además de todo lo que has mencionado anteriormente, la demanda mundial de petróleo está en auge, China sigue construyendo centrales eléctricas de carbón en todo el mundo, Estados Unidos está empeñado en mantener su estatus hegemónico en el sistema mundial, y no sólo tenemos un mundo dividido, sino un mundo en el que ahora la mayoría de los ciudadanos dicen que la sociedad de su país está más dividida que nunca. De hecho, ¿qué podemos esperar de forma realista de la COP26?

			N. C.: La prensa económica suele ser bastante realista. A sus lectores les interesa saber lo que ocurre en el mundo. Así que, para responder a la pregunta, es útil abrir la prensa económica de hoy (24 de octubre [de 2021]) y leer el primer párrafo del principal artículo sobre lo que podemos esperar de forma realista: «A medida que las perspectivas de que el Gobierno actúe con decisión para frenar el cambio climático se hacen menos seguras, las acciones de la industria energética, especialmente las de la minería del carbón, están generando rendimientos asombrosos». El artículo continúa repasando las grandes oportunidades de enormes beneficios a corto plazo para los superricos, mientras estos destruyen del todo las menguantes esperanzas de un mundo habitable para sus hijos.

			Los economistas explican con sobriedad que se trata de un «fallo del mercado» causado por «externalidades», es decir, costes no contabilizados. No es falso. El artículo cita un reciente estudio del Fondo Monetario Internacional (FMI) según el cual «los precios de los combustibles fósiles basados en el mercado no contabilizaron, en 2020, 5,9 billones de dólares de costes medioambientales mundiales, equivalentes al 6,8% del producto interior bruto mundial». El FMI estimó que la brecha aumentará hasta el 7,4% del PIB mundial en 2025.

			No es falso, sino engañoso. Los fallos del mercado ocurren todo el tiempo, con una intensidad cada vez mayor desde la anunciada «revolución del mercado» que ha asaltado el mundo desde que Ronald Reagan abrió las puertas al robo al por mayor hace cuarenta años. Pero la anodina expresión «fallo del mercado» no hace justicia al monstruoso crimen que están perpetrando las instituciones capitalistas respaldadas por el Estado.

			La prensa económica da pocas razones para ser optimista sobre el resultado de la COP26, pero conviene recordar que no tiene en cuenta lo que los seres humanos pueden conseguir, si así lo decidiesen. En lo que respecta a la acción y el esfuerzo humanos, el resultado de la COP26 no importa demasiado. Si los gobiernos hacen promesas, no las cumplirán sin el empuje de un amplio activismo popular. Si no hacen promesas, no se verán impelidos a formularlas sin un amplio activismo popular. El mensaje es prácticamente el mismo, sea cual sea el resultado: más trabajo, mucho más, en muchos frentes, sin excluir la dedicación a largo plazo para desmantelar las instituciones letales y las doctrinas que encadenan a la gente a ellas.

			 

			Bob, los aspectos económicos del calentamiento global y la estabilización del clima mundial son bastante sencillos. De hecho, se ha dado un amplio consenso sobre las repercusiones económicas del calentamiento global, aunque hay desacuerdo entre los economistas sobre las mejores soluciones para lograr reducciones significativas de las emisiones de carbono. ¿Por qué es tan difícil aplicar políticas climáticas viables incluso a escala nacional, por no hablar de la mundial?

			ROBERT POLLIN: Empecemos por el obstáculo más obvio para avanzar en políticas climáticas viables, que es la oposición implacable de las empresas de combustibles fósiles. Aquí me refiero por igual a las empresas privadas, como ExxonMobil y Royal Dutch Shell, y a las públicas, como Saudi Aramco, Gazprom en Rusia y Petrobras en Brasil. Supongamos que trabajamos con el objetivo establecido por el IPCC de estabilizar la temperatura media mundial en no más de 1,5ºC por encima de los niveles preindustriales. Dentro de ese marco, la investigación más reciente de Tyler Hansen muestra que el total de los activos «incombustibles» —es decir, que no pueden quemarse para producir energía si el mundo pretende alcanzar el objetivo de estabilización de 1,5ºC— que poseen estas empresas asciende a entre trece y quince billones de dólares. De este total, alrededor del 75% de los activos —es decir, entre diez y once billones de dólares— son propiedad de empresas públicas, y los tres a cinco billones restantes están en manos privadas. No debería sorprendernos que las empresas de combustibles fósiles luchen con todos los medios a su alcance para seguir beneficiándose espléndidamente de la venta de este petróleo, carbón y gas natural aún bajo tierra. No quieren oír hablar de deshacerse de quince billones de dólares en activos.

			Es cierto que las empresas nacionales de propiedad pública, que controlan en torno al 90% de las reservas totales de combustibles fósiles del planeta, no operan precisamente con los mismos imperativos de beneficio que las grandes corporaciones energéticas privadas. Pero debemos tener claro que esto no significa que estén dispuestas a comprometerse en la lucha contra el cambio climático simplemente porque su misión declarada sea servir a la ciudadanía y no a los accionistas privados, y porque nosotros, la ciudadanía, nos enfrentemos a una emergencia medioambiental mundial. Al igual que ocurre con las empresas privadas, la producción y venta de energía procedente de combustibles fósiles genera enormes flujos de ingresos para estas empresas públicas. Los proyectos de desarrollo nacional, las carreras lucrativas y el poder político dependen de que continúe el flujo de grandes ingresos procedentes de los combustibles fósiles.

			En general, por tanto, es evidente que no hay más remedio que combatir contra los intereses de estas empresas. Obviamente, eso no será fácil. Lo estamos viendo en Estados Unidos, con el senador Joe Manchin que hace todo lo posible para acabar incluso con las más mínimas disposiciones sobre el clima del programa Build Back Better de Biden. Manchin creó en Virginia Occidental su propia empresa de intermediación de carbón, de la que sigue obteniendo grandes beneficios. También lo vemos a escala mundial, con el presidente ruso Vladímir Putin lanzando funestas advertencias sobre la próxima escasez de energía si no aumentan las inversiones para ampliar el suministro de combustibles fósiles.

			Pero es fundamental reconocer que las empresas de combustibles fósiles no son el único obstáculo para avanzar en un proyecto viable de estabilización climática mundial. También está la cuestión de la pura inercia, que no puede pasarse por alto. Nos enfrentamos al reto de construir una nueva infraestructura energética mundial sobre los cimientos de la alta eficiencia y las energías renovables limpias, al tiempo que eliminamos progresivamente nuestra actual infraestructura energética dominada por los combustibles fósiles. Es un proyecto de enorme dificultad, incluso en las mejores circunstancias y aun dejando de lado las maquinaciones de las empresas de combustibles fósiles. Lo he experimentado de primera mano, por ejemplo, en nuestro proyecto en UMass-Amherst, en el que construimos el primer edificio de oficinas de emisiones cero del oeste de Massachusetts para albergar el departamento de Economía. Hay que aprender muchas formas nuevas de hacer las cosas en términos de ingeniería, uso de materiales y desarrollo de nuevas habilidades por parte de los trabajadores. También es necesario que la gente coopere con eficacia.

			Del mismo modo, está la cuestión, absolutamente crítica, de la «transición justa» para los trabajadores y las comunidades cuyo sustento depende, en la actualidad, de la industria de los combustibles fósiles. En mi opinión, la transición justa debe estar en el centro de cualquier proyecto global del Nuevo Pacto Verde. No se puede negar que estas personas y comunidades de todo el mundo saldrán perdiendo en la transición hacia la energía limpia. Para que este proyecto mundial tenga éxito, debe proporcionar un apoyo transitorio adecuado a dichos trabajadores y comunidades. Es una cuestión de simple justicia, pero también de política estratégica. Sin estos programas de ayuda, que deberían funcionar a gran escala, los trabajadores y las comunidades que se enfrentan a recortes a causa de la inversión en energía limpia lucharán, como es previsible y comprensible, para defenderse, a sí mismos y a su medio de vida. Esto, a su vez, dará lugar a retrasos inaceptables a la hora de aplicar políticas eficaces de estabilización climática.

			Mis colaboradores y yo hemos calculado los costes de un programa de transición justa muy generoso para todos los trabajadores de Estados Unidos vinculados actualmente a las industrias de combustibles fósiles y auxiliares, partiendo del supuesto de que toda la producción de estos se habrá cerrado en 2050. Este programa incluiría una garantía de reinserción laboral con salarios al menos equivalentes a la remuneración actual de los trabajadores, junto con garantías de pensión y, en caso necesario, ayudas para la recolocación. Calculamos que los costes totales ascenderían a una media de tres billones de dólares al año, lo que equivaldría aproximadamente al 1% del 1% (el 0,01%) del PIB medio estadounidense de aquí a 2050. En otras palabras: en términos de financiación, sería una cuestión trivial establecer este tipo de programa de transición justa en todo Estados Unidos.

			De hecho, se están produciendo movimientos pioneros en California para impulsar allí un programa de transición justa. Quienes lo dirigen son líderes sindicales visionarios, incluidos los del sindicato de trabajadores de las refinerías de petróleo estatales. Uno de ellos, Norman Rogers, vicepresidente de United Steelworkers Local 675, escribió en Los Angeles Times lo siguiente:

			 

			Aunque la transición energética es inevitable, una versión justa de ella no lo es tanto. Los trabajadores saben lo que ocurre cuando desaparecen industrias enteras: las empresas maniobran a nuestras espaldas, exprimen hasta la última gota de trabajo de una fábrica de automóviles, una acería o una mina de carbón moribundas y las cierran de la noche a la mañana, lo que devasta comunidades y despoja a los trabajadores de sus empleos, pensiones y asistencia sanitaria. El miedo a la pérdida de puestos de trabajo sin que haya un plan para cuando se inicie el cierre es real.

			 

			Rogers subraya: «Muchos hablan de una “transición justa”, pero nunca la hemos visto. Ningún trabajador […] creerá jamás que es posible una transición equitativa hasta que veamos programas estatales de creación de empleo y redes de seguridad detallados y plenamente financiados». Pero él, optimista, sostiene que «con un plan de transición equitativa plenamente financiado —que satisfaga la necesidad inmediata de una red de seguridad para los trabajadores y las comunidades y ofrezca una visión audaz para reestructurar nuestra economía— podemos poner en marcha la recuperación y hacer avanzar a los trabajadores, las comunidades y el área de California hacia un futuro más seguro».

			Que salga adelante un sólido programa de transición justa en California, dirigido por los sindicatos del estado, incluidos los de la industria de los combustibles fósiles, constituirá un modelo para que se adopten medidas comparables en todo Estados Unidos y en el mundo. Por tanto, el apoyo a iniciativas como esta debe ser una prioridad absoluta para Estados Unidos y el movimiento climático mundial.

			 

			China se ha convertido en una superpotencia económica mundial en las dos últimas décadas y, desde 2008, encabeza la lista anual de emisores de gases de efecto invernadero, aunque el panorama es diferente si nos fijamos en las emisiones de carbono per cápita. Sea como fuere, ¿qué tipo de condiciones financieras deben introducirse en países como China y en las economías emergentes para que la transición a los recursos energéticos limpios tenga éxito sin sacrificar el desarrollo económico y social?

			R. P.: Según los datos más recientes, las emisiones mundiales de dióxido de carbono ascendían a unos 34.000 millones de toneladas. China genera unos diez mil millones, el 30% de este total, lo que la convierte con diferencia en el país con mayor cuota de emisiones. Le sigue Estados Unidos, con unos cinco mil millones de toneladas, el 15% del total. Los países de la Unión Europea representan otro 9%. Así pues, China, Estados Unidos y la UE son responsables del 54% de las emisiones mundiales. Todos ellos tienen que reducirlas a cero a más tardar en 2050 para que haya alguna posibilidad de cumplir los objetivos del IPCC de un descenso del 45% para 2030 y economía global al cero neto para 2050.

			Es cierto que, en términos de emisiones per cápita, la cifra de China (7,4 toneladas por persona) sigue siendo menos de la mitad de la estadounidense (15,2 toneladas). Pero también es cierto que China debe pasar de su actual nivel total de emisiones de diez mil millones de toneladas a cero para 2050, del mismo modo que Estados Unidos necesita reducir sus emisiones de cinco mil millones de toneladas a cero.

			También se deduce que, aunque China, Estados Unidos y la UE consiguieran reducir sus emisiones a cero mañana, seguiríamos estando solo un poco más que a medio camino de alcanzar el objetivo global de cero emisiones, ya que el resto del mundo es hoy responsable de alrededor del 46% de las emisiones. Por tanto, es obvio que la transición a un sistema energético global limpio tiene que ser un proyecto, valga la redundancia, global. La transición tiene que avanzar en India, Vietnam, Australia, Kenia, Puerto Rico, Chile, Corea del Sur, Sudáfrica y México tanto como en China, Estados Unidos y la UE.

			Construir infraestructuras de energía limpia en las economías en desarrollo no supondrá sacrificar el desarrollo económico y social. El Nuevo Pacto Verde, aparte de en reducir las emisiones a cero, se centra en ampliar las oportunidades de empleo, elevar el nivel de vida de las masas y luchar contra la pobreza. Todos estos objetivos pueden alcanzarse de forma realista, ya que las inversiones en energía limpia serán un importante motor de creación de empleo. Además, el coste de invertir en energías limpias ya es inferior, por término medio, al de los combustibles fósiles. Construir infraestructuras de energía limpia también facilitará la expansión de nuevas formas de propiedad pública y privada; esto incluye la propiedad comunitaria a pequeña escala en comunidades rurales de bajos ingresos, como en el África subsahariana. Hasta la fecha, aproximadamente la mitad de estas comunidades siguen sin tener acceso a electricidad de ningún tipo, a pesar de las promesas hechas durante generaciones por políticos de todas las tendencias.

			Al mismo tiempo, no podemos esperar que los países de renta baja financien por sí solos programas de energía limpia y transición justa. He esbozado un marco global de financiación, en el que hay cuatro componentes principales. (También podrían ser viables otros enfoques). Estas cuatro fuentes de financiación son: 1) un impuesto mundial sobre el carbono, del que el 75% de lo recaudado se devuelva al público y el 25% se canalice hacia proyectos de inversión en energías limpias; 2) transferir fondos de los presupuestos militares de todos los países, pero principalmente de Estados Unidos; 3) eliminar todas las subvenciones existentes a los combustibles fósiles y canalizar el 25% de los fondos hacia inversiones en energías limpias; y 4) un programa de préstamos de bonos verdes, impulsado por la Reserva Federal estadounidense y el Banco Central Europeo, en el que participen también otros grandes bancos centrales de China, Reino Unido y Japón. Se pueden presentar argumentos sólidos a favor de cada una de estas medidas de financiación. Pero cada propuesta tiene también debilidades, incluso en cuanto a su viabilidad política. Por tanto, lo más sensato es combinar las medidas en un único paquete que minimice sus respectivas debilidades como medidas independientes.

			Analizo algunos detalles de estas propuestas en nuestro libro Climate Crisis and the Global Green New Deal, publicado en 2020. Pero consideremos brevemente la propuesta de financiación vía bonos verdes a modo de ejemplo. Este programa no sacará dinero del bolsillo de nadie. Más bien implicará que los principales bancos centrales del mundo impriman dinero cuando sea necesario. Sería lo mismo que ya hicieron durante la crisis financiera mundial de 2007-2009 y durante la recesión a raíz de la COVID, solo que a una escala mucho más modesta que la generosidad que dichos bancos prodigaron hacia Wall Street y la élite financiera mundial para mantenerlos a flote. Para que quede claro, no estoy sugiriendo que la Reserva Federal estadounidense o el Banco Central Europeo deban recurrir a esta política —lo que técnicamente se conoce como «monetización de la deuda»— de forma rutinaria. Pero debemos tener igualmente presente que se trata de una opción del todo legítima que los bancos centrales tienen a su disposición y que debería ejercerse en situaciones de crisis. Nótese aquí que los fondos los generarán los principales bancos centrales, pero luego se distribuirán globalmente de forma equitativa para suscribir los proyectos de inversión en energía limpia a escala en todas las regiones del planeta. Los bancos públicos de inversión de todas las regiones, pero especialmente de los países de renta baja, servirán entonces como conductos principales para sacar adelante proyectos de inversión específicos.

			 

			¿Cuál considerarías que sería el resultado óptimo de las conversaciones en la cumbre COP26?

			R. P.: El resultado óptimo sería que la cumbre no produjera otra ronda de lo que Greta Thunberg ha descrito acertadamente como el «bla, bla, bla» que ha resultado de anteriores reuniones de este tipo. La COP26 debe establecer compromisos verdaderamente vinculantes para todos los países que incluyan lo siguiente:

			 

			1. Cumplir al menos los objetivos de reducción de emisiones del IPCC, es decir, un recorte del 45% de las emisiones globales para 2030 y cero emisiones para 2050.

			2. Organizar sólidos programas de transición justa en todos los países y regiones, para apoyar a los trabajadores y a las comunidades que se verán afectados negativamente por el proyecto de reducción de emisiones.

			3. Pagar estos compromisos vinculantes mediante medidas de financiación igualitarias.

			 

			Noam, el impacto de las actividades humanas sobre el medio ambiente es tan real y profundo que pasado, presente y futuro están interrelacionados de tal manera que no puede haber confusión entre lo empírico y lo normativo. La crisis climática ha creado una tormenta global y la cooperación y la solidaridad son requisitos esenciales para la supervivencia del planeta. Sin embargo, dada la ingente tarea que tenemos por delante (reducir y, en última instancia, eliminar las emisiones, avanzando al mismo tiempo en un marco de desarrollo que abarque los países desarrollados así como en vías de desarrollo y que garantice una transición socialmente justa), ¿cómo animamos a los activistas y a los ciudadanos preocupados por el tema a seguir comprometidos con una lucha cuyo resultado es incierto sin sucumbir al derrotismo?

			N. C.: Los resultados siempre han sido inciertos. El derrotismo no es una opción; se traduce como «suicidio de la especie, derribando con él gran parte de la vida en la tierra».

			Se han dado algunos pasos. Fundamentalmente, existe una comprensión generalizada de las medidas que pueden tomarse de forma realista para evitar el desastre inminente y avanzar hacia un mundo mucho mejor. Esto incluye los exhaustivos estudios de Robert Pollin, amigo y colega, del economista Jeffrey Sachs y de la Agencia Internacional de la Energía, que comparten todos ellos conclusiones similares por lo general. Estos resultados también llegaron hasta el Congreso de Estados Unidos, en una resolución de 2019 gracias a la diputada Alexandria Ocasio-Cortez y al senador Ed Markey. Todo está ahí para que se actúe en consecuencia.

			Y mientras el senador Joe Manchin trabaja con asiduidad para bloquear cualquier acción del Congreso que se aparte de la sentencia de muerte de «no eliminación» dictada por las corporaciones energéticas, sus compromisarios de Virginia Occidental se muestran más preocupados por la supervivencia. Un informe reciente de United Mine Workers, el sindicato de mineros, reconoce que «el cambio se acerca, lo busquemos o no. Demasiados, dentro y fuera de las cuencas mineras, han mirado hacia otro lado cuando se trata de reconocer y abordar específicamente cuál debe ser ese cambio, pero no podemos ignorarlo por más tiempo».

			El sindicato apoya la transición a las energías renovables, insistiendo con razón en que los trabajadores encuentren buenos empleos; de hecho, deberían ser mejores empleos, algo que puede lograrse fácilmente si se siguen las líneas que Bob Pollin ha expuesto en sus estudios y transmitido al público en su trabajo de base en Virginia Occidental y otros estados mineros, donde los sindicatos avanzan en la misma dirección.

			También ha habido avances considerables desde la COP21: reducción del coste de la energía sostenible, pasos significativos hacia la electrificación y una presión constante para hacer más, sobre todo por parte de los jóvenes, los que tendrán que soportar las consecuencias de nuestra insensatez y de la traición a sus esperanzas. La reciente huelga climática mundial fue un ejemplo digno de mención.

			Otro signo esperanzador es que el movimiento obrero se ha recuperado de los golpes asestados entre el Estado y las empresas, que fueron seña de identidad de los años neoliberales desde el inicio y hunden sus raíces en los orígenes de dicha doctrina, en la Viena de entreguerras. Hay muchos indicios que nos recuerdan la década de 1930. El vibrante movimiento obrero estadounidense había sido casi aplastado por la violencia estatal-corporativa. Pero al llegar la Depresión, empezó a revivir, y abanderó las medidas del New Deal hacia la democracia social, que mejoraron enormemente la vida de muchos estadounidenses, aunque no de todos. No fue hasta finales de la década de 1970 cuando la contraofensiva empresarial recuperó la fuerza suficiente para restaurar un sistema de desigualdad radical y suprimir los derechos básicos de la gran mayoría. Hoy en día se está desafiando, y puede que superando, ese asalto. Una señal entre muchas es el rechazo masivo a volver a los empleos pésimos, peligrosos y precarios que se ofrecieron a los trabajadores durante la guerra de clases neoliberal. El catastrófico «fracaso del mercado» de la destrucción medioambiental es un factor catalizador.

			Si eso ocurre, podemos esperar —y tratar de alimentar— un renacimiento de los rasgos fundamentales del activismo obrero de los primeros días de la Revolución Industrial, entre ellos la solidaridad y el internacionalismo. Estamos todos juntos en esto, no cada uno por su cuenta intentando recoger cuantas las migajas pueda para sí mismo. Esa conciencia de clase es esencial para sobrevivir, en casa y en el extranjero.

			En particular, debe ponerse fin a los enfrentamientos provocadores con China y replantearse seriamente la supuesta «amenaza» que se dice que representa, experiencias por las que ya hemos pasado antes con consecuencias nefastas y que ahora son literalmente una cuestión de supervivencia. O Estados Unidos y China cooperan para abordar las crisis urgentes actuales, o estamos condenados.

			Las opciones que se nos presentan son tajantes. No pueden eludirse ni ignorarse.

		

	
		
			EL FRACASO DEL PROGRAMA «BUILD BACK BETTER» DEMUESTRA QUE REPUBLICANOS Y DEMÓCRATAS SIRVEN AL PODER CORPORATIVO17

			 

			 

			 

			Noam, más de dos décadas después del «fin [del] bienestar tal y como lo conocemos», los demócratas tienen la oportunidad de remodelar la red de seguridad del país y acortar distancias con sus homólogos liberal-demócratas en materia de programas de protección social, así como de luchar contra la crisis climática. Sin embargo, en un giro quizá poco sorprendente, parece que los elementos obstruccionistas dentro del Partido Demócrata se asegurarán de que Estados Unidos siga siendo una notable excepción entre los países desarrollados por no tener un gran estado de bienestar. De hecho, Joe Manchin, uno de los senadores demócratas que obstaculizan la aprobación de la ley de reconciliación, dijo que Estados Unidos no debe convertirse en una «sociedad de derechos». ¿Cómo valoras el drama que se ha visto en el Congreso en torno a los tres billones y medio de dólares en infraestructuras, programas sociales y lucha contra la crisis climática, y qué nos revela esta experiencia sobre el estado de la política estadounidense en la era post-Trump?

			No es post-Trump, por desgracia. El expresidente está lejos de ser cosa del pasado. Es el dueño de la base de votantes, cada vez más radicalizada, del Partido Republicano. Los dirigentes de este se escabullen a su palacio de Mar-a-Lago para implorar su bendición, y a los pocos que se atreven a levantar la cabeza se la cortan rápidamente.

			Los demócratas de derechas (mal llamados «moderados») les siguen la corriente por sus propias razones. Estas no son difíciles de discernir en algunos casos: no sorprende que un magnate del carbón que es el principal receptor de fondos de los combustibles fósiles del Congreso —Manchin— proclame el lema de dicha industria, «no a la eliminación», o que una de las principales receptoras de donaciones de la industria farmacéutica —la senadora Kyrsten Sinema— frene las tan necesarias reformas del precio de los medicamentos. Eso es normal en un sistema político sumido en la corrupción.

			Pero la podredumbre es más profunda.

			A menudo se ha observado que Estados Unidos tiene un sistema político unipartidista —el partido empresarial— con dos facciones, demócratas y republicanos. En el pasado, la facción republicana ha tendido a dedicarse a las preocupaciones de los más ricos y del sector empresarial pero, con el resurgimiento de la guerra de clases unilateral llamada «neoliberalismo» bajo la presidencia de Ronald Reagan, ha ido descarrilando. Ahora apenas se parecen a un partido político en una democracia funcional. Desde los años del difunto presidente Jimmy Carter, los demócratas no se han quedado atrás, al convertirse en un partido de profesionales acomodados y donantes de Wall Street, dejando a la clase trabajadora entregada a su más acérrimo enemigo.

			Una de las afirmaciones ocasionalmente ciertas de Trump fue que los republicanos nunca podrían ganar unas elecciones justas blandiendo su programa real. Consciente de ello, desde la estrategia sureña de Richard Nixon, el partido ha movilizado a los votantes en torno a «cuestiones culturales» —supremacía blanca, aborto, armas, familia patriarcal tradicional, Dios (favoreciendo el cristianismo evangélico)—, cualquier cosa que no levante la liebre de a quién sirven fielmente. De este modo, al menos pueden mantenerse en la carrera, explotando las características, profundamente antidemocráticas, del sistema electoral, con sus ventajas incorporadas para su base de votantes, que proceden en su mayoría del medio rural.

			Todo esto y más se ha debatido en profundidad en otros lugares. No hace falta que nos extendamos aquí. Está ocurriendo ahora mismo en los pasillos del Congreso. La medida en que Estados Unidos es un «caso atípico» nos deslumbra miremos donde miremos, a veces de formas que rozan la obscenidad. Por ejemplo, la baja por maternidad remunerada. En Estados Unidos: ninguna. En el siguiente país más grande del hemisferio, Brasil: unos cuatro meses. Eso además de la asistencia sanitaria universal, la educación superior gratuita y otras prestaciones públicas que hay en casi todas partes.

			Para ser justos, el país más rico del mundo, con ventajas sin parangón, no es el único que niega el permiso retribuido a las madres primerizas (¿padres? Olvídense de ello): se le unen Islas Marshall, Estados Federados de Micronesia, Nauru, Palaos, Papúa Nueva Guinea y Tonga.

			Recientemente, un columnista del Financial Times bromeó diciendo que si el senador Bernie Sanders estuviera en Alemania, podría presentarse en la candidatura democristiana de derechas. No es una ocurrencia, ni un comentario sobre Sanders. Más bien lo es sobre el sistema socioeconómico que se ha creado en el Estado de partido único, de forma dramática, en la era de la viciosa guerra de clases desde Reagan.

			No siempre fue así. En la década de 1930, mientras la Europa continental sucumbía al fascismo, Estados Unidos se forjó un camino hacia la socialdemocracia sobre una ola de activismo laboral militante, una política viva y diversa y una administración que simpatizaba con ello. Años antes, Estados Unidos había sido pionero en la educación pública de masas, una importante contribución a la democracia y la justicia social; Europa se quedó muy atrás.

			Es más que irónico que ahora Europa defienda una socialdemocracia hecha jirones mientras Estados Unidos se inclina hacia el protofascismo liderado por Trump, o que bajo la presidencia de este último la Secretaría de Educación intentase desmantelar la educación pública siguiendo los principios neoliberales. Todo ello hunde sus raíces en las doctrinas «libertarias» de Milton Friedman, James Buchanan y otras figuras destacadas del movimiento, estrechamente vinculado desde el principio al ataque contra la «extralimitación» del Gobierno por eliminar la segregación en las escuelas.

			Merece la pena recordar que esta doctrina se originó en la amarga guerra de clases de la Austria de entreguerras, como ya hemos apuntado antes, y que en la era neoliberal ha reverdecido sus laureles.

			El esfuerzo de Biden por acercar un poco a Estados Unidos a las normas humanas de otros países de la OCDE aún no ha muerto, pero ha quedado prácticamente neutralizado en el Congreso. La organización republicana se opone firmemente. Imponen como línea roja la conservación íntegra de su único logro legislativo durante el mandato de Trump, «la Ley de Alivio de Donantes» de 2017 —como Joseph Stiglitz denominó al robo al por mayor—, que abrió un enorme agujero en el déficit (por una «buena» causa, así que de acuerdo). Por una encantadora coincidencia, este regalo de casi dos billones de dólares a los más ricos y al sector empresarial es más o menos lo mismo que los míseros restos del proyecto de ley de reconciliación de Biden (repartidos en diez años) que apenas han sobrevivido al asalto de la derecha.

			Esta vez la «amenaza del déficit» definitivamente no está bien, como se proclama a bombo y platillo. Esta vez no se trata de una buena causa. Destinatarios equivocados: los pobres, los trabajadores, las madres y otras «no personas».

			 

			¿Deberían los progresistas seguir oponiéndose al proyecto de ley sobre infraestructuras si el Congreso se niega a aprobar el proyecto de ley sobre la red de seguridad social en su versión original?

			Es cuestión de táctica, no de principios. Eso no quiere decir que carezca de importancia. La elección de la táctica puede tener consecuencias de gran alcance. Más bien significa que no es fácil de responder. Hay muchos aspectos imponderables, entre ellos, cómo afectará a las próximas elecciones. En años anteriores, a menudo no importaba mucho qué facción del partido empresarial se hacía con el poder. En los últimos años, sí lo ha sido. El protofascismo está en marcha. Peor aún; como hemos comentado en otro lugar, avanzamos hacia un precipicio del que no habrá retorno. Cuatro años más de trumpismo podrían decantar la balanza.

			¿Qué respuesta a la pregunta que planteas reducirá la probabilidad de catástrofes inminentes? No veo una solución fácil. Puede que la pregunta ya sea discutible, con los recortes despiadados del proyecto de ley de reconciliación.

			 

			¿No habrá graves consecuencias políticas si los demócratas desperdician la oportunidad de reformular las prioridades federales? Al fin y al cabo, la mayoría de los estadounidenses parecen apoyar el programa Build Back Better de Biden.

			Los republicanos han seguido una política cuidadosa y bien pensada para mantener el poder como partido minoritario dedicado al gran capital y a las corporaciones. Lo ha anunciado abiertamente el más malintencionado y políticamente poderoso del grupo: el líder de la minoría del Senado, Mitch McConnell, repitiendo lo que ya funcionó bien para su causa reaccionaria durante los años de Obama (ayudado por la rápida traición de este último a quienes creyeron en la bonita retórica sobre «esperanza y cambio»).

			De momento, les está funcionando de nuevo. En tal caso, con Trump y sus acólitos volviendo al poder gracias a esta malevolencia, estaremos bien encaminados hacia el protofascismo y caeremos por el precipicio. El fracaso de los esfuerzos de Biden por reformular las prioridades federales tendrá un terrible coste humano. Más allá de eso, también proporcionará un arma para la estrategia de McConnell de perjudicar al país todo lo posible y culpar del resultado a los demócratas.

			Es brutal, pero no estúpido.

			¿Hay alguna forma de evitar estas graves consecuencias políticas? No dentro de los confines del sistema político, profundamente corrupto y antidemocrático. La única forma que ha funcionado antes, y que puede funcionar ahora, es la presión popular masiva: lo que los poderosos llaman «los campesinos que vienen con las horcas».

			 

			Trump lleva varios meses fuera de la presidencia, pero su influencia entre los votantes republicanos no se ha tambaleado. ¿Qué es lo que sigue impulsando a los partidarios de Trump?

			Lo hemos discutido a menudo antes, y varios científicos sociales han investigado a fondo el asunto: el trabajo más convincente, en mi opinión, es el de Tony DiMaggio.

			Trump ha demostrado ser un verdadero genio a la hora de aprovechar venenos profundamente arraigados en la historia de Estados Unidos y en la cultura contemporánea, y de presentarse como «tu salvador» —incluso como «el elegido»— mientras te apuñala por la espalda. No es un logro pequeño para una persona con pocos talentos aparte de la argucia, el fraude y el manejo de la bola de demolición para arrasar todo lo que no puede reclamar como suyo.

			Pero no se trata solo de Trump. También podemos preguntarnos por qué triunfó la estrategia sureña de Nixon, o el racismo bastante manifiesto de Reagan —y, en su caso, aparentemente sincero—. Podemos preguntarnos por qué arraigaron los fraudes del aborto y de las armas, o por qué, frente a pruebas abrumadoras, ciertos sectores de la izquierda se unen a la extrema derecha en campañas antivacunas, con enormes consecuencias humanas, o por qué «más de la mitad de los partidarios del presidente Trump [en 2020] abrazaron la teoría de la conspiración de QAnon sobre una red satánica mundial de pedofilia que conspiraba contra el 45.º presidente de Estados Unidos», que intentaba valientemente salvar a los niños de «destacados pedófilos» como Biden, Hillary Clinton y otros sospechosos del «Estado profundo».

			Los signos del colapso del orden social son demasiado numerosos y nos resultan demasiado familiares como para repasarlos una vez más. En gran medida, esto puede atribuirse al impacto de la unilateral y despiadada guerra de clases librada en los últimos cuarenta y tantos años. Pero las raíces culturales e históricas son más profundas. No se trata solo de Estados Unidos. El racismo y la xenofobia europeos son incluso más malévolos en algunos aspectos. Una prueba son los cadáveres del Mediterráneo, víctimas del frenesí de Europa por dedicarse a torturar a los supervivientes de sus siglos de destrucción de África.

			Desvelar las raíces de tales patologías (y no solo de estas) no es una empresa meramente académica. Podemos añadir las patologías de los ricos y los poderosos (incluidos los indeseables que le cuelgan el epíteto a los demás); estas han tenido muchas más consecuencias y los esfuerzos por comprenderlas nos sirven, sobre todo, como guía para la autorreflexión y para la acción en busca de remedios.

			Y deprisa. A nuestra extraña especie no le sobra el tiempo.

		

	
		
			LOS MANIFESTANTES CONGREGADOS FRENTE A LA COP26 OFRECEN MÁS ESPERANZAS QUE LA PROPIA CUMBRE18

			 

			 

			 

			La COP26, promocionada como nuestra «última esperanza» para evitar la catástrofe climática, ha resultado en un «compromiso», según el secretario general de las Naciones Unidas, António Guterres, mientras los activistas realizaban una ceremonia fúnebre en la Necrópolis de Glasgow para simbolizar el fracaso de la cumbre. Noam, ¿puedes darnos tu análisis del acuerdo climático de la COP26?

			NOAM CHOMSKY: En Glasgow hubo dos acontecimientos. Dentro de los salones palaciegos y en las calles. Puede que no estuvieran del todo en guerra, pero el conflicto era agudo. Dentro de los salones, la voz dominante se hacía eco, sobre todo, de las preocupaciones del contingente más numeroso, los grupos de presión empresariales; algo así como el Congreso de Estados Unidos, donde el impacto de estos grupos, siempre significativo, se ha disparado desde la década de 1970, a medida que se recrudecía el asalto neoliberal dirigido por las empresas contra la población en general. La voz de los salones pronunciaba algunas palabras bonitas, pero con poca sustancia. En las calles, decenas de miles de manifestantes, en su mayoría jóvenes, pedían desesperadamente medidas reales para salvar el mundo de la catástrofe que se avecina.

			El resultado de este conflicto determinará el curso de la historia o, más exactamente, si la futura historia humana será «desagradable, brutal y breve» (citando las palabras del filósofo Thomas Hobbes) o estará llena de promesas y oportunidades.

			El conflicto está muy bien encapsulado en un informe del Instituto Nacional de Investigaciones Espaciales de Brasil. Está fechado a 27 de octubre [de 2021], pocos días antes de que se inaugurara la COP26, con espacio para bellas palabras y promesas elocuentes sobre la salvación de los bosques amazónicos, un recurso precioso para el futuro de Brasil y del mundo.

			El Instituto informó de que «la superficie deforestada en la Amazonia brasileña alcanzó su nivel más alto en quince años tras un aumento del 22% respecto al año anterior, un resultado que choca con los recientes intentos del Gobierno de Jair Bolsonaro de apuntalar su credibilidad medioambiental», por decirlo educadamente.

			Los portavoces de varias organizaciones ecologistas brasileñas e internacionales lo expresaron de forma menos cortés. Uno dijo: «Estamos viendo cómo destruye la selva amazónica un Gobierno que hizo de la destrucción medioambiental su política pública». Otro dijo: «Este es el Brasil real que el Gobierno de Bolsonaro intenta ocultar con discursos fantasiosos y greenwashing en el extranjero. La realidad muestra que el Gobierno de Bolsonaro aceleró el camino de la destrucción de la Amazonia».

			Dentro de los salones se pronunciaron muchos «discursos fantasiosos», mientras que el mundo exterior reveló otras cosas que «se les echan en cara». Dentro, hubo gran entusiasmo por los ciento treinta billones de dólares que aportarán las instituciones financieras para rescatarnos. El negociador jefe de Estados Unidos, John Kerry, exultaba porque el mercado está ahora de nuestro lado.

			Puede que tenga razón, si entendemos que la expresión «el mercado» no se refiere al concepto «fantasioso» que se conjura en el discurso público, sino al mercado del mundo real: lo que Robert Pollin y Gerald Epstein llaman la «economía de rescate» neoliberal.

			El economista político Adam Tooze explica cómo funciona el mercado sagrado en este caso. Los préstamos de los titulares del paquete de rescate de ciento treinta billones de dólares «no serán concesionales», escribe.

			 

			Los billones, insistió Kerry ante la audiencia en Glasgow, obtendrán una tasa de rentabilidad adecuada. Pero ¿cómo llegarán entonces a los países de renta baja? Después de todo, si hubiera una posibilidad decente de obtener beneficios cableando África occidental para la energía solar, los billones ya estarían trabajando. Para eso Larry Fink, de BlackRock, el mayor gestor de fondos del mundo, tiene una respuesta preparada. Puede destinar miles de millones a la transición energética en los países de renta baja, si el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial están ahí para «reducir el riesgo» de los préstamos, absorbiendo las primeras pérdidas en los proyectos de África, América Latina y Asia. Fluirá aún más dinero si hay un precio del carbono que dé a la energía limpia una ventaja competitiva.

			 

			«Es una solución limpia —añade—: la misma solución limpia neoliberal que se ha ofrecido repetidamente desde la década de 1990. La misma solución que no se ha aplicado». Y no lo hará a menos que los amables contribuyentes (excluyendo a los ricos, a quienes se facilitan formas de eximirse) cumplan con su deber neoliberal en la «economía de rescate».

			Otros añadieron su propia interpretación de la elevada retórica de los pasillos. Washington no podía ser menos. «Debemos aprovechar este momento», declaró Joe Biden en Glasgow. A su regreso a casa, «inauguró la mayor venta de arrendamientos de petróleo y gas de la historia de Estados Unidos», consumando un programa que había puesto en marcha Donald Trump.

			En su defensa, la Administración sostuvo que estaba obligada a proceder debido a «un mandato judicial preliminar emitido por un juez federal en junio [de 2021], que decía que la propuesta de suspender los nuevos arrendamientos sería ilegal». Los grupos ecologistas señalan diversas opciones, pero las principales conclusiones nos miran fijamente a la cara: las instituciones reinantes, ya sean federales o judiciales, no están dispuestas a tomar las medidas necesarias para salvarnos de la catástrofe.

			Las amenazas aumentarán cuando, como parece probable, el partido negacionista vuelva al poder, tras haber bloqueado con éxito programas gubernamentales que ayudarían a la población pero reforzarían su oposición política, junto con una avalancha de mentiras sobre salvar a niños pequeños inocentes de los villanos de la «teoría crítica de la raza», que les están enseñando que son opresores brutales por naturaleza, y cualquier otra histeria que puedan azuzar.

			Cuando Trump se hizo con el partido, el porcentaje de votantes republicanos que consideraba el calentamiento global un «problema grave» disminuyó del 49% al 39%, mientras que «la proporción de demócratas que ven el cambio climático como una amenaza existencial aumentó once puntos hasta el 95% en siete años». No es difícil imaginar cómo el destructor y sus secuaces explotarán alegremente la renovada oportunidad de correr a la mayor velocidad posible hacia puntos de inflexión irreversibles mientras enriquecen a sus amos corporativos.

			La «última y mejor esperanza» en Glasgow no era la conferencia de ciento veinte líderes mundiales, sino el combate que tenía lugar en las calles de fuera. Los participantes en esas protestas son quienes pueden obligar a los poderosos de gobiernos y corporaciones a moverse con rapidez y utilizar las herramientas disponibles para detener la carrera hacia la destrucción y crear un mundo mejor.

			 

			¿Podemos albergar esperanzas a partir de la promesa hecha por los países reunidos en Glasgow de «revisar y reforzar» los nuevos planes para finales de 2022, o debemos interpretarla como otra patada hacia delante por parte de los líderes mundiales?

			N. C.: En Glasgow se produjeron algunos avances positivos en los pasillos, aunque muy lejos de lo que se necesita urgentemente. La cuestión de cómo interpretar el compromiso me trae a la mente la undécima tesis de Karl Marx sobre Ludwig Feuerbach: la tarea de quienes están comprometidos con una supervivencia digna no es interpretar el compromiso, sino actuar para garantizar que sea algo más que verborrea piadosa.

			 

			Bob, en primer lugar, ¿cómo valoras los principales resultados de la COP26, y qué opinas de la postura de aquellos países que se opusieron ferozmente a los llamamientos para incluir los combustibles fósiles en cualquier acuerdo final y eliminar gradualmente las subvenciones al carbón y a dichos combustibles?

			ROBERT POLLIN: Lo primero que hay que decir sobre la conferencia COP26 es que demostró, una vez más, la asombrosa capacidad de los diplomáticos de alto nivel para debatir cuestiones de supervivencia humana casi totalmente desconectadas de la realidad. Por ejemplo, se consideró un logro de la conferencia que, por primera vez, se reconociera oficialmente que la quema de combustibles fósiles para producir energía es una causa del cambio climático. La única forma en la que podemos considerar este progreso es en relación con el completo absurdo de que los veinticinco acuerdos anteriores de la COP no habían reconocido la realidad, establecida desde hacía tiempo, de que la quema de combustibles fósiles es responsable de producir alrededor del 75%-80% de los gases de efecto invernadero que causan el cambio climático.

			Más allá de esta medida de «progreso», los diplomáticos de la COP26 siguieron discutiendo sobre si se oponían, «y punto», a que los gobiernos concedieran subvenciones a los combustibles fósiles o, más bien, si solo se oponían a aquellas subvenciones que fueran «ineficaces», signifique eso lo que signifique. No sorprende que el documento final acabara oponiéndose únicamente a las subvenciones «ineficaces». Del mismo modo, al final de las reuniones, China e India consiguieron que el texto original, que se refería a la «eliminación progresiva» del carbón, se sustituyese por «reducción progresiva».

			En medio de estos ejercicios de palabrería, la realidad subyacente es que, incluso con todas las promesas realizadas en la última gran conferencia COP, la COP21 de París de 2015, no se ha conseguido casi nada en cuanto a la reducción de las emisiones de CO2. Así, en su «Perspectiva Energética Mundial» de 2021, la Agencia Internacional de la Energía prevé que, según su escenario de «políticas declaradas» —es decir, un escenario que tiene en cuenta todas las promesas de los gobiernos hechas en París junto con lo que han logrado realmente en relación con estas promesas—, las emisiones mundiales de CO2 no disminuirán en absoluto a partir de 2030 y lo harán en menos del 6% a partir de 2050: de 36.000 millones de toneladas de emisiones actuales a 33.900 millones de toneladas en 2050. Esto, de nuevo, en el contexto de los Acuerdos de París, en los que los ciento noventa y seis países se comprometieron a estabilizar la temperatura media mundial en 1,5ºC por encima de los niveles preindustriales. Para conseguirlo, el IPCC ha establecido que las emisiones mundiales de CO2 deben descender un 45% para 2030 y llegar a cero en 2050.

			Todo esto nos advierte que nunca avanzaremos hacia una estabilización climática viable si simplemente confiamos en las palabras y los compromisos alcanzados en cualquiera de esos documentos diplomáticos. La única manera de avanzar realmente hacia una estabilización climática viable es mediante la organización política de base que obligue a los gobiernos a tomar medidas que, de otro modo, nunca tomarán. Si la COP26 dejó alguna buena noticia, es que los activistas demostraron toda su fuerza en las calles de Glasgow y no se los pudo ignorar.

			Su presencia obligó a hacer algunas concesiones en el documento final: aproximadamente la mitad de las casi doscientas delegaciones nacionales acordaron reducir las emisiones de metano en un 30% a partir de 2030. El pleno de la COP26 se comprometió a poner fin a la deforestación para 2030, y también reconoció «con profundo pesar» que los países ricos, responsables de la crisis climática, no han cumplido sus promesas financieras de apoyar los programas de transición ecológica en los países de renta baja. Sigue siendo una incógnita si este «profundo pesar» se traducirá en compromisos financieros serios que realmente se cumplan.

			 

			¿Por qué es tan lenta la transición a la energía limpia? ¿Es cuestión de falta de inversiones y de conocimientos tecnológicos, o de algo más?

			R. P.: Según algunas métricas, la transición a la energía limpia avanza con bastante rapidez. Por ejemplo, en 1985, la energía solar proporcionaba menos del 0,01% del suministro eléctrico mundial. En 2020, esa cifra ascenderá al 3,3%. Esto supone un aumento de casi el 3000% en treinta y cinco años. Por supuesto, hemos empezado en 1985 con una base minúscula de producción solar. Y lo que es más importante, el nivel de suministro solar no puede quedarse estancado en el 3% de la electricidad para cumplir los objetivos climáticos. Más bien tiene que situarse entre el 60% y el 70% a partir de 2050.

			Un factor importante que había impedido una expansión más rápida de las energías renovables limpias es el coste. En 2010, el coste medio mundial de producir un kilovatio de electricidad mediante energía solar era de treinta y ocho céntimos. En 2020, el dicho coste había descendido a menos de siete céntimos. Mientras tanto, el coste medio comparativo de la electricidad generada con combustibles fósiles ha mantuvo estable durante esa década entre cinco y quince céntimos por kilovatio hora. En otras palabras, la energía solar es ahora totalmente competitiva en costes con los combustibles fósiles, cosa que no sucedía antes. Tanto la energía eólica terrestre como la marina son ahora del todo competitivas en costes con los combustibles fósiles. Por tanto, cuando incluimos las inversiones en eficiencia energética junto con aquellas en energías renovables, el resultado global es que esta infraestructura de energía limpia puede proporcionar tanto una economía de emisiones cero como costes energéticos más bajos.

			No obstante, aunque los costes de las energías renovables han bajado mucho, aún quedan pendientes varios problemas críticos. Uno es la intermitencia del suministro de energía solar y eólica, es decir: el sol no brilla por la noche y el viento no sopla todo el día en todas partes. Así que hay que abordar cuestiones de transmisión y almacenamiento: por ejemplo, ¿cómo suministrar electricidad eólica de forma fiable y a bajo coste desde una granja del oeste de Pensilvania hasta el centro de Philadelphia? Se está avanzando mucho en la resolución de estas cuestiones. Pero también hay que tener en cuenta que no necesitamos resolverlas por completo ahora mismo, antes de poder proceder a la transición hacia una energía limpia. No vamos a eliminar el uso de combustibles fósiles la semana que viene, pase lo que pase. Tenemos aproximadamente dos décadas para desarrollar las tecnologías de transmisión y almacenamiento que necesitaremos para que la economía mundial funcione con un suministro energético 100% renovable.

			Otro reto que plantea la construcción de la infraestructura de energías renovables es el uso del suelo. La cuestión ha surgido en muchos lugares. ¿Dónde ubicamos los aerogeneradores y los conjuntos de paneles solares sin destrozar los barrios o los entornos naturales? Parte de la solución consiste en aprovechar al máximo las superficies artificiales: por ejemplo, colocar paneles solares en los tejados o construir marquesinas solares en los aparcamientos. Estas medidas son cada vez más viables, ya que los costes de las instalaciones solares, incluso las residenciales, están alcanzando ahora la paridad de costes tanto con los combustibles fósiles como con las granjas solares a escala comercial. Lo mismo ocurre con las plataformas eólicas marinas.

			Así pues, en términos generales, las cuestiones de la tecnología, la intermitencia y el uso del suelo se están abordando con eficacia a pesar del insuficiente apoyo gubernamental. Aun así, deben conseguirse los fondos necesarios para construir esta infraestructura mundial de energía limpia; requerirá en torno al 2,5%-3% del PIB mundial al año, es decir, unos dos billones y medio de dólares el año que viene [2022], y luego una media de cuatro billones y medio de dólares anuales de aquí a 2050, según las cifras publicadas en nuestro libro Climate Crisis and the Global Green New Deal.

			Lo que quedó claro en la COP26 es que nunca habrá financiación gubernamental suficiente sin luchas políticas de por medio. Y ello a pesar de que el 2,5% del PIB que se necesita puede proporcionarse fácilmente mediante algunas herramientas de financiación que hemos apuntado anteriormente. Por ejemplo, convirtiendo las subvenciones a los combustibles fósiles en subvenciones a las energías limpias, transfiriendo entre el 5% y el 10% del gasto militar a inversiones en energías limpias, o haciendo que los principales bancos centrales compren de los llamados bonos verdes. La compra de estos bonos podría corresponder al 2% del rescate que la Reserva Federal inyectó en Wall Street para evitar el colapso financiero en plena recesión a causa de la COVID.

			 

			La congresista demócrata Alexandria Ocasio-Cortez dijo que la gente no debe esperar que las cumbres internacionales sobre el clima como la COP26 o los gobiernos resuelvan la crisis climática, pero al mismo tiempo defendió el Nuevo Pacto Verde. ¿Cómo podemos hacer realidad los objetivos de este último desde la base?

			N. C.: ¿Cómo se llevó a cabo el New Deal, o cualquier otro paso adelante en la historia de la humanidad? Prácticamente sin excepción, mediante un activismo dedicado y persistente. Esta vez no será diferente.

			Los elementos están ahí. Gracias en gran medida al compromiso de Bob Pollin, respaldado por un sólido trabajo analítico, los sindicatos están haciendo suya la causa. Eso incluye a United Mine Workers, que le ha tomado la delantera al magnate del carbón, el senador Joe Manchin, aliado con los republicanos para bloquear las medidas que pretenden invertir la carrera hacia la destrucción.

			Hay muchos precedentes de trabajadores organizados que toman la iniciativa, como sucedió para que fructificara el New Deal. Uno de los primeros activistas medioambientales fue Tony Mazzocchi, del Sindicato Internacional de Trabajadores de la Química y la Atómica, que son las víctimas más inmediatas del envenenamiento de la atmósfera. Sus esfuerzos por formar un Partido Laborista estadounidense fracasaron, pues no es fácil en el sistema político del país, rígidamente monopolizado, pero se puede progresar incluso en este terreno. Hay signos alentadores de que el movimiento obrero se está recuperando del amargo asalto neoliberal de los últimos cuarenta años. La oleada sin precedentes de «muertes por desesperación» entre la clase obrera blanca está provocando un malestar que puede, y debe, superarse y dirigirse hacia el tipo de acción militante que hace noventa años creó la base para la socialdemocracia en Estados Unidos, mientras Europa se sumergía en el horror fascista.

			Un tercio de los estadounidenses, en su inmensa mayoría republicanos, ni siquiera consideran que el calentamiento global (por no hablar de la crisis mucho más amplia de la destrucción del medio ambiente) sea un «problema grave». Todos deben llegar a reconocer, pronto, que no solo es un problema grave, sino urgente, y que la forma en que lo abordemos, ahora, determinará el destino de la vida humana, así como el de las innumerables especies que estamos destruyendo. Alcanzar ese objetivo fundamental requiere grandes esfuerzos educativos y organizativos, que no excluyan a ningún sector de la sociedad, incluidos los esclavizados por la malevolencia trumpista.

			En el Congreso, la diputada Alexandria Ocasio-Cortez y el senador Ed Markey han reintroducido una resolución para 2019 en la que se pide un Nuevo Pacto Verde integral en la línea del detallado trabajo de Robert Pollin y sus colegas y, con modelos algo diferentes del economista Jeffrey Sachs, ahora también respaldado por la AIE. Se han puesto en marcha iniciativas a nivel local y estatal, y hay acciones internacionales importantes, sobre todo por parte de los jóvenes.

			Esto es el mínimo exigible. Queda mucho trabajo por hacer. No es el momento de permanecer al margen y cavilar.

			 

			R. P.: Tenemos que organizarnos en todos los ámbitos de la sociedad para que el proyecto global del Nuevo Pacto Verde avance. Esto significa luchar para que todas las comunidades e instituciones dejen de depender de la quema de combustibles fósiles para obtener energía, y trabajar en la construcción de una infraestructura de emisiones cero mediante inversiones tanto en eficiencia energética como en energías renovables limpias. Téngase en cuenta que esto es distinto a exigir que las instituciones se desprendan de sus acciones y bonos en la industria de los combustibles fósiles. El movimiento de desinversión ha desempeñado un papel fundamental a la hora de concienciar sobre la crisis climática. Pero su eficacia se ve limitada por la realidad de que si, por ejemplo, una universidad vende sus acciones en Exxon-Mobil, esas acciones caerán en manos de fondos especulativos que estarán encantados de comprarlas a precio reducido. Dichos fondos seguirán obteniendo dividendos de sus acciones en combustibles fósiles mientras se siga consumiendo petróleo, carbón y gas natural para satisfacer las necesidades energéticas. Así pues, el punto de partida del Nuevo Pacto Verde debe ser la eliminación de la dependencia de los combustibles fósiles. Y, desde luego, no podemos esperar a la próxima conferencia de la COP para zanjar la cuestión.

			Debemos tener claro que los argumentos a favor del Nuevo Pacto Verde son abrumadores, en muchos sentidos: es la vía a través de la cual podemos alcanzar, de forma realista, las cero emisiones en 2050. Las inversiones para construir la infraestructura de energía limpia serán un importante motor de nuevas oportunidades de empleo en todas las regiones del mundo. Mis colaboradores y yo hemos calculado que una inversión en energías limpias de aproximadamente el 2,5% del PIB anual generaría, por ejemplo, unos cuatro o cinco millones de puestos de trabajo al año en Estados Unidos y unos veinte millones en India. La creación de nuevos empleos también supondrá la oportunidad de estimular la organización sindical y elevar el salario y las prestaciones asociadas. Construir la infraestructura de energía limpia implicará nuevas posibilidades para la propiedad pública, privada y cooperativa a pequeña escala de activos de energía renovable; y eliminará las mayores fuentes de contaminación del aire, lo que elevará significativamente el nivel de salud pública. El Nuevo Pacto Verde debe, de forma crítica, comprometerse igualmente con una transición justa para los trabajadores y las comunidades que hoy dependen de la industria de los combustibles fósiles, que habrá que eliminar gradualmente.

			Combinados, estos puntos del Nuevo Pacto Verde mundial sientan unas bases sólidas para una organización comprometida y eficaz. Los diplomáticos que discutieron la semana pasada [en la COP26] sobre qué se pueden considerar subvenciones «ineficaces» a los combustibles fósiles se verán, entonces, obligados a ver por fin la realidad que tienen ante los ojos.

		

	
		
			LA COOPERACIÓN ENTRE ESTADOS UNIDOS Y CHINA ES CRUCIAL PARA EVITAR UNA NUEVA GUERRA FRÍA19

			 

			 

			 

			Noam, la relación entre Estados Unidos y China ha sufrido altibajos a lo largo de los últimos treinta años. Evidentemente, hoy es mucho más antagónica de lo que era incluso hace diez. En tu opinión, ¿qué fuerzas o procesos son responsables de las crecientes tensiones que estamos presenciando en las relaciones entre ambos países?

			Tras la caída de la URSS, hubo mucha euforia sobre el fin de la historia con la victoria total de la «democracia liberal» (concepto clave para Estados Unidos). Uno de los corolarios era que ahora China podía integrarse en el «orden internacional basado en normas».

			Esta última es una expresión ya convencional, sobre la que merece la pena reflexionar. Se refiere a un orden internacional en el que Estados Unidos decide las reglas, desplazando el orden internacional establecido por las Naciones Unidas, que Washington considera anticuado e irrelevante. La Carta de la ONU es la ley suprema de la tierra según la Constitución estadounidense, que es violada constantemente sin que ello preocupe a quienes juran el texto sagrado. Sus disposiciones se consideran inapropiadas para el mundo moderno desde que Estados Unidos perdió el control de la ONU con la descolonización, y ocasionalmente también entre los privilegiados. Los miembros de la ONU ya no saben «cómo se juega», parafraseando el agravio de Thomas Friedman a Francia cuando esta no apoyó la benigna invasión estadounidense de Irak, acompañado del llamamiento para que se privara al malhechor de la condición de miembro permanente del Consejo de Seguridad. El autodenominado «mayor órgano deliberativo del mundo» se contentó con rebautizar las french fries como freedom fries («patatas fritas de la libertad») en la cafetería del Senado.

			Quienes piensan «correctamente» entienden que el anticuado orden internacional basado en la ONU debe sustituirse por el orden basado en normas, incluidos los «acuerdos de libre comercio» altamente proteccionistas, que hoy nos deleitan, por ejemplo, con la prohibición de una «vacuna popular» que aliviaría el desastre de la COVID-19. Los clintonianos estaban especialmente entusiasmados con la incorporación de una China bien disciplinada a este orden basado en normas con visión de futuro.

			No funcionó como estaba previsto. China no juega si no quiere. Peor aún, no se deja intimidar. Sigue su propio camino, que es a menudo desagradable, pero eso no tiene importancia para el orden basado en reglas, que tolera fácilmente los peores crímenes de los «justos» —sobre todo los del Amo— con ecuanimidad y a menudo con aprobación.

			China no es Europa. Puede que los países europeos se enfurezcan cuando Estados Unidos decida destruir el acuerdo conjunto con Irán (el JCPOA) e imponer duras sanciones a este último para castigarlo precisamente por romper el acuerdo. Puede que incluso proclamen que explorarán la forma de sortear las viles sanciones estadounidenses. Pero, al final, seguirán adelante, no querrán incurrir en la ira del Padrino, ni en sus medidas punitivas, como la expulsión del sistema financiero internacional, controlado por Washington. Lo mismo ocurre en muchos otros casos.

			China es diferente. Insiste en el sistema basado en la ONU (que viola cuando quiere). Como explicó el ex primer ministro australiano Paul Keating, la tan anunciada «amenaza china» se reduce al hecho de que China existe y está desafiando con éxito las normas.

			No es la primera vez que lo hace. La acusación de «desafío exitoso» procede de los anales del Departamento de Estado estadounidense de la década de 1960. Se dirigía contra la «amenaza cubana», es decir, el «desafío exitoso» era el de Cuba contra las políticas estadounidenses que se remontaban a la Doctrina Monroe de 1823, que declaraba la intención de Washington de dominar el hemisferio una vez eliminada la molestia británica. Así lo anticipó el gran estratega John Quincy Adams, autor intelectual del Destino Manifiesto. Dio instrucciones a sus colegas de gabinete de que el poder de Estados Unidos aumentaría mientras el de Gran Bretaña declinaba, de modo que Cuba (de hecho, el hemisferio) caería en manos estadounidenses por la ley de la «gravedad política» como una manzana cae del árbol. Eso ocurrió en 1898, cuando Estados Unidos intervino para impedir la liberación de Cuba del dominio español, convirtiendo la isla en una colonia virtual, acontecimientos registrados en la historia debidamente saneada como la «liberación» de Cuba por Washington.

			Cuba ha sido castigada con saña por este exitoso desafío, incluyendo la acción terrorista de John F. Kennedy, que provocó casi una guerra nuclear, y el aplastante bloqueo. El castigo estadounidense a Cuba cuenta con la oposición de todo el mundo: ciento ochenta y cuatro votos a favor y dos en contra en la última votación de la ONU, en la que solo Israel votó a su protector norteamericano. Pero Europa obedece, aunque sea a regañadientes.

			A veces, las prácticas de China descienden hasta niveles de maldad casi indescriptibles. Una vez que Washington se dio cuenta de que Pekín está desafiando con éxito las normas, se volcó en el proyecto de impedir el desarrollo tecnológico chino, perjudicándose a sí mismo en el proceso, pero superar la «amenaza china» tiene una importancia trascendental. Un aspecto de esta campaña es impedir que otros utilicen la tecnología china. Pero los taimados chinos desafían el orden internacional «estableciendo una red de escuelas de formación profesional en todo el mundo para instruir a estudiantes en docenas de países en áreas técnicas […] con tecnología china y normas chinas, como parte del esfuerzo […] para globalizar la tecnología china». Todo dentro de un empeño mayor por estrechar los vínculos económicos entre China y el sur global, que Pekín considera clave para competir con Estados Unidos, según los expertos en política internacional Niva Yau y Dirk van der Kley; señalan que «el Gobierno chino se ha mostrado dispuesto a escuchar a los países anfitriones» y está formando a instructores locales que mejorarán las capacidades de los aprendices y podrán desarrollar sus propias sociedades, dentro de la órbita china y con tecnología china.

			Estos proyectos se inscriben en el marco más amplio de la política global china, que ahora se está implementando en toda Eurasia, y que es de esperar que llegue pronto hasta Turquía y Europa oriental y central. Si Afganistán logra sobrevivir a las sanciones estadounidenses, también entrará probablemente en la órbita de la Organización de Cooperación de Shanghái, con base en China, uniéndose a Rusia, India, Pakistán, Irán y los Estados de Asia central. Pekín podría conseguir que la economía afgana pasara de la exportación de opio, el producto básico cuando estaba bajo control estadounidense, a la explotación de sus considerables recursos minerales en beneficio de China. Las iniciativas económicas de Pekín se extienden también al Sudeste Asiático, África, Oriente Próximo (incluido Israel) e incluso América Latina, el patio trasero de Washington, a pesar de los decididos esfuerzos estadounidenses para bloquear tal intrusión.

			Los críticos con estas iniciativas acusan a China de «aplicar una política de “diplomacia de la trampa de la deuda”: atraer a los países pobres en vías de desarrollo para que acepten préstamos insostenibles para llevar a cabo proyectos de infraestructuras, de modo que, cuando experimenten dificultades financieras, Pekín pueda apoderarse del activo, ampliando así su alcance estratégico o militar». Tal vez, pero estas acusaciones las rebaten fuentes occidentales acreditadas, incluso un estudio de Chatham House que «demuestra que las pruebas de tales afirmaciones son limitadas», e investigadores estadounidenses afirman que estas acusaciones, incluidas las formuladas por Donald Trump y Mike Pompeo, carecen de fundamento y que «los bancos chinos están dispuestos a reestructurar las condiciones de los préstamos existentes y nunca han confiscado realmente un activo a ningún país», en particular, el ejemplo destacado en las acusaciones, un puerto en Sri Lanka.

			No obstante, las trampas de la deuda son una preocupación, que Estados Unidos comprende bien. Ahora, por ejemplo, Washington está profundamente preocupado por la trampa que afecta a Camboya, presionada para devolver un préstamo que fácilmente puede devolver según afirma el prestamista, quien también argumenta que «sentaría un mal precedente para otros Estados» si se cancelara la deuda.

			El prestamista es, por supuesto, Washington. La deuda la contrajo el Gobierno que Estados Unidos apoyaba (o, para ser más realistas, había impuesto) a principios de la década de 1970, cuando la política oficial estadounidense, en palabras inmortales de Henry Kissinger, era «una campaña de bombardeos masivos en Camboya […]. Todo lo que vuele, sobre todo lo que se mueva», un llamamiento al genocidio difícil de igualar en los archivos. Las consecuencias fueron, como era de esperar, horrendas. Al perpetrador se le honra largamente y las víctimas deben saldar sus deudas: no queremos sentar un mal precedente.

			De vez en cuando, la depravación alcanza tal nivel que no salen las palabras.

			El informe sobre la trampa de la deuda de Camboya añade que «si Washington eliminara una gran parte de la deuda, solo lo haría porque creyese que Phnom Penh fuera a corresponder este gesto de buena fe. Francamente, ahora no hay ninguna razón para tal creencia. Un ejemplo de ello ocurrió el mes pasado, cuando, tras la visita a Phnom Penh de la vicesecretaria de Estado estadounidense, Wendy Sherman, el Gobierno camboyano permitió que el agregado de Defensa de la embajada estadounidense, Marcus M. Ferrara, visitara la base naval de Ream […]. Sin embargo, al llegar se encontró con que solo se le permitía visitar algunas partes. Phnom Penh estaba en su derecho de limitar la visita de Ferrara, pero no hizo nada para disipar los temores estadounidenses de que Camboya «pueda ocultar algo».

			Podría estar ocultando un acuerdo con China, que no cesa en su malevolencia.

			Como hemos comentado antes, gran parte de la frenética retórica sobre el peligro chino se refiere a supuestas amenazas frente a las costas de China, donde la ventaja militar estadounidense es abrumadora (y es apenas una pequeña fracción de dicha ventaja en todo el mundo). Esto era así incluso antes de la reciente decisión de Estados Unidos y el Reino Unido de proporcionar a Australia, para hacer frente a los cuatro viejos y ruidosos submarinos diésel chinos, una flota de submarinos de propulsión nuclear en pleno mar de China Meridional.

			Estados Unidos afirma defender la libertad de navegación con sus maniobras militares en la Zona Económica Especial de China; mentira, como ya hemos comentado. En realidad, existen graves problemas relacionados con los abusos chinos respecto al derecho del mar, que han ratificado todas las potencias marítimas salvo una: la excepción habitual, Estados Unidos. Estos problemas deberían abordarse mediante la diplomacia dirigida por las potencias regionales, no mediante actos de provocación que alimentan la amenaza de una escalada hacia la guerra total.

			 

			Taiwán ha vuelto a ser uno de los temas más espinosos en las relaciones sino-estadounidenses. El ejército chino ha intensificado la actividad en el estrecho de Taiwán y, según algunos EXPERTOS militares, incluso está adquiriendo el equipo necesario para una invasión. De hecho, Taipéi ha advertido de que China se prepara para invadir la isla en 2025, aunque habría que suponer que se trate de un escenario improbable por el impacto que tendría en las relaciones de China con el resto del mundo. Aun así, ¿sería probable, como declaró el presidente Biden a finales de octubre [de 2021] en la CNN, que Estados Unidos defendiera Taiwán si China invadiera la isla? ¿Y existe realmente un «acuerdo sobre Taiwán» entre Estados Unidos y China, como Biden también parece haber sugerido a principios de ese mes?

			El acuerdo crítico es la doctrina de «una sola China» que se mantiene desde hace más de cuarenta años. Se mantiene ambigua. La política racional ahora es que tanto Estados Unidos como China se abstengan de realizar actos de provocación, y que Taiwán se adhiera al confuso acuerdo. Ese es el mejor resultado que puede esperarse en este momento.

			 

			Mientras China se empeña en ampliar su arsenal nuclear, Estados Unidos parece dispuesto ahora a espolear el debate sobre el control de armamento. ¿Qué lecciones podemos extraer de los tiempos de la Guerra Fría para ayudarnos a confiar en que es posible evitar una carrera armamentística entre Washington y Pekín?

			La principal lección de la Guerra Fría es que es prácticamente un milagro que hayamos sobrevivido. No debería ser necesario repasar la historia una vez más, pero vale la pena recordar cuántas oportunidades de reducir radicalmente el peligro se perdieron.

			El caso más instructivo creo que fue hace sesenta años. Nikita Kruschov comprendió bien que Rusia no podría llevar a cabo el desarrollo económico que esperaba si se veía atrapada en una carrera armamentística con un adversario mucho más rico y poderoso. Por ello, propuso fuertes reducciones de armamento ofensivo para ambas partes. La entrante administración Kennedy consideró la oferta y la rechazó, y en su lugar se volcó en una rápida expansión militar, a pesar de que ya llevaba una gran ventaja. Kenneth Waltz, destacado experto en relaciones internacionales, describió lo que ocurrió entonces: «la administración Kennedy emprendió la mayor acumulación militar estratégica y convencional en tiempos de paz que el mundo haya visto jamás […], incluso cuando Kruschov intentaba a su vez llevar a cabo una importante reducción de las fuerzas convencionales y seguir una estrategia de disuasión mínima, y lo hicimos a pesar de que el equilibrio de armas estratégicas favorecía enormemente a Estados Unidos».

			Como ha ocurrido a menudo, la política perjudicó la seguridad nacional al tiempo que reforzaba el poder del Estado, que es lo que realmente importa a Washington.

			A estas alturas, se reconoce ampliamente —hay incluso una declaración conjunta de Henry Kissinger, (secretario de Estado de Reagan), George Shultz (principal especialista en armamento del Senado), Sam Nunn y el exsecretario de Defensa William Perry— que debemos avanzar con rapidez hacia la eliminación de las armas nucleares, un proceso que los firmantes del Tratado de No Proliferación están obligados a emprender. El Tratado de la ONU sobre la Prohibición de las Armas Nucleares entró en vigor este año [2021]. Aunque todavía no se ha aplicado debido a la interferencia de Estados Unidos, se han establecido zonas libres de armas nucleares en gran parte del mundo.

			En resumen, hay formas de mejorar significativamente la seguridad.

			Hasta ahora, China se ha contenido en el desarrollo de armas nucleares. Sería prudente que continuase con esta política. Estados Unidos puede facilitarla poniendo fin a sus provocaciones y avanzando hacia un acuerdo de control de armas con China. Existen medios factibles, esbozados por especialistas en control de armamento. Aunque las administraciones republicanas desde el cambio de siglo han desmantelado el régimen de control del armamento construido arduamente durante los últimos sesenta años, ni siquiera la bola de Trump consiguió demolerlos todos; Biden pudo rescatar el Tratado de Nuevo Comienzo justo antes de que expirara. El sistema puede revivir y seguir adelante hasta eliminar esta plaga de la tierra.

			La conclusión esencial es sencilla: o Estados Unidos y China colaboran en las cuestiones críticas a las que todos nos enfrentamos, o colapsarán juntos, arrastrando consigo al resto del mundo.

		

	
		
			UN AÑO DESPUÉS DEL ASALTO AL CAPITOLIO, EL GOLPE DEL PARTIDO REPUBLICANDO SIGUE EN MARCHA20

			 

			 

			 

			El 6 de enero de 2021, una turba de partidarios de Donald Trump irrumpió en el Capitolio estadounidense en un intento de bloquear la certificación de los votos —un procedimiento rutinario tras unas elecciones presidenciales— que formalizaría la victoria de Joe Biden. El edificio del Capitolio había sido asaltado en algunas ocasiones en el pasado, pero esta era la primera vez en la historia del país que un presidente saliente incitaba un asalto a la democracia. De hecho, meses más tarde, Trump llegaría a condenar la persecución penal de quienes participaron en el ataque, a pesar de que había denunciado la insurrección. Desde tu punto de vista, Noam, ¿cómo debemos entender lo que ocurrió el 6 de enero de 2021?

			Los participantes en el asalto al Capitolio tenían sin duda percepciones y motivos diversos, pero les unía el esfuerzo por derrocar un gobierno elegido; en resumen, un intento de golpe de Estado, por definición. Además, podría haber tenido éxito si unas cuantas figuras republicanas prominentes hubieran cambiado su postura y se hubieran sumado, y si el mando militar hubiera tomado decisiones diferentes. Trump estaba haciendo todo lo posible para facilitar el golpe, que seguramente habrían aplaudido una gran mayoría de votantes republicanos y la dirección del partido, que, con contadas excepciones, se arrastra a sus pies en una vergonzosa muestra de cobardía.

			Las implicaciones para el futuro están muy claras. La organización republicana —es difícil considerarla ya un auténtico partido político— está sentando ahora cuidadosamente las bases del éxito para la próxima vez, sea cual sea el resultado electoral. Todo está completamente a la vista, no solo no se oculta, sino que, de hecho, sus dirigentes lo anuncian con orgullo. Y se informa de ello con regularidad, para que ningún interesado en la escena política estadounidense se lo pierda. Por mencionar solo el debate más reciente que he visto, Associated Press describe cómo el Partido Republicano está llevando a cabo una «insurrección a cámara lenta» y se ha convertido en «una fuerza antidemocrática», algo que no había ocurrido antes en la política estadounidense. Unas semanas antes, Barton Gellman describió los planes en detalle en The Atlantic.

			No es necesario repasar los muchos y bien conocidos defectos del sistema: el Senado radicalmente antidemocrático, la desmesurada influencia del capital concentrado y el poder empresarial en los resultados electorales y en la legislación, las ventajas estructurales proporcionadas a una minoría rural tradicionalista, etcétera. Pero hay otras cuestiones.

			Lo que era progresista en el siglo XVIII resulta ahora tan anticuado que, si Estados Unidos solicitara su ingreso en la Unión Europea, probablemente sería rechazado por no cumplir las normas democráticas. Esto plantea cuestiones que merecen más atención de la que reciben.

			Con el debido respeto a los fundadores, podríamos preguntarnos —siguiendo los mismos términos utilizados por Thomas Jefferson en su momento— por qué debemos venerar los sentimientos de un grupo de hombres blancos ricos propietarios de esclavos del siglo XVIII, sobre todo ahora que el sistema de enmiendas ha sucumbido a los profundos defectos del sistema político formal. No menos curiosas son las doctrinas jurídicas del originalismo o el textualismo que nos instan a descifrar sus declaraciones sin tener en cuenta las condiciones sociales y económicas como guía decisiva de la actuación judicial. Si observamos nuestra cultura política desde la distancia, hay muchas cosas que chirrían.

			Pero incluso el destartalado sistema que aún sobrevive es intolerable para los destructores del Partido Republicano. No pasan nada por alto en su ataque a la frágil estructura sistémica. Los métodos van desde «apoderarse de la otrora olvidada maquinaria electoral» desde la base, hasta aprobar leyes para impedir que voten las «personas equivocadas», pasando por idear un marco legal que establezca que las legislaturas republicanas puedan determinar «legalmente» la elección de los compromisarios, independientemente de lo que la irrelevante ciudadanía elija.

			En un segundo plano, no muy lejos, están los llamamientos a «salvar nuestro país» por la fuerza si es necesario, donde «nuestro país» es una sociedad patriarcal, supremacista blanca, nacionalista cristiana en la que la gente no blanca puede participar siempre que «conozca su lugar»; no en la mesa.

			El miedo de los blancos a «perder nuestro país» es en parte una respuesta a las tendencias demográficas, que están erosionando la mayoría blanca, resistiendo incluso al gerrymandering [manipulación de las circunscripciones electorales de un territorio] radical que impone el sistema para amplificar las ventajas estructurales del voto rural conservador disperso. Otra amenaza para «nuestro país» es que el supremacismo blanco es cada vez más rechazado, sobre todo por los más jóvenes, al igual que la sumisión a la autoridad religiosa, incluso la pertenencia a una iglesia.

			Así pues, aunque las acusaciones de los propagandistas de derechas son en gran medida fantasía y engaño, tienen suficiente base en la realidad como para enardecer a quienes ven desaparecer ante sus ojos su mundo familiar de dominación. Y con el orden social desmoronándose por el asalto neoliberal, estos temores pueden ser fácilmente manipulados por demagogos y oportunistas; mientras, sus amos, desde suites y mansiones, continuarán con el atraco a gran escala que perpetran desde hace cuarenta años, sirviéndose de la violencia estatal y privada si es necesario.

			Quizá ese panorama no quede tan lejos, aunque puede que no llegue si los supremacistas negacionistas del clima siguen al mando. Ya es bastante lamentable que Hungría, el actual favorito de la derecha, descienda hacia el fascismo; pero si lo hace Estados Unidos, las perspectivas de supervivencia a largo plazo de la sociedad humana son poco halagüeñas.

			 

			¿Qué nos dice el atentado del 6 de enero en el Capitolio sobre el estado de la democracia estadounidense en el siglo XXI? ¿Estás de acuerdo con la opinión de que Trump fue el producto de unas malas instituciones políticas?

			Nos dice que la limitada democracia política que aún existe pende de un delicado hilo.

			Si las instituciones políticas —más en general, las instituciones socioeconómicas y políticas entrelazadas— pueden dar lugar a un presidente como Trump, es porque están profundamente infestadas. Si reflexionamos un momento, vemos que la enfermedad está tan extendida que está llevando a la sociedad humana organizada al suicidio, y no en un futuro lejano, con Trump y sus entusiasmados acólitos y apologistas a la cabeza. A estas alturas, hace falta verdadero talento literario para exagerar.

			¿Qué son estas instituciones? Haría falta una investigación demasiado minuciosa para emprenderla aquí, pero hay algunos puntos a destacar.

			Los llamados «Fundadores» esbozaron con suficiente claridad el tipo de sociedad que imaginaban: «quienes poseen el país deben gobernarlo» y garantizar que «la minoría de opulentos esté protegida de la mayoría» (John Jay y James Madison, respectivamente). Su modelo era Inglaterra, donde las instituciones reinantes las había descrito con precisión unos años antes Adam Smith en palabras que merecen reproducirse: los «amos de la humanidad», los comerciantes e industriales ingleses, son los «principales arquitectos» de la política gubernamental y se aseguran de que sus intereses sean «atendidos de la forma más peculiar», sin importar lo «grave» que sea el impacto sobre los demás, incluido el pueblo de Inglaterra, pero también, de forma mucho más grave, respecto a las víctimas de «la salvaje injusticia de los europeos», especialmente el pueblo de India, entonces el país más rico del mundo, que Inglaterra estaba expoliando en beneficio de los amos. Bajo la protección del Estado que controlan, los amos pueden perseguir su «vil máxima»: «Todo para nosotros y nada para los demás», la máxima de los señores feudales adoptada por los amos de la humanidad que los habían ido sustituyendo desde la «gloriosa revolución» del siglo anterior.

			Los amos de la humanidad siempre han comprendido que el capitalismo de libre mercado los destruirá a ellos y las sociedades que poseen. En consecuencia, siempre han reclamado un Estado poderoso que los proteja de los estragos del mercado, dejando expuestos a los menos afortunados. Esto ha quedado dramáticamente patente en la «economía de rescate» de los últimos cuarenta años de guerra de clases, enmascarada bajo la retórica del «libre mercado».

			Estos rasgos centrales de las instituciones capitalistas y estatales reinantes se han visto exacerbados por la podredumbre que se extiende desde la Viena de entreguerras, al adoptarse el término «neoliberalismo» en el simposio internacional Walter Lippmann en París en 1938, y luego en la sociedad Mont Pelerin. Las ideas se aplicaron en condiciones experimentales casi perfectas durante la dictadura asesina de Augusto Pinochet en Chile, lo que hundió la economía en apenas seis años, pero no importaba. Para entonces, tenían en mente un juego más grande: la economía global en la era de la vigorosa guerra de clases lanzada por Ronald Reagan y Margaret Thatcher y llevada adelante por Bill Clinton y otros sucesores, estableciendo más firmemente la vil máxima y desmantelando impedimentos tan molestos como un sistema de bienestar limitado y los sindicatos.

			Ese es el tipo de terreno en el que puede aparecer un Trump, aunque, por supuesto, hay múltiples factores de naturaleza variada que interactúan.

			 

			Parece que la violencia política se ha convertido en una norma aceptada entre muchos estadounidenses hoy en día. En primer lugar, ¿cuáles crees que son los motivos de Trump para seguir dando vueltas a la «Gran Mentira»? En segundo lugar, ¿compartes la opinión de que el neofascismo está ganando terreno y que sigue habiendo amenaza real de subversión electoral?

			Los motivos de Trump están suficientemente claros. No necesitamos un título en psiquiatría avanzada para saber que un megalómano sociópata pretende ganar siempre; no se puede contemplar otra cosa. Además, es un político astuto que comprende que sus adoradores aceptarán fácilmente la «Gran Mentira».

			Muchos se han preguntado por la disposición de dos tercios de los republicanos a creer la ridícula acusación de que las elecciones fueron robadas. ¿Debería sorprendernos? Echa un vistazo a las opiniones de los republicanos sobre otras cuestiones. Por ejemplo, sobre si los seres humanos fueron creados tal como son hoy: aproximadamente la mitad de los republicanos lo piensan. O sobre si los musulmanes pretenden imponer la sharía en Estados Unidos: el 60% de los republicanos que confían en Fox News. O sobre un sinfín de otras creencias premodernas en las que Estados Unidos (en su mayoría los republicanos) está prácticamente solo entre las sociedades con las que puede compararse. Entonces, ¿por qué no creer en unas elecciones robadas?

			La subversión electoral no es una mera amenaza; la vemos en el «golpe blando» que está en marcha. Tampoco lo es la deriva hacia una forma de fascismo. Hay pruebas de que la actitud general de los votantes de Trump en una serie de cuestiones es similar a la de los votantes europeos de partidos de extrema derecha con orígenes fascistas. Y estos sectores son ahora una fuerza motriz en el Partido Republicano. También hay pruebas sustanciales de que esta deriva hacia la extrema derecha puede estar parcialmente impulsada por la lealtad ciega a Trump. Ese parece ser el caso en la cuestión más crítica a la que se ha enfrentado jamás el ser humano: la destrucción del medio ambiente. Durante el mandato de Trump, el reconocimiento republicano del cambio climático como «asunto serio», ya de por sí escandalosamente bajo, disminuyó un 20%, incluso cuando la naturaleza ha estado enviando señales dramáticas, altas y claras, de que nos dirigimos a toda velocidad hacia el desastre.

			El fenómeno es profundamente inquietante, y no carece de sombríos precedentes. Hace un siglo, Alemania estaba en la cima de la civilización occidental, con grandes contribuciones a las ciencias y las artes. Los politólogos consideraban la República de Weimar una democracia modelo. Pocos años después, los alemanes adoraban a Der Führer, aceptaban las mentiras más viles y actuaban en consecuencia. Eso incluía a algunas figuras muy respetadas, como Martin Heidegger; recuerdo muy bien mi conmoción al empezar a leer su Introducción a la metafísica de 1935, cuando apareció en inglés hace sesenta años. Y tengo edad suficiente para recordar haber oído pensamientos atroces similares de niño en los años treinta, cerca de casa. El clásico de 1935 de Sinclair Lewis sobre cómo los nacionalistas cristianos podrían implantar el fascismo en América (Eso no puede pasar aquí) no era mera fantasía cuando apareció, y no es de extrañar que haya vuelto a las listas de más vendidos en la era Trump.

			 

			Las contiendas a nivel estatal se han trasladado al centro mismo de la política estadounidense, pero los demócratas no consiguen ponerse al día con esta nueva realidad. ¿Qué está ocurriendo? ¿Por qué la política estatal importa más hoy en día, y por qué los demócratas parecen haberse embarcado en una misión suicida en lo que a estrategia política se refiere?

			El abandono de la política estatal por parte de los demócratas parece que comenzó con Barack Obama. Ese ámbito crítico de la política estadounidense pasó a manos de los republicanos que, por aquel entonces, ya estaban avanzando hacia su postura actual de rechazar la política democrática por ser un obstáculo a la misión de «salvar el país» (la versión para la base de votantes) y servir a los ricos y al sector empresarial (como bien saben los dirigentes).

			 

			Hasta ahora, de forma sorprendente, no ha habido ningún avance en la investigación del comité de la Cámara de Representantes sobre el atentado del 6 de enero. ¿Crees que el comité del Congreso que participa en esta tarea depurará responsabilidades por lo ocurrido aquel infame día? Y si lo hace, ¿cuáles podrían ser las implicaciones políticas?

			Los dirigentes republicanos ya han neutralizado el comité negándose a participar en él en condiciones aceptables, y luego rechazando las citaciones: una estrategia sensata para retrasar los procedimientos judiciales hasta que puedan simplemente disolver el comité, o incluso mejor, remodelarlo para perseguir a sus enemigos políticos. Es el tipo de táctica que Trump ha utilizado con éxito a lo largo de su carrera como empresario fracasado, y es algo innato para los políticos corruptos.

			Aparte de eso, los sucesos del 6 de enero se han investigado tan a fondo, e incluso se han manifestado visualmente de forma tan vívida, que es probable que no se revele nada importante. Las élites republicanas que quieren presentar la insurrección como un inocente picnic en el parque, con algo de violencia escenificada por los antifas para hacer quedar mal a los ciudadanos decentes y respetuosos de la ley, y persistirán en este discurso independientemente de lo que se revele. Y aunque quedan cosas por saber acerca del trasfondo, no es probable que tenga mucho efecto sobre lo que ahora parece una imagen razonablemente plausible.

			Supongamos que el comité presentara pruebas nuevas y realmente condenatorias sobre el papel de Trump u otra connivencia de alto nivel en la intentona golpista. A los grandes medios de comunicación controlados por Rupert Murdoch no les costaría mucho interpretarlo como una prueba más de que el «Estado profundo», junto con las «ratas comunistas» y los «sádicos pedófilos» que supuestamente dirigen el Partido Demócrata, han conspirado para vilipendiar al «Gran Hombre». Sus adoradores probablemente se envalentonarían con esta prueba adicional de la iniquidad de las fuerzas malignas que conspiran para el «gran reemplazo», o cualquier otra invención urdida por quienes son capaces de convertir la teoría crítica de la raza en un instrumento para destruir la «asediada raza blanca», entre otros triunfos propagandísticos.

			Creo que el trabajo de la comisión acabará siendo un regalo para las fuerzas protofascistas —que están socavando lo que queda de democracia formal—, al igual que lo fue el proceso de impeachment.

			Merece la pena seguir adelante por el bien de la historia, suponiendo que quede alguna historia a la que le pueda importar si triunfa el plan de establecer un gobierno republicano duradero.

			No es ninguna exageración.

		

	
		
			LA GUERRA DE UCRANIA NOS ABOCA A LA HECATOMBE21

			 

			 

			 

			Noam, las últimas noticias sobre la guerra en Ucrania indican que Rusia parece estar cambiando de estrategia, con la intención de dividir el país «como Corea del Norte y Corea del Sur», según algunos funcionarios ucranianos. Mientras tanto, la OTAN decidió reforzar su frente oriental, como si Rusia planease invadir Bulgaria, Rumania y Eslovenia, mientras que Washington no solo guarda silencio sobre la paz en Ucrania, sino que oímos a Biden enzarzarse en un discurso de masculinidad tóxica contra Putin en su reciente visita a Polonia, lo que provocó, a su vez, que el presidente francés, Emmanuel Macron, advirtiera contra el uso de lenguaje incendiario, ya que en realidad está intentando conseguir un alto el fuego. De hecho, incluso el veterano diplomático estadounidense Richard Haass afirmó que las palabras de Biden hacían la situación aún más peligrosa. Siendo totalmente sinceros, ¿piensa Estados Unidos alguna vez que los conflictos pueden resolverse por otros medios que no sean la intimidación y el uso continuado de la fuerza?

			Hay varias cuestiones aquí, todas importantes, todas merecedoras de un análisis más profundo del que puedo aportar aquí. Las trataré más o menos por orden.

			Sobre la situación militar, hay dos versiones radicalmente distintas. La conocida procede del jefe de la inteligencia militar ucraniana, el general Kyrylo Budanov: el intento de derrocar el Gobierno ucraniano ha fracasado, por lo que Rusia se está replegando ahora hacia el sur y el este ocupados del país, la región del Donbás y la costa oriental del mar de Azov, planeando un «escenario coreano».

			Por su parte, la versión del jefe de la dirección operativa principal del Estado Mayor de las Fuerzas Armadas de la Federación de Rusia, el general Serguéi Rudskói, es muy diferente (a 25 de marzo [de 2022]): una interpretación de la «misión cumplida» de George W. Bush en Irak, aunque sin los adornos dramáticos:

			 

			El objetivo principal de la «operación militar especial» era defender la República Popular del Donbás de los asaltos genocidas de los nazis ucranianos durante los últimos ocho años. Dado que Ucrania rechazó la diplomacia, fue necesario ampliar la operación a la «desmilitarización y desnazificación» de Ucrania, destruyendo objetivos militares con sumo cuidado para preservar a los civiles. Los objetivos principales se han alcanzado con eficacia, exactamente según el plan. Lo que queda es la plena «liberación de Donbás».

			 

			Dos cuentos, mismo final, que supongo que se ajusta a la realidad. Occidente, de forma bastante esperable, acepta la primera versión. Es decir, acepta que Rusia es incapaz de conquistar ciudades a pocos kilómetros de su frontera defendidas por fuerzas militares limitadas según los estándares mundiales, a las que apoya un ejército ciudadano.

			Pero ¿acepta realmente Occidente esta versión? Sus acciones indican que prefiere la del general Rudskói: una máquina militar rusa increíblemente poderosa y eficiente que, habiendo alcanzado sus objetivos en Ucrania, está preparada para pasar a invadir Europa, quizás arrollando a la OTAN con la misma eficacia. Si es así, es necesario reforzar el frente oriental de la OTAN para impedir la inminente invasión de esta monstruosa fuerza.

			Se me ocurre otra idea: ¿no será que Washington desea asegurar mejor el gran regalo que Putin le ha hecho al conducir Europa a sus garras, y por ello se propone reforzar un frente oriental que sabe que no está bajo amenaza de invasión?

			Hasta ahora, Washington no se ha desviado de lo establecido en la declaración conjunta sobre el acuerdo estratégico Estados Unidos-Ucrania del 1 de septiembre de 2021. Aquella declaración, de capital importancia, refrendó la invitación de Washington a Kiev para que incorporarse a la OTAN y «definió un marco de defensa estratégica […] para la mejora de la cooperación en materia de defensa y seguridad entre Estados Unidos y Ucrania», proporcionando a esta última armas antitanque avanzadas y de otro tipo, junto con un «sólido programa de entrenamiento y ejercicios acorde con el estatus de Ucrania como socio preferente de la OTAN».

			Hay mucho debate erudito que sondea los profundos recovecos del alma retorcida de Putin para descubrir por qué decidió invadir Ucrania. Al lanzarse a la agresión, llevó un paso más allá las movilizaciones anuales en las fronteras de Ucrania, en un esfuerzo por suscitar cierta atención a sus llamadas (no respondidas) a considerar las preocupaciones de seguridad de Rusia, cuya importancia reconocen una serie de altos diplomáticos estadounidenses, directores de la CIA y otros muchos que han advertido a Washington de la insensatez de ignorar dichas preocupaciones.

			Quizá explorar el alma de Putin sea el enfoque adecuado para comprender su decisión de febrero de 2022. Tal vez exista otra posibilidad. Tal vez Putin quisiera decir lo que él y todos los demás dirigentes rusos llevan diciendo desde Boris Yeltsin, hace veinticinco años, sobre la neutralización de Ucrania; y tal vez, aunque la provocadora declaración conjunta haya pasado desapercibida en Estados Unidos, Putin le haya prestado atención y, por tanto, haya decidido intensificar los despreciados esfuerzos anuales para dirigir la agresión.

			Es una posibilidad.

			La prensa informa de que «Ucrania está dispuesta a declararse neutral, abandonar su empeño por entrar en la OTAN y comprometerse a no desarrollar armas nucleares si Rusia retira las tropas y Kiev recibe garantías de seguridad».

			Esto plantea una pregunta: ¿cederá Estados Unidos y acelerará los esfuerzos para ahorrarle a Ucrania más miseria, en lugar de interferir en esos esfuerzos negándose a participar en las negociaciones y manteniendo su postura de la declaración del pasado septiembre [de 2021]?

			La pregunta nos lleva al llamamiento improvisado de Biden a destituir a Putin, sin ofrecerle ninguna escapatoria. Las palabras de Biden, reconocidas como una declaración virtual de guerra que podría tener consecuencias horribles, provocaron consternación en todo el mundo, sobre todo entre su personal, que se apresuró a asegurar al mundo que no significaban lo que parecía. A juzgar por la postura de su círculo cercano en cuestiones de seguridad nacional, es difícil confiar.

			Desde entonces, Biden ha explicado que su comentario fue un arrebato espontáneo de «indignación moral», de repugnancia ante los crímenes del «carnicero» que gobierna Rusia. ¿Hay otros casos en la actualidad que puedan inspirar indignación moral?

			No es difícil pensar en varios. Uno de los más aterradores, Afganistán. Millones de personas se enfrentan a la inanición, una tragedia colosal. Hay alimentos en los mercados, pero al no tener acceso a los bancos, las personas con poco dinero tienen que ver cómo sus hijos se mueren de hambre.

			¿Por qué? Una razón importante es que Washington se niega a liberar los fondos de Afganistán, guardados en bancos de Nueva York para castigar a los pobres afganos por osar resistirse a la guerra de veinte años de Washington. Los pretextos oficiales son aún más vergonzosos: Estados Unidos debe retener los fondos de los hambrientos afganos en caso de que los estadounidenses quieran una reparación por los crímenes del 11-S, de los que los afganos no tienen ninguna responsabilidad. Recordemos que los talibanes ofrecieron la rendición completa, lo que habría significado entregar a los sospechosos de Al Qaeda, pero Estados Unidos respondió firmemente que no estaba «dispuesto a negociar rendiciones». Fue el secretario de Defensa Donald Rumsfeld, y George W. Bush lo confirmó.

			Si existe alguna indignación moral por este crimen actual, es difícil de detectar. No es ni mucho menos el único caso. ¿Se pueden extraer algunas lecciones? Tal vez, pero aunque parezcan bastante sencillas, quizá merezcan unas palabras.

			La indignación moral por los crímenes rusos en Ucrania es comprensible y está justificada. La extrema selectividad en la indignación moral también es comprensible, pero no está justificada. Es comprensible porque es muy común.

			Es difícil pensar en un principio moral más elemental que la Regla de Oro, que en la tradición judía se expresa como «no hagas a los demás lo que no quieras que te hagan a ti».

			No hay regla más básica ni que se infrinja más sistemáticamente. Lo mismo ocurre con un corolario: la energía y la atención deben centrarse en donde podamos hacer mayor bien. Con respecto a los asuntos internacionales, eso suele significar centrarse en las acciones del propio Estado, sobre todo en sociedades más o menos democráticas en las que los ciudadanos tienen algún papel en la determinación de los resultados. Podemos deplorar los crímenes en Myanmar, pero no podemos hacer mucho para aliviar el sufrimiento y la miseria dentro de Myanmar. Podríamos hacer mucho para ayudar a las miserables víctimas que huyeron o fueron expulsadas, los rohinyás de Bangladés. Pero no lo hacemos.

			La observación se generaliza. El principio es, en efecto, elemental. Decir que la práctica real no se ajusta a él sería quedarse muy corto.

			No es que no comprendamos ni honremos el principio. Lo hacemos, con verdadera pasión, cuando el principio se observa en las sociedades de los enemigos oficiales: admiramos a los rusos que desafían valientemente la dura autocracia de su país y protestan contra la invasión. Hay una larga tradición: siempre hemos reconocido a los disidentes soviéticos que condenaban los crímenes de su propio Estado, y nunca nos ha importado lo más mínimo lo que dijeran de los demás, ni siquiera cuando aplaudían los principales crímenes de Estados Unidos. Lo mismo ocurre con los disidentes chinos e iraníes. Solo cuando el principio se aplica a nosotros mismos, apenas puede siquiera contemplarse.

			Un ejemplo dramático entre muchos es la invasión estadounidense de Irak. Puede criticarse como un «error estratégico» (según Barack Obama), pero no como lo que fue: una agresión no provocada y asesina, el «crimen internacional supremo» según la sentencia de Núremberg.

			En consecuencia, la dramática selectividad en la indignación moral es comprensible, y es otro motivo de indignación. Como débil atenuación, podemos añadir que no es una invención estadounidense. Quienes nos precedieron como potencias imperiales hegemónicas no fueron diferentes, incluida Gran Bretaña; podría decirse que fueron peores, aunque tras siglos de comportamiento vergonzoso ahora hay un cierto principio de ajuste de cuentas.

			Pasando a la siguiente pregunta, ¿piensa Estados Unidos alguna vez que los conflictos pueden resolverse por medios pacíficos? Sin duda alguna. Hay ejemplos que merecen una mirada más atenta. Podemos aprender mucho de ellos sobre asuntos internacionales, si queremos.

			En este momento, todos estamos llamados a celebrar una notable iniciativa estadounidense para resolver conflictos por medios pacíficos: la Cumbre del Néguev en marcha [27-28 de marzo de 2022] entre Israel y cuatro dictaduras árabes, que «ampliará el potencial de paz y resolución de conflictos en toda la región», según el secretario de Estado Antony Blinken, representante de Washington en la histórica reunión.

			La cumbre reúne a los Estados más brutales y violentos de la órbita estadounidense sobre la base de los Acuerdos de Abraham, que formalizaron las relaciones tácitas entre Israel, Emiratos Árabes Unidos y Marruecos, con la presencia implícita de Arabia Saudí a través de su satélite, la dictadura de Baréin. A ellos se une en la cumbre Egipto, que ahora sufre la dictadura más feroz de su historia, con unos sesenta mil presos políticos y una represión brutal. Egipto es el segundo mayor receptor de ayuda militar estadounidense, después de Israel. No debería ser necesario revisar el sórdido historial de este último, recientemente designado Estado de apartheid por Human Rights Watch y Amnistía Internacional.

			Emiratos Árabes Unidos y Arabia Saudí comparten la responsabilidad principal de lo que la ONU describe como la peor crisis humanitaria del mundo: Yemen. La cifra oficial de muertos el año pasado alcanzó los 370.000. Nadie conoce la cifra real. El destrozado país se enfrenta a una hambruna masiva. Arabia Saudí ha intensificado el bloqueo del único puerto utilizado para importar alimentos y combustible. La ONU está lanzando advertencias extremas, incluida la amenaza de inminente inanición que planea sobre cientos de miles de niños. Los especialistas estadounidenses se hacen eco de las advertencias generales, en particular Bruce Riedel, de la Brookings Institution, que fue el principal analista de la CIA sobre Oriente Medio durante cuatro administraciones. Denuncia que la «acción ofensiva» saudí debería investigarse como crimen de guerra.

			Las fuerzas aéreas saudíes y emiratíes no pueden funcionar sin aviones, entrenamiento, inteligencia y piezas de repuesto estadounidenses. Gran Bretaña participa en el crimen, junto con otras potencias occidentales, pero Estados Unidos lleva la delantera.

			La dictadura marroquí también recibió el beneplácito de la iniciativa de paz de Trump. En sus últimos días en el cargo, Donald Trump incluso reconoció formalmente la anexión del Sáhara Occidental por parte de Marruecos, desafiando al Consejo de Seguridad de la ONU y al Tribunal Internacional de Justicia, lo que, por cierto, afianzó el virtual monopolio marroquí del potasio, un recurso vital e insustituible, ahora dentro de los dominios estadounidenses.

			El espaldarazo a la anexión criminal del Sáhara no debería haber sido una sorpresa. Antes, Trump había reconocido la anexión de los Altos del Golán sirios y de Jerusalén Este por parte de Israel, en ambos casos en contra de las órdenes del Consejo de Seguridad. Y, en ambos casos, Trump respaldó la violación del derecho internacional en el espléndido aislamiento del que suele disfrutar Estados Unidos, como en su tortura de Cuba durante más de seis décadas.

			Estos son algunos ejemplos del compromiso con el «Estado de derecho» y la inviolabilidad de la soberanía que Washington ha demostrado durante setenta años en Irán, Guatemala, Brasil, Chile, Irak, etcétera, compromiso que exige que Estados Unidos le extienda la alfombra roja a Ucrania para que se incorpore a la OTAN.

			La cumbre [del Néguev] que ahora se celebra es consecuencia directa de los Acuerdos de Abraham. Por ponerlos en práctica, Jared Kushner ha sido propuesto para el Premio Nobel de la Paz (por el profesor de Derecho de Harvard Alan Dershowitz). Los Acuerdos de Abraham y la Cumbre del Néguev no son, ni mucho menos, la primera vez que Washington demuestra su dedicación a la resolución pacífica de conflictos. Después de todo, Henry Kissinger ganó el Nobel de la Paz por su contribución a la pacificación de Vietnam, poco después de hacer uno de los llamamientos al genocidio más extraordinarios de la historia diplomática: «Una campaña de bombardeos masivos en Camboya. Todo lo que vuele, sobre todo lo que se mueva». Las consecuencias fueron horrendas, pero no importaba.

			A propósito del premio de Kissinger, recuerdo lo que se cuenta sobre un físico israelí que supuestamente propuso que [el fundador del partido Likud de Israel y ex primer ministro] Menájem Beguín recibiera el Nobel de Física. Cuando le preguntaron por qué, respondió: «Bueno, si le han concedido el de la Paz, ¿por qué no también el otro?».

			A veces la ocurrencia es injusta. Jimmy Carter merecía sin duda el Nobel de la Paz que recibió por sus esfuerzos después dejar la Casa Blanca, aunque el comité del premio subrayó que, mientras estaba aún en el cargo, la «contribución vital del presidente Carter a los Acuerdos de Camp David entre Israel y Egipto [fue] en sí misma un logro lo bastante grande como para optar al Premio Nobel de la Paz».

			En 1978, Carter se puso manos a la obra, sin duda, con la mejor de las intenciones, pero el resultado no fue el que esperaba. Menájem Beguín aceptó abandonar el proyecto israelí de colonizar el Sinaí egipcio, pero insistió en dejar fuera de los Acuerdos los derechos de los palestinos, de forma que los asentamientos ilegales aumentaron bruscamente bajo el mandato de Ariel Sharon, siempre con la vital ayuda estadounidense y violando las directivas del Consejo de Seguridad. Y, como señalaron los analistas estratégicos israelíes, al desaparecer la disuasión egipcia, Israel tuvo vía libre para intensificar los ataques contra Líbano, lo que desembocó en la invasión de 1982 —respaldada por Estados Unidos y sin ningún pretexto creíble—, que destruyó gran parte del país y mató a unos veinte mil libaneses y palestinos.

			Ronald Reagan ordenó a Israel que pusiera fin a los ataques cuando el bombardeo de la capital, Beirut, estaba causando vergüenza internacional a Washington. Por supuesto, Israel obedeció, pero mantuvo el control sobre el sur del Líbano y las atrocidades contra lo que denominaron «aldeanos terroristas» que se resistían a la brutal ocupación continuaron. También estableció una despiadada cámara de tortura en Khiam, que se conservó como monumento conmemorativo después de que Israel se viera finalmente obligado a retirarse por la guerra de guerrillas de Hezbolá. La visité antes de que los bombardeos israelíes la destruyeran para borrar el recuerdo del crimen.

			Así que sí, en algunos casos Estados Unidos, como otras potencias imperiales hegemónicas antes, ha intentado resolver los conflictos por medios pacíficos.

			 

			De vuelta a casa, los republicanos están respaldando las políticas contra Rusia, aunque su «Gran Líder» cambie el tono al hablar de Putin para mantenerse en línea con los acontecimientos. La cuestión es la siguiente: ¿por qué los miembros del Partido Republicano siguen apoyando a Rusia y a Putin, especialmente en la extrema derecha del espectro político? ¿Qué motiva a la extrema derecha estadounidense a romper filas con el Partido Republicano por causa de Rusia cuando la opinión pública del país apoya de forma abrumadora a Ucrania?

			No se trata solo de Rusia y Ucrania. Mientras Europa ha condenado la «democracia antiliberal» del primer ministro húngaro Viktor Orbán, este se ha convertido en el favorito de gran parte de la derecha estadounidense. Fox News y su locutor estrella, Tucker Carlson, fueron sus primeros valedores, pero otros destacados «conservadores» se están sumando con loas al régimen nacionalista cristiano y protofascista que Orbán ha impuesto mientras destrozaba la libertad y la democracia en Hungría.

			Todo esto refleja un conflicto en el seno del Partido Republicano —o, para ser más exactos, lo que queda de lo que una vez fue un partido político legítimo y que ahora se alinea con los partidos europeos de origen neofascista—. Trump aceleró unas tendencias que se remontan a la toma del partido por Newt Gingrich hace treinta años. Y, ahora, a Trump lo están adelantando por la derecha, por difícil que fuera imaginarlo no hace tanto. Gran parte de la dirección está derivando hacia el modelo de Orbán o algo peor, llevando consigo a una base rendida y cegada. Creo que el debate dentro del partido sobre Rusia y Ucrania debe analizarse en este contexto.

			 

			Los legisladores republicanos están redoblando los esfuerzos para prohibir los libros de temática racial, como si la esclavitud y la opresión por causa de la raza en Estados Unidos fueran producto de la imaginación y no hechos históricos. ¿Están relacionadas las presiones para prohibir libros y para suprimir votos? ¿Representan estos fenómenos un indicio más de que puede estar gestándose una guerra civil en Estados Unidos?

			La prohibición de libros no es nada nuevo en Estados Unidos, y suprimir el voto de las personas «equivocadas» es tan estadounidense como el pastel de manzana, por tirar del tópico. Ambas cosas están volviendo ahora con fuerza a medida que la organización republicana, que parece que pronto recuperará el poder, avanza hacia una especie de protofascismo. Algunos analistas predicen, con cautela, una guerra civil. Como mínimo, se está gestando una grave crisis interna. Hace tiempo que se habla de la decadencia estadounidense, cuyo factor principal es interno. Si miramos detenidamente, buena parte de la decadencia social interna es consecuencia del brutal impacto de los programas neoliberales de los últimos cuarenta años, tema que ya hemos tratado antes. Si ya es bastante malo que Hungría derive hacia el protofascismo nacionalista cristiano, cuando eso ocurre en el Estado más poderoso de la historia mundial, las implicaciones son fatales.

			 

			Sancionar a los países que se niegan a seguir las órdenes de Washington es una táctica establecida desde hace mucho tiempo por parte de Estados Unidos. De hecho, incluso los académicos e intelectuales que viven en países sometidos a sanciones son tratados como indeseables. Y la cultura política estadounidense no es por lo general muy partidaria de permitir que las voces disidentes se escuchen ampliamente en el ámbito público. ¿Quieres comentar algo sobre estos rasgos fundamentales de la cultura política del país?

			Es un tema demasiado complejo para ocuparnos de él ahora, y demasiado importante para merecer un simple comentario. Pero vale la pena recordar que, una vez más, no estamos ante nada nuevo. Todos recordamos cuando el augusto Senado sustituyó las french fries por «patatas de la libertad» en reacción a la impúdica negativa de Francia a unirse al ataque de Washington contra Irak. Puede que pronto veamos algo parecido si Macron, una de las pocas voces razonables en las altas esferas occidentales, sigue pidiendo moderación en las palabras y en las acciones y explorar la vía diplomática. El descenso acelerado hacia el alarmismo se remonta mucho tiempo atrás, y ya alcanzó profundidades cómicas cuando Estados Unidos entró en la Primera Guerra Mundial y todo lo alemán se convirtió instantáneamente en anatema.

			La plaga que mencionas no se limita a las costas estadounidenses. Por poner un ejemplo personal, hace poco supe por un colega que una revista inglesa de filosofía muy respetada le había rechazado un artículo, sin haberlo leído, con una nota de que no podían considerarlo porque el autor es ciudadano de un país sometido a sanciones: Irán.

			Europa se opone enérgicamente a las sanciones pero, como de costumbre, se somete al Amo, hasta el punto de prohibir el artículo de un filósofo iraní. El precioso regalo de Putin a Washington ha sido intensificar esta sumisión al poder.

			Puedo añadir muchos otros ejemplos, algunos de mi propia experiencia, pero no debemos pasar por alto que la malignidad siempre llega hasta el último rincón.

			Vivimos tiempos peligrosos. Recordemos que, con Trump, el Reloj del Juicio Final dejó de contar los minutos y pasó a los segundos, y ahora marca cien para la medianoche o la aniquilación. Los analistas que fijaron el reloj dan tres razones: la guerra nuclear, la destrucción medioambiental y el colapso de la democracia y de la libertad en la esfera pública, lo que socava la esperanza de que haya ciudadanos informados y despiertos que obliguen a los gobiernos a abandonar la doble carrera hacia el desastre.

			La guerra en Ucrania ha exacerbado estas tres tendencias. La amenaza nuclear se ha hecho mucho más grande y temible. La necesidad de reducir drásticamente el uso de combustibles fósiles se deja de lado para complacer a quienes destruyen la vida en la tierra por haber salvado la civilización de los rusos. Y la democracia y la libertad en la esfera pública experimentan un ominoso declive.

			Todo esto recuerda demasiado a hace noventa años, aunque lo que está hoy en juego es mucho más importante. Entonces, Estados Unidos respondió a la crisis tomando el camino de la socialdemocracia, en gran medida bajo el impulso del movimiento obrero. Europa, mientras, se hundió en la oscuridad fascista.

			Lo que ocurrirá ahora es incierto. Lo único seguro es que depende de nosotros.

		

	
		
			LAS MEDIDAS IMPUESTAS CONTRA RUSIA IMPIDEN CUALQUIER DESESCALADA22

			 

			 

			 

			La guerra de Ucrania ha convertido Rusia en un Estado paria en toda Europa y Norteamérica, pero muchos países del Sur Global siguen apoyando a Moscú. La relación estratégica entre Rusia y China parece fortalecerse, aunque ambas se habían identificado mutuamente como actores importantes para mantener el orden y la estabilidad en un «mundo multipolar emergente» mucho antes de Putin y Xi Jinping. De hecho, el ministro de Asuntos Exteriores ruso, Serguéi Lavrov, declaró tras una reunión con su homólogo chino que los dos países están trabajando juntos para impulsar su visión de un nuevo orden mundial, un nuevo «orden mundial democrático». Este último, ¿enfrentaría a los países del Norte con los del Sur Global? ¿Y qué opinión te merece que Rusia y China se alíen en este proyecto? A mí, la idea de dos Estados autocráticos trabajando codo con codo para promover la democracia en todo el mundo suena a broma de mal gusto.

			La idea de que Rusia y China trabajarán juntas para promover un «orden mundial democrático» es, por supuesto, ridícula. Lo harán de forma muy parecida a como Estados Unidos se esforzó por «promover la democracia» en Irak, que era el objetivo de la invasión, como anunció Bush cuando la respuesta a la «única pregunta» —¿abandonará Sadam su programa de armas nucleares?— resultó no ser la esperada. Salvo raras excepciones, los intelectuales y la mayoría de los expertos saltaron a la palestra y proclamaron enérgicamente la nueva doctrina, como supongo que ocurre hoy en Rusia y China.

			Como mostraron las encuestas encargadas por Washington, a los estadounidenses cautivados por aquel «noble» —y tardíamente proclamado— objetivo se unieron incluso algunos iraquíes: el 1% de los encuestados. El 4% pensaba que Estados Unidos invadió el país para ayudar a los iraquíes. El resto concluyó que si las exportaciones de Irak hubieran sido espárragos y pepinillos, y el centro de la producción mundial de petróleo estuviera en el Pacífico Sur, la invasión no se hubiese producido.

			No pretendo arrogarme un conocimiento que no tengo, pero por mi experiencia reciente con el Sur Global —prensa, muchas entrevistas y reuniones, muchos debates—, no me parece del todo exacto decir que esté apoyando a Moscú, salvo si entendemos por apoyo lo mismo que las potencias occidentales brindan a Rusia al pagarle por derivados petrolíferos y alimentos (probablemente a estas alturas la principal fuente de ingresos por exportaciones del país).

			Mi impresión es que el Sur Global ha repudiado duramente la invasión rusa, pero se ha preguntado: «¿y cuál es la novedad?». La reacción general a la condena de Biden a Putin como criminal de guerra parece ser algo así: «hace falta ser uno para reconocer a otro». Estamos de acuerdo en que es un criminal de guerra y, como hijos de la Ilustración, adoptamos el principio kantiano de universalidad que Occidente rechaza y desprecia, a menudo con airadas acusaciones de «y tú más».

			Después de todo, a la gente del mundo civilizado —y, cada vez más, del Sur Global— le cuesta dejarse impresionar por la «indignación moral» de los intelectuales occidentales que, hace apenas unos años, cuando se conoció toda la verdad, aplaudían con entusiasmo el éxito de la invasión de Irak y soltaban peroratas sobre las nobles intenciones que hubiesen avergonzado al apparatchik más abyecto. Y podemos imaginarnos la reacción al leer la piadosa invocación de la sentencia de Núremberg por parte de los editores de The New York Times, que acaban de reconocer que «Iniciar una guerra de agresión, por tanto, no es un crimen internacional sin más: es el crimen internacional supremo, que solo se diferencia de otros crímenes de guerra en que contiene en sí mismo el mal acumulado del conjunto». El mal acumulado incluye la instigación del conflicto étnico que ha desgarrado no solo Irak, sino toda la región, los horrores del ISIS, y mucho más.

			No es, por supuesto, lo que los editores tenían en mente. Los crímenes internacionales supremos que han apoyado durante sesenta años escaparon de algún modo a la sentencia de Núremberg.

			Aunque a los intelectuales y a la clase política occidentales se les empieza a caer la venda de los ojos, en el Sur Global parecen sentir que quizá sea un poco tarde para eso. También perciben que los occidentales, consumidos por la indignación moral ante los crímenes de sus enemigos, siguen guardando el silencio habitual mientras sus gobernantes cometen crímenes terribles en este mismo momento: en Afganistán, Yemen, Palestina, el Sáhara Occidental y muchos otros lugares en los que podrían actuar de inmediato, y de forma expeditiva, para mitigar o poner fin a esos crímenes.

			Volvamos a la «relación estratégica entre Rusia y China». En efecto, parece que se está fortaleciendo, aunque no se trata de una gran alianza. La corrupta cleptocracia rusa puede proporcionar materias primas y armas avanzadas al sistema económico que Pekín está implantando a través de Asia continental, llegando también a África, Oriente Medio y, a estas alturas, incluso al patio trasero estadounidense en América Latina. Pero no mucho más. En mi opinión, es probable que el papel de Rusia en esta relación, altamente desigual, se reduzca aún más, tan probable como que se reduzca el peso internacional de Europa después de que Putin haya entregado el continente en bandeja de plata al sistema «atlantista» que dirige Estados Unidos, un regalo de importancia capital, como ya hemos explicado.

			 

			¿Puede China ayudar a poner fin a la guerra en Ucrania? En caso afirmativo, ¿qué impide a Pekín utilizar su influencia sobre Moscú para que se alcance un acuerdo de paz?

			China podría interceder para impulsar una solución pacífica negociada en Ucrania. Parece que los dirigentes chinos no ven ninguna ventaja en hacerlo.

			El «sistema de información» chino parece bastante a la propaganda rusa pero, en términos generales, apenas se apartar de una postura bastante común en el Sur Global, ilustrada gráficamente por el mapa de las sanciones. Los Estados que se suman a las sanciones contra Rusia se encuentran en la Anglosfera y en Europa, así como Japón, Taiwán y Corea del Sur. El resto del mundo condena la invasión, pero se mantiene mayoritariamente al margen.

			Esto no debe sorprendernos. No es nada nuevo. Recordemos que la invasión estadounidense de Irak no tuvo prácticamente ningún apoyo internacional. Menos conocido es que lo mismo ocurrió con la invasión de Afganistán tras el 11-S; a las pocas semanas, una encuesta global de Gallup planteaba: «Una vez que se conozca la identidad de los terroristas [del 11-S], ¿debería el Gobierno estadounidense lanzar un ataque militar contra el país o los países donde estos se encuentran o debería intentar extraditarlos para que sean juzgados?».

			La pregunta refleja el hecho de que no se conocía la identidad de los terroristas. Incluso ocho meses después, en su primera gran conferencia de prensa, el director del FBI, Robert Mueller, solo pudo afirmar que Al Qaeda era sospechosa del crimen. Si la encuesta se hubiera referido a la política real de Estados Unidos, el apoyo, muy limitado, habría sido sin duda aún menor.

			La opinión pública mundial se manifestó abrumadoramente a favor de las medidas diplomático-judiciales frente a la acción militar. La oposición a la invasión fue especialmente fuerte en América Latina, que algo de experiencia tiene en intervenciones del vecino del norte.

			La prensa libre ahorró a los estadounidenses conocer lo que el mundo opinaba al respecto. Por eso pudo proclamar que «la oposición [a la invasión] se limitó en su mayor parte a quienes habitualmente denuncian el modus operandi de Washington».

			Al parecer, son bastantes los que tienen esa mala costumbre. La opinión global de hoy no debería sorprendernos.

			La falta de voluntad de China de cara a una solución negociada del conflicto ucraniano es criticable, pero cuesta encontrar críticas que vengan de los estadounidenses. Al fin y al cabo, China se está adhiriendo a la política oficial de Washington que, en pocas palabras, consiste en «luchar hasta el último ucraniano por la independencia del país», sin ofrecer ninguna forma de salvar a Ucrania de una tragedia mayor. Peor aún, la política actual socava tales esperanzas al informar a Putin de que no tiene otra salida que La Haya o proceder a la destrucción de Ucrania.

			Lo que hemos citado antes son las opiniones de uno de los diplomáticos estadounidenses más astutos y respetados, el embajador Chas Freeman.

			Como cualquiera que se preocupe lo más mínimo por el destino de los ucranianos, Freeman reconoce que la única alternativa a la destrucción rusa de Ucrania —que, acorralados, Putin y su estrecho círculo de siloviki pueden acometer— es un acuerdo negociado, que será desagradable y ofrecerá una escapatoria a los agresores. Remontándose al Congreso de Viena de 1814, que siguió a las guerras napoleónicas, Freeman observa que Metternich y otros líderes europeos «tuvieron la inteligencia de reincorporar a Francia [derrotada] a los consejos de gobierno de Europa», pasando por alto su virtual conquista del Viejo Continente. Esto condujo a un siglo de paz sustancial en Europa, que durante mucho tiempo había sido la región más violenta del mundo. Hubo algunas guerras, pero nada como lo anterior. Este siglo terminó con la Primera Guerra Mundial.

			Freeman continúa recordándonos que los vencedores de la Gran Guerra no tuvieron la inteligencia de sus predecesores: «[Estados Unidos, Gran Bretaña y Francia] insistieron en impedir a Alemania participar en los asuntos de Europa, así como a la recién formada Unión Soviética; el resultado fue la Segunda Guerra Mundial y la Guerra Fría».

			Como ya hemos comentado, una cuestión principal durante toda la Guerra Fría fue el estatus de Europa: ¿Debía subordinarse a Estados Unidos dentro del marco atlantista, como pretendía Washington? ¿O debía convertirse en una «tercera fuerza» independiente según las tesis gaullistas, acomodando a Rusia dentro de una Europa sin alianzas militares desde el Atlántico hasta los Urales?

			La problemática se planteó con crudeza cuando se derrumbó la URSS y Mijaíl Gorbachov apuntó a un «hogar común europeo» sin alianzas militares desde Lisboa a Vladivostok. Y, con algunos matices, el presidente francés Emmanuel Macron retomó la idea en sus recientes intercambios frustrados con Putin.

			Si hubiera habido alguien en el Kremlin parecido a un estadista, habría aprovechado la oportunidad de explorar una vía similar a la visión de Gorbachov. Europa tiene motivos de sobra para estrechar sus relaciones con Rusia, en ámbitos que van desde el comercio hasta la seguridad. Si los esfuerzos habrían llegado a buen puerto, evitando con ello la tragedia de Ucrania, es algo que queda en el campo de la especulación. Solo intentándolo podríamos haberlo averiguado. En lugar de ello, los tipos duros de Moscú recurrieron a la violencia, agravando su agresión criminal con una estupidez contraproducente.

			La concepción de Gorbachov contó con cierto apoyo de Estados Unidos en el marco de la Asociación para la Paz, una iniciativa estadounidense que pretendía crear un sistema de seguridad cooperativo y que mantenía una relación limitada con la OTAN. Vale la pena recordar de nuevo las palabras del embajador Freeman, que desempeñó un papel importante en la asociación:

			 

			Lo que ocurrió en 1994, año de elecciones de mitad de mandato, y en 1996, año de elecciones presidenciales, fue interesante. En 1994, Clinton tenía la lengua suelta. Decía a los rusos que no teníamos prisa por añadir miembros a la OTAN, y que nuestra vía preferida era la Asociación para la Paz. Al mismo tiempo, insinuaba a las diásporas étnicas de los países rusófobos de Europa oriental —y, por cierto, es fácil comprender su rusofobia si se conoce su historia— que no, que no, que íbamos a incorporar a esos países a la OTAN lo antes posible. Y en 1996 hizo explícita esa promesa. [En] 1994, sufrió uno de los arrebatos de Yeltsin, entonces presidente de la Federación de Rusia. [En] 1996, otro, y con el paso del tiempo, cuando el señor Putin llegó al poder, protestó regularmente por la ampliación de la OTAN de una forma que desatendía los intereses de autodefensa de Rusia. Así pues, no debería haber ninguna sorpresa al respecto. Rusia lleva veintiocho años advirtiendo de que en algún momento estallaría, y lo ha hecho, y lo ha hecho de forma muy destructiva, tanto para sus propios intereses como para las perspectivas más amplias de paz en Europa.

			 

			Nada de esto excusa la invasión de Putin, subraya Freeman. Pero es importante comprender que «hubo gente en Estados Unidos que se entregó al triunfalismo al final de la Guerra Fría […]. Esto permitió a Washington incorporar a todos los países hasta las fronteras de Rusia y más allá de ellas, […] en el Báltico, a la esfera de influencia estadounidense. Esencialmente, se planteó una esfera de influencia global siguiendo el modelo de la Doctrina Monroe. Y eso es más o menos lo que tenemos».

			Los dirigentes rusos toleraron que Clinton violara el firme compromiso de Estados Unidos con Gorbachov de no extender la OTAN más allá de Alemania Oriental. Incluso toleraron las nuevas provocaciones de George W. Bush y las acciones militares estadounidenses que atacaban directamente los intereses rusos, emprendidas de tal modo que humillasen a Moscú. Pero Ucrania y Georgia eran líneas rojas. Eso en Washington lo tenían claro. Como continúa Freeman, lo normal era que ningún dirigente ruso tolerara la expansión de la OTAN en Ucrania tras el «golpe de Estado de 2014, [llevado a cabo] para impedir la neutralidad o [la presencia de] un Gobierno prorruso en Kiev, y sustituirlo por un Gobierno proestadounidense que llevase a Ucrania a nuestra esfera». Así pues, desde 2015 aproximadamente, Estados Unidos ha armado y entrenado a los ucranianos contra Rusia», tratando de hecho a Ucrania «como una extensión de la OTAN».

			Como hemos comentado, esta postura se convirtió en política explícita en la declaración oficial de Biden de septiembre de 2021, que posiblemente influyó en la decisión de Rusia de escalar a la agresión directa unos meses después.

			Es probable que en Pekín esté relativamente satisfechos con el curso de los acontecimientos y que lo mismo ocurra en Washington. Ambas potencias han salido ganando con la tragedia en Ucrania. Y entre los fabricantes de armas y la industria de los combustibles fósiles cunde una euforia inconfesable mientras nos dirigen a la mayor de las catástrofes, como subraya el informe del 4 de abril [de 2022] del IPCC.

			 

			La postura de Turquía respecto a la guerra en Ucrania es mantener la neutralidad al tiempo que actúa como mediador en la crisis ruso-ucraniana. ¿Puede Turquía seguir manteniendo ese equilibrio, puesto que sabemos que suministra ayuda militar a Ucrania desde 2019 y que apoya la visión geoestratégica de Washington sobre Ucrania?

			Durante muchos años, la posición de Turquía en los asuntos mundiales ha sido ambigua. Es miembro de la OTAN, pero la UE ha rechazado sus peticiones de adhesión por motivos de derechos humanos. En la década de 1990, Turquía emprendió una campaña de terror estatal masivo contra la población kurda que dejó decenas de miles de muertos, tres mil quinientas ciudades y pueblos destruidos, y cientos de miles de personas desplazadas de las devastadas regiones kurdas a los miserables barrios marginales de Estambul. La «prensa libre» ocultó la mayor parte de estos crímenes, tal vez porque Clinton vendía armas a Ankara en un flujo que se intensificaba a medida que aumentaban las atrocidades. Turquía se convirtió en el principal receptor de ayuda militar estadounidense (aparte de Israel-Egipto, una categoría aparte), ampliando una correlación muy estrecha entre los abusos contra los derechos humanos y la ayuda estadounidense que se remonta muy atrás, pero que de algún modo no le resta un ápice de prestigio.

			En 2000, los crímenes de Estado turcos estaban disminuyendo, y en los años siguientes la situación mejoró mucho; fui testigo de ello, pude comprobarlo personalmente. En 2005, bajo el gobierno cada vez más severo de Recep Tayyip Erdoğan, aquel progreso se invirtió. Ello pudo deberse en parte a la continua negativa de la Unión Europea a aceptar la adhesión de Turquía, ignorando los avances de los años anteriores y reforzando la sensación de que los europeos sencillamente no aceptan a los turcos en su club.

			Desde entonces, el gobierno de Erdoğan se ha vuelto mucho más brutal, y no solo contra los kurdos: también atacando los derechos civiles y humanos en un amplio frente. Y ha intentado convertir Turquía en un actor importante en los asuntos regionales, con insinuaciones de un califato otomano renovado. Acepta las armas rusas a pesar de las fuertes objeciones de Estados Unidos, pero sigue siendo una pieza central del engranaje de dominio regional —y ahora mundial— de la OTAN. La postura de «equilibrio» con respecto a Ucrania es un ejemplo de ello.

			Si Turquía puede facilitar negociaciones que pongan fin a los horrores en Ucrania, bienvenidas sean. Mientras Estados Unidos insista en perpetuar el conflicto «hasta el último ucraniano» a la vez que bloquea un acuerdo negociado —que, por desagradable que resulte, sea la alternativa a la destrucción de Ucrania y quizás, incluso, a la guerra nuclear—, no podemos más que especular.

			 

			El gas ruso sigue fluyendo hacia Europa, aunque Putin había exigido que los gobiernos europeos pagaran por él en rublos. ¿Cuál sería el impacto en las relaciones geoestratégicas entre Europa y Rusia si la primera se independizara del gas ruso?

			No parece probable en un futuro próximo. Europa podría llegar a sacudirse el yugo del carbón y el petróleo rusos, pero el gas es harina de otro costal. Requiere gasoductos, cuya construcción llevaría años, o infraestructuras de transporte de gas natural licuado, que apenas existen. Pero creo que deberíamos preguntarnos otra cosa. ¿Podemos igualar la inteligencia de los tiranos reaccionarios que en Viena, en 1814, proporcionaron a Europa un siglo de paz? ¿Podemos avanzar hacia la visión de Gorbachov de un hogar común europeo sin alianzas militares, una concepción no demasiado alejada de la Asociación para la Paz iniciada por Estados Unidos y socavada por Clinton? ¿Puede darse, en la Rusia actual, algo parecido a la «cintura política»? Creo que estas son las preguntas que deberían encabezar nuestra reflexión y nuestro compromiso activo para intentar influir en el debate público y en las decisiones políticas.

			 

			Aumentan las pruebas de los crímenes de guerra rusos en Ucrania. ¿Es posible que Putin sea procesado por ello?

			El proceso por crímenes de guerra, en el mundo real, lo determina la «justicia del vencedor». Eso quedó claro en los Juicios de Núremberg y tampoco se ocultó en los Procesos de Tokio que lo acompañaron. En Núremberg, los bombardeos en alfombra de zonas urbanas densamente pobladas quedaron excluidos del juicio porque eran la especialidad de los aliados. Los criminales de guerra alemanes quedaban exculpados si podían demostrar que los aliados llevaron a cabo los mismos crímenes. En años posteriores, los principios de Núremberg se tiraron por la borda. Solo recientemente se han vuelto a usar como un garrote para golpear a los enemigos oficiales.

			Es inconcebible que se juzgue a Estados Unidos por sus numerosas y horribles fechorías. Se intentó una vez, por la guerra contra Nicaragua. La respuesta de Washington a la orden del Tribunal Internacional de Justicia de poner fin a los crímenes fue intensificarlos bruscamente, mientras la prensa tachaba a La Haya de «foro hostil», como demostraba la osadía de condenar a Estados Unidos (según los editores de The New York Times), siguiendo un amplio precedente.

			Putin podría ser juzgado si es derrocado dentro de Rusia y esta recibe un trato de país derrotado. Eso es lo que indican los antecedentes.

			Se puede imaginar un mundo donde el nivel de civilización se eleve hasta el punto de que el derecho internacional se respete en lugar de esgrimirse —con justicia— solo contra objetivos seleccionados. No debemos cejar en el esfuerzo por conseguirlo y, entretanto, no debemos sucumbir a las ilusiones que fomenta la doctrina oficial.

		

	
		
			NUESTRA PRIORIDAD EN UCRANIA DEBERÍA SER SALVAR VIDAS, NO CASTIGAR A RUSIA23

			 

			 

			 

			Noam, Putin declaró la semana pasada en una conferencia de prensa conjunta con su aliado, el presidente bielorruso Alexander Lukashenko, que las conversaciones de paz con Ucrania han llegado a un «callejón sin salida» y que la invasión prosigue según lo previsto. De hecho, prometió que la guerra no cesaría hasta que se completaran todos los objetivos fijados al comienzo de la invasión. ¿No quiere Putin la paz en Ucrania? ¿Está realmente en guerra con la OTAN y Estados Unidos? Si es así, sobre todo teniendo en cuenta lo peligrosa que ha sido hasta ahora la política de Occidente hacia Rusia, ¿qué se puede hacer para evitar que un país entero sea potencialmente borrado del mapa?

			Antes de proseguir con esta discusión, me gustaría subrayar, una vez más, el punto más importante: Nuestra principal preocupación debería ser pensar detenidamente qué podemos hacer para poner fin cuanto antes a la criminal invasión rusa y salvar a las víctimas ucranianas de sufrir más horrores. Desgraciadamente, muchos prefieren las declaraciones heroicas que emprender esta necesaria tarea. No es ninguna novedad, por desgracia. Como siempre, debemos tener claras las prioridades y actuar en consecuencia.

			Básicamente, hay dos formas de que termine esta guerra: un acuerdo diplomático negociado o la destrucción de uno u otro bando, ya sea por la vía rápida o tras una agonía prolongada. No será Rusia la destruida. Incontrovertiblemente, Moscú tiene la capacidad de arrasar Ucrania, y si Putin y su cohorte se ven acorralados, en su desesperación podrían utilizar esta capacidad. Eso esperan, sin duda, quienes presentan a Putin como un «loco» entregado a sus delirios de nacionalismo romántico y salvajes aspiraciones globales.

			Está claro que nadie quiere lanzarse a la piscina, al menos nadie que se preocupe lo más mínimo por los ucranianos.

			Lamentablemente, es necesario matizar. Dentro del discurso dominante hay voces que sostienen dos opiniones al mismo tiempo: 1) Putin es en efecto un «loco desquiciado» capaz de cualquier cosa y podría arremeter salvajemente en venganza si se ve acorralado; 2) «Ucrania debe ganar. Es el único resultado aceptable». Podemos ayudar a Ucrania a derrotar a Rusia, dicen, proporcionándole equipo militar avanzado y entrenamiento, y acorralando a Putin.

			Ambas posturas solo pueden sostenerlas simultáneamente personas a las que les importa tan poco el destino de los ucranianos que están dispuestas a probar a ver si el «loco trastornado» se escabulle con el rabo entre las piernas o utiliza la fuerza abrumadora de que dispone para arrasar Ucrania. En cualquier caso, los defensores de estos dos puntos de vista ganan. Si Putin acepta tranquilamente la derrota, ganan. Si arrasa Ucrania, ganan: justificará medidas mucho más duras para castigar a Rusia.

			Resulta interesante que tal disposición a jugar con la vida y el destino de los ucranianos reciba grandes elogios, e incluso se considere una postura noble y valiente. Quizás se me ocurran otras palabras.

			Dejando a un lado el matiz —desgraciadamente necesario—, la respuesta a la pregunta de qué se puede hacer parece bastante clara: emprender esfuerzos diplomáticos serios para poner fin al conflicto. Por supuesto, esa no es la respuesta para quienes castigar a Rusia es el objetivo primordial… «hasta el último ucraniano».

			El marco básico para un acuerdo diplomático se conoce desde hace tiempo y lo ha confirmado el presidente ucraniano Volodímir Zelenski. Primero, «neutralizar» Ucrania, dándole un estatus parecido al de México o Austria. Segundo, aplazar la resolución de la cuestión de Crimea. Tercero, negociar acuerdos para una mayor autonomía del Donbás, quizás dentro de un pacto federal, que preferiblemente se resuelva mediante un referéndum supervisado internacionalmente.

			La política oficial estadounidense sigue rechazando todo esto. Los altos funcionarios del Pentágono no se limitan a reconocer que «antes de la invasión rusa de Ucrania, Estados Unidos no hizo ningún esfuerzo por abordar una de las preocupaciones en materia de seguridad en las que Putin había hecho mayor hincapié: la posibilidad de que Ucrania ingresara en la OTAN». Más aún, se jactan de haber adoptado esta postura, que bien pudo haber influido en la decisión de a Putin de emprender la agresión. Y Estados Unidos sigue en sus trece, obstaculizando así una solución negociada según las líneas esbozadas por Zelenski, sea cual sea el coste para los ucranianos.

			¿Es posible todavía un acuerdo según esas líneas generales, como parecía antes de la invasión rusa? Solo hay una forma de averiguarlo: intentarlo. El embajador Freeman no es el único analista occidental bien informado que reprende al Gobierno estadounidense por no participar de los esfuerzos diplomáticos y, en el peor de los casos, «haberse opuesto implícitamente» a ellos con las palabras y los hechos. Eso, continúa, es «lo contrario de la cintura política y de la diplomacia» y un amargo golpe para los ucranianos por cuanto significa prolongar el conflicto. Otros respetados analistas, como Anatol Lieven, están en general de acuerdo y reconocen que, como mínimo, «Estados Unidos no ha hecho nada para facilitar la diplomacia».

			Lamentablemente, las opiniones racionales, por muy respetadas que sean, están apartadas del debate, y quienes pretenden castigar a Rusia hasta el último ucraniano llevan la voz cantante.

			En la conferencia de prensa, Putin pareció unirse a Estados Unidos al preferir «lo contrario de la cintura política y la diplomacia», aunque sus palabras no cerraban la puerta a estas opciones. Si las conversaciones de paz se encuentran en un «callejón sin salida», no significa que no puedan reanudarse, en el mejor de los casos con la participación y el compromiso de las grandes potencias, China y Estados Unidos.

			Los principales medios de comunicación estadounidenses condenan a China, con razón, por su falta de voluntad para facilitar «la diplomacia y la cintura política ». Estados Unidos, como de costumbre, está exento de críticas, salvo si deja de suministrar armas para prolongar el conflicto o utiliza otras medidas para castigar a los rusos, que al parecer es lo que más preocupa a la mayoría.

			De los pasillos de la Facultad de Derecho de Harvard —a priori en el extremo liberal del espectro ideológico— surge otra posibilidad. El profesor emérito Laurence Tribe y el estudiante Jeremy Lewin proponen que Biden siga el precedente sentado por George W. Bush en 2003, cuando confiscó «fondos iraquíes depositados en bancos estadounidenses, destinando lo recaudado a ayudar al pueblo iraquí y a indemnizar a las víctimas del terrorismo».

			¿Hizo algo más Bush en 2003 para «ayudar al pueblo iraquí»? Esa molesta pregunta solo la plantearían quienes se entregan al «y tú más», un artificio reciente diseñado para impedir que examinemos nuestras propias acciones y sus consecuencias sobre el presente.

			Los autores reconocen que sería problemático congelar algunos fondos que, por seguridad, se encuentran en bancos de Nueva York. Recuerdan la congelación de los fondos de Afganistán por parte de la administración Biden, que fue «controvertida, debido sobre todo a cuestiones no resueltas sobre el embargo judicial de activos y el reparto de reclamaciones entre demandantes en litigio […] demandas que presentaron los familiares de los muertos o heridos del 11-S».

			Aunque quizá no sea motivo de polémica, no se menciona la difícil situación de las madres afganas que ven morir de hambre a sus hijos porque no pueden acceder a sus cuentas bancarias para comprar alimentos, ni en general el destino de millones de afganos que se enfrentan a la inanición.

			El analista estrella de política exterior de The New York Times, Thomas Friedman, aportaba nuevas claves sobre los esfuerzos de Bush «para ayudar al pueblo iraquí» en el titular «¿Cómo hacer frente a una superpotencia dirigida por un criminal de guerra?». ¿Quién podía imaginar que una superpotencia pudiera estar dirigida por un criminal de guerra en esta época, tan moderna e ilustrada? Un dilema difícil de afrontar, incluso de concebir, en un país de prístina inocencia como Estados Unidos. ¿No es extraño que el mundo civilizado, y principalmente el Sur Global, contemple el espectáculo con asombro e incredulidad?

			Volviendo a la conferencia de prensa, Putin dijo que la invasión se estaba desarrollando según lo previsto y que continuaría hasta alcanzar los objetivos originales. Según la opinión conjunta de los analistas militares y las élites políticas occidentales, esa es la forma que tiene Putin de reconocer que tuvo que abandonar sus objetivos iniciales —conquistar rápidamente Kiev e instalar un Gobierno títere— debido a la feroz y valiente resistencia ucraniana, evidenciando que el ejército ruso es un tigre de papel incapaz siquiera de conquistar ciudades situadas a pocos kilómetros de su frontera y defendidas en su mayoría por civiles.

			A continuación, el consenso de los expertos llega a otra conclusión: Estados Unidos y Europa deben dedicar aún más recursos a protegerse de la próxima embestida de este monstruo militar, que está preparado para lanzar un nuevo ataque que arrolle a la OTAN y a Estados Unidos.

			La lógica es aplastante.

			Según dicho consenso, Rusia está revisando sus planes abandonados y concentrándose en un gran asalto en la región del Donbás, donde se dice que han muerto unas quince mil personas desde el levantamiento de Maidán en 2014. ¿A manos de quién? No debería ser difícil de determinar con tantos observadores de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) sobre el terreno.

			Concluir que Putin pretende la guerra con la OTAN y Estados Unidos, es decir, la aniquilación mutua, me parece ir demasiado lejos. Creo que quiere la paz en sus propios términos (¿qué monstruo no la quiere?). Y solo descubriremos cuáles son esos términos si intentamos averiguarlo mediante la «cintura política y la diplomacia». Será imposible si nos negamos a ello, incluso a contemplarlo o discutirlo. No podemos averiguarlo mediante la política oficial anunciada el pasado septiembre [de 2021] y reforzada en noviembre, y de la que ya hemos hablado: la política oficial de Estados Unidos sobre Ucrania que la «prensa libre» oculta a los estadounidenses, pero que la inteligencia rusa —que tiene acceso al sitio web de la Casa Blanca— seguramente tenga bien estudiada.

			Volviendo a lo, deberíamos hacer cuanto esté en nuestras manos para poner fin a la agresión y hacerlo de un modo que libre a los ucranianos de más sufrimiento e incluso de una posible aniquilación si Putin y su círculo se ven conducidos a un callejón sin salida. Eso pasa por presionar a Estados Unidos para que dé marcha atrás, abrace la diplomacia y demuestre cintura política. Las medidas punitivas (sanciones a Rusia, apoyo militar a Ucrania) podrían estar justificadas si contribuyen al fin que perseguimos, no si están diseñadas para castigar a los rusos mientras prolongan la agonía y amenazan a Ucrania con la destrucción, con indecibles ramificaciones.

			 

			Hay informes, no confirmados, de que Rusia ha utilizado armas químicas en la ciudad ucraniana que quizá haya sufrido los ataques más brutales: Mariupol. A su vez, el Gobierno del Reino Unido se apresuró a anunciar, con bastante audacia, que «se contemplan todas las opciones» si aquellos informes no mienten, y el secretario general de la OTAN, Jens Stoltenberg, ha declarado que en tal caso «cambiaría totalmente la naturaleza del conflicto». ¿Qué significa que «se contemplan todas las opciones»?, ¿podría incluir el escenario de una escalada hasta la guerra nuclear?

			La frase «se contemplan todas las opciones» es normal en lo que se viene a llamar «cintura política» en Estados Unidos y el Reino Unido, todo ello en violación directa de la Carta de la ONU (y, si a alguien le importara, de la Constitución estadounidense). No sabemos qué se les pasa por la cabeza a quienes hacen estas declaraciones. Tal vez quieran decir: Estados Unidos está dispuesto a recurrir a las armas nucleares, con lo que muy probablemente se destruirá a sí mismo junto con gran parte de la vida en la tierra (aunque puedan sobrevivir escarabajos y bacterias). Tal vez en su fuero interno eso les parezca tolerable si, al menos, castiga a los rusos, quienes, según nos dicen, son una maldición tan irremediable que la única solución pasa por el «aislamiento permanente de Rusia» o incluso el «Rusia delenda est».

			Sin duda, está bien preocuparse por el uso de armas químicas, aunque no esté probado. A riesgo de caer de nuevo en el «y tú más», también deberían preocuparnos los fetos deformes que hay en los hospitales de Saigón, entre otros terribles resultados de la guerra química desencadenada por la administración Kennedy para destruir cultivos y bosques —parte esencial del programa para «proteger» a la población rural que apoyaba al Viet Cong, como bien sabía Washington—, y de esto sí hay pruebas fehacientes. Debería preocuparnos lo suficiente como para hacer algo con el fin de paliar las consecuencias de aquellas terribles acciones.

			Si Rusia puede haber utilizado armas químicas —o contempla la posibilidad—, es sin duda un asunto muy preocupante.

			 

			También se dice que miles de ucranianos han sido deportados a la fuerza desde Mariupol a zonas remotas de Rusia, lo que evoca oscuros recuerdos de las deportaciones masivas soviéticas en época de Stalin. Desde el Kremlin se han rechazado tales afirmaciones tachándolas de «mentiras», pero han hablado abiertamente de reubicar a los civiles atrapados en Mariupol. Si se demuestra que dichas deportaciones forzosas son reales, ¿cuál sería el propósito de algo tan reprobable?, ¿no engrosaría la lista de crímenes de guerra de Putin?

			Seguramente, sí, y la lista ya es bastante larga. Por suerte, pronto tendremos mucha información. Hay varias investigaciones en marcha sobre los crímenes de guerra rusos y, a pesar de las dificultades técnicas, seguirán adelante.

			Esto también es normal. Cuando el enemigo comete crímenes, se pone en marcha la maquinaria para revelar hasta el más mínimo detalle. Como debe ser. Los crímenes de guerra no deben ocultarse ni olvidarse.

			Lamentablemente, esa es la práctica casi universal en Estados Unidos. Acabamos de citar algunos ejemplos. Pero el hecho de que el actual hegemón mundial adopte las prácticas censurables de sus predecesores nos permite desenmascarar los crímenes de los actuales enemigos oficiales, una tarea necesaria y que, seguramente, se llevará a cabo en este caso. Fuera del alcance de la propaganda estadounidense habrá a quien le horrorice la hipocresía, pero eso no es motivo para despreciar que se expongan y denuncien los crímenes de guerra.

			Los que tienen algún interés perverso en poner el foco solo sobre nosotros pueden fijarse en cómo se tratan las atrocidades cuando salen a la luz. El caso más significativo fue la masacre de My Lai, reconocida después de que el reportero independiente Seymour Hersh expusiera el crimen a Occidente. En Vietnam del Sur se conocía desde hacía tiempo, pero no despertó apenas atención. El centro médico cuáquero de Quang Ngai ni siquiera se molestó en denunciar porque los crímenes de ese tipo eran muy comunes. De hecho, la investigación oficial del Gobierno estadounidense descubrió otra masacre igual en la cercana aldea de My Khe.

			El sistema de propaganda pudo «absorber» la masacre de My Lai limitando la culpa a los soldados sobre el terreno que no sabían quién iba a dispararles a continuación. Exentos quedaron —y siguen— quienes los enviaron a esas expediciones de asesinato en masa. Además, centrarse en uno de los muchos crímenes sirvió para ocultar que era apenas una nota a pie de página en una enorme campaña de matanzas y destrucción dirigida desde oficinas con aire acondicionado y silenciada en la mayoría de medios de comunicación; con todo, Edward S. Herman y yo pudimos escribir sobre ello en 1979, a partir de los datos que nos proporcionó el corresponsal de Newsweek Kevin Buckley, quien había investigado el crimen junto con su colega Alex Shimkin pero no había podido publicar más que fragmentos.

			Salvo en estos casos, que son los menos, los delitos estadounidenses no se investigan y poco se sabe de ellos. Algo que viene de antiguo entre los poderosos.

			No es fácil descifrar lo que ocurre en la mente de criminales de guerra como Putin, si es que estos existen, visto que los expertos de The New York Times se horrorizan al descubrir que existen criminales de guerra.

			 

			Finlandia y Suecia parecen calentar motores ante la posibilidad de entrar en la OTAN. En caso de que esto ocurra, Rusia ha amenazado con desplegar armas nucleares y misiles hipersónicos en la región del Báltico. ¿Tiene sentido que los países neutrales se adhieran a la OTAN? ¿Tienen motivos fundados para preocuparse por su seguridad?

			Volvamos al abrumador consenso que han alcanzado los analistas militares y las élites políticas occidentales: el ejército ruso es tan débil e incompetente que no puede ni conquistar ciudades cercanas a su frontera defendidas en su mayoría por civiles. Por lo tanto, frente a semejante amenaza, los que cuentan con un poder militar abrumador —en cuanto miembros de la OTAN— deben temer por su seguridad.

			Es comprensible que esta sea la explicación favorita en las oficinas de Lockheed Martin y otros contratistas militares del principal exportador de armas del mundo, que salivan ante las nuevas perspectivas de engordar sus ya abultadas arcas. El hecho de que se acepte en otros círculos, y que también oriente la política, quizá merezca una reflexión.

			Rusia sí dispone de armas avanzadas, que pueden destruir (aunque evidentemente no conquistar), según parece indicar la experiencia de Ucrania. Para Finlandia y Suecia, abandonar la neutralidad y entrar en la OTAN podría aumentar la probabilidad de que Rusia las emplee en su contra. Dado que el argumento de la seguridad no es fácil de tomar en serio, esa parece ser la consecuencia más probable de su ingreso en la OTAN.

			También hay que reconocer que Finlandia y Suecia ya están bastante bien integradas en el sistema de mando de la OTAN, al igual que ocurría con Ucrania desde 2014. Las declaraciones oficiales del Gobierno estadounidense de septiembre y noviembre [de 2021] y la negativa de la administración Biden «a abordar una de las preocupaciones en materia de seguridad en las que Vladímir Putin había hecho mayor hincapié: la posibilidad de que Ucrania ingresara en la OTAN» en vísperas de la invasión rusa afianzaron, más si cabe, esta situación.

		

	
		
			MIENTRAS LA INVASIÓN RUSA SIGUE SU CURSO, LA GUERRA PROPAGANDÍSTICA SE RECRUDECE24

			 

			 

			 

			La propaganda se ha convertido, en el mundo moderno, en un arma muy poderosa para conseguir el apoyo de la opinión pública a la guerra y dar a esta última una justificación moral, normalmente destacando la naturaleza «malvada» del enemigo. También se utiliza para desmoralizar a las fuerzas enemigas. En el caso de la invasión rusa de Ucrania, parece que la propaganda del Kremlin ha funcionado hasta ahora dentro de Rusia y domina los medios sociales chinos, pero que Ucrania está ganando la guerra de la información en el ámbito mundial, especialmente en Occidente. ¿Estás de acuerdo? ¿Hay alguna mentira o mito de guerra significativo en torno al conflicto Rusia-Ucrania que merezca la pena señalar?

			La propaganda de guerra ha sido un arma poderosa durante mucho tiempo, sospecho que desde que puede rastrearse el registro histórico. Y, a menudo, acarrea consecuencias a largo plazo que merecen atención y reflexión.

			Para no remontarnos demasiado atrás, en 1898 el acorazado estadounidense Maine se hundió en el puerto de La Habana, probablemente a causa de una explosión interna. La prensa de [William Randolph] Hearst consiguió despertar una ola de histeria popular contra la naturaleza malvada de España. Eso creó el calvo de cultivo necesario para una invasión que aquí [en Estados Unidos] se conoce como «la liberación de Cuba». O, por mejor decir, la prevención de la autoliberación de Cuba de España, que convirtió la isla en una colonia estadounidense de facto. Así permaneció hasta 1959, cuando fue efectivamente liberada, y Washington, casi de inmediato, emprendió una despiadada campaña de terror y sanciones para acabar con el «exitoso desafío» de Cuba a la política estadounidense de dominación del hemisferio.

			En 1916, Woodrow Wilson fue elegido presidente con el eslogan «Paz sin Victoria», que pronto mutó en «Victoria sin Paz». Una avalancha de propaganda consiguió que el odio a todo lo alemán consumiera en tiempo récord a una población hasta entonces pacifista. Al principio, la propaganda emanaba del Ministerio de Información británico; ya sabemos lo que eso significa. Los intelectuales estadounidenses del círculo liberal de [John] Dewey la absorbieron con entusiasmo y se autoproclamaron líderes de la campaña para «liberar el mundo». Por primera vez en la historia, explicaron sobriamente, la guerra no la habían iniciado las élites militares o políticas, sino los intelectuales —ellos— que habían estudiado a fondo la situación y, tras una cuidadosa deliberación, habían determinado el modo correcto de proceder: entrar en la guerra, llevar la libertad al mundo y poner fin a las barbaridades que pregonaba el Ministerio de Información británico.

			Una consecuencia de la eficaz campaña antigermana fue la imposición de una paz del vencedor que humillaba a la Alemania derrotada. Algunos se opusieron enérgicamente, en particular John Maynard Keynes; fueron ignorados. Aquello nos trajo a Hitler.

			(Recuérdese, en este punto, la comparación de Chas Freeman entre la insostenible paz surgida de Versalles en 1919 y la surgida del Congreso de Viena en 1814-15 —donde, con gran inteligencia política, se integró a la derrotada Francia—, que duró un siglo).

			Para no ser superado por los británicos, Wilson creó su propia agencia de propaganda, el Comité de Información Pública (Comisión Creel). Esto tuvo también su efecto a largo plazo. Entre los miembros de la Comisión estaban Walter Lippmann, que llegó a ser el principal intelectual público del siglo XX, y Edward Bernays, a la postre uno de los fundadores de la industria moderna de las relaciones públicas, la mayor agencia de propaganda del mundo, dedicada a socavar los mercados creando consumidores desinformados que toman decisiones irracionales, —lo contrario de lo que se aprende sobre mercados en primero de Economía—. Al estimular el consumismo desenfrenado, también esta industria contribuye a llevar el mundo al desastre, pero este es otro tema.

			Tanto Lippmann como Bernays atribuyeron a la Comisión Creel la demostración del poder de la propaganda en la «fabricación del consentimiento» (Lippmann) y la «ingeniería del consentimiento» (Bernays). Este «nuevo arte en la práctica de la democracia», explicó Lippmann, podía utilizarse para mantener a los «ignorantes y entrometidos forasteros» —el público en general— pasivos y obedientes mientras los autodenominados «hombres responsables» se ocupaban de los asuntos importantes, libres del «atropello y [el] rugido de un rebaño desconcertado». Bernays expresó opiniones similares. No fueron los únicos. Lippmann y Bernays eran liberales en la línea de Wilson-Roosevelt-Kennedy; elaboraron una noción de democracia que concordaba bastante con las concepciones liberales dominantes, entonces y desde entonces.

			Las ideas se extienden ampliamente en las sociedades más libres, donde aquellas que sean impopulares «pueden suprimirse sin recurrir a la fuerza», como George Orwell planteaba en la introducción (inédita) a Rebelión en la granja sobre la «censura literaria» en Inglaterra.

			Sigue siendo así. Especialmente en las sociedades más libres, en las que el activismo popular ha logrado hacer frente y limitar la violencia estatal, es fundamental idear métodos para «fabricar el consentimiento», y asegurar que estos se interioricen hasta volverse tan invisibles como el aire que respiramos, sobre todo en los círculos con mayor nivel de formación. La imposición de mitos de guerra es parte habitual de estas empresas.

			A menudo funciona, y de forma bastante espectacular. En la Rusia de hoy, según los informes, una gran mayoría de ciudadanos cree que, en Ucrania, su país se está defendiendo de una embestida nazi que recuerda a la Segunda Guerra Mundial, cuando Ucrania colaboró en la agresión que estuvo a punto de destruir Rusia al tiempo que se cobraba un horrible tributo.

			La propaganda es tan disparatada como todos los mitos bélicos en general pero, al igual que otros, se basa en retazos de verdad y, al parecer, ha sido eficaz a escala nacional para fabricar consentimiento.

			En realidad, no podemos estar seguros debido a la rígida censura, un sello distintivo de la cultura política estadounidense desde hace mucho tiempo: hay que proteger al «desconcertado rebaño» de las «ideas equivocadas». En consecuencia, hay que «proteger» a los estadounidenses de la propaganda que, según se nos dice, es tan ridícula que solo los más descerebrados podrían contener la risa.

			Según este punto de vista, para castigar a Putin, ningún material procedente de Rusia debe llegar a los ojos y oídos estadounidenses. Eso incluye el trabajo de destacados periodistas y comentaristas políticos estadounidenses, como Chris Hedges, con un largo historial periodístico en el que destaca su labor al frente de la sección de Oriente Medio y los Balcanes de The New York Times. Hay que proteger a los estadounidenses de su influencia maligna: sus informes aparecen en RT. Ahora han sido eliminados. Los estadounidenses están «a salvo» de leerlos.

			Chúpese esa, señor Putin.

			Como cabría esperar en una sociedad libre, es posible, con cierto esfuerzo, saber algo de la postura oficial de Rusia sobre la guerra —o, como la llama Moscú, «operación militar especial»—. Por ejemplo, a través de India, donde el ministro de Asuntos Exteriores, Serguéi Lavrov, concedió una larga entrevista a India Today TV el 19 de abril [de 2022].

			Vemos constantemente presenciamos los efectos de este rígido adoctrinamiento. Uno de ellos es que es de rigor referirse a la agresión criminal de Putin en Ucrania como su «invasión no provocada de Ucrania». Una búsqueda en Google de esta frase arroja alrededor de 2.430.000 resultados (en 0,42 segundos).

			Por curiosidad, podríamos teclear «invasión no provocada de Irak». La búsqueda arroja unos 11.700 resultados (en 0,35 segundos), aparentemente de fuentes antibelicistas, según sugiere una rápida comprobación.

			El ejemplo es interesante no solo en sí mismo, sino por la brusca inversión de los hechos que revela. La guerra de Irak no fue provocada en absoluto: Dick Cheney y Donald Rumsfeld tuvieron que esforzarse mucho, incluso recurrir a la tortura, para tratar de encontrar algún ápice de prueba que vinculara a Sadam Husein con Al Qaeda. La famosa desaparición de las armas de destrucción masiva no habría sido una provocación para la agresión aunque hubiera habido alguna razón para creer que existían.

			En cambio, la invasión rusa de Ucrania fue sin duda provocada, aunque en el clima actual es necesario añadir la obviedad de que la provocación no justifica la invasión.

			Algunos diplomáticos y analistas políticos estadounidenses de alto nivel llevan treinta años advirtiendo a Washington de que era imprudente e innecesariamente provocador ignorar las preocupaciones de Rusia en materia de seguridad, en particular sus líneas rojas: el ingreso en la OTAN de Georgia y Ucrania.

			Con pleno conocimiento de causa, desde 2014 la OTAN (es decir, básicamente Estados Unidos) ha «proporcionado un apoyo significativo [a Ucrania] con equipamiento, […] ha entrenado a decenas de miles de soldados ucranianos, y después, cuando los servicios de inteligencia advirtieron de que era muy probable una invasión, los aliados redoblaron esfuerzos durante el pasado otoño y este invierno», antes de febrero de 2022, según el secretario general de la OTAN, Jens Stoltenberg.

			En otoño de 2021, Washington reafirmó el compromiso de integrar a Ucrania en el mando de la OTAN con la declaración oficial que ya hemos comentado, y que la «prensa libre» ocultó al desconcertado rebaño mientras la inteligencia rusa ya la conocía bien.

			Sin entrar en más detalles, la invasión de Ucrania por Putin fue claramente provocada, mientras que la invasión estadounidense de Irak no lo fue en absoluto. Esto es lo contrario del discurso habitual, pero también es precisamente la norma de la propaganda bélica, no solo en Estados Unidos, aunque el proceso es más significativo en las sociedades libres.

			Muchos creen que es un error abordar estos asuntos, incluso una forma de propaganda pro-Putin, y que deberíamos, más bien, centrarnos en los continuos crímenes de Rusia. En contra de lo que piensan, esa postura no ayuda a los ucranianos. Los perjudica. Si se nos prohíbe, por decreto, aprender sobre nosotros mismos, no podremos desarrollar políticas que beneficien a los demás, a los ucranianos entre ellos. Esto parece obvio.

			Un análisis más detallado arroja muchos otros ejemplos instructivos. Hablamos de los elogios del profesor de Derecho de Harvard Lawrence Tribe a la decisión de Bush en 2003 de «ayudar al pueblo iraquí» confiscando «fondos iraquíes depositados en bancos estadounidenses» y, de paso, invadiendo y destruyendo el país. Concretamente, los fondos se incautaron «para ayudar al pueblo iraquí y compensar a las víctimas del terrorismo», del cual la población no era en absoluto responsable.

			No preguntemos más sobre cómo se iba a ayudar al pueblo iraquí. Es razonable suponer que no se tratase de una compensación por el «genocidio» estadounidense en Irak antes de la invasión.

			«Genocidio» no lo digo yo; es el término utilizado por los distinguidos diplomáticos que administraron el programa «Petróleo por Alimentos», la cara amable de las sanciones del presidente Bill Clinton (técnicamente, a través de la ONU). Uno de ellos, Denis Halliday, dimitió en protesta porque consideraba que las sanciones eran «genocidas». Lo sustituyó Hans von Sponeck, que no solo hizo lo mismo, también escribió A Different Kind of War, un libro fundamental que proporcionaba gran cantidad de información acerca de las espantosas torturas a iraquíes a causa de las sanciones de Clinton.

			Los estadounidenses no están totalmente a salvo de tan desagradables revelaciones. Aunque, hasta donde yo sé, el libro de Von Sponeck nunca fue reseñado, cualquiera que haya oído hablar de él puede comprarlo en Amazon. La pequeña editorial que publicó la edición inglesa pudo incluso reunir dos reseñas: la de John Pilger y la mía, alejadas del discurso dominante.

			Por supuesto, el «genocidio» ha hecho correr ríos de tinta. Según los criterios utilizados, a Estados Unidos y sus aliados se los acusa de ello una y otra vez, pero la autocensura impide que se reconozca este hecho, del mismo modo que protege a los estadounidenses de las encuestas internacionales de Gallup, que muestran que Estados Unidos es considerado, con diferencia, la mayor amenaza para la paz mundial, o que la opinión pública mundial se opuso abrumadoramente a la invasión estadounidense de Afganistán (también «no provocada», si nos fijamos), y otras informaciones improcedentes.

			No creo que haya «mentiras significativas» en los reportajes de guerra. En general, los medios de comunicación estadounidenses están haciendo un trabajo muy meritorio al informar sobre los crímenes rusos en Ucrania. Eso es valioso, como lo es que se estén llevando a cabo investigaciones a nivel internacional para preparar posibles juicios por crímenes de guerra.

			Somos muy escrupulosos a la hora de desenterrar detalles sobre delitos ajenos. Sin duda, existen los bulos, que en ocasiones alcanzan niveles cómicos, un asunto del que el difunto Edward Herman y yo nos ocupamos a fondo en su día; pero cuando los crímenes del enemigo pueden observarse directamente, sobre el terreno, los periodistas suelen hacer bien su trabajo, informan sobre ellos, los sacan a la luz. Y se investigan de forma exhaustiva.

			Como ya hemos comentado, en las muy raras ocasiones en que los crímenes estadounidenses son tan flagrantes que no se pueden ignorar, también se informa de ellos, pero de tal manera que se ocultan los crímenes que son más que una pequeña nota a pie de página. La masacre de My Lai, por ejemplo.

			En cuanto a que Ucrania está ganando la guerra de la información, es cierto si se matiza que «en Occidente». Estados Unidos siempre ha mostrado entusiasmo y firmeza a la hora de denunciar los crímenes de sus enemigos, y en el caso ucraniano, Europa le sigue la corriente. Pero fuera del ámbito europeo-norteamericano, el panorama es más ambiguo. En el Sur Global, donde vive la mayor parte de la población mundial, se denuncia la invasión, pero no se adopta acríticamente el marco propagandístico estadounidense, lo que ha provocado aquí [en Estados Unidos] una considerable perplejidad: ¿cómo pueden estar tan «desfasados»?

			Tampoco debe extrañarnos. Las víctimas tradicionales de la violencia y la represión suelen ver el mundo de forma bastante diferente a quienes están acostumbrados a blandir el látigo.

			Incluso en Australia se aprecia cierta insubordinación. En la revista de asuntos internacionales Arena, el editor Simon Cooper denuncia la rígida censura y la intolerancia —incluso contra la disidencia más leve— en los medios liberales estadounidenses. Llega a la conclusión, bastante razonable, de que «esto significa que es casi imposible, dentro del discurso dominante, condenar las acciones de Putin y al mismo tiempo construir un camino para acabar con la guerra que no implique una escalada y la destrucción total de Ucrania».

			No estamos ante nada nuevo. Ha sido lo normal durante mucho tiempo, sobre todo en tiempos de la Primera Guerra Mundial. Hubo quienes no se conformaron con el dogma establecido después de que Wilson entrase en la guerra. El principal dirigente obrero estadounidense, Eugene Debs, fue encarcelado por atreverse a sugerir a los trabajadores que pensaran por sí mismos. La administración liberal de Wilson lo detestaba tanto que fue excluido de la amnistía de posguerra. En los círculos intelectuales afines a Dewey también hubo algunos desobedientes. El más famoso fue Randolph Bourne. No pisó la cárcel, pero se le prohibió publicar en revistas liberales para que no pudiera difundir el mensaje subversivo de que «la guerra es la salud del Estado».

			Debo mencionar que, unos años más tarde, incluso Dewey cambió radicalmente su postura.

			Es comprensible que los liberales se emocionen especialmente cuando se presenta la oportunidad de condenar los crímenes del enemigo. Por una vez, están del lado del poder. Los crímenes son reales, y pueden marchar en el desfile que los condena con razón y ser alabados por su conformidad (bastante adecuada). Esto resulta muy tentador para quienes a veces, aunque sea tímidamente, condenamos crímenes de los que compartimos la responsabilidad y, por tanto, somos castigados por adherirnos a principios morales elementales.

			 

			Las redes sociales, ¿han dificultado o facilitado hacerse una idea exacta de la realidad política?

			Es difícil de decir, especialmente para mí, porque evito las redes sociales y solo dispongo de información limitada. Mi impresión es que se da un fenómeno mixto.

			Las redes sociales ofrecen la oportunidad de acceder a una enorme variedad de perspectivas y análisis, y de encontrar información que a menudo no está disponible en los medios tradicionales. Por otra parte, no está claro hasta qué punto se aprovechan estas oportunidades. Se ha dicho —y mi limitada experiencia en el tema lo confirma— que muchos usuarios de estas redes tienden a habitar burbujas que se refuerzan a sí mismas y apenas leen o escuchan nada que se aparte de sus creencias y opiniones; peor, las afianzan hasta llegar al extremo.

			Aparte de eso, las fuentes básicas de información siguen siendo prácticamente las mismas: la prensa convencional, con sus reporteros y corresponsalías. Mi impresión, una vez más, es que las oportunidades que ofrece Internet se aprovechan poco.

			Una consecuencia negativa de la rápida proliferación de las redes sociales es el acusado declive de los medios de comunicación tradicionales. No hace tanto, en Estados Unidos, había numerosos medios locales de gran calidad. La mayoría han desaparecido. Pocos tienen siquiera oficinas en Washington, y ni hablar de en otros lugares, como era habitual que sucediera. Durante las guerras centroamericanas de Ronald Reagan, que alcanzaron niveles extremos de sadismo, algunos de los mejores reportajes los realizaron reporteros del Boston Globe, varios de ellos íntimos amigos míos. De aquel periodismo no queda casi nada.

			La razón principal es la dependencia de los anunciantes, una de las maldiciones del sistema capitalista. Los padres fundadores tenían una visión diferente. Estaban a favor de una prensa verdaderamente independiente y la fomentaron. El servicio de Correos se creó en gran medida con este fin, para facilitar y abaratar el acceso a la prensa independiente.

			En consonancia con la singularidad de ser una sociedad dirigida en gran medida por las empresas, Estados Unidos también es una excepción en el sentido de que casi no tiene medios de comunicación públicos: nada parecido a la BBC, por ejemplo. Los esfuerzos por desarrollarlos —primero en la radio, más tarde en la televisión— se abandonaron por la fuerte presión empresarial.

			Hay excelentes trabajos académicos sobre el tema —como hay importantes iniciativas para superar estas graves fallas de la democracia—, en particular los de Robert McChesney y Victor Pickard.

			 

			En 1988, Edward Herman y tú publicasteis Los guardianes de la libertad. El libro introducía el «modelo de propaganda» de la comunicación, que funciona a través de cinco filtros: la propiedad, la publicidad, la élite mediática, la crítica y el enemigo común. ¿Ha cambiado la era digital el modelo de propaganda? ¿Sigue funcionando?

			Por desgracia, Edward, que fue el autor principal, ya no está con nosotros. Lo echamos mucho de menos. Creo que estaría de acuerdo conmigo en que la era digital no ha cambiado mucho las cosas, más allá de lo que acabo de describir. Lo que sobrevive de los medios de comunicación tradicionales sigue siendo la principal fuente de información y está sujeto a las mismas presiones que antes.

			Es cierto que ha habido algunos cambios importantes. Al igual que otras instituciones, incluido el sector empresarial, los medios de comunicación se han visto influidos por los efectos civilizadores de los movimientos populares de los años sesenta. Impacta observar lo que se consideraba un comentario o un reportaje «apropiado» antes de aquello; muchos periodistas han pasado por esta experiencia liberadora.

			Naturalmente, hay una reacción violenta, con apasionadas denuncias de esa cultura woke que reconoce que hay seres humanos con derechos aparte de los varones cristianos blancos. Desde la «estrategia sureña» de Nixon, los dirigentes del Partido Republicano han comprendido que, puesto que no pueden ganar votos con sus políticas económicas al servicio del gran capital y el poder corporativo, deben dirigir la atención hacia «cuestiones culturales»: la falsa idea de un «gran reemplazo», las armas, cualquier cosa que oculte la realidad de que estamos trabajando a conciencia para apuñalarte por la espalda. Donald Trump era un maestro de esta técnica, a veces llamada «al ladrón»: cuando te pillan metiendo la mano en el bolsillo de alguien, gritas «al ladrón, al ladrón» y señalas a otra parte.

			A pesar de todo, los medios de comunicación han mejorado en este aspecto y reflejan los cambios de la sociedad en general. No es baladí.

			 

			¿Qué opinas del «y tú más» que se esgrime en las agrias polémicas a causa de la guerra en Ucrania?

			Esto también viene de antiguo. En los primeros años de la posguerra, el pensamiento independiente podía silenciarse con la acusación de ser «rojo»: apoyas los crímenes de Stalin. Se habla a menudo de macartismo, pero eso no era más que la punta del iceberg. Lo que ahora se denuncia como «cultura de la cancelación» campó a sus anchas durante más de una década.

			La técnica perdió efectividad cuando el país empezó a despertar de su letargo dogmático en los años sesenta. A principios de los ochenta, Jeane Kirkpatrick, una importante intelectual reaganiana experta en política exterior, ideó una nueva técnica: la equivalencia moral. Si revelas y criticas las atrocidades de la administración Reagan que ella apoyaba, eres culpable de «equivalencia moral». Estás afirmando que Reagan no es diferente de Stalin o Hitler. Eso sirvió durante un tiempo para someter a quienes disentían de la línea del partido. El «y tú más» es una nueva variante, apenas diferente de sus predecesoras.

			Para la verdadera mentalidad totalitaria, nada de esto es suficiente. Los líderes del Partido Republicano se afanan para limpiar las escuelas de todo lo que sea «divisivo» o cause «incomodidad». Eso incluye prácticamente toda la historia —aparte los eslóganes patrióticos aprobados por la Comisión 1776 de Trump—, o lo que quiera que ideen los cabecillas republicanos cuando tomen el mando y puedan imponer una disciplina más estricta. Hay ingentes señales que advierten de ello, y motivos para esperar que haya más en el futuro.

			Es importante recordar lo rígidos que han sido los controles ideológicos en Estados Unidos, tal vez un reflejo del hecho de ser una sociedad muy libre en comparación con otras, lo que pone en aprietos a los guardianes de las esencias, que deben estar siempre alerta a los signos de desviación.

			Ahora, después de muchos años, ya se puede decir la palabra «socialista», que significa socialdemócrata moderado. En este sentido, Estados Unidos se ha desmarcado por fin de las dictaduras totalitarias. Si retrocedemos sesenta años, incluso las palabras «capitalismo» e «imperialismo» eran demasiado radicales para ser pronunciadas. En 1965, el presidente de Students for a Democratic Society, Paul Potter, se armó de valor para «nombrar el sistema» en un discurso, pero no consiguió pronunciar aquellas palabras.

			En los años sesenta hubo algunos avances, que preocuparon profundamente a los liberales estadounidenses, quienes advirtieron de una «crisis de la democracia», ya que demasiados sectores de la población intentaban entrar en la arena política para defender sus derechos. Aconsejaron mayor «moderación en la democracia», el regreso a la pasividad y la obediencia, y condenaron a las instituciones responsables del «adoctrinamiento de los jóvenes» por no fallar en su cometido. Desde entonces se han abierto más las puertas, lo que en consecuencia exige medidas más urgentes para imponer disciplina.

			Si los autoritarios del Partido Republicano consiguen destruir la democracia lo suficiente como para implantar el gobierno permanente de una casta nacionalista, cristiana, supremacista blanca, supeditada al gran capital y el poder privado, es probable que disfrutemos de las payasadas de figuras como el gobernador de Florida, Ron DeSantis, que prohibió el 40% de los textos de matemáticas para niños en el estado debido a «referencias a la teoría crítica de la raza […] y la inclusión no solicitada de aprendizaje social emocional» en la asignatura, según la directiva oficial. Bajo presión, el estado dio a conocer algunos ejemplos aterradores, como un objetivo educativo según el cual «los alumnos adquieren conciencia social a medida que practican la empatía con los compañeros de clase».

			Si el país en su conjunto llega a convertirse en lo que el Partido Republicano pretende, no será necesario recurrir a la «equivalencia moral» ni al «y tú más» para sofocar el pensamiento independiente.

			 

			Una última pregunta. Un juez del Reino Unido ha aprobado formalmente la extradición de Julian Assange a Estados Unidos, a pesar de que tal medida le expondría a «graves violaciones de los derechos humanos», como había advertido Agnès Callamard, antigua relatora especial de la ONU sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. En caso de que Assange sea extraditado, lo que ya es casi seguro, se enfrenta a una pena de hasta ciento setenta y cinco años de prisión por publicar información sobre las guerras de Irak y Afganistán. ¿Puedes comentar algo sobre el caso de Assange y la ley utilizada para procesarlo?, ¿qué dice esta persecución sobre la libertad de expresión y el estado de la democracia estadounidense?

			Assange lleva años recluido en condiciones equivalentes a la tortura. Es obvio para cualquiera que haya podido visitarlo (yo lo hice, una vez) y lo confirmó el relator especial de la ONU sobre la tortura [y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes] Nils Melzer en mayo de 2019.

			A los pocos días, la administración Trump acusó a Assange en virtud de la Ley de Espionaje de 1917, la misma que Wilson empleó para encarcelar a Eugene Debs (entre otros crímenes de Estado cometidos sirviéndose de dicha ley).

			Dejando a un lado los tejemanejes legalistas, el motivo de la persecución contra Assange es que cometió un pecado capital: reveló información sobre crímenes estadounidenses que el Gobierno, por supuesto, preferiría mantener ocultos. Eso es especialmente ofensivo para los extremistas autoritarios como Trump y Mike Pompeo, que iniciaron el procedimiento en virtud de la mencionada Ley de Espionaje.

			Su preocupación es comprensible. Ya lo explicó hace años el profesor Samuel Huntington, que observó que «el poder sigue siendo fuerte cuando permanece en la oscuridad; expuesto a la luz del sol, empieza a evaporarse».

			Se trata de un principio fundamental de la política, de la cintura política, que también se extiende al poder privado. Por eso la fabricación/ingeniería del consentimiento es una preocupación primordial de los sistemas de poder, sea estatal o privado.

			La idea no es nueva. En «De los principios primordiales del gobierno» —una de las obras fundacionales de lo que hoy se denomina ciencia política—, hace casi tres siglos, David Hume escribió:

			 

			Nada les parece más sorprendente a quienes contemplan los asuntos humanos con mirada filosófica que la facilidad con la que los pocos gobiernan a los muchos, y la implícita mansedumbre con la que los seres humanos someten sus propios sentimientos y pasiones a los de sus gobernantes. Cuando indagamos por qué medios llega a efectuarse este milagro nos encontramos con que, al estar la fuerza siempre del lado de los gobernados, los gobernantes no tienen nada en lo que apoyarse salvo la opinión. La opinión es, así pues, aquello en lo que se fundamenta el gobierno, y esta máxima se extiende a los gobiernos más despóticos y más militares, tanto como a los más libres y populares.

			 

			En efecto, la fuerza está del lado de los gobernados, sobre todo en las sociedades más libres. Y más vale que estos no se den cuenta, o se desmoronarán las estructuras de autoridad ilegítima, estatales y privadas.

			Estas ideas se han desarrollado a lo largo de los años, sobre todo por Antonio Gramsci. La dictadura de Mussolini comprendió bien la amenaza que representaba. Cuando fue encarcelado, el fiscal anunció: «Durante veinte años tenemos que impedir que funcione este cerebro».

			Hemos avanzado considerablemente desde la Italia fascista. La acusación Trump-Pompeo pretende silenciar a Assange durante ciento setenta y cinco años, y los Gobiernos de Estados Unidos y Reino Unido ya han torturado durante años al criminal que se atrevió a exponer el poder a la luz del sol.25

		

	
		
			PARA HACER FRENTE A LA CRISIS CLIMÁTICA, ÉTICA E INTELIGENCIA DEBEN IR DE LA MANO26

			 

			 

			 

			Noam, la guerra en Ucrania no solo está causando un sufrimiento inimaginable; también está teniendo consecuencias económicas de alcance mundial. Además, es una terrible noticia para la lucha contra el calentamiento global. Debido al aumento del coste de la energía y de la creciente preocupación por la seguridad energética, los esfuerzos de descarbonización han pasado a un segundo plano. En Estados Unidos, el Gobierno de Biden ha hecho suyo el viejo lema republicano «Drill, baby, drill» [«Perfora, nena, perfora»]. Por su parte, Europa está decidida a construir nuevos gasoductos y centros de importación, al tiempo que China planea aumentar su capacidad de producción de carbón. ¿Qué implicaciones crees que tendrán tan desafortunados acontecimientos? ¿Cómo se explica que el cortoplacismo siga siendo la tónica entre los líderes mundiales, incluso en un momento en que la humanidad podría estar ante una amenaza existencial?

			Tu última pregunta no es nueva. De una u otra forma, ha ido surgiendo en distintas ocasiones a lo largo de la historia.

			Tomemos un caso sobradamente estudiado: ¿por qué los líderes políticos fueron a la guerra en 1914, confiando plenamente en su propia rectitud? ¿Y por qué los intelectuales más destacados de cada país en guerra se alinearon con apasionado entusiasmo en apoyo de sus respectivos Estados, con la salvedad de un puñado de disidentes, los más destacados de los cuales terminaron en prisión (Bertrand Russell, Eugene Debs, Rosa Luxemburgo, Karl Liebknecht)? No era una crisis terminal, pero sí bastante grave.

			El patrón se remonta muy atrás en la historia. Y continúa, con pocos cambios, después del 6 de agosto de 1945, cuando supimos que la inteligencia humana había llegado a un nivel en el que pronto sería capaz de exterminarlo todo.

			Al observar de cerca el fenómeno a lo largo de los años, me parece que se desprende con claridad una conclusión básica: lo que sea que impulse la política no es la seguridad; al menos, la seguridad de la población. En el mejor de los casos, esta es una preocupación marginal. Lo mismo cabe decir de las amenazas existenciales. Tenemos que buscar en otra parte.

			Un buen punto de partida es lo que me parece el principio mejor establecido de la teoría de las relaciones internacionales: la observación de Adam Smith de que los «amos de la humanidad» —en su época, los comerciantes e industriales ingleses— son los «principales arquitectos de la política [estatal]». Utilizan su poder para garantizar que sus intereses «se atiendan de la forma más peculiar», sin importar los «penosos» efectos que produzcan sobre los demás, incluido el pueblo de Inglaterra, pero más brutalmente sobre las víctimas de la «salvaje injusticia de los europeos». Su objetivo particular era el salvajismo británico en India, entonces en pañales, y aun así ya bastante horripilante.

			Cuando las crisis se vuelven existenciales, no hay grandes cambios; prevalecen los intereses a corto plazo. La lógica es clara en los sistemas competitivos, como los mercados no regulados. Los que no participan en el juego quedan pronto fuera de él. La competencia entre los «principales arquitectos de la política» en el sistema estatal tiene propiedades similares, pero debemos tener en cuenta que la seguridad de la población dista mucho de ser un principio rector, como demuestran los antecedentes con demasiada nitidez.

			Tienes toda la razón sobre el terrible impacto de la invasión rusa de Ucrania. Los debates en Estados Unidos y en Europa se centran en el sufrimiento de los ucranianos —de forma bastante procedente— al tiempo que aplauden la política de aceleración del desastre —no tan razonablemente—. Intensificar la guerra en Ucrania, en lugar de intentar ponerle fin, tiene fatales repercusiones mucho más allá de ese país. Como de sobra sabemos, Ucrania y Rusia son importantes exportadores de alimentos. La guerra ha cortado el suministro de estos a poblaciones que los necesitan desesperadamente, sobre todo en África y Asia.

			Por poner solo un ejemplo: la peor crisis humanitaria del mundo, según la ONU, es la de Yemen. Más de dos millones de niños se enfrentan a una inminente hambruna, según informa el Programa Mundial de Alimentos. Casi el 100% de los cereales son importados, «y Rusia y Ucrania son los países de origen que aportan mayor proporción de trigo y productos derivados (42%)», además de la harina y el trigo procesados reexportados de la misma región.

			La crisis va mucho más allá. Intentemos ser honestos al respecto: perpetuar la guerra se traduce, sencillamente, en un programa de asesinato en masa en gran parte del Sur Global.

			Pero eso es lo de menos: en ciertas revistas supuestamente serias se discute sobre cómo Estados Unidos puede ganar una guerra nuclear con Rusia. Tales debates rayan en la locura criminal. Y, desgraciadamente, las políticas de Estados Unidos y la OTAN proporcionan muchos escenarios posibles para el fin de la sociedad humana por la vía rápida. Por citar solo uno, Putin se ha abstenido hasta ahora de atacar las líneas de suministro de armas pesadas a Ucrania. No sería una gran sorpresa que cambiase de parecer, lo que acercaría a Rusia y a la OTAN al conflicto directo, allanando el camino hacia una escalada de venganza a modo de «ojo por ojo» que bien podría conducirnos a la extinción inmediata.

			Sin, embargo, es más probable (altamente probable, de hecho) una muerte lenta por envenenamiento del planeta. Según el informe más reciente del IPCC, para que haya alguna esperanza de que el mundo siga siendo habitable, debemos dejar de utilizar ya combustibles fósiles, hasta eliminarlos del todo cuanto antes. Como señalas, una consecuencia de la guerra es que las iniciativas en marcha en este aspecto, demasiado limitadas de por sí, se han abortado; es más, se han invertido, lo que acelera la carrera hacia el suicidio.

			Naturalmente, en la planta noble de las empresas dedicadas a destruir la vida humana en la tierra están de enhorabuena: además de verse libres de las restricciones y las «carantoñas» de los molestos ecologistas, se las alaba por salvar esa misma civilización que ahora se las anima a destruir (y con mayor ahínco todavía). La industria armamentística comparte la euforia por las oportunidades que le brinda la continuación del conflicto; ahora se la alienta a malgastar unos recursos de por sí escasos que se necesitan desesperadamente para fines humanitarios. Y ambos sectores, en suma, se están forrando con el dinero de los contribuyentes.

			¿Qué podría ser mejor o, desde otra perspectiva, más demencial? Haríamos bien en recordar las palabras del presidente Dwight D. Eisenhower en su discurso conocido como «de la cruz de hierro», en 1953:

			 

			Cada arma que se fabrica, cada buque de guerra que se bota, cada cohete que se lanza significan, en última instancia, un robo a quienes tienen hambre pero no alimento, a quienes pasan frío y no pueden vestirse. Este mundo alzado en armas no solo gasta dinero. Gasta el sudor de sus trabajadores, el genio de sus científicos, las esperanzas de sus hijos. El coste de un bombardero pesado moderno equivale a una escuela de ladrillo de nueva construcción en más de treinta ciudades; a dos centrales eléctricas, cada una de ellas al servicio de una ciudad de sesenta mil habitantes; a dos buenos hospitales totalmente equipados; a unos cincuenta kilómetros de pavimento de hormigón. Pagamos un solo caza con medio millón de fanegas de trigo. Pagamos un solo destructor con nuevas viviendas que podrían albergar a más de ocho mil personas. Esto no es un modo de vida en absoluto, en ningún sentido verdadero. […] Bajo la sombra de una guerra amenazante, es la humanidad la que pende de una cruz de hierro.

			 

			Estas palabras difícilmente podrían venir más al caso hoy en día.

			Volvamos a la cuestión de por qué los «líderes mundiales» siguen este rumbo desquiciado. En primer lugar, veamos si damos con alguno que merezca el apelativo, ironías aparte. Si los hubiera, se preocuparían de poner fin al conflicto de la única forma posible: mediante la diplomacia y la cintura política. Hace tiempo que las líneas generales para un acuerdo están sobre la mesa. Ya hemos hablado de ellas y también de la dedicación de Estados Unidos (con la OTAN) a la hora de socavar la posibilidad de un acuerdo diplomático, abierta y orgullosamente. No debería hacer falta revisar de nuevo este funesto historial.

			Hay quien dice que el «Vlad el Loco» [Vladímir Putin] lo está hasta tal punto, tan inmerso en sueños descabellados de reconstruir el imperio y tal vez conquistar el mundo, que ni siquiera tiene sentido escuchar lo que dicen los rusos —es decir, si consigues eludir la censura estadounidense y encontrar fragmentos en televisiones de India o de Oriente Medio—; seguramente no hay necesidad de contemplar un compromiso diplomático con semejante criatura. Por tanto, ni siquiera exploremos la única posibilidad de poner fin al horror y limitémonos a echar más leña al fuego, sin importar las consecuencias para los ucranianos y para el mundo.

			Los dirigentes occidentales, y gran parte de la clase política, están consumidos por dos ideas. La primera es que la fuerza militar rusa es tan abrumadora que pronto podría intentar conquistar toda Europa, conque debemos «combatir a Rusia allí» (con los cuerpos ucranianos) para «no tener que hacerlo aquí», es decir en Washington, o eso nos advierte el presidente del Comité Permanente de Inteligencia de la Cámara de Representantes, el demócrata Adam Schiff.

			La segunda, por el contrario, es que el ejército ruso es un tigre de papel, tan incompetente y frágil, tan mal dirigido, que ha demostrado ser incapaz de conquistar ciudades a pocos kilómetros de su frontera defendidas por civiles.

			Este último pensamiento provoca regodeo. El primero produce terror.

			Orwell definió el «doblepensar» como la capacidad de mantener en la mente dos ideas contradictorias y creer en ambas, algo solo imaginable en estados ultratotalitarios.

			Si adoptamos la primera idea, debemos armarnos hasta los dientes para protegernos de los planes demoníacos del tigre de papel, aunque el gasto militar ruso equivalga a una fracción del de la OTAN, incluso excluyendo a Estados Unidos. Los que sufran amnesia estarán encantados de que Alemania por fin se haya enterado, y puede que pronto supere a Rusia en gasto militar. Ahora Putin tendrá que pensárselo dos veces antes de conquistar Europa occidental.

			Repitiendo lo obvio, la guerra en Ucrania puede terminar con un acuerdo diplomático o con la derrota de una de las partes, ya sea por la vía rápida o tras una larga agonía. La diplomacia, por definición, es un toma y daca. Cada parte debe aceptar las reglas del juego. De ello se deduce que, en un acuerdo de este tipo, debe ofrecerse a Putin alguna vía de escape.

			O aceptamos la primera opción, o la rechazamos. Eso al menos no es controvertido. Si la rechazamos, estamos eligiendo la segunda opción. Puesto que esa es la preferencia casi unánime en el discurso occidental, y sigue siendo la política oficial de Estados Unidos, consideremos lo que implica.

			La respuesta es sencilla: rechazar la diplomacia significa que nos embarcaremos en un experimento para comprobar si el perro rabioso se escabulle tras una derrota total, o si utiliza los medios que sin duda tiene para destruir Ucrania y preparar el escenario para una guerra terminal.

			Y mientras llevamos a cabo este grotesco experimento con la vida de los ucranianos, nos aseguraremos de que millones de personas mueran de hambre a causa de la crisis alimentaria, jugaremos con la posibilidad de una guerra nuclear y nos lanzaremos con entusiasmo a destruir el medio ambiente que sustenta la vida.

			Por supuesto, es posible que Putin se rinda y se abstenga de utilizar las fuerzas bajo su mando. Y tal vez podamos reírnos sin más de la perspectiva de recurrir a las armas nucleares. Es concebible, pero ¿qué clase de persona estaría dispuesta a correr ese riesgo? La respuesta es: los dirigentes occidentales, de forma bastante explícita, junto con la clase política. Es evidente desde hace años, incluso se ha declarado oficialmente. Y para asegurarse de que todo el mundo lo entiende, la postura se reafirmó en abril [de 2022] en la primera reunión mensual del «grupo de contacto», que incluye a la OTAN y los países asociados. La reunión no se celebró en Bruselas, en la sede de la Alianza Atlántica, sino en la base aérea estadounidense de Ramstein, técnicamente en Alemania, pero en realidad territorio soberano de Estados Unidos.

			El secretario de Defensa, Lloyd Austin, abrió la reunión con estas palabras: «Ucrania cree firmemente que puede ganar y todos los aquí presentes también». Por lo tanto, los dignatarios convocados no debían dudar en aportar armamento avanzado a Ucrania y persistir en los demás programas, orgullosamente anunciados, para incorporar a Ucrania al sistema de la OTAN a todos los efectos. En su sabiduría, los asistentes y su líder garantizaron que Putin no reaccionará como todos saben que puede hacerlo. El historial de planificación militar de muchos años, siglos de hecho, indica que «todos los presentes» están en sintonía a este respecto. Tanto si es así como si no, es evidente que están dispuestos a llevar a cabo el experimento con las vidas de los ucranianos y el futuro de la existencia en la tierra en juego. Puesto que Austin nos asegura que Rusia observará pasivamente todo esto sin reaccionar, podemos dar nuevos pasos para «integrar de facto a Ucrania en la OTAN», de acuerdo con los objetivos del Ministerio de Defensa ucraniano, estableciendo «la plena compatibilidad del ejército ucraniano con los de los demás países de la OTAN», y garantizando así que no se pueda llegar a acuerdos diplomáticos con ningún Gobierno ruso…, a menos que Moscú se convierta de algún modo en un satélite de Washington.

			La política actual de Estados Unidos aboga por una guerra larga para «debilitar a Rusia» y asegurar la derrota total de esta, muy similar al modelo afgano de los años ochenta, que, por cierto, ahora se defiende explícitamente en las altas esferas. Así lo hace, por ejemplo, la exsecretaria de Estado Hillary Clinton.

			En este punto, merece la pena analizar lo que ocurrió realmente en Afganistán en los años ochenta, cuando Rusia invadió el país. Por suerte, ahora disponemos de un relato detallado y autorizado de Diego Cordovez, quien dirigió los exitosos programas de la ONU que pusieron fin a la guerra, y del distinguido periodista y académico Selig Harrison, con amplia experiencia en la región.

			El análisis Cordovez-Harrison echa por tierra completamente la versión oficial que se ha contado. Demuestran que la guerra se terminó mediante una cuidadosa diplomacia dirigida por la ONU, no por la fuerza militar. El ejército soviético era plenamente capaz de continuar la guerra. La política estadounidense de movilizar y financiar a los más extremistas de entre los islamistas radicales para combatir a los rusos y debilitar el poder soviético supuso que se «luchara hasta el último afgano» en una guerra subsidiaria. «Estados Unidos hizo todo lo posible para impedir que la ONU asumiera alguna función», es decir, los esfuerzos diplomáticos que pusieron fin a la guerra.

			Al parecer, la política estadounidense retrasó la retirada rusa, que se había contemplado desde poco después de iniciada la invasión —la cual, según demuestran, tenía unos objetivos limitados, nada que ver con la conquista mundial que se conjuraba en la propaganda estadounidense—. «Está claro que la invasión soviética no fue el primer paso de un plan maestro expansionista», escribe Harrison, confirmando las conclusiones del historiador David Gibbs basadas en archivos soviéticos desclasificados.

			El jefe de la CIA en Islamabad, que dirigió personalmente las operaciones, expuso la cuestión principal de forma sencilla: el objetivo era matar soldados rusos —dar a Rusia su Vietnam—, como proclamaron altos funcionarios estadounidenses, revelando una vez más la misma colosal incapacidad de comprender nada sobre Indochina que ya distinguió la política estadounidense durante décadas de matanza y destrucción.

			Cordovez-Harrison escribieron que el Gobierno estadounidense «estaba dividido desde el principio entre los “sanguinarios”, que aspiraban a mantener inmovilizadas las fuerzas soviéticas presentes en Afganistán y vengarse así de lo ocurrido en Vietnam, y los “negociadores”, que querían forzar su retirada mediante una combinación de diplomacia y presión militar». La distinción aparece muy a menudo. Suelen ganar los sanguinarios, causando un daño inmenso. Para «el que decide», tomando prestada la autodescripción de Bush, es más seguro pasarse de duro que parecer demasiado blando.

			Afganistán es un buen ejemplo. En la administración Carter, el secretario de Estado Cyrus Vance era de los negociadores; sugirió compromisos de largo alcance que con casi total seguridad habrían impedido, o al menos reducido drásticamente, lo que pretendía ser una intervención limitada. El consejero de Seguridad Nacional, Zbigniew Brzezinski, era de los sanguinarios, empeñado en vengar Vietnam, significara eso lo que significara en su confusa visión del mundo, así como en matar rusos, algo que entendía muy bien y con lo que disfrutaba.

			Brzezinski se impuso. Convenció a Carter para enviar armas a la oposición que pretendía derrocar al Gobierno prorruso, esperando que los rusos se viesen arrastrados a un atolladero al estilo de Vietnam. Cuando esto ocurrió, apenas pudo contener su alegría. Tiempo después le preguntaron si se arrepentía de algo: tachó la pregunta de ridícula. Su éxito en arrastrar a Rusia hasta la trampa afgana, afirmaba, fue causa directa del colapso del imperio soviético y del fin de la Guerra Fría; un disparate. ¿A quién le importaba si perjudicaba a «algunos musulmanes agitados», si dejaba un millón de cadáveres, aparte incidentes como la devastación del país y el ascenso del islamismo radical?

			Hoy se defiende públicamente lo que se hizo en Afganistán y, lo que es más importante, se aplica en la política.

			La distinción entre negociadores y sanguinarios no es nueva en el ámbito de la política exterior. En los primeros días de la Guerra Fría encontramos un ejemplo famoso: la batalla entre George Kennan (negociador) y Paul Nitze (sanguinario), que ganó el segundo, sentando las bases para muchos años de brutalidad y destrucción. Cordovez-Harrison respaldan sin tapujos el planteamiento de Kennan.

			Otro ejemplo es el conflicto entre el secretario de Estado William Rogers (negociador) y el asesor de Seguridad Nacional Henry Kissinger (sanguinario) sobre la política en Oriente Medio en los años de Richard Nixon. Rogers propuso soluciones diplomáticas razonables al conflicto árabe-israelí. Kissinger, cuya ignorancia de la región era monumental, insistió en la confrontación, lo que condujo a la guerra de 1973, que fue un serio aviso para Israel y en la que pendió la amenaza de la guerra nuclear.

			Estos conflictos son casi perennes. Hoy, solo hay sanguinarios en las altas esferas. Han llegado al extremo de promulgar una ambiciosa ley de préstamo y arriendo para Ucrania, aprobada casi por unanimidad. La terminología está diseñada para evocar el recuerdo del programa Lend-Lease que llevó (como pretendía) a Estados Unidos a la guerra europea y (sin pretenderlo) «unió las luchas separadas en Europa y Asia para crear, a finales de 1941, lo que propiamente llamamos Segunda Guerra Mundial», como escribe el historiador Adam Tooze. ¿Es eso lo que queremos en las circunstancias actuales, bastante diferentes?

			Si la respuesta es sí, como parece ser el caso, reflexionemos al menos sobre lo que implica. Es lo suficientemente importante como para insistir en ello.

			Implica rechazar de plano el tipo de iniciativas diplomáticas que pusieron fin a la invasión rusa de Afganistán, a pesar de los esfuerzos contrarios de Estados Unidos. Por lo tanto, implica experimentar para ver si desde el Kremlin se observará pasivamente la integración de Ucrania en la OTAN, la derrota total de Rusia en la guerra y otras medidas para debilitar a Moscú, o si recurrirán a los medios de los que sin duda disponen para devastar Ucrania y preparar el terreno para una posible guerra general.

			Mientras tanto, al prolongar el conflicto en lugar de intentar ponerle fin, perjudicamos a los ucranianos, llevamos a millones de personas a la muerte por inanición, abocamos el planeta hacia la sexta extinción masiva cada vez más rápido y mientras, si tenemos suerte, escaparemos de la guerra terminal. No hay problema, nos dicen el Gobierno y la clase política. El experimento no entraña ningún riesgo porque los dirigentes rusos lo aceptarán todo y se arrojarán tranquilamente al montón de cenizas de la historia. En cuanto a los «daños colaterales», pueden sumarse a las filas de los «musulmanes agitados» de Brzezinski. Tomando prestada la frase que hizo famosa a Madeleine Albright: «Es una elección muy dura, pero creemos que el precio vale la pena».

			Tengamos al menos la decencia de reconocer lo que estamos haciendo.

			 

			En 2021 se registraron niveles sin precedentes en las emisiones globales de gases contaminantes. Esto significa que el mundo, una vez superada —al menos, por ahora— la pandemia de COVID-19, ha vuelto a las andadas, retomando una actitud consistente en «mirar para otro lado». ¿Hasta qué punto esta dinámica es inherente al comportamiento humano? ¿Tenemos acaso la más mínima capacidad de asumir deberes morales para con las personas del futuro?

			Es una pregunta de hondo calado, la más importante que podemos contemplar. Desconocemos la respuesta; quizá lo mejor sea empezar por situarnos en un contexto más amplio.

			Consideremos la famosa paradoja de Enrico Fermi: ¿dónde están? Fermi, distinguido astrofísico, sabía que hay un enorme número de planetas que reúnen las condiciones para sustentar la vida y una inteligencia superior y que potencialmente están a nuestro alcance para establecer un contacto. Pero, a pesar de la búsqueda más denodada, no encontramos rastro alguno de su existencia. Entonces, ¿dónde están?

			Una respuesta que se ha propuesto seriamente, y que no puede descartarse, es que tal inteligencia superior se ha desarrollado innumerables veces antes, pero siempre ha demostrado ser letal: descubrió los medios para su autoaniquilación, pero no desarrolló la capacidad moral para impedirla. Quizá sea, incluso, una característica inherente a lo que llamamos «inteligencia superior».

			Ahora estamos inmersos en un experimento para dilucidar si este sombrío principio valdrá también para los seres humanos, que aparecieron muy recientemente en la tierra, hace entre doscientos mil y trescientos mil años, un parpadeo en la cronología de la evolución. No queda mucho tiempo para hallar la respuesta —o, más exactamente, para determinar la respuesta, como haremos de un modo u otro—. Es inevitable. Demostrar que o bien nuestra capacidad moral llega a controlar nuestra capacidad técnica para destruir, o bien que no lo hace.

			Un observador extraterrestre, si lo hubiera, llegaría desgraciadamente a la conclusión de que la brecha es demasiado inmensa para evitar el suicidio de las especies y, con él, la sexta extinción masiva. Pero podría equivocarse. Eso está en nuestras manos.

			Hay una medida aproximada del desfase entre la capacidad de destruir y la capacidad de contener esa pulsión de muerte: el Reloj del Juicio Final del Boletín de Científicos Atómicos. Lo que separa las manecillas de la medianoche puede considerarse una representación de la brecha. En 1953, cuando Estados Unidos y la Unión Soviética detonaron armas termonucleares, el reloj marcaba dos minutos para la medianoche. No volvió a alcanzar ese punto hasta el mandato de Donald Trump. En su último año en la Casa Blanca, los analistas abandonaron los minutos y pasaron a los segundos: cien para la medianoche, donde se encuentran ahora las manecillas. El próximo enero [de 2023] se ajustará de nuevo; es de esperar que el segundero se acerque aún más a las doce.

			Esta sombría cuestión surgió, paradójicamente, con brillante claridad el 6 de agosto de 1945. Aquel día nos dejó dos lecciones: 1) la inteligencia humana, en su esplendor, se acercaba a la capacidad de destruirlo todo, un logro alcanzado en 1953; y 2) la capacidad moral humana le iba muy a la zaga. A pocos les importaba, como recordarán muy bien las personas de mi edad. Viendo el espantoso experimento en el que hoy nos vemos comprometidos y lo que conlleva, es difícil apreciar una mejora, por decirlo suavemente.

			Pero esto no responde a la pregunta. Sabemos demasiado poco para responderla. Solo podemos observar de cerca el único caso de «inteligencia superior» que conocemos, y preguntarnos qué nos sugiere sobre la respuesta.

			Y lo que es mucho más importante, podemos actuar para determinar la respuesta. Está en nuestras manos que esta sea la que todos esperamos, pero no hay tiempo que perder.

		

	
		
			EL TRIBUNAL SUPREMO DE ESTADOS UNIDOS DA MUESTRAS DE AUTORIDAD ILEGÍTIMA27

			 

			 

			 

			Noam, en las dos últimas décadas hemos sido testigos de una proliferación en las formas de autoridad ilegítima. Con esta expresión no me refiero tanto a la creciente influencia de las empresas transnacionales sobre los procesos democráticos como a aquellas decisiones tomadas por unos pocos —ya sean puestos a dedo o elegidos en las urnas— que afectan a la vida de millones de personas. Un buen ejemplo de esto lo constituye la camarilla de jueces que ocupan sus escaños en el Tribunal Supremo. Hablamos de unos cuantos magistrados nombrados para un puesto vitalicio por presidentes que, pasado el tiempo, perdieron la confianza de la ciudadanía. Pues bien, estos magistrados emiten —con demasiada frecuencia— sentencias que atentan contra la voluntad de la mayoría de los votantes. Otro ejemplo de este tipo de abusos lo dan los miembros del Congreso de Estados Unidos, responsables de bloquear cualquier proyecto de ley destinado a mejorar el bienestar económico de la ciudadanía y a proteger el medio ambiente, propuestas que echan al traste en su empeño de velar por los intereses de los grupos de presión más poderosos. ¿Qué opinión te merece esta situación tan peliaguda de la política estadounidense?

			El Tribunal Supremo ha sido tradicionalmente una institución reaccionaria. Hay alguna desviación, pero rara vez. Las decisiones de la Corte Warren acarrearon notables mejoras en cuanto a las libertades y los derechos básicos, pero no por arte de magia. Hubo movimientos populares, principalmente de afroamericanos, a los que se unió más gente, que hicieron posible la aplicación de las sentencias de la Corte Warren. La actual Corte Roberts está volviendo a la norma reaccionaria y dedica todos sus esfuerzos a revertir las desviaciones anteriores.

			Y puede hacerlo, en gran medida, gracias a la connivencia y el engaño de la principal figura antidemocrática de la organización republicana, que ya no es un auténtico partido político: Mitch McConnell.

			Todo esto es, o debería ser, bien conocido. Más adelante comentaré algo al respecto.

			El enorme poder del Tribunal Supremo se remonta a la decisión del juez John Marshall, en el caso Marbury contra Madison, de convertir el poder judicial en árbitro del significado de la ley, sobrepasando los poderes que le otorga la Constitución. El nombramiento de Marshall por John Adams, y los demás nombramientos y decisiones posteriores por parte del juez, tenían por objetivo socavar la flamante administración Jefferson.

			Ya entonces se adivinaban las sombras de McConnell.

			Las opiniones de Marshall tuvieron un gran impacto en la configuración del orden constitucional tal como aún hoy se interpreta. Su huella en el Tribunal es indeleble.

			Hasta aquí, más o menos, se trata de una historia conocida. No lo son tanto los supuestos que subyacen a las principales decisiones de Marshall. De hecho, solo recientemente se han puesto de manifiesto en la doctrina jurídica gracias al importante trabajo de Paul Finkelman, que realizó el primer estudio sistemático de las sentencias de Marshall a partir de un elemento central de la historia estadounidense: la esclavitud, tema que probablemente será suprimido de los planes de estudios si los republicanos recuperan el poder y pueden poner en práctica sus iniciativas totalitarias para decidir lo que no se puede enseñar en las escuelas.

			Finkelman explora «el compromiso personal y político de John Marshall, presidente del Tribunal Supremo, con la esclavitud, como comprador y vendedor de seres humanos durante toda su vida, y su profunda hostilidad hacia la presencia de negros libres en América». A continuación, procede a demostrar que, en sus resoluciones judiciales, Marshall «siempre apoyó a los esclavistas cuando los negros afirmaban ser libres. Del mismo modo, se abstuvo sistemáticamente de hacer cumplir las prohibiciones federales sobre la participación estadounidense en el comercio de esclavos africanos o, después de 1808, la prohibición categórica de introducir nuevos esclavos en Estados Unidos». Como señala Finkelman, las duras sentencias de Marshall eran «coherentes con su arraigado apoyo personal y político a la esclavitud».

			Aparte del impacto inmediato que ejerció en las vidas de quienes eran tratados como menos que seres humanos en su época y a lo largo de la historia estadounidense, Marshall no fue un juez cualquiera. Decir que ha sido «quizá el presidente del Tribunal Supremo más influyente» es quedarse corto.

			No es el momento para repasar la larga y a menudo sórdida historia del Tribunal. Basta con recordar que tiene poco que ver con los eslóganes patrióticos que nos ordenan corear los nuevos totalitarios de Washington.

			En cuanto al Congreso, el asunto es más complejo. Una constante en su historia es el servicio a los ricos y los poderosos, apoyándose en instrumentos como los que mencionas. El activismo popular ha demostrado a veces ser una fuerza de oposición eficaz, contribuyendo a hacer de Estados Unidos un país más civilizado. El periodo comprendido entre los años treinta y sesenta es el ejemplo más reciente: aunque las clases empresariales se esforzaron por socavar las medidas del New Deal, estas conservaron un fuerte apoyo por parte de la clase política, incluyendo al último presidente conservador de verdad, Dwight Eisenhower. En opinión de este, «si algún partido político intentara abolir la seguridad social, el seguro de desempleo y eliminar las leyes laborales y los programas agrícolas, no se volvería a oír hablar de ese partido. Hay un pequeño grupo disidente, por supuesto, que cree que tales cosas pueden hacerse, pero son pocos y estúpidos».

			Las palabras de Eisenhower ilustran hasta qué punto ha decaído su partido en los últimos años, desacreditando mientras tanto el término «conservadurismo».

			Una muestra actual de la deriva del partido hacia la extrema derecha es su idilio con la «democracia antiliberal» racista de la Hungría de Viktor Orbán. No se limita a Tucker Carlson y similares, va mucho más allá. Por ejemplo, la Unión Conservadora Estadounidense «se reúne en Budapest el mes que viene [junio de 2022] para homenajear a un líder europeo acusado de socavar la democracia y los derechos individuales». Orbán considera tal acusación, por lo demás cierta, un elogio, y los «conservadores» actuales parecen estar de acuerdo.

			El pronóstico de Eisenhower era erróneo. El «grupo disidente» —que por desgracia distaba mucho de ser solo eso— no se limitaba a esperar entre bastidores. Ya se dedicaba a roer poco a poco, y a menudo con eficacia, las medidas sociales. Al final del mandato de Carter, su influencia se dejó sentir con fuerza. Para entonces, los demócratas ya habían abandonado prácticamente cualquier preocupación auténtica por los trabajadores y se habían convertido, cada vez más, en un partido de profesionales liberales acomodados.

			Reagan abrió las puertas de par en par a aquellos que Eisenhower había condenado amargamente, y así arrancó el asalto neoliberal contra la población general de los últimos cuarenta años y que aún continúa. No es momento de repasar una vez más su impacto. Está contenido en un estudio de la Rand Corporation según el cual se han «transferido» cerca de cincuenta mil billones de dólares de las clases media y trabajadora a los ultrarricos en estas cuatro décadas: un atraco a mano armada colosal.

			La actual organización republicana apenas puede disimular, bajo cínicos eslóganes populistas, su entusiasmo ante la perspectiva de llevar aún más lejos el asalto.

			Todo esto ocurre delante de nuestras narices, a plena luz del día. Los representantes republicanos en el Congreso obedecen sin vacilar las órdenes de McConnell, repetidas desde los años de Obama. Hay una y solo una prioridad legislativa: recuperar el poder. Eso significa asegurarse de que el país sea ingobernable, y de que cualquier ley que pueda beneficiar a la población en general permanezca bloqueada. Y en cualquier caso, siempre se puede culpar a los demócratas, algunos de los cuales participan en la farsa. El ejemplo actual más llamativo es el programa Build Back Better, una iniciativa bastante respetable que Bernie Sanders puso sobre la mesa y que habría ayudado mucho a la población. Triturada poco a poco bajo las directrices de McConnell, ahora de ella no quedan ni los jirones.

			Mientras tanto, los dirigentes republicanos establecieron sus líneas rojas: 1) desfinanciar el IRS para que no pueda interferir en el fraude fiscal masivo de los principales compromisarios del Partido Republicano, los muy ricos; 2) no tocar el único logro legislativo de los años de Trump, lo que Joseph Stiglitz llamó «la Ley de Alivio de Donantes de 2017», un regalo mayúsculo a los multimillonarios y al sector empresarial y una puñalada por la espalda para todos los demás. Esto perjudicó también a los propios votantes de la derecha, a quienes el Partido Republicano se ha esforzado por mantener a raya desde tiempos de Nixon desviando la atención de sus programas reales hacia «cuestiones culturales» que atraen a nacionalistas cristianos, supremacistas blancos, evangélicos, amantes de las armas… y sectores de la clase trabajadora devastados por los programas neoliberales y abandonados durante mucho tiempo por los demócratas.

			El Tribunal ha cumplido su función al confrontar los elementos más desagradables de nuestra historia que se pretenden suprimir. Probablemente, la decisión más atroz de la Corte Roberts fue desmantelar la Ley del Derecho al Voto por motivos ridículos (Shelby) que daba al Sur la oportunidad de restaurar las leyes Jim Crow. Citizens United amplió la doctrina Buckley de que «el dinero es discurso» —muy conveniente sobre todo para los más ricos— para dar rienda suelta a la compra de elecciones. Lo siguiente en la guillotina es el caso Roe contra Wade. Los efectos serán extremos. Se va a eliminar un derecho que la mayoría de las mujeres, y otras personas, consideran sólidamente establecido. No hay casi precedentes de algo así; la decisión Shelby que atacaba el derecho a voto de los negros podría ser uno, pero solo en parte.

			El borrador filtrado del juez Alito se basa en el principio de que las decisiones judiciales deben dar primacía a lo que está «profundamente arraigado en la historia y la tradición de esta Nación». Y tiene mucha razón en que los derechos de la mujer no cumplen esta condición. Los fundadores adoptaron el derecho consuetudinario británico, que sostenía que una mujer es una propiedad; propiedad de su padre, quien llegado el caso le transfiere la titularidad al marido. Uno de los primeros argumentos para negar el voto a las mujeres fue que sería injusto para los hombres solteros, ya que un hombre casado tendría dos votos, el suyo y el de su «propiedad». (El infame Compromiso de los Tres Quintos concedía ese derecho a los propietarios de esclavos). Hasta 1975, el Tribunal Supremo no concedió la plena personalidad jurídica a las mujeres, otorgándoles el derecho a formar parte de jurados federales como «pares».

			Esta doctrina judicial ultrarreaccionaria es, como otras, bastante flexible. Un ejemplo es la decisión Heller de Antonin Scalia, que revirtió un siglo de precedentes y estableció la posesión de armas como sagrada escritura. En su doctísima opinión, Scalia consiguió ignorar toda la rica «historia y tradición» que subyace tras el decreto de que «siendo necesaria una milicia bien regulada para la seguridad de un Estado libre, no se infringirá el derecho del pueblo a poseer y portar armas».

			La historia y la tradición, desde los fundadores hasta el siglo XIX, no son ningún secreto, aunque, por supuesto, no tienen relevancia para la historia estadounidense, ya que 1) vinieron los británicos; 2) se necesitaban milicias para atacar, expulsar y exterminar a los nativos una vez eliminada la restricción británica a la expansión, de las colonias posiblemente la razón principal de la revolución, aunque más tarde a las milicias las desplazó una maquinaria de matar más eficaz, la caballería estadounidense; 3) había que controlar a los esclavos, que representaban una amenaza que se agravaba con cada revueltas que estos protagonizaban en el Caribe y el Sur; 4) antes de que el sistema constitucional estuviera asentado, existía la preocupación de que se impusiera el modelo británico (como había sugerido Alexander Hamilton) y ello condujera a una tiranía a la que tendrían que hacer frente las fuerzas populares.

			Nada de esta «historia y tradición» era ya relevante en el siglo XX, al menos en los círculos medianamente racionales. Pero sin duda los hechos están ahí, y muchos de ellos forman parte de lo que el Partido Republicano planea suprimir si logran tomar el control. Todo esto con la ayuda del poder judicial reaccionario que han construido cuidadosamente McConnell y sus aliados, con el objetivo de obstaculizar cualquier cosa parecida a la desviación de Eisenhower todo el tiempo que sea posible.

			Michael Waldman, presidente del Centro Brennan para la Justicia y especialista en la Segunda Enmienda, observa que, desde que Scalia revocó precedentes antiguos ignorando la historia y la tradición, el Supremo ha tenido poco que decir sobre la cuestión de las armas, para desconcierto de la extrema derecha del Tribunal. Pero eso, sugiere Waldman, puede estar a punto de cambiar. El Supremo está estudiando un caso que podría anular una ley de Nueva York de 1913 que restringe llevar un arma oculta en lugares públicos. Por los comentarios de Alito en los alegatos orales, y por las ya conocidas posiciones de Thomas, Waldman sospecha que la sentencia de 1913 podría anularse. Entonces disfrutaremos de un mundo en el que las armas ocultas estén por doquier.

			Merece la pena recordar que la frenética cultura de las armas de hoy es en buena medida creación de la industria publicitaria, de hecho uno de sus primeros grandes triunfos, una historia reveladora que Pamela Haag exploró en profundidad en The Gunning of America: Business and the Making of American Gun Culture.

			Las armas se utilizaban para fines concretos, los que acabamos de describir. Y un granjero cualquiera podía utilizar un viejo mosquete para ahuyentar las alimañas que atacaban el ganado. Para ellos un arma era una herramienta, como una pala. Mientras tanto, los fabricantes desarrollaban armas avanzadas, pero para los ejércitos, no para el público, que tenía poco interés en ellas.

			A finales del siglo XIX surgió un problema. Tras la Guerra Civil, el mercado nacional de armamento avanzado se hundió. La paz en Europa no ayudaba y el ejército estadounidense no participaba en guerras importantes. La naciente industria publicitaria se alistó para la causa. Inventó una imagen excitante de un salvaje Oeste que nunca existió, con valientes vaqueros, sheriffs de gatillo fácil y demás fantasías que tan bien conocemos, y que más tarde explotaron Hollywood y la televisión. El mensaje subyacente era que tu hijo se muere por tener un rifle Winchester para sentirse un hombre de verdad, y su hermana debe tener una pistolita rosa. Funcionó, brillantemente, como muchos podemos atestiguar por recuerdos de infancia.

			La mitología creció más tarde a raíz de la impresionante campaña de propaganda del Partido Republicano para desviar la atención de sus verdaderas políticas y compromisos. El alejamiento radical de Scalia de «la historia y la tradición» convirtió entonces la Segunda Enmienda en la única parte de la Constitución que se venera con fervor, que incluso conoce gran parte de la población.

			 

			¿Existe algún límite a la autoridad política? ¿A qué crees que se debe este auge de las formas ilegítimas de autoridad que asolan las democracias actuales? ¿Qué pueden hacer los ciudadanos comprometidos para dar la espalda a las decisiones inaceptables de jueces y gobernantes?

			La guerra de clases nunca cesa. Uno de los bandos, el empresarial —los «amos de la humanidad»—, participa con no poca pasión en un país como Estados Unidos, donde tiene un nivel inusualmente alto de conciencia de clase. Como señaló Adam Smith hace doscientos cincuenta años, se esfuerzan por controlar la política estatal y dirigirla a sus intereses, y por norma general lo consiguen, aunque sufran algún revés ocasional. Si sus víctimas son derrotadas o se retiran de la lucha, el triunfo que obtienen es enorme. Acabamos de experimentarlo durante la regresión neoliberal, que, además del colosal atraco que implicó, socavó la democracia. Este es un elemento básico del auge de la «autoridad ilegítima» en las democracias que hoy están en declive, y en la ira, el resentimiento y la desconfianza hacia la autoridad en general.

			Por supuesto, hay mucho que decir sobre el cómo y el por qué se embolsaron tan asombrosa victoria, pero eso supera los límites de este debate. Sin embargo, deberíamos ser conscientes del fraude que suponen afirmaciones habituales como «dejar que reine el mercado» y otras frases que no pueden tomarse en serio.

			Solo una ciudadanía comprometida puede limitar y acaso derrocar la autoridad ilegítima, como ocurrió en los años treinta y en otros periodos de la historia en los que se logró domesticar un poco a los amos. No hay respuestas generales a las preguntas sobre las medidas adecuadas. Hay directrices y aspiraciones generales, pero las circunstancias determinan las decisiones tácticas. Y no deben despreciarse como «meramente tácticas». De ellas dependen nuestras vidas y, hoy, incluso nuestra supervivencia como especie.

			 

			Según las encuestas, una abrumadora mayoría de estadounidenses desearía que se produjeran reformas importantes en el sistema político del país. A tu juicio, ¿de qué modo podría hacerse? ¿Qué normas habría que cambiar?

			No estoy seguro de lo que quiere la mayoría. Además, es algo que viene determinado por el abanico de opciones que se le presentan. Estas, por su parte, proceden en gran medida de las instituciones reinantes, que a su vez están mayoritariamente controladas por los «amos de la humanidad».

			Por ejemplo, hoy en día las opciones son «conseguir un trabajo o morir de hambre», por lo que lo primero se percibe como uno de los objetivos más elevados en la vida. En los albores de la Revolución Industrial, los estadounidenses consideraban que «conseguir un trabajo» era un ataque intolerable a los derechos humanos y a la dignidad. Comprendían que significaba subordinarse a un amo durante la mayor parte de las horas del día. Y contemplaban otras alternativas. El lema de los Caballeros del Trabajo, la primera gran organización obrera, era «los dueños de las fábricas deberían ser los que trabajan en ellas». Todo lo que no fuera eso resultaba intolerable. Mientras tanto, los agricultores —hablamos de un país que entonces era mayoritariamente agrario— pretendían crear una «mancomunidad cooperativa» en la que trabajar juntos, libres de las garras de los banqueros del norte y de los gestores del mercado. Ese es el auténtico movimiento populista, el que empezó a establecer contactos con los Caballeros. Pero la violencia estatal y privada aplastó sus esfuerzos, otra derrota de la democracia radical. Y «lo que la gente quiere» cambió a partir de entonces, al reducirse las opciones que aquella podía vislumbrar.

			La tarea de los activistas y los líderes de las organizaciones es, en primer lugar, romper las cadenas del control ideológico y ayudar a la gente a comprender que hay formas de ver el mundo distintas de las que han construido los amos y las instituciones a su servicio. Eso permitirá que «lo que la gente quiere» sea otra cosa. Después se verá qué debe cambiarse y cómo.

			 

			La crisis climática sigue agravándose. Por mencionar unos pocos ejemplos tomados al azar, las olas de calor siguen batiendo récords en buena parte de Estados Unidos. Además, un reciente informe sobre la sequía registrada en Francia indica que el cambio climático está «fuera de control». Como era de esperar, la frecuencia y la radicalidad de las protestas contra esta crisis climática ha aumentado en todo el mundo. Desde tu punto de vista, ¿esta reacción por parte de los activistas favorece o dificulta los avances hacia un futuro sostenible?

			Aquí nos enfrentamos a complejas cuestiones de índole táctica que, como siempre, son de gran importancia. ¿Qué tipo de tácticas conseguirían que más gente se comprometa activamente a evitar la sexta extinción masiva y a salvar la sociedad humana del desastre inminente al que la conducen los amos? ¿Y qué tácticas socavarían ese objetivo, alienando a la gente? No hay algoritmos que puedan dar una respuesta general. Hay que pensarlo detenidamente. Las respuestas serán en diferentes en función de cada lugar y cada momento.

			Nunca insistiremos con la frecuencia y la intensidad suficientes en lo crítico que es este asunto. Nos precipitamos hacia el desastre a un ritmo aterrador, y los acontecimientos recientes no hacen más que acelerarlo. La invasión rusa de Ucrania tuvo un efecto formidable en la producción de combustibles fósiles, algo que pronto nos destruirá si no se le pone freno. La guerra anuló las escasas medidas que se habían puesto en marcha para evitar la catástrofe. Si no cortamos por lo sano, estamos condenados.

			 

			¿Tenemos de verdad razones para pensar que la próxima fase de desarrollo económico, basada quizás en la revolución verde, gozará de mayor legitimidad y será más democrática que el orden socioeconómico actual?

			La cuestión previa es si habrá una próxima etapa de desarrollo económico. O, directamente, una próxima etapa de la historia humana, aparte del «que cada palo aguante su vela»: agarra lo que puedas y tal vez escapes de la destrucción y el caos haciendo autostop en la última nave espacial de Elon Musk rumbo a Marte.

			La próxima etapa será o bien eso, o bien una revolución verde, pero de verdad: sin greenwashing, sin ninguna de las farsas en las que tan hábiles se muestran las industrias de los combustibles fósiles y el sector financiero. Sabemos lo que hay que hacer y lo que se puede hacer. Los medios están a nuestro alcance. Lo que está por ver es si habrá voluntad y compromiso.

			Si conseguimos llegar tan lejos, hay muchas razones para esperar que triunfe una auténtica revolución verde que pueda conducir a un orden social más humano y a una vida mejor.

			La decisión está en nuestra mano, y no hay tiempo que perder.
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			Tras meses de enfrentamientos, las esperanzas de paz en Ucrania siguen siendo escasas. Rusia vuelve a centrar sus esfuerzos en hacerse con el control del este y el sur del país, seguramente con el propósito de anexionarlos a la Federación. Mientras tanto, Occidente ha dejado claro que intensificará el apoyo militar a Ucrania. Ante semejantes acontecimientos, Kiev ha descartado cualquier posible alto al fuego o concesión a Moscú, a pesar de que Zelenski haya declarado públicamente que solo la diplomacia podría poner fin a la guerra. ¿No te parecen dos posturas irreconciliables? ¿Acaso no es imprescindible siempre hacer ciertas concesiones para alcanzar un acuerdo que resulte aceptable a los dos bandos? De hecho, el pasado marzo [de 2022], el Gobierno ucraniano manifestó su intención de hacer grandes concesiones con tal de poner fin a la guerra. ¿Qué sucede, entonces? ¿No será que ninguna de las partes está realmente interesada en alcanzar la paz?

			Antes de responder las preguntas, debemos considerar detenidamente lo que está en juego, que va mucho más allá de Ucrania, por desesperada y trágica que sea la situación allí. Cualquiera que tenga principios morales le dará muchas vueltas al asunto, sin alharacas.

			En primer lugar, por supuesto, tenemos la invasión rusa de Ucrania, un crimen (lo repito una vez más) comparable a la invasión estadounidense de Irak o a la invasión de Polonia por Hitler y Stalin, el tipo de fechorías por las que se ahorcó a los criminales de guerra nazis, aunque solo los vencidos están sujetos al castigo en lo que llamamos «civilización». En Ucrania, el precio a pagar será terrible mientras dure la guerra.

			Hay consecuencias de mayor alcance, que son realmente atroces. No es ninguna exageración.

			Una es que decenas de millones de personas en Asia, África y Oriente Próximo se enfrentan a la inanición a medida que avanza la guerra, al cortarse los suministros agrícolas necesarios desde la región del mar Negro, el principal proveedor de muchos países, incluidos algunos que ya se dirigen al desastre total, como Yemen.

			Otra es la creciente amenaza de guerra nuclear terminal. Con tocar unas pocas teclas se puede crear un escenario de rápida escalada bélica. Por poner un ejemplo, Estados Unidos está enviando misiles antibuque avanzados a Ucrania. Ya han hundido el buque insignia de la flota rusa. Supongamos que se atacan más naves de la flota. ¿Cómo reaccionará entonces Moscú? ¿Y qué pasará después?

			Por mencionar otro escenario, hasta ahora Rusia se ha abstenido de atacar las líneas de suministro utilizadas para enviar armamento pesado a Ucrania. Supongamos que lo hace, lo que la colocaría en confrontación directa con la OTAN, es decir, con Estados Unidos Podemos dejar el resto a la imaginación.

			Circulan otras propuestas que muy probablemente conducirían a una guerra nuclear —cuyas implicaciones parece que no se comprenden adecuadamente—. Una de ellas es el llamamiento generalizado a establecer una zona de exclusión aérea, lo que significa atacar instalaciones antiaéreas dentro de Rusia. Muchos han comprendido el peligro que entrañan tales propuestas, especialmente en el Pentágono, que hasta ahora ha podido vetar las más peligrosas. ¿Hasta cuándo, visto el clima imperante?

			Las perspectivas son horribles. Conforme observamos lo que ocurre, la cosa empeora. La invasión de Ucrania ha neutralizado los esfuerzos, que ya eran limitados, para hacer frente al calentamiento global, pronto a convertirse en achicharramiento global. Hasta el inicio de la invasión, se estaban dando algunos pasos para evitar la catástrofe. Ahora todo se ha echado a perder. Si seguimos por este camino, estamos acabados.

			Un día, el IPCC lanza la enésima advertencia de que, si queremos sobrevivir, es imperativo empezar a reducir, desde ya, el uso de combustibles fósiles. De inmediato, sin demora. Al día siguiente, Biden proclama el aumento de la producción de combustibles fósiles.

			La intervención de Biden es puro teatro político. No tiene nada que ver con los precios actuales de los combustibles y la inflación, como se afirma. Pasarán años antes de que los venenos fósiles lleguen al mercado, tiempo que podría emplearse en completar la transición energética. Es algo perfectamente factible, pero apenas se discute en los medios hegemónicos. No es necesario detenernos en ello aquí. Robert Pollin ha analizado en profundidad el tema en múltiples trabajos, esenciales para comprender esta cuestión tan crucial para la supervivencia y actuar en consecuencia.

			Está clarísima la importancia de resolver la crisis de Ucrania, no solo para el país, sino por las calamitosas consecuencias que se derivarían si la guerra persistiera.

			¿Qué podemos hacer entonces para facilitar el fin de la tragedia? Empecemos con una obviedad. La guerra puede terminar de dos maneras: o se llega a un acuerdo diplomático, o una de las partes capitula. Mientras no se produzca alguna de las dos cosas, el horror continuará.

			El acuerdo diplomático difiere de la capitulación en un aspecto fundamental: cada parte lo acepta como algo tolerable. Eso es así por definición, no admite discusión.

			Ahora bien, un acuerdo diplomático debe ofrecer a Putin algún tipo de escape, lo que ahora quienes prefieren continuar con la guerra llaman con desdén «atajo» o «apaciguamiento».

			Esto lo entienden incluso los que más odian a Rusia, al menos aquellos que pueden albergar concebir alguna idea más allá de castigar al vilipendiado enemigo. Un ejemplo destacado es el distinguido especialista en política exterior Graham Allison, de la Kennedy School of Government de la Universidad de Harvard, que tiene una larga experiencia en asuntos militares. Hace cinco años [en 2017], indicó que entonces estaba claro que Rusia en su conjunto es una sociedad «demoníaca» y «merece ser estrangulada». Hoy añade que pocos pueden dudar que Putin es un «demonio», radicalmente distinto de cualquier dirigente estadounidense, que en el peor de los casos solo comete errores, en su opinión.

			Sin embargo, incluso Allison sostiene que debemos contener nuestra justa ira y poner fin rápidamente a la guerra por medios diplomáticos. La razón es que si el demonio loco «se ve obligado a elegir entre perder o aumentar el nivel de violencia y destrucción, entonces, si es un actor racional, elegirá lo segundo», y puede que todos muramos, no solo los ucranianos.

			Putin es un actor racional, argumenta Allison. Y si no lo es, toda discusión resulta inútil porque puede destruir Ucrania e incluso hacer estallar el mundo en cualquier momento, algo que no podría evitarse por ningún medio que no nos destruyese a todos.

			Siguiendo con la perogrullada, oponerse de palabra o de obra para retrasar el acuerdo diplomático es abogar por que la guerra continúe con todas sus sombrías consecuencias para Ucrania y el resto del mundo.

			Todo parece bastante obvio. O debería, pero no en el actual clima de histeria, en el que hasta las mayores obviedades provocan una avalancha de reacciones absurdamente irracionales: «el monstruo Putin no pasará por el aro»; «es caer en el apaciguamiento»; «y qué pasa con Múnich»; «tenemos que fijar nuestras líneas rojas y atenernos a ellas diga lo que diga el monstruo»; etcétera.

			No hay necesidad de dignificar tales desahogos con una respuesta. Todo lo anterior equivale a decir «no intentemos el acuerdo; en su lugar, probemos a ver si Putin se rinde o llega hasta el final».

			Esta es la política operativa de Estados Unidos, y cuenta con un sinnúmero de apoyos, siempre sustentados en una noble retórica sobre defender los principios y no permitir que el crimen quede impune. Cuando oímos esto de los firmes partidarios de las fechorías estadounidenses, como suele ocurrir, podemos calificarlo de puro cinismo, la contrapartida occidental de los apparatchiks más vulgares de época soviética, prestos a denunciar los crímenes de Occidente mientras apoyaban a pies juntillas los de su régimen. También lo oímos de quienes se oponen a los crímenes estadounidenses, de personas que seguramente preferirían no comprometer la existencia humana por tentar a la suerte con Putin. Aquí surge otra cuestión: la creciente marea de irracionalidad está socavando cualquier esperanza de un discurso serio. Y eso es precisamente lo que se necesita si se pretende evitar una sangría mayor en Ucrania, incluso si pretendemos sobrevivir como especie.

			Si podemos escapar del cinismo y la irracionalidad, la elección para Estados Unidos y Occidente es muy sencilla: hacer lo posible para facilitar un acuerdo diplomático, o al menos no boicotear esa opción.

			A este respecto, hay división dentro del discurso oficial occidental. Francia, Alemania e Italia han pedido negociar un alto el fuego y avanzar hacia un acuerdo diplomático. Estados Unidos y Gran Bretaña, los dos «Estados guerreros» de Occidente, se oponen: defienden que la guerra, el atroz experimento, debe continuar.

			La consolidada política estadounidense de socavar la diplomacia, que ya hemos revisado en detalle, se presentó de la forma más cristalina hace unas semanas [en abril de 2022] en la reunión de las potencias atlantistas organizada por Washington en la base estadounidense de Ramstein, Alemania. Estados Unidos dio orden de avanzar: la guerra debe proseguir para desgastar a Rusia. En suma, el ahora tan alabado «modelo afgano»: «combatir a Rusia hasta el último afgano/ucraniano» mientras se intenta retrasar la retirada del enemigo y minar los esfuerzos diplomáticos de la ONU.

			Al explicar los objetivos de Estados Unidos y la OTAN en Ramstein, el secretario de Defensa Lloyd Austin dijo: «Queremos debilitar a Rusia hasta el punto de que no pueda hacer el tipo de cosas que ha hecho al invadir Ucrania».

			Pensemos en ello. ¿Cómo nos aseguramos de que Rusia no vuelva a invadir jamás otro país? Dejemos de lado la cuestión, en este punto quimérica, de si un giro de ciento ochenta grados en la política estadounidense podría contribuir a este fin, por ejemplo, replanteando la negativa a considerar cualquier preocupación de seguridad rusa y muchas otras acciones que hemos discutido.

			Para lograr el objetivo que anunció Austin, parece que debemos pergeñar algo parecido a un nuevo Tratado de Versalles, que pretendía garantizar que Alemania no volviese a entrar en guerra. Pero pronto se hizo evidente que Versalles se había quedado corto. De ello se deduce que la nueva versión que se está maquinando debe «estrangular al demonio» de una forma más radical que lo dispuesto en 1919 para controlar a los «bárbaros». Quizá algo parecido al Plan Morgenthau.

			Esa es la lógica que subyace a las declaraciones oficiales. Incluso si no queremos tomarnos en serio las palabras y les damos una interpretación limitada, la realidad es que se pretende prolongar la guerra, sean cuales sean las consecuencias y los «daños colaterales»: inanición masiva, posible guerra terminal, destrucción del medio ambiente. Implicaciones similares acarrea el bloqueo, con efectos letales en el Sur Global. Los puertos ucranianos están bloqueados por la Marina rusa, lo que impide realizar exportaciones de alimentos. ¿Qué se puede hacer al respecto?

			Como siempre, hay dos vías, la militar o la diplomática: «Jaw-jaw is better than war-war» («hablar es mejor que luchar»), según la frase atribuida a Churchill, que daba prioridad a la primera opción.

			La guerra es la política oficial de Estados Unidos: enviar misiles antibuque avanzados para obligar a Moscú a levantar el bloqueo portuario. Además del buque insignia, se pueden otros. ¿Observarán los rusos en silencio? Tal vez. ¿Cómo reaccionaría Estados Unidos en circunstancias similares?

			Otra posibilidad, que proponen los editores del Wall Street Journal, es «utilizar buques de guerra para escoltar a los barcos mercantes fuera del mar Negro». Aseguran que esto se ajustaría al derecho internacional, y que nada frenará a los rusos. Así que, si reaccionaran, podremos proclamar con orgullo que defendimos el derecho internacional mientras todo arde.

			Hay precedentes, observan, de misiones de este tipo «en dos ocasiones en las últimas décadas. A finales de los años ochenta, Estados Unidos reabanderó y escoltó petroleros kuwaitíes cuando salían del golfo Pérsico durante la «guerra de los petroleros» entre Irán e Irak».

			Está bien, aunque se olvida un pequeño detalle. En efecto, Estados Unidos intervino directamente para apoyar al buen amigo de Reagan, Sadam Husein, en su invasión de Irán. Eso sucedió después de respaldar la guerra química de Sadam que mató a cientos de miles de iraníes, e incluso de acusar a Teherán de la masacre de kurdos por parte del dictador iraquí. En aquel momento, Irán era el demonio. Un precedente apropiado.

			La escolta de buques es, en fin, una opción para poner fin al bloqueo, y respeta la convención internacional al limitar el uso de la fuerza.

			Otra opción son las medidas pacíficas, pero ¿hay alguna? No se puede saber si no las concebimos, si observamos lo que ocurre y no exploramos esta vía. Que Rusia propusiera algo en esta línea sería un hito, aunque en nuestra cultura, cada vez más totalitaria, solo se pueda informar de ello en los márgenes. Cita de un sitio web libertario:

			 

			El viceministro ruso de Asuntos Exteriores, Andréi Rudenko, argumentó que su país no es el único responsable de la creciente emergencia alimentaria, al tiempo que señalaba las sanciones occidentales que bloquean la exportación de cereales y fertilizantes.

			«No solo hay que apelar a la Federación de Rusia, también se debe examinar en profundidad el conjunto de causas que han conducido a la actual crisis alimentaria. Las sanciones interfieren en el libre comercio normal, que abarca productos alimentarios como el trigo, los fertilizantes y otros», declaró.

			 

			¿Merece la pena planteárselo? Parece que no en nuestra cultura, que recurre automáticamente a sacar la pistola.

			La preferencia deliberada por la violencia y sus nefastas consecuencias no ha pasado desapercibida fuera de Estados Unidos; por supuesto en el Sur Global, que tiene amplia experiencia con los usos occidentales, pero incluso entre los aliados de Washington. Ya hemos mencionado la revista australiana de asuntos internacionales Arena y su denuncia de la censura y la intolerancia aun contra la disidencia más leve en los medios de comunicación estadounidenses; el editor, Simon Cooper, concluía: «esto significa que es casi imposible, dentro del discurso dominante, condenar las acciones de Putin y al mismo tiempo construir un camino para acabar con la guerra que no implique una escalada y la destrucción total de Ucrania».

			Muy cierto. Y a menos que podamos escapar de esta trampa autoimpuesta, es probable que marchemos hacia la aniquilación. Todo recuerda a los primeros compases de la Gran Guerra, cuando las potencias europeas emprendieron entusiasmadas una guerra autodestructiva, solo que esta vez las consecuencias, además de ser incomparablemente más graves, se adivinan a la vuelta de la esquina.

			No he dicho nada sobre lo que deben hacer los ucranianos, por la sencilla razón de que no es asunto nuestro. Si optan ellos también por el espantoso experimento de proseguir con la guerra, están en su derecho. También lo están al solicitar armas para defenderse de una agresión asesina.

			Aquí volvemos a lo que nos incumbe, a nosotros. ¿Cómo debemos responder a esa solicitud? No vendría mal un poco de sinceridad. Muchas declaraciones rimbombantes defienden el sagrado principio de que se debe apoyar a las víctimas de este tipo de agresiones si piden armas para defenderse. Es fácil demostrar que quienes dicen estas cosas no se creen ni una palabra y de hecho, casi siempre, apoyan enviar armas y brindar apoyo diplomático al agresor de turno. Por citar solo el caso más palmario, ¿dónde están los llamamientos a proporcionar armas a los palestinos para que defenderse de medio siglo de una brutal ocupación que viola las órdenes del Consejo de Seguridad de la ONU y el derecho internacional?, ¿dónde están los llamamientos a retirar el apoyo a los crímenes israelíes?

			Por supuesto, podemos leer sobre las atrocidades de los colonos y las Fuerzas de Defensa de Israel (FDI) en la prensa del país, en las columnas del gran periodista Gideon Levy. Y podemos leer los mordaces informes de otra respetable periodista israelí, Amira Hass, que repasan los lamentos occidentales por los daños ecológicos que han causados los «demoníacos» rusos en Ucrania, mientras pasan por alto el ataque israelí a Gaza del pasado mayo [de 2022], cuando «los proyectiles arrasaron cientos de toneladas de pesticidas, semillas, fertilizantes, otros productos químicos, láminas de nailon y plástico y tuberías en un almacén de la ciudad de Beit Lahia, al norte de Gaza». Ardieron cincuenta toneladas de sustancias peligrosas, con efectos letales para una población destrozada que vive en condiciones de mera supervivencia, según informan las agencias internacionales, tras décadas de sadismo israelí respaldado por Estados Unidos. Para la agencia palestina Al-Haq, se trata de una «guerra química por medios indirectos».

			Nada de esto inspira ni media palabra en el discurso oficial sobre el cese del apoyo estadounidense al ocupante asesino ni, por supuesto, sobre los medios de defensa.

			Pero basta ya «y tú más», que en este caso, sin embargo, no es más que honestidad básica, y por lo demás un tema de debate habitual fuera de nuestra arena ideológica, estrictamente controlada. ¿Cómo actuar en el caso de Ucrania, donde Estados Unidos se opone, por una vez, a la agresión? Mi opinión, repito, es que debe atenderse la petición ucraniana, con la precaución de impedir envíos que impliquen echar más leña de la necesaria al fuego y, en consecuencia, un castigo mayor sobre la población y acaso un cataclismo general.

			 

			Si fuera posible poner fin a la guerra en Ucrania mediante la diplomacia, entonces un acuerdo de paz podría adoptar muchas formas distintas. Una solución que defienden muchos expertos consiste en que Ucrania adopte una posición de neutralidad, a lo que acompañaría la retirada de las sanciones impuestas por Rusia ante el deseo ucraniano de ingresar en la Unión Europea —un camino, en cualquier caso, que se antoja muy largo todavía—. Sin embargo, existe otro planteamiento del que rara vez se habla y que, no obstante, podría ser una posibilidad. Me refiero al «escenario coreano» que promueve Graham Allison, en el cual Ucrania quedaría dividida en dos regiones sin necesidad de un tratado formal. ¿Te parece esto último un horizonte factible?

			Es uno entre tantos resultados posibles, todos ellos agraces. Creo que no tiene mucho sentido especular y que es mejor dedicarnos a pensar en cómo superar las tragedias que azotan el mundo, no solo Ucrania.

			Pero, para este caso, podríamos imaginar un marco más amplio, algo así como el «hogar común europeo» sin alianzas militares que propuso Gorbachov dentro del orden mundial posterior al colapso de la Unión Soviética. O podríamos retomar algunas de las primeras propuestas de la Asociación para la Paz: «el mayor y más elevado objetivo es la seguridad, la unidad y la integración europeas, un objetivo que sé que compartes», como Clinton le dijo a Boris Yeltsin en 1994.

			Sin embargo, estas prometedoras perspectivas de integración pacífica se vieron pronto socavadas por los planes de Clinton para la expansión de la OTAN, por encima de las fuertes objeciones rusas, muy anteriores a Putin.

			Las esperanzas pueden reavivarse, en gran beneficio de Europa, de Rusia y de la paz mundial en general. Putin podría haberlo hecho de haber seguido las tímidas iniciativas de Macron hacia la conciliación, en lugar de optar tontamente por la agresión. Pero no está todo perdido.

			Siempre viene bien algo de historia. Durante siglos, Europa fue el lugar más despiadado de la tierra. Para franceses y alemanes, el máximo objetivo en la vida era masacrarse unos a otros. Cuando era niño, parecía inimaginable que aquello pudiera acabarse. Pocos años después, terminó, y desde entonces han sido estrechos aliados y han perseguido objetivos comunes, una inversión radical de una historia de conflicto encarnizado de siglos. Los éxitos diplomáticos no tienen por qué ser un imposible.

			 

			Afirmar que asistimos al comienzo de una nueva guerra fría parece ser ya un lugar común. Incluso un escenario antaño tan impensable como es el posible uso de armas nucleares en un conflicto bélico ha dejado de ser tabú. ¿Hemos entrado en una era de enfrentamiento abierto entre Rusia y Occidente? ¿En qué medida esta rivalidad geoestratégica y política recuerda a la Guerra Fría?

			Más valdría que la guerra nuclear se convirtiese en tabú, en algo impensable. Deberíamos esforzarnos por restaurar el régimen de control de armas que desmantelaron casi por completo entre Bush hijo y Trump, a quien no le dio tiempo a completar el trabajo, pero estuvo a punto. Biden consiguió rescatar el nuevo tratado START pocos días antes de que expirase.

			En conclusión, hay que ampliar el régimen de control de armas en espera del día en que las potencias nucleares se adhieran al Tratado de la ONU sobre la Prohibición de las Armas Nucleares, actualmente en vigor.

			Se pueden tomar otras medidas para paliar la amenaza, como implantar Zonas Libres de Armas Nucleares. Existen en gran parte del mundo, pero están bloqueadas por la insistencia de Estados Unidos en mantener instalaciones de armas nucleares dentro de ellas. La más importante sería una ZLAN en Oriente Medio. Esto pondría fin a la supuesta amenaza nuclear iraní y eliminaría cualquier pretexto vacuo para los bombardeos, asesinatos y sabotajes estadounidenses e israelíes en Irán. Como decíamos, sin embargo, Washington es el único obstáculo para este paso de gigante hacia la paz mundial.

			La razón es clara: interferiría con la protección del enorme arsenal nuclear israelí. Esto no debe salir a la luz, de lo contrario, entraría en escena la legislación estadounidense, comprometiendo el apoyo de Washington a la ocupación ilegal y a los continuados crímenes de Israel, otro tema innombrable.

			Deben tomarse todas las medidas necesarias para erradicar de la faz de la tierra la plaga de las armas nucleares, antes de que nos destruyan a todos.

			En el orden mundial en ciernes, el enfrentamiento con Rusia es algo secundario. Putin ha hecho un favor impagable a Washington al convertir Europa en vasallo virtual de Estados Unidos, cortando las perspectivas de que el Viejo Continente pueda representar una «tercera fuerza» independiente en los asuntos internacionales. Una consecuencia es que la decadente cleptocracia rusa, con su enorme reserva de recursos naturales, se está acercando a la zona dominada por China. Este creciente sistema de desarrollo y préstamos se ramifica por Asia Central y llega hasta Oriente Medio a través de Emiratos Árabes Unidos y por la Ruta Marítima de la Seda, y los tentáculos se extienden hasta África e incluso hasta la «pequeña región cerca de aquí», como llamó a América Latina Henry Stimson, secretario de Guerra de Franklin Delano Roosevelt, al tiempo que pedía el desmantelamiento de todas las alianzas regionales excepto las que implicaban a Estados Unidos. La «amenaza china» es la pieza clave de la estrategia de Washington. La amenaza aumenta si se le suma Rusia, tan rica en recursos, como socio júnior.

			Estados Unidos reacciona ahora enérgicamente ante lo que denomina «agresión china», como dedicar recursos estatales al desarrollo de tecnología avanzada y a la represión interna. La reacción, iniciada por Trump, ha continuado con la política de «cerco» de Biden, basada en un anillo de «Estados centinela» frente a las costas chinas, a los que se ha proporcionado armamento avanzado de alta precisión. La «defensa» está respaldada por una flota de submarinos nucleares invulnerables que pueden destruir no solo China, sino el mundo varias veces. Como eso no es suficiente, ahora los están reemplazando como parte del programa de expansión militar de Trump-Biden.

			Es comprensible una reacción tan severa. «China, a diferencia de Rusia, es el único país lo bastante poderoso como para desafiar el dominio mundial estadounidense», anunció el secretario de Estado Antony Blinken al describir tan intolerable amenaza para el orden global (también llamado «hegemonía estadounidense»). Mientras hablamos de «aislar a Rusia», cuando no de «estrangular» a esa sociedad «demoníaca», la mayor parte del mundo mantiene los lazos con Rusia y con el sistema mundial dominado por China. Y observa, con perplejidad, cómo Estados Unidos se autodestruye desde dentro.

			Washington, mientras tanto, desarrolla nuevas alianzas, que presumiblemente se reforzarán a partir de noviembre [de 2022] si el Partido Republicano se hace con el Congreso y logra controlar a largo plazo el sistema político gracias a sus denodados esfuerzos por desgastar la democracia.

			Una de esas alianzas es con la racista y autoproclamada «democracia antiliberal» de Hungría, que ha aplastado la libertad de expresión y las instituciones independientes, y que las grandes figuras del universo republicano, desde Trump hasta la estrella mediática Tucker Carlson, colman de alabanzas.

			La alianza entre Estados Unidos y la extrema derecha europea tiene un aliado natural en los Acuerdos de Abraham forjada por Trump y Jared Kushner; ampliamente aclamada, formalizó las relaciones tácitas entre Israel y los Estados más reaccionarios de Oriente Medio y el norte de África. Israel y Hungría ya mantienen estrechas relaciones, basadas en valores racistas compartidos y en un sentimiento de agravio por haber recibido el rechazo de los liberales europeos. Otro socio natural es India, donde el primer ministro Modi está destrozando la democracia laica y estableciendo una etnocracia hindú, mientras se reprime a la población musulmana y se emprende la brutal ocupación de Cachemira.

			Estados Unidos ya está prácticamente solo en el reconocimiento de dos ocupaciones ilegales que violan las órdenes del Consejo de Seguridad: en Oriente Próximo, la anexión por parte de Israel de los Altos del Golán sirios y de Jerusalén Este, y en África, la anexión del Sáhara Occidental por Marruecos para ampliar su práctico monopolio de las reservas de fosfatos. Con el Partido Republicano en el poder, podría completarse el cuadro si se reconoce la citada ocupación de Cachemira.

			Se está configurando un nuevo orden mundial, pero el enfrentamiento entre Estados Unidos y Rusia no es el elemento central del mismo.

			 

			A propósito de la idea de una nueva guerra fría: no doy crédito a las delirantes reacciones de muchos estadounidenses ante los análisis de las causas de la invasión rusa de Ucrania. Algo similar me ocurre con aquellos que exigen apelar a la diplomacia para poner fin a la guerra. Me parece que se olvida la diferencia entre explicar y justificar, al tiempo que se prefiere ignorar ciertos hechos históricos, como la decisión de Estados Unidos de ampliar la OTAN hacia el este sin tener en cuenta a Rusia. Además, tampoco puede decirse que aquello gozara en su momento del beneplácito de los principales diplomáticos y expertos en relaciones internacionales. Por poner un ejemplo, Jack F. Matlock Jr., antiguo embajador estadounidense en la Unión Soviética, o Henry Kissinger alertaron en contra de la expansión de la OTAN y desaconsejaron la incorporación de Ucrania. Por su parte, la respuesta de George Kennan después de que el Senado ratificara la ampliación hasta la frontera misma de Rusia fue aún más contundente: «Me temo que esta medida marca el comienzo de una nueva guerra fría […]. Mi opinión es que los rusos adoptarán gradualmente posiciones cada vez más adversas. Estamos cometiendo un trágico error. Nada nos obligaba a esto. No cabe duda de que Rusia se lo tomará mal. Y, cuando esto suceda, [los expansionistas] se limitarán a decir: “ya os avisamos de cómo se las gastan los rusos”».

			Noam, ¿consideras que esos diplomáticos discordantes eran peones rusos, como hoy suelen afirmar quienes dicen estar bien informados sobre los motivos de la invasión de Ucrania?

			Puedes añadir a otros que advirtieron a Washington de que era imprudente e innecesariamente provocador ignorar las preocupaciones de seguridad de Rusia, entre ellos el actual director de la CIA William Burns y su predecesor Stansfield Turner, incluso halcones como Paul Nitze; de hecho, casi todo el cuerpo diplomático que tenía cierto conocimiento de Rusia. Aquellas advertencias hacían especial hincapié en la preocupación rusa, anterior a Putin, a propósito de la posible incorporación de Georgia y Ucrania a la OTAN. Ambos países representan puntos geoestratégicos clave para Moscú, como resulta evidente al mirar un mapa y, por remontarnos unas pocas décadas en la historia, al estudiar la Operación Barbarroja.

			¿Eran todos ellos peones rusos? Supongo hoy que puede afirmarse algo así, dado el clima reinante de frenética irracionalidad, lo que es un peligro para el mundo entero.

			Ahora se reconoce que la Primera Guerra Mundial fue un terrible disparate y que ninguno de los contendientes tenía una postura defendible.

			Ahora, pero no entonces. Cuando las potencias de la época entraron en guerra, las élites intelectuales de cada una proclamaron la nobleza de la causa de su respectivo Estado. Un famoso manifiesto de importantes intelectuales alemanes apeló a Occidente para que apoyara la tierra de Kant, Goethe, Beethoven y otras luminarias de la civilización. Sus homólogos de franceses y británicos hicieron lo mismo, al igual que los estadounidenses cuando Woodrow Wilson se unió a la guerra poco después de haber ganado las elecciones de 1916 con el eslogan «Paz sin Victoria».

			No todos actuaron de esta forma. En Inglaterra, Bertrand Russell se atrevió a cuestionar el exacerbado belicismo; en Alemania, se le unieron Rosa Luxemburgo y Karl Liebknecht; en Estados Unidos, Eugene Debs. Todos fueron encarcelados. Algunos, como Randolph Bourne, también en Estados Unidos, pudieron librarse y, en el caso de este último, solo se le prohibió publicar en las revistas liberales.

			Esta tragedia no es la excepción a la norma histórica. Por desgracia, es más bien lo contrario.

			La experiencia de la Primera Guerra Mundial proporcionó importantes lecciones. Eso se reconoció muy pronto. Dos ejemplos muy influyentes son Walter Lippmann y Edward Bernays. Lippmann llegó a ser uno de los intelectuales públicos estadounidenses más destacados del siglo XX y Bernays, uno de los fundadores y líderes intelectuales de la industria publicitaria, la mayor agencia de propaganda del mundo.

			Lippmann y Bernays eran liberales en la línea de Wilson- Roosevelt-Kennedy. También formaban parte de la agencia de propaganda que creó Wilson para convertir a una población en su mayoría pacifista en un conjunto de furibundos fanáticos antialemanes: el Comité Creel de Información Pública, un título ya de por sí orwelliano. Ambos estaban muy impresionados por el éxito obtenido en la «fabricación del consentimiento» (Lippmann) o la «ingeniería del consentimiento» (Bernays). Reconocieron que se trataba de un «nuevo arte en la práctica de la democracia», un medio de garantizar que el «rebaño desconcertado» —la población en general— pudiera ser «puesto en su sitio» como grupo meramente «espectador» y no metiese las narices donde no le corresponde: las decisiones políticas. Estas debían ser coto privado de la «minoría inteligente», de «los intelectuales tecnócratas y políticos» según la versión de Camelot.

			Esta es más o menos la teoría democrática liberal imperante, que Lippmann y Bernays ayudaron a forjar. Las premisas no son en absoluto nuevas. Se remontan a las primeras revoluciones democráticas de los siglos XVII y XVIII en Inglaterra y luego a la que tuvo lugar en las colonias norteamericanas. La experiencia de la Primera Guerra Mundial ayudó a revigorizarlas.

			Con todo, mientras se puede controlar a las masas con «ilusiones necesarias» y «simplificaciones excesivas emocionalmente potentes» (en palabras de Reinhold Niebuhr, venerado como «teólogo del establishment liberal»), se presenta otro problema: los «intelectuales morales» que se atreven a plantear cuestiones sobre la política estadounidense que miran más allá de las decisiones tácticas. Ya no se los puede encarcelar, como en tiempos de la Gran Guerra, así que los que ostentan el poder intentan ahora expulsarlos de la arena pública por otros medios.

		

	
		
			LA ANULACIÓN DEL DERECHO AL ABORTO DEMUESTRA HASTA QUÉ PUNTO ESTADOS UNIDOS ES UNA ANOMALÍA29

			 

			 

			 

			Noam, mientras las masacres perpetradas con armas de fuego siguen arrasando la sociedad estadounidense, la pregunta que naturalmente me hago es esta: ¿cómo es posible que el Gobierno se muestre tan incapaz, en comparación con los del resto de países desarrollados, a la hora de abordar cuestiones que afectan a la vida de las personas de un modo tan básico? De hecho, no es solo la violencia de las armas lo que convierte a Estados Unidos en un caso único en el mundo desarrollado, sino también otras cosas como el sistema de salud, las desigualdades económicas o el deterioro del medio ambiente. En otras palabras: Estados Unidos es una excepción en lo que respecta a su forma general de organización económica, política y social.

			Podemos empezar subrayando una fecha que será importante en la historia de Estados Unidos: el 23 de junio de 2022. Ese día, el juez decano del Tribunal Supremo, Clarence Thomas, emitió un veredicto en el que declaraba solemnemente que su país estaba desquiciado y que era una amenaza para sí mismo y para el mundo.

			Esas no fueron, por supuesto, las palabras del juez Thomas, que hablaba en nombre de la habitual mayoría de 6-3 de la reaccionaria Corte Roberts, pero resumen su importancia: en Estados Unidos, la gente puede llevar un arma oculta sin otra justificación que para la «defensa propia». En ninguna sociedad funcional la gente ha vivido tan aterrorizada por sus conciudadanos como para necesitar armas con el fin de defenderse si sale a pasear al perro o a recoger a los hijos a la guardería (donde esperarán debidamente atrincherados).

			Una ejemplo paradigmático del famoso excepcionalismo estadounidense.

			Incluso al margen de la locura proclamada desde lo alto del estrado en aquella fecha histórica, Estados Unidos es una sociedad muy particular, inusual en muchos sentidos. Y los más importantes son los más generales. Como tú mismo has dicho, «su forma general de organización económica, política y social». Esto merece algunos comentarios.

			La naturaleza básica del mundo capitalista-estatal moderno, incluida toda sociedad más o menos desarrollada, ya la describió con precisión hace doscientos cincuenta años Adam Smith en La riqueza de las naciones y queda plasmada también en el marco madisoniano de la Constitución del que pronto se convirtió en el Estado más poderoso de la historia mundial. En palabras de Smith, los «amos de la humanidad», los que tienen el poder económico, son los «principales arquitectos» de la política gubernamental, que modelan para garantizar la protección de sus intereses por «graves» que sean los efectos sobre los demás. En la medida que pueden, en cada época persiguen su «vil máxima»: «Todo para nosotros, nada para los demás».

			En el marco constitucional madisoniano, el poder debía estar en manos de «la riqueza de la nación», hombres (las mujeres eran propiedades, no personas) que reconocieran los derechos de los propietarios y la necesidad de «proteger a la minoría de opulentos frente a la mayoría». El principio básico lo captó sucintamente el primer presidente del Tribunal Supremo, John Jay: «Quienes poseen el país deben gobernarlo». Sus sucesores actuales lo entienden a la perfección, hasta un punto inusitado.

			La doctrina de Madison difería de la exposición de Smith en algunos aspectos importantes. En su libro The Sacred Fire of Liberty, Lance Banning, experto en James Madison, escribe que este «era —hasta niveles que hoy apenas somos capaces de imaginar— un caballero de honor del siglo XVIII». Esperaba que aquellos a quienes se concediera el poder actuaran como «estadistas ilustrados» y «filósofos benevolentes», «puros y nobles», «hombres de inteligencia, patriotismo, propiedad y circunstancias independientes, cuya sabiduría pudiera discernir mejor los verdaderos intereses de su país, y cuyo patriotismo y amor a la justicia hicieran menos probable que se sacrificaran a consideraciones temporales o parciales».

			Sus ilusiones pronto se hicieron añicos.

			En los últimos años, la doctrina imperante en los tribunales ha sido una especie de «originalismo» que ha hecho que los jueces vean el mundo desde la perspectiva de un grupo de hombres blancos ricos propietarios de esclavos, que en realidad eran razonablemente ilustrados, según los criterios del siglo XVIII.

			Hace setenta años, el juez Robert Jackson ridiculizó una versión más racional del «originalismo»: «Lo que nuestros antepasados imaginaron, o habrían imaginado de haber previsto las condiciones modernas, debe adivinarse a partir de materiales casi tan enigmáticos como los sueños que José tuvo que interpretar para el faraón».

			Las contorsiones sobre el «originalismo» no tienen el menor interés. No podemos profundizar en ello ahora, pero sí podemos detenernos en algunos casos particulares por tratarse de los partidarios más entregados a la doctrina, no la versión más sana que ridiculizó el juez Jackson, sino la versión más reciente y ahora predominante, que aquel, presumiblemente, habría considerado demasiado absurda incluso para discutirla.

			¿Cuál es el papel de la tradición histórica? En la decisión de Alito que anula el caso Roe contra Wade, destaca la importancia de basarse en dicha para determinar si la Constitución (y las Enmiendas) implican derechos. Señala, con razón, que, según esta lógica, el trato que han recibido las mujeres históricamente no respaldaría el concederles derechos.

			En palabras llanas, la tradición, en la ley y en la práctica, es grotesca.

			En su decisión de permitir a la gente llevar armas ocultas para defenderse en el terrorífico país que él considera que es Estados Unidos, Thomas también se remitió a la importancia de la tradición histórica, pero tenía poco que decir y la historia real le lleva la contraria.

			En la importantísima Decisión Heller de 2008, que anuló un siglo de precedentes y proclamó una nueva versión de la Segunda Enmienda como sagrada escritura, el juez Scalia ignoró explícitamente toda la tradición histórica, incluidas las razones por las que los padres de la Constitución creyeron necesaria una milicia bien organizada. La tradición real, desde el principio, muestra que la Segunda Enmienda era ya en gran medida un anacronismo en el siglo XX.

			Incluso dejando a un lado el problema de la interpretación de los sueños del faraón, la doctrina originalista recientemente establecida parece ser bastante flexible, aunque tiene algunos rasgos uniformes, como hemos vuelto a ver recientemente: la doctrina puede adaptarse para producir resultados reaccionarios hasta el extremo que vulneren los derechos humanos esenciales.

			El juez Thomas hizo hincapié en esto último al comentar la decisión de Alito que anula el caso Roe contra Wade. Escribió que «en el futuro, deberíamos reconsiderar todos los precedentes de este Tribunal […], incluidos Griswold, Lawrence y Obergefell». Estos son los casos en los que el Tribunal defendió el derecho a la intimidad en la vida personal, concretamente el derecho a la anticoncepción, a mantener relaciones sexuales entre personas del mismo sexo y al matrimonio entre personas del mismo sexo. Como dijo el juez Kennedy a propósito del caso Lawrence, lo que está en juego es el derecho de las personas «a vivir su vida privada sin la intervención del Gobierno».

			Thomas coincidió con Alito en que su opinión mayoritaria, que anulaba la sentencia Roe contra Wade, no llegaba en sí misma tan lejos como las proyecciones de Thomas, que tienen un buen historial de confirmación posterior. Pronto saldremos de dudas.

			Estas cuestiones son de gran importancia hoy en día, ya que el Tribunal se está arrogando una autoridad extraordinaria para determinar cómo debe funcionar la sociedad, una forma de supremacía judicial que no solo tiene escaso fundamento constitucional, sino que no debe tolerarse en una sociedad democrática.

			La estrategia a largo plazo de McConnell de copar los tribunales se extiende como una sombra negra sobre la sociedad estadounidense.

			Volviendo al contexto general, una característica fundamental de Estados Unidos es el inusitado poder que ostentan los amos de la humanidad, que ahora son las multinacionales y las instituciones financieras. Entre ellos se cuentan el sistema energético, la industria de los combustibles fósiles, los bancos e incluso bufetes de abogados que diseñan estrategias legales para garantizar que los intereses de sus pagadores «se atiendan de la forma más peculiar». Dichos intereses están también salvaguardados por la OTAN, la autodenominada «alianza defensiva» que, cuando no está arrasando en alguna parte, debe cumplir su misión general posterior a la Guerra Fría: «vigilar los oleoductos que transportan petróleo y gas destinados a Occidente» y, más en general, proteger las rutas marítimas que utilizan los petroleros y otras «infraestructuras cruciales» del sistema energético (en palabras del secretario general de la OTAN, Jaap de Hoop Scheffer, en 2007).

			Mucho ha cambiado en los últimos doscientos cincuenta años, por supuesto, pero los principios básicos se mantienen firmes. Y eso tiene consecuencias trascendentales en el presente.

			No necesitamos revisar las pruebas que demuestran que nos encontramos en un momento único de la historia. Se nos imponen decisiones inmediatas que determinarán el curso de la historia futura, si es que la hay. Tenemos un margen muy estrecho para aplicar las medidas necesarias, y por otra parte factibles, para evitar la destrucción del medio ambiente. En el Estado más poderoso del mundo, los amos de la humanidad han trabajado mucho para cerrar esa ventana y garantizar que sus exorbitantes beneficios a corto plazo y su dominio permanezcan intactos mientras el mundo arde. Quizá suene demasiado dramático, demasiado apocalíptico. Tal vez, pero desgraciadamente es la realidad, no es una exageración. Tampoco es ningún secreto. Podemos hacernos una idea del proceso en el artículo principal de The New York Times de hace unos días [19 de junio de 2022]. La corresponsal de Energía y Medio Ambiente, Coral Davenport, informaba de que la larga campaña de la industria de los combustibles fósiles y sus secuaces en Washington para impedir que el Gobierno se interponga en su objetivo principal de obtener beneficios (con el consiguiente cataclismo) prácticamente se había consumado, a la espera de que la Corte Roberts dé su previsible aprobación.

			Podemos descartar las argucias legalistas y las profesiones cómicas de altos principios. Los hechos son claros y sencillos. El éxito del proyecto de destruir la vida humana en la tierra en un futuro próximo da testimonio del inusitado poder de los amos de la humanidad en Estados Unidos.

			El proyecto es más ambicioso que la protección de los intereses inmediatos del sistema energético. El Tribunal Supremo tratará pronto el caso de Virginia Occidental contra la EPA, que tiene que ver con «la autoridad del Gobierno federal para reducir la contaminación por dióxido de carbono de las centrales eléctricas, que está calentando peligrosamente el planeta». Pero eso es solo el principio, informa Davenport.

			Hay otros casos abriéndose camino en los tribunales, explorando diversas estrategias legales para lograr el objetivo a más largo plazo: impedir que la EPA y otras agencias reguladoras promulguen medidas que no estén explícitamente legisladas. Eso significa casi todas las medidas, ya que el Congreso no puede decidir sobre contingencias concretas, ni siquiera indagar en ellas. Para hacerlo se requiere el tipo de análisis experto e intensivo y la interacción con la ciudadanía que los amos pretenden prohibir. Su proyecto se resume en carta blanca para el poder privado. En esencia, es una extensión de la variante extremista del originalismo que hoy reina, y tiene el mismo resultado: favorecer los intereses de los amos y relegar al resto al ostracismo.

			Merece la pena indagar en las fuentes de este inusitado poder de «los dueños del país», que se manifiesta de muchas maneras. Un factor es que, a medida que se eliminaba «la plaga indígena», los territorios conquistados se consideraban una especie de «folio en blanco», sin ningún marco preexistente de estructuras feudales. El sistema feudal, con todos sus defectos, asignaba a las personas un lugar de algún tipo, por malo que fuera, que implicaba ciertos derechos.

			Al empezar de cero en un país conquistado, los colonos estaban solos. Y tenían muchas formas de hacer fortuna al alcance. El país ofrecía ventajas sin parangón: ricos recursos, territorio vasto, seguridad incomparable. Y, como otras sociedades, Estados Unidos tiene la suerte de contar con una clase intelectual ansiosa por ensalzar sus virtudes, reales o imaginarias, mientras oculta los aspectos inconvenientes de la realidad.

			Para las mentes verdaderamente totalitarias, eso no es suficiente, como vemos en las actuales iniciativas del Partido Republicano para suprimir los contenidos educativos susceptibles de «dividir» o causar incomodidad a los estudiantes (blancos), es decir: toda la historia del país.

			Los amos están bien organizados y dominan las instituciones, que velan por sus necesidades e intereses, además del Estado que también controlan en gran medida: asociaciones, cámaras de comercio, la Mesa Redonda Empresarial, el Consejo de Intercambio Legislativo Americano (ALEC), por citar solo unas pocas.

			Cuando Thatcher y otros ideólogos neoliberales predican que no hay sociedad, sino individuos sometidos al mercado, va de suyo que los ricos y privilegiados están exentos.

			Los amos se afanan en atomizar al resto de los mortales con verdadera pasión. Una forma son las trampas del consumismo de masas; otra, la represión del movimiento obrero organizado, que fue el principal medio de autodefensa para la clase trabajadora durante la era industrial. En consonancia con el poder inusualmente grande que ejercen de los amos en Estados Unidos, la historia laboral del país es de una violencia insólita; durante los años ochenta y noventa, con la imposición de los programas neoliberales que han hecho trizas la sociedad (no solo la estadounidense), alcanzó quizá sus cotas más altas. Antes, los granjeros y campesinos independientes del auténtico movimiento populista de finales del siglo XIX y su sueño de una «mancomunidad cooperativa» corrieron la misma suerte.

			Sin embargo, el éxito no tiene por ser una utopía. Es cierto que las luchas del siglo XIX por crear un movimiento obrero independiente basado en el principio de que «los dueños de las fábricas deberían ser quienes trabajan en ellas» —y por vincular dicho movimiento obrero al poderoso movimiento populista— fracasaron, pero dejaron su huella, plantaron la semilla.

			Las luchas continuaron y se obtuvieron algunas conquistas. Aquellos años también fueron testigo del auge de la educación de masas, una importante contribución a la democracia en la que Estados Unidos estaba a la cabeza, por lo que no sorprende que la educación sea uno de los objetivos del ataque neoliberal a los derechos y la democracia. El movimiento obrero de los años treinta, surgido de las cenizas de la represión wilsoniana, condujo a Estados Unidos a la socialdemocracia mientras Europa sucumbía al fascismo, procesos que ahora se invierten. Los movimientos populares de los años sesenta forjaron el camino hacia el establecimiento de la libertad de expresión como un derecho fundamental y su influencia se tradujo en un mayor nivel de civilización de casi toda la sociedad. La reacción neoliberal ha atacado estos logros, pero no los ha destruido. La lucha nunca termina.

			Estados Unidos es inusual en otros aspectos. Es, por supuesto, una sociedad colonial como ocurre en toda la anglosfera, fundada por colonos británicos procedentes de la sociedad más democrática de su tiempo, y también la más poderosa y violenta. Estas características se trasladaron de forma compleja a las sociedades que nacieron de ella. A pesar de los esfuerzos de los padres de la Constitución por contener la amenaza de la democracia, las presiones populares pesaron lo suficiente como para que a los grandes estadistas de Europa —como el héroe de Kissinger, Klemens von Metternich— les preocuparan profundamente «las perniciosas doctrinas del republicanismo y el autogobierno popular» que difundían «los apóstoles de la sedición» en las colonias liberadas, una versión embrionaria de la «teoría del dominó» que es una característica omnipresente de la dominación imperial. Al rey Jorge III también le preocupaba que la Revolución de las Trece Colonias pudiera conducir al desgaste del imperio, como a la larga ocurrió.

			Estados Unidos ha sido y es, con diferencia, el Estado más rico y poderoso de la anglosfera, superando a la antigua metrópoli, que quedó reducida a «socio menor», como lamentó el Ministerio de Asuntos Exteriores británico tras la Segunda Guerra Mundial, cuando Washington tomó las riendas de la hegemonía mundial, desbancó al Reino Unido y relegó prácticamente a Francia. La historia de Estados Unidos es la historia de esa toma del poder. Es difícil encontrar otra sociedad que haya estado casi continuamente en guerra, y casi siempre agresiva, desde su fundación.

			Una de las principales causas —seguramente «la» causa— de la Revolución fue anular la Proclamación Real británica de 1763, que impedía a los colonos atacar a las naciones indígenas más allá de los Apalaches. Los colonos tenían otros planes; el mismo George Washington era un especulador territorial y los iroqueses lo conocían como «el destructor de pueblos».

			La brutalidad de las conquistas apenas era un secreto bien guardado. El primer secretario de Guerra de Estados Unidos, el general Henry Knox, describió lo que estaban haciendo sus compatriotas como «la eliminación total de todos los indios en la mayoría de las zonas pobladas de la Unión» por medios «más atroces para los nativos que los empleados por los conquistadores de México y el Perú». Y pronto fue a peor, aunque no sin esfuerzos por ocultarlo, empezando por el infame pasaje de Jefferson en la Declaración de Independencia en el que denunciaba al rey Jorge por desatar a «los despiadados salvajes indios» contra los pacíficos colonos, que solo querían su «eliminación total».

			Por otro lado, Estados Unidos se hizo con la mitad de México en lo que el presidente y general Grant calificó como una de las más «perversas guerras» de agresión de la historia, y lamentó haber participado en el crimen como oficial subalterno. La tarea se consumó a finales del siglo XIX. Para entonces, Estados Unidos se había volcado en otras empresas violentas bien demasiado conocidas para desgranarlas hasta el momento presente.

			Todo esto tiene su impacto en la cultura imperante. A la luz de la historia, sorprende un poco menos ver que, incluso después de la masacre de Uvalde, casi la mitad de los votantes republicanos, en su mayoría de zonas rurales y cristianos blancos tradicionales, piensan que debemos aceptar tales horrores como parte del precio de la libertad.

			La cultura de las armas tiene otras raíces, por supuesto, y ya hemos comentado varias de ellas. Hay muchas más: algunas las ha expuesto el periodista y analista político Chris Hedges en un trabajo basado, en parte, en su experiencia al crecer en el Estados Unidos rural que ha sido aplastado por la globalización neoliberal, dejando las armas como último recurso para los hombres con alguna ilusión de dignidad y relevancia social. La mayor parte del trabajo de Hedges podía verse en programas de RT America, cadena que ha sufrido la asfixiante censura diseñada para proteger a los estadounidenses de cualquier conocimiento de lo que puedan decir o pensar los dirigentes rusos. Se permiten algunos fragmentos, los que pueden tergiversarse para demostrar que Putin pretende conquistar el mundo. Eso se muestra con deleite, pero no, por ejemplo, las habituales ofertas de negociación que, aunque no sean aceptables, podrían abrir el camino a un acuerdo diplomático del tipo que el Gobierno estadounidense se ha dedicado a zancadillear.

			 

			Se ha repetido hasta la saciedad que el sistema político estadounidense está hecho añicos. No en vano, los observadores y analistas lamentan el grado de polarización política que se observa actualmente en el Congreso. En tu opinión, ¿hay alguna relación entre nuestro malogrado sistema político y el férreo control de la agenda estadounidense por parte de las élites?

			Podemos plantear la cuestión de otra forma. Un sistema político está roto en la medida en que la agenda está en gran medida en manos de algún círculo de poder, normalmente «los que poseen el país» y, por tanto, se sienten con derecho a gobernarlo para garantizar que tanto sus intereses como la minoría de los más ricos en general estén a salvo.

			Desde el inicio del asalto neoliberal, el control de los amos sobre la agenda política no ha dejado de aumentar. Según el estudio de la Rand Corporation que hemos comentado en una entrevista anterior, desde que Reagan dio el pistoletazo de salida al atraco, se han «transferido» casi cincuenta mil billones de dólares de las clases trabajadora y media a los superricos. Paralelamente, la desregulación ha provocado una fuerte tendencia a la monopolización, espoleada además por las medidas proteccionistas de los «acuerdos de libre comercio» de los años de Clinton.

			Anna Stansbury y Lawrence Summers, economistas de Harvard, atribuyen la concentración de riqueza de los últimos cuarenta años principalmente al asalto al mundo laboral que arrancó con Reagan (y con Thatcher en el Reino Unido) y se consolidó con la globalización neoliberal clintoniana. Según explican, «la caída de la sindicalización, la exigencia y el poder cada vez mayores de los accionistas, la bajada de los salarios mínimos reales, la pérdida de mecanismos de protección para los trabajadores y el aumento de la subcontratación a nivel nacional e internacional han “desempoderado” a los trabajadores, con graves consecuencias sobre el mercado laboral y la economía en general» y, fruto de todo ello, los amos han incrementado su control de la agenda política. El declive de la democracia no se limita a Estados Unidos

			Cuarenta años de amarga guerra de clases —que es el significado operativo de «neoliberalismo»— han tenido un efecto especialmente crudo en Estados Unidos, debido a la debilidad de los mecanismo de protección social que son la norma en otros lugares, incluso en cuestiones tan elementales como las bajas por maternidad, que existen en todas partes salvo en Estados Unidos y en unas pocas islas del Pacífico. El más dramático de estos fracasos atañe al sistema sanitario privatizado, con casi el doble de costes que en sociedades comparables y algunos de los peores resultados generales. (Los ricos se libran).

			Hay ejemplos concretos que asombran y escandalizan a partes iguales. Un estudio reciente descubrió que el «fragmentado e ineficaz» sistema sanitario estadounidense había sido responsable de 212.000 muertes por COVID-19 solo en 2020, a lo que había que sumar los más de 105.000 millones de dólares en gastos médicos adicionales y los casi 440.000 millones de dólares de gastos extra en años normales, todo ello evitable de existir una asistencia sanitaria universal.

			Estas deficiencias se remontan muy atrás en el tiempo, a pesar de las sustanciales mejoras que produjeron las políticas del New Deal, las mismas que la contraofensiva neoliberal ha bombardeado. La pandemia ha desvelado en toda su crudeza la naturaleza letal del modelo económico que se ha impuesto en las últimas décadas. Así describe el resultado el economista político Thomas Ferguson:

			 

			La pandemia arrojó una luz terrible e implacable sobre la fragilidad del mundo globalizado. La producción inmediata, la deslocalización, las cadenas de suministro transnacionales, la degradación de los trabajadores por parte de las empresas convirtiéndolos en subcontratados externos, con salarios más bajos y menos prestaciones, todo ha producido sistemas de una fragilidad fatal. A medida que la pandemia se extendía y las cadenas de suministro transnacionales se rompían, el impacto acumulado durante más de una generación de continuados recortes gubernamentales en impuestos, redes de seguridad, educación y —sobre todo— asistencia sanitaria resultó abrumador. Prácticamente todos los países quedaron paralizados durante un tiempo. En Estados Unidos, el Reino Unido y muchos países en desarrollo, acabaremos reconociendo que la pandemia quebró los sistemas sociales. A medida que […] el espantoso balance de muertes tardías, COVID persistente, abuso de sustancias y problemas de salud mental aumenten, las verdaderas dimensiones del impacto de la pandemia, sobre todo en la mano de obra estadounidense, se pondrán de manifiesto con mayor claridad.

			 

			Durante los últimos cuarenta años, los ideólogos neoliberales, cuya arrogancia supera con mucho su comprensión, han jugado con el orden social internacional a un juego muy peligroso. Los que dieron las órdenes —los amos de la humanidad— pueden exultar por sus ganancias a corto plazo, pero ellos también lamentarán los estragos que han causado. La polarización que mencionas es muy real, pero el término es algo engañoso. El Partido Republicano lleva descarrilando desde que Newt Gingrich se hizo con el control del Congreso durante el mandato de Clinton. Hace una década, los analistas políticos Thomas Mann y Norman Ornstein, del American Enterprise Institute, observaron que la creciente polarización es «asimétrica». Los demócratas apenas han cambiado, pero «el Partido Republicano se ha convertido en un agente de insurgencia radical: ideológicamente extremista, que desprecia los hechos y el compromiso político, y desdeña la legitimidad de la oposición».

			Para entonces, Mitch McConnell, el verdadero genio maligno detrás de la insurgencia radical, tenía firmemente asidas las riendas. Con Trump se dio un nuevo salto adelante en el camino hacia la destrucción de la democracia y esta, desde entonces, ha alcanzado cotas asombrosas.

			El Partido Republicano de Texas, una de las sucursales de la organización más en el extremo, acaba de pedir virtualmente la secesión. En su convención de junio de 2022 concluyeron que Biden «no fue elegido legítimamente», por lo que Texas es libre de ignorar las decisiones del Gobierno federal. Y aún va más lejos: el Partido Republicano de Texas condena la homosexualidad como «elección de un estilo de vida anormal», pide que en las escuelas se enseñe que la vida empieza al nacer y condena rotundamente cualquier restricción sobre la posesión de armas —argumentando que los menores de veintiún años son «los que más probablemente necesiten defenderse», de manera que puedan comprar armas rápidamente «en situaciones de emergencia como, por ejemplo, disturbios»—, al tiempo que afirma que las leyes de regulación de armas violan los derechos de las personas que no han sido condenadas por ningún delito a tener un juicio justo.

			Puede que Texas lidere la insurgencia radical, pero no por mucho. Un 70% de los republicanos sostienen que las elecciones de 2020 fueron robadas y que Trump es el presidente legítimo, y un 50%, que «altos cargos demócratas están implicados en redes elitistas de tráfico sexual de menores».

			Una gran mayoría piensa que «el Partido Demócrata intenta sustituir al electorado actual por votantes de países más pobres», y otras fantasías que serían difíciles de creer en un país normal.

			He aquí la base electoral republicana tras medio siglo de perfeccionamiento de la «estrategia sureña» de Nixon, cuya idea principal consistía en desviar la atención de los votantes hacia «cuestiones culturales». Este logro de los amos tiene menos mérito si se observa que fue un gol a puerta vacía, Ya hemos apuntado que, en la década de 1970, los demócratas habían abandonado prácticamente la preocupación por los trabajadores y los pobres y se habían convertido en un partido de profesionales liberales acomodados y de Wall Street: los gerifaltes de la época de Clinton y el tipo de gente que asistía a las fastuosas fiestas de Obama.

			Hay, pues, polarización. La dirección republicana se ha dado a la insurgencia radical, mientras al otro lado del pasillo la dirección encontró otras formas, más moderadas, de unirse a la guerra de clases del lado del mismo bando.

			Estos son los líderes que tenemos. El público, como de costumbre, no ha permanecido en silencio. Por parte demócrata, ha habido un renacimiento de la socialdemocracia al estilo del New Deal, que debe atribuirse en gran medida al impresionante trabajo de Bernie Sanders. Por parte republicana, desgraciadamente, se ha descendido a una forma de adoración a Trump que recuerda, en cierta medida, a la que se profesaba a Hitler hace noventa años.

			 

			Un reciente estudio de varios investigadores de las universidades de Yale y Columbia concluye que, tras los cuatro años de Trump, Estados Unidos ha quedado muy rezagado con respecto a los objetivos climáticos. Sin embargo, el Gobierno de Biden está dejando también mucho que desear en este aspecto. Si tenemos esto en cuenta, y dada la naturaleza del sistema político estadounidense, ¿cómo podríamos avanzar en la lucha contra el calentamiento global?

			Esta es la cuestión más importante de todas, por razones que no debería ser necesario revisar. Repito, todavía hay oportunidades de salvarnos, pero el margen es mínimo y se estrecha un poco más a cada instante.

			Los años de Trump fueron una catástrofe total para el mundo. En cualquier caso, el Partido Republicano se había pasado al negacionismo mucho antes, desde que el conglomerado energético Koch enterró los brotes verdes de la época de McCain, cuando se atisbó un cierto reconocimiento de la realidad en el seno del partido. En las primarias de 2016, antes del ascenso de Trump, los candidatos eran la flor y nata republicana y, en aquel momento, no solo se oponían todos a Trump, sino que se mostraban escandalizados por él. Y, de forma unánime, todos negaron el calentamiento global, con dos excepciones. Jeb Bush dijo que tal vez fuese una realidad, pero que no importaba. El gobernador de Ohio, John Kasich, fue el único que afirmó con rotundidad el fenómeno y la responsabilidad humana sobre este. Lo elogiaron… pero por lo que añadió a continuación: «Sí, se está destruyendo el clima, pero en Ohio seguiremos produciendo y utilizando carbón libremente y no pediremos disculpas por ello».

			Así era el Partido Republicano ya antes de que Trump se apoderase de él. Este es el partido que probablemente dirija muy pronto el Estado más poderoso de la historia.

			Bajo la presión de los activistas, Biden adoptó un programa climático que resultó inadecuado dada la gravedad de la crisis, pero que suponía un gran paso adelante respecto a todo lo anterior y que, de haberse aplicado, habría tenido algunos efectos positivos, nos habría concedido cierto tiempo para seguir avanzando. El obstruccionismo de McConnell acabó con el programa, con la inestimable ayuda de unos cuantos demócratas de derechas, principalmente el magnate del carbón Joe Manchin.

			En términos generales, todos los programas positivos de Biden, en su mayoría salidos —insisto— del laboratorio de Sanders, corrieron la misma suerte. El debate sobre esta tragedia para el país se centra, ante todo, en los demócratas cómplices y colaboradores, pero el quid es la obstrucción del Partido Republicano. Injustamente, se critica a Biden por no haber aplicado su programa. Sí, podría haber hecho más, pero la culpa recae en la insurgencia radical.

			Las facciones políticas dedicadas a destruir la vida son, solo aparentemente, «los principales arquitectos de la política». Detrás están los amos de la humanidad. La intervención del conglomerado Koch fue apenas un vulgar ejemplo. Es una práctica por completo generalizada.

			Como ya hemos comentado, el proyecto de los amos está próximo a consumarse: el aumento de los precios de la gasolina —principal contribuyente a la inflación, acelerado por la invasión de Ucrania—, empero, supuso un rasguño. La euforia en las plantas nobles de la industria de los combustibles fósiles solo tiene parangón en los despachos de los fabricantes de armas. Ya no tienen que enfrentarse a la molestia de defenderse de los activistas medioambientales. Ahora se los elogia por verter veneno en la atmósfera y se les insta a seguir adelante, a acelerar la marcha hacia la destrucción.

			En un mundo cuerdo, la reacción sería diferente. Aprovecharíamos la oportunidad de aligerar la transición energética para salvar a las generaciones venideras de un destino fatal. La inflación es un problema grave pero temporal, y se puede ayudar a quienes más la sufren, por ejemplo, con medidas fiscales. ¿Por qué no plantear la posibilidad de convertir a los productores de combustibles fósiles en empresas de utilidad pública? Robert Pollin ha demostrado que el Gobierno podría hacerlo sin gastar más que una pequeña fracción de lo que el Departamento del Tesoro dedicó a compensar a las instituciones financieras por las pérdidas sufridas durante las primeras fases de la pandemia.

			No hay precedentes de algo así. Las medidas que se tomaron en la Segunda Guerra Mundial se acercaron a esto en la práctica. Aquella fue, por supuesto, una guerra total y sin parangón hasta entonces, pero la crisis actual es aún más grave, mucho más, de hecho.

			En 2009, la industria automovilística estadounidense estaba al borde del colapso. La administración Obama prácticamente la nacionalizó, cubrió las pérdidas y la devolvió a sus antiguos propietarios (con algunas caras nuevas) para que pudiera continuar con lo que hacía.

			Era posible otra opción, de haber existido respaldo popular: dedicar la industria a una nueva tarea. En lugar de crear atascos, de envenenar la atmósfera, podría proporcionar lo que el país necesita: un transporte público de calidad, eficiente, basado en energías renovables, y contribuir a una vida y un futuro mejor para todos. Y también era posible una forma diferente de propiedad, más parecida a la democracia real. Hay muchísimas alternativas. No debemos limitarnos a las que se ajustan al marco existente y al sombrío destino que se perfila para la especie humana, meticulosamente planificado.
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